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			INTRODUCCIÓN

			A pesar de la abundante producción historiográfica sobre la Segunda República, el apartado dedicado a las fuerzas de seguridad y en particular a la Guardia Civil se hallaba huérfano de una obra que abordara en conjunto y relacionada con los acontecimientos sociales la trayectoria del Cuerpo. Tras un amplio recorrido por los sucesos más conocidos en los que se vio involucrada la Benemérita, y desgranados algunos aspectos hasta ahora no tratados en otros estudios, la obra puede ofrecer al lector nuevas luces y despejar ciertas sombras de desconocimiento sobre una institución que en esos instantes arrastraba casi un siglo de existencia en la compleja historia de España. 

			Es de justicia reconocer que en la historia de España uno de sus principales protagonistas ha sido, sin duda alguna, la Institución militar con los matices ideológicos o profesionales con los que quiera abordarse su periplo histórico. La Guardia Civil, cuerpo armado de naturaleza militar, desde su creación se vio vinculada e integrada en el organigrama del Ministerio de la Guerra, a pesar de la doble dependencia ministerial que también la relacionaba en el ejercicio de su servicio peculiar con las autoridades civiles del Ministerio de la Gobernación. Tal circunstancia fue esencial para la compleja elaboración de la mentalidad institucional. Los guardias fueron conscientes de la asunción de cierto mesianismo en el ejercicio de su labor, cuyo impacto era consecuencia directa de la herencia recibida del pasado decimonónico, esencialmente en la transformación y permutación de los objetivos exteriores por una obsesión con el control del orden interno, tras la desaparición de los proyectos o programas de expansión territorial por la desaparición del imperio colonial. 

			Todo ello coadyuvó a la instrumentalización de la Benemérita en el ejercicio de la imposición política, surgida al amparo de las directrices emanadas del experimento canovista, un disfraz democrático para una monarquía amparada por el Ejército y respaldada por los intereses de las clases conservadoras. Esa obsesión por el «orden» público, aplicada a veces con inusitada violencia, para el mantenimiento de una sociedad conservadora, había ayudado a fracturar la relación entre una parte sustancial de la ciudadanía y la Guardia Civil, que sin tales apoyos se encontraba aislada socialmente, y apoyada tan solo por los estamentos que mantenían a flote la monarquía. 

			En la formación de esta mentalidad interna tuvo una influencia decisiva el factor de la férrea disciplina aplicable a sus hombres. Desde la creación del Cuerpo la propia dinámica de la diseminación de sus unidades por todo el territorio español, a su vez articulador de la estructura del centralismo decimonónico, impuso unas draconianas condiciones internas en las relaciones de los guardias civiles, no solo con su entorno inmediato, sino también con sus superiores jerárquicos, exigentes del cumplimiento de los reglamentos hasta la exasperación, para evitar actitudes desidiosas u ociosas que pudieran repercutir sobre el prestigio y el honor de la Institución

			A la Guardia Civil, este alejamiento de las clases sociales de las que procedían sus hombres le inspiraba un sentimiento contradictorio: en primer lugar, una sensación de abandono y de falta de comprensión por el ejercicio de su labor; por otro lado, un aislamiento que podía considerarse satisfactorio, pues la distancia imposibilitaba relaciones que podrían impedir el estricto cumplimiento de las labores policiales, lo que inducía a crear un complejo mundo de relaciones endógenas alejadas del entorno social, quizá con cierta impresión de superioridad frente a la sociedad civil. La mayoría de aquellos hombres vivían en unidades reducidas, establecidas en pueblos pequeños, y aislados de núcleos urbanos de cierta importancia, en los que radicaba un mayor número de fuerzas. En estos pueblos se veían superados con amplitud por el número de habitantes, por lo que el potencial peligro para sus personas y sus familias, en el caso de una modificación del estatus vigente con la monarquía, siempre estuvo presente en su pensamiento; amenaza latente que por desgracia se haría realidad en numerosas ocasiones durante el periodo republicano.

			Desde la peculiar visión difundida en el seno del Cuerpo, aquellos gobiernos que no establecían unos mecanismos eficaces de protección de los guardias civiles, porque no podían, o en el peor de los casos porque no querían, perdían la legitimidad, al poner en riesgo los cuarteles de la Benemérita. Por eso, cuando se produjo el cambio de régimen, ante la posibilidad de una disolución del Cuerpo o de que se produjeran furibundos ataques contra sus hombres, los guardias civiles se enrocaron en posiciones defensivas y en la reafirmación de su autoridad para el control de la disciplina social. 

			A los ojos de los guardias civiles, las reacciones violentas a la hora de aplicar las leyes se ajustaban a un principio de acción-reacción. Pensaban que ajustaban su conducta a provocaciones previas por parte de manifestantes o de los presuntos delincuentes. No siempre fue así, pero en numerosos casos la violencia desplegada respondió a un marcado carácter defensivo, por la radicalización de la oposición política durante el régimen republicano. Sus actuaciones respondían a un concepto de control del orden público heredado de épocas pretéritas. Su adiestramiento y preparación para actuar en los conflictos sociales eran obsoletos y arcaicos, lo que proyectaba una imagen desfasada, de incapacidad para enfrentarse a nuevas modalidades de actividad policial en el control de las masas, por otro lado extremadamente violentas. De todas maneras, la Guardia Civil no era culpable por no disponer de los medios adecuados. El nuevo régimen continuó dotando a sus hombres de fusiles de asalto para responder a las manifestaciones, violentas o no, y para sofocar el resto de los actos de contestación social.

			La serie de acontecimientos en los que se vieron involucrados los guardias civiles debe abordarse con una dosis de comprensión hacia sus actuaciones frente a una contestación social muy radicalizada, en la inteligencia de que se debieron al contexto histórico e ideológico en el que se desarrollaron sus vivencias personales, por desgracia alejadas, en numerosas ocasiones, del deseo de concordia y de convivencia pacífica. Acorde con este clima de enfrentamiento, las vivencias y los servicios del Cuerpo, los errores o aciertos cometidos, no se alejaban, como no podía ser de otra manera, del ambiente político y social de la Segunda República. 

			Desde las filas de los partidos obreros, sus militantes se mostraban reacios a confiar en un cuerpo policial heredado de la monarquía, inflexible ante las reivindicaciones de apertura por parte del republicanismo. Pronto descubrirían a unos hombres abnegados en su misión de hacer cumplir la ley, sin otras connotaciones que el afán de dedicarse a tal labor, y sin relaciones políticas de ningún tipo, al menos institucionalmente. La Guardia Civil, apenas iniciada la andadura del régimen, mostró su disposición para prestar su obediencia al poder que se hallara legitimado, con independencia de la alineación ideológica del mismo. Esta posición aséptica la llevaba al acatamiento de los dictados que emanaran de los poderes republicanos, sin cuestionarse el respaldo político a tales órdenes. Fue una de las grandes sorpresas para los políticos que lideraron el cambio de régimen. Tenían a su lado, lealmente, a la Guardia Civil.

			No lo tuvo fácil la Institución. Los virulentos ataques contra la República, que partieron desde los dos extremos políticos, izquierdas y derechas, aunque con una mayor incidencia desde los partidos y sindicatos obreros, destruyeron o limitaron las esperanzas depositadas en un régimen pacífico. El Cuerpo tendrá que ofrecer, con un denodado esfuerzo, una nueva imagen democrática para obtener la suficiente confianza en los miembros de los diferentes gobiernos de la República. Y con tal respaldo institucional podrá consolidarse como la principal fuerza de seguridad estatal, que en aquella época lo era, para articular el nuevo Estado republicano, tal y como lo hizo durante el siglo xix con la monarquía. Si conseguía que se respaldaran sus actuaciones, el beneficio sería mutuo: para el régimen republicano estaría más cerca la consolidación y aceptación por la ciudadanía, y para la Guardia Civil su supervivencia como cuerpo policial. Los acontecimientos los superaron a ambos.

		

	




		
			1. EL BIENIO AZAÑISTA. LA ESPERANZA DEFRAUDADA

			Los Comicios municipales

			La convocatoria en la jornada del 12 de abril de 1931 de unos comicios municipales inundó el país de esperanzas y temores, por el potencial proceso de cambio de régimen político. La Guardia Civil, como ocurrió con el resto de la Nación, contemplaba desde su privilegiada atalaya, con cierto reparo, la posibilidad de que se generaran disturbios sociales. El régimen republicano no llegó por generación espontánea, ya que en definitiva se trataba de la culminación de un proceso de evolución de la propia sociedad española. Atrás, en tiempos cercanos, quedaba la incorporación a la vida política de las masas obreras y el complejo periodo dictatorial que impuso una severa restricción de las libertades ciudadanas. Ese fue el caldo de cultivo en el que germinó la Segunda República

			España no era ajena a las circunstancias extrínsecas que rodeaban la profunda crisis económica internacional, por lo que hay que considerar esa mutación político-social en su contexto histórico, es decir, en los avatares de la tercera década del pasado siglo. La progresiva incorporación a la vida política, durante las dos primeras décadas del siglo, de las masas obreras, que querían modificar su situación para lograr una mejoría del nivel de vida y la modernización del país, produjo un clima de peligroso conflicto con las clases favorecidas, que, en buena lógica, querían continuar manteniendo el monopolio del control de la sociedad. En tal contexto tenía que influir poderosamente la estructura de la Restauración diseñada por Cánovas, en la que la presencia en política del obrerismo era simplemente testimonial, a través de los postulados liberales, más cercanos al conservadurismo en algunas ocasiones que las propias tesis de este.

			Con estos mimbres, el descontento con el sistema llevó al republicanismo a elaborar un proyecto de régimen que chocaba frontalmente con la monarquía alfonsina, cuyo muro era imprescindible derribar para dar luz a su revolucionario programa político. A pesar del crispado ambiente social en ese mes de marzo de 1931, a consecuencia de los sucesos de la Facultad de San Carlos, con graves enfrentamientos con las fuerzas de seguridad, sumado al que se cursaba contra los miembros del comité republicano que habían participado en la apuesta revolucionaria del mes de diciembre anterior, se convocaron esas elecciones de ediles para el día 12 de abril, como primer eslabón de una serie de consultas que de forma progresiva tenía como objetivo la elección de un nuevo gobierno. Para el frente republicano, que aparecía sólidamente unido al Partido Socialista para desbancar a los monárquicos, supuso una ocasión única en la que mostrar sus cartas de cara al relevo estamental. Y así se plasmó en una cualitativa victoria en la mayor parte de las capitales españolas, pues las únicas de estas en las que vencieron las candidaturas monárquicas fueron Cádiz, Lugo, Ávila, Burgos, Vitoria, Pamplona, Soria, Palma de Mallorca y Las Palmas.

			El distanciamiento de la monarquía y un gran segmento de la sociedad no le era precisamente ajeno a la Institución (la Guardia Civil), como consecuencia de una elaborada red de información, distribuida en sus puestos territoriales, por lo que no era muy extraño suponer que se disponía de cierta certeza sobre el profundo cambio que se iba a producir tras el depósito del voto por parte de los españoles. Se conocía la adscripción al republicanismo en las ciudades, pero se dudaba de la capacidad de organización para ofrecer un frente unido entre los miembros de las alas moderadas y progresistas de los partidos republicanos, así como con el Partido Socialista Obrero Español. 

			Con un profundo conocimiento de la situación de la ruralidad, que no ofrecía dudas en cuanto a su adscripción conservadora, obligada o no por las circunstancias, el gobierno del general Aznar se planteó la necesidad de consultar al cuerpo electoral sobre los derroteros políticos de la situación tan compleja, derivada del intento de implantarse un gobierno de concentración para eludir las consecuencias de la crisis nacional provocada tras el periplo dictatorial de Primo de Rivera. La respuesta fue especialmente contundente en los principales núcleos urbanos de la Nación, donde la conjunción republicano-socialista copó la mayoría de los cargos electos de los consistorios. 

			En el gobierno se tenía plena consciencia de que en aquellos lugares a los que no podían acceder libremente los tentáculos del caciquismo la respuesta había sido contraria al régimen alfonsino. La respuesta proporcionada por el cualitativo voto urbano dejó claro qué posicionamiento tenía la sociedad española en referencia a la deriva monárquica: un cambio absoluto y sustancial para implantar la república. Los políticos del régimen restauracionista, incluido el monarca, a la vista de los resultados tuvieron muy claro que era el momento de abandonar la nave para dejar el timón en manos de los vencedores en los comicios municipales, incluso a pesar de las aireadas protestas de algunos de los recalcitrantes monárquicos, como el general Cavalcanti, dispuesto a ofrecer una firme resistencia en la defensa de la monarquía. 

			¿Cuál fue el posicionamiento de la Institución ante tal disyuntiva?[1] Se ha articulado el discurso de que la decantación del Cuerpo por la inhibición fue producto del despecho personal y el desencanto de su director general, Sanjurjo, por el abandono de Primo de Rivera por parte del monarca. Se puede afirmar, tras la valoración de la trayectoria histórica de la Benemérita, que la Guardia Civil, a pesar de la obediencia a su director, era algo más que la adhesión a una persona. Al equipo directivo de la corporación, en conjunto, le impulsó el profundo deseo de evitar un derramamiento de sangre por la defensa de un régimen que inevitablemente se enfrentaba a una gran crisis de identidad, tras la pérdida de la credibilidad necesaria para subsistir. La frase presuntamente proferida por Sanjurjo: «Hasta ayer por la noche se podía contar con la Guardia Civil», es una muestra palpable del sentir de la Institución ante el conocimiento de los resultados electorales, esa misma noche del 12 de abril, cuando se consultaba a su director general sobre el posicionamiento de los guardias civiles ante la proximidad de un cambio de régimen. Si se hubiese optado por enfrentar a los guardias civiles con las animadas masas republicanas, deseosas de explotar su éxito en el derrocamiento de la monarquía, la continuidad de la Institución hubiese quedado sentenciada de muerte. Puede concluirse, a la vista de los acontecimientos, que la decisión de acatamiento de la consulta electoral por parte de Sanjurjo fue ajustada a las pretensiones de la sociedad española, por lo que no fue necesario sacrificar la Institución, ni el prestigio obtenido en los casi noventa años de historia, por la defensa de un régimen al que se le auguraban pocas horas de vida.

			Todo ello, a pesar de la posibilidad de establecer una vinculación del Cuerpo con un signo políticamente moderado y con la institución monárquica, fruto de la connivencia con los intereses de la Restauración, régimen al que protegió y defendió, incluso con el compromiso de perder el prestigio adquirido en los primeros años de vida de la Guardia Civil, alejándose inevitablemente de las clases populares para llevar a cabo la defensa de los fundamentos ideados y puestos en marcha por Cánovas, a los que dieron continuidad liberales y moderados durante casi sesenta años.

			No es aceptable la gratuita e imaginaria suposición de lo que hubiese ocurrido en caso contrario. Simplemente queda contrastar sesudamente la decisión adoptada por Sanjurjo[2] de no hacer partícipe de la más que probable sangrienta represión a los guardias civiles. No, la Guardia Civil, si deseaba tener una continuidad dentro del nuevo régimen político, tenía que mantenerse aséptica y observar, eso sí, con cierta preocupación el desarrollo de los acontecimientos. En esta línea, y como prueba palpable de lo expuesto, queda analizar el texto que Sanjurjo, mediante un telegrama, enviaba a sus unidades, en las que solicitaba la inhibición de los guardias civiles en la celebración de la victoria republicana, incluyendo la posibilidad de que incluso fuerzas del Ejército se uniesen a la exaltación por el cambio de régimen: «Disponga V. S. las órdenes convenientes para que las Fuerzas de su mando no se opongan a la justa manifestación del triunfo republicano que puede surgir del Ejército y del pueblo». El despacho, que iba con clave criptográfica, fue descifrado por los funcionarios de Comunicaciones y produjo un enorme revuelo. El martes, 14 de abril, varios miembros de Telégrafos izaron en el Palacio de Comunicaciones la primera bandera republicana que ondeó en Madrid, y esto influyó transcendentalmente en que se precipitaran los acontecimientos políticos.

			

	




La proclamación de la República

			A pesar de la inhibición, ordenada por la Dirección General para la jornada del 14 de abril, algunas unidades de la Guardia Civil recibieron instrucciones específicas de control del orden público en lugares estratégicos de la capital, cuando comenzaron a llegar noticias de la proclamación de la República en numerosas ciudades de toda España. En Madrid, tras la movilización de las masas que progresiva y rápidamente se habían ido incorporando a la celebración de la presunta victoria electoral, el Cuerpo intentaba dar una respuesta con el despliegue de fuerzas del 14.º Tercio, que se ocuparía de tomar la plaza de Colón, y la calle de Alcalá, mientras un par de escuadras eran ubicadas en la plaza de Oriente. Otra unidad motorizada de la Benemérita acudía ante los disturbios que se estaban desarrollando en el paseo de Recoletos, cuya intervención se saldaría con un muerto y varios heridos entre los eufóricos republicanos. En la Puerta del Sol la actitud de los manifestantes no distaba de la violencia desplegada en Recoletos, lo que provocó que el ministro de la Gobernación, marqués de Hoyos, solicitase del entonces jefe superior de la Policía Gubernativa de Madrid, coronel de la Guardia Civil José Aranguren Roldán, la intervención de la Institución para evitar el asalto del Ministerio. La mesura y el control emocional de Aranguren evitarían que lo que simplemente eran conatos de intervención se convirtieran en una masacre ante las puertas del edificio ministerial.

			Ante el cariz de los acontecimientos, solo quedaba la decisión final sobre el momento idóneo para el abandono de la patria por parte de su rey, que unas horas antes dictaba un documento de renuncia al trono, aplazando sus derechos dinásticos, hasta que la situación se modificara con la elección de unas Cortes constituyentes. El autonombrado gobierno republicano exigió que la salida fuese inmediata, impulsado por la necesidad de su propia consolidación, así como para evitar cuanto antes que la seguridad del monarca pudiera peligrar e incluso se cometiera un regicidio. El Gobierno Provisional de la República, personalizado en la figura de Niceto Alcalá-Zamora, instaba al ministro Romanones[3] a que el monarca abandonase la nación de forma inmediata, incluso antes de la puesta de sol. Durante esa misma tarde la República era proclamada de forma pacífica en las principales ciudades del país: Barcelona, Sevilla, Valencia, La Coruña, Salamanca… 

			Al resto de la familia de don Alfonso se le concedió algo más de tiempo para que abandonase el país y, en consecuencia, ese retraso podía significar de alguna manera ciertos problemas de seguridad a su paso, por lo que Sanjurjo, que insistía ante el nuevo gobierno provisional en la seguridad de las personas de la familia real, asumió personalmente la dirección del operativo de protección y se trasladó junto a la todavía reina de España, doña Victoria Eugenia, los infantes y los miembros de la nobleza que decidieron acompañarlos en el exilio, hasta la estación de El Escorial, donde tomarían un ferrocarril que les llevaría hasta la frontera española con Francia. La Guardia Civil asumió el operativo con la intensidad que le era propia, y el despliegue por todo el recorrido fue todo lo tupido que permitía la disponibilidad de los hombres de los tercios móviles, especialmente el 26.º, con sede en Madrid. Gracias a este esfuerzo de los beneméritos la familia real pudo abandonar el país sin más contratiempos que la desolación por el obligado destierro.

			Sanjurjo, una vez ordenados los dispositivos relatados, se trasladaba al domicilio de Miguel Maura para el ofrecimiento de la Guardia Civil al Gobierno Provisional de la República, que a su vez se dirigía al Ministerio de la Gobernación para tomar posesión del poder cedido por el monarca. Allí, para su propia sorpresa, hallaron la plena disponibilidad del piquete de la Guardia Civil que protocolariamente rindió honores a los componentes del mencionado comité, a la voz de Maura de: «Señores, abran paso al Gobierno de la República».[4]

			Para los conservadores monárquicos este posicionamiento de Sanjurjo, y por ende de la Institución que dirigía, supuso una completa y absoluta traición. Ante una decisión acorde a la voluntad de atenerse al estricto cumplimiento del deber, a pesar de las distancias personales e institucionales con la República, arreciaron las acusaciones de pusilanimidad contra el laureado general, aunque la valoración objetiva es que su postura era completamente acertada, tal y como se estaban desarrollando los acontecimientos. Quizás fuese posible entender que en la posición del general existía cierta aversión personal a los derroteros de la monarquía, a la vista de lo ocurrido con su mentor, el exdictador Primo de Rivera, a quien el monarca dejó abocado al ostracismo. Pero ello no impide que se valore positivamente la decisión de alejar a la Guardia Civil de los previsibles conflictos sociales por la llegada del régimen, una vez contemplados los acontecimientos políticos desencadenados por las elecciones municipales. En caso contrario, la República no hubiera dudado un solo momento en proceder a disolver a una Institución tildada, y con razón, de extremadamente conservadora. El balance final tras el pertinente análisis no pudo ser más positivo: la Guardia Civil monárquica se transformaba en la Guardia Civil republicana.

			La alineación de la Institución con el deseo de no intervención puede seguirse de la mano de Maura, uno de los principales protagonistas de tales instantes, quien relató la llegada del general a su domicilio para ofrecer sus servicios al nuevo régimen: «Que la Guardia Civil y él personalmente acataban la voluntad popular y pasaban al servicio de la República con la lealtad tradicional del Instituto».[5] Para valorar si esta voluntad de eludir el enfrentamiento con las masas fue consecuente con la necesidad de no provocar víctimas o producto de una animadversión personal del laureado general al monarca, solo puede constatarse a través de los hechos consumados. Sobre la presunta deslealtad hay que atenerse a la valoración de la hora de la entrevista entre el director general y Maura. Si esta se produjo a primera hora del mencionado día el general no conocía, al menos previsiblemente, la decisión de Alfonso XIII de ceder sus derechos dinásticos y renunciar hasta un momento más propicio para ejercer la soberanía, por lo que tal ofrecimiento resultaba interesado y producto de sus desavenencias con el rey; si, por el contrario, Sanjurjo llegaba al final de esa tarde al domicilio de Maura, conocía perfectamente la situación personal por la que atravesaba el monarca, y su firme e irresoluble decisión de declinar su soberanía en la voluntad popular ciudadana.

			Para el gobierno provisional contar con el apoyo y el ejercicio profesional de los guardias civiles era más que una garantía de control del orden público y del traspaso pacífico de poderes, pues el concurso de la Benemérita podía decantar la confianza en la República de las poderosas clases conservadoras, recelosas de la llegada de un nuevo régimen auspiciado por la anarquía. La sorpresa de no hallar la oposición de los beneméritos y de contar con la anuencia de su director sorprendió a los ya por sí asombrados miembros del potencial gobierno de la República. El presidente del comité republicano, Alcalá-Zamora, llegó a manifestar ante la prensa el orgullo por «un ejemplo sin igual e inimitable resolviendo el problema de la revolución latente en medio de un orden maravilloso», manifestación que supone intrínsecamente un halago a la labor ejercida por la Guardia Civil. 

			De todas maneras, el pasado pesaba como una losa y no todo eran pensamientos de apoyo, tal y como relata Maura, cuyo testimonio resulta esclarecedor sobre la acogida que ofrecieron a la Benemérita los republicanos de izquierda y los representantes de las masas obreras: «La impopularidad del Cuerpo entre las masas obreras, muy principalmente entre los campesinos, era extraordinaria. No sé si con razón o sin ella, pero lo cierto es que la Guardia Civil constituía para muchas gentes la encarnación de la supervivencia de los sistemas inquisitoriales en la investigación de los hechos». Y la opinión de los dirigentes republicanos, no difería demasiado de la expuesta con anterioridad: «Mis compañeros, incluido el presidente, me pedían que disolviera el Cuerpo o, al menos, que lo modificase en tal forma que diésemos la sensación de que lo habíamos disuelto (…) tras largas horas de estudio y reflexión me negué categóricamente no solo a disolverlo, sino a alterar una sola coma de las ordenanzas. Me negué, incluso, a la sustitución del tradicional tricornio charolado por otra prenda diferente, como ya, en última instancia me pedían».[6]

			

	




El primer gobierno republicano

			El deseo del pueblo español de que las prometidas reformas sociales y estructurales se plasmaran urgentemente, que había calado con profundidad especial entre las clases más desfavorecidas, provocó una intensa oleada de huelgas y conflictos desde los primeros instantes de la República. Apenas transcurridas unas semanas desde su advenimiento, se produjeron las primeras bajas mortales por las violentas reivindicaciones sociales en las calles de las ciudades españolas. Sin minusvalorar los enfrentamientos sostenidos por la Guardia Civil en el resto de España, por sus consecuencias en heridos y muertos, en los días que siguieron a la proclamación del nuevo régimen, resulta imprescindible abordar lo ocurrido en Madrid en las jornadas del 11 y 12 de mayo, con los incendios de los conventos y edificios religiosos, y su extensión con mayor o menor incidencia, como un reguero de pólvora, por numerosas capitales y pueblos del territorio nacional. Era el primero de una serie de innumerables episodios relacionados con actuaciones anticlericales que coadyuvarían a destruir la convivencia ciudadana como ningún otro aspecto de la conflictividad social. Los acontecimientos se precipitaron como consecuencia de una pretendida provocación por parte de grupos monárquicos, tras una celebración en el edificio de ABC, en el que se colocaron unos altavoces desde los que sonó la Marcha Real.[7] Oído por grupos de exaltados, estos intentaron incendiar el local y la Guardia Civil se dispuso para impedirlo, con un triste balance tras el enfrentamiento, pues quedaron dos muertos sobre la acera y numerosos heridos tuvieron que ser trasladados a casas de socorro. Esta actuación provocaría un efecto de transmisión en cadena de actos vandálicos por toda la ciudad. Se acusaba a la fuerza de seguridad de excederse violentamente en la represión.

			En el interior del gabinete gubernamental lo sucedido provocó que parte de los correligionarios de Maura planteasen abiertamente la solicitud de la disolución inmediata de la Guardia Civil. Ante tal tesitura, con mesurado criterio, el director general de Seguridad, con el deseo de evitar el incremento de víctimas, ordenaba a los guardias civiles que se recluyeran en sus acuartelamientos para depositar en el Cuerpo de Vigilancia y Seguridad el control del orden público en la ciudad. Todo quedaba al amparo de la decisión de los pirómanos, pues el mencionado cuerpo policial no estaba especialmente preparado, al igual que la Guardia Civil, para enfrentarse a manifestaciones, y sobre todo le faltaba la suficiente decisión para ofrecer una resistencia coherente a los exaltados. En el punto de mira de estos se hallaban los edificios eclesiásticos, los diarios de derechas, los grupos monárquicos y todo lo que significara oposición a la República. El primero de los edificios que recibió la visita de los pirómanos fue el convento de jesuitas de la calle de la Flor, en el que se perdió para siempre su inmensa biblioteca, de un valor incalculable. Allí se custodiaban ediciones príncipes de Lope de Vega, Quevedo y Calderón. A partir de aquí ardieron el colegio de las Maravillas; el convento de las Mercedarias de San Fernando; el colegio de los Salesianos; el colegio de Bellavista y el colegio de religiosas del Sagrado Corazón de Chamartín de la Rosa. Ante tales acontecimientos, el gobierno decidió finalmente reaccionar y proclamó el estado de guerra, tras comprobar el error cometido de dejar a la Guardia de Seguridad tamaña empresa y manteniendo a la Guardia Civil acuartelada. 

			No quedaría aquí, en la capital de España, el fervor por los incendios de iglesias. En Valencia, el convento de los Dominicos, el de San José de las Carmelitas, el de San Julián de las agustinas y el colegio de la Presentación fueron atacados por los incendiarios. De enorme gravedad fue el impacto de la revuelta en las principales capitales andaluzas, como lo ocurrido en Sevilla cuando se incendió el colegio de los Jesuitas y la iglesia del Buen Suceso.[8] En Córdoba el intento de incendiar el convento de San Cayetano se saldó con la intervención de la Guardia Civil: dos de los asaltantes fallecieron y hubo varios heridos. En la ciudad de Cádiz fueron pasto de las llamas el convento de los Dominicos y la iglesia de Santa María, y en la provincia fueron asaltadas iglesias en Algeciras, Jerez y Sanlúcar de Barrameda. Una ciudad en la que se desarrollaría una jornada especialmente violenta fue Málaga, lugar donde la falta de acción por parte de las autoridades militares se saldó con el incendio de una buena parte de su patrimonio. Otra muestra más de irresponsabilidad la ofreció el gobernador militar, Gómez Caminero:[9] «Ha comenzado el incendio de iglesias. Mañana continuará». Este mismo general ordenó personalmente a los bomberos que habían acudido a sofocar el incendio de la casa de los jesuitas en Málaga que se retiraran, y luego dio la misma orden a los guardias civiles que intentaban apagar los fuegos provocados. Los bomberos asistieron impotentes al incendio del edificio y la iglesia aneja. Fue tal el escándalo al conocerse estos hechos que el general Gómez García Caminero y el gobernador civil, ausente durante esos hechos, fueron destituidos. No puede extrañar que ardieran el convento de Santo Domingo, la iglesia de Capuchinos, la parroquia de San Pablo, el Palacio Arzobispal, el colegio de los Agustinos, el colegio de los Maristas y así hasta cuarenta y ocho edificios. En la provincia la actuación de algunos de los guardias civiles impidió que se consumaran iguales daños. Fue el caso de Pizarra, donde el teniente Carlos Ponce de León y Conesa evitó personalmente que se incendiase la iglesia parroquial. En cuanto al balance de víctimas en Málaga, cuatro de los asaltantes resultaron muertos.[10] Como consecuencia de estos hechos, el capitán general de la Segunda División Orgánica, general Miguel Cabanellas, emitió un comunicado a todas las guarniciones para que extremasen y cumpliesen con el estado de guerra que se implantaba para toda Andalucía Occidental. Transmitía así las órdenes recibidas: 

			Ministro de Gobernación. 

			El Gobierno Provisional de la República acaba de acordar asumir desde este momento los plenos poderes que le otorgó la soberanía nacional, con la máxima energía y sin más limitaciones a su aplicación que el bien público y la salud de la República. Procederá V. E. mientras dure el estado de guerra, que no se levantará sin orden de mi autoridad, con la mayor energía para sostener por todos los medios necesarios el orden público, siendo imprescindible limpiar Andalucía de elementos perturbadores y extraños que, criminalmente, atentan contra la Patria. 

			Tomará cuantas medidas de detención, deportación etc., estime necesarias, excitándose el celo de la Guardia Civil y demás fuerzas, para que vigile los trenes, deteniendo a todos los sospechosos. Como consecuencia de esta orden ministerial se declara el estado de guerra en toda Andalucía.[11]

			Las primeras escaramuzas de los incendiarios no fueron valoradas en su justa medida por el equipo gubernamental. No solo infravaloró la magnitud de lo ocurrido, con vidas pérdidas y daños en el patrimonio histórico-artístico, sino que, sobre todo, no supo ver la idea que sobre el régimen se instaló en las conciencias de las clases conservadoras, o en la propia Guardia Civil. Los coroneles jefes de tercio en la capital presentaron al ministro su queja porque no se apelara a su función de protección de las vidas y las propiedades. La consecuencia de no actuar a tiempo fue la obligación de decretar el primer estado de excepción del periplo republicano. Muchos más, desgraciadamente, le seguirían en apenas cinco años. El presidente del Gobierno y ministro de la Guerra, Manuel Azaña, no atendió a los requerimientos de Maura de sacar a las calles, a toda costa, a la Guardia Civil, quizá por la desinformación a que se le estaba sometiendo, y se despachó con una de sus frases lapidarias: «Todos los conventos de Madrid no valen la vida de un republicano».[12] No le tembló el pulso en destituir al coronel del Tercio de Córdoba porque no obedeció la orden de Gobernación y ante la crítica situación procedió, bajo su responsabilidad, a sacar a sus guardias a la calle para impedir los incendios en aquella capital. 

			El relato del descontento de la Guardia Civil con lo ocurrido en estos días de mayo lo encontramos en Maura, quien no dudaría en presentar su dimisión ante el resto del gabinete por no poder disponer de la Institución para reprimir los desórdenes públicos. No le fue aceptada, pero obtuvo el compromiso de que desde esos instantes el Ministerio de la Gobernación tendría plenos poderes para abordar todo lo referente a las cuestiones de seguridad pública. También menciona Maura la reunión celebrada entre él, Sanjurjo y los coroneles, tenientes coroneles y comandantes de los tercios, turbados por la preocupante situación en la que se hallaba el Cuerpo, acuartelado y en tensa espera de una probable disolución. En la reunión se abordó todo lo ocurrido en la capital en las aciagas jornadas del 10 y 11 de mayo. El ministro escribió: «Me permitía garantizarles que se habían acabado las vacilaciones y claudicaciones de la Autoridad, y terminé pidiéndoles que hiciesen confianza al gobierno y prestasen su concurso incondicional para garantizar la paz y el orden de España. El general, con su habitual premiosidad, hizo patente en nombre de todos su adhesión y lealtad al gobierno y al ministro y prometió redoblar su celo en el servicio».[13] 

			A estos disturbios se unieron las protestas contra el régimen por parte de destacados dirigentes de la Iglesia como el cardenal primado, quien se posicionó para colocar a los fieles en disposición de combatir a la República, circunstancia que le costó la expulsión del país. A Segura le acompañó en el destierro, a los pocos días, el obispo de Vitoria, Múgica, acusado de actividades antirrepublicanas en la diócesis. Finalmente, el gobierno provisional fijaba la libertad de creencias y cultos, lo que significaba la pérdida del monopolio de la Iglesia católica como religión oficial del país. Consecuencia de ello fue la respuesta vaticana, negándose a entregar el plácet al nuevo embajador de España ante la Santa Sede, el moderado Luis de Zulueta. Unos días después, el 11 de junio, en clara coincidencia con la publicación de una durísima declaración de la junta episcopal, retornaba de incógnito a España el cardenal Segura, circunstancia que no fue pasada por alto por los responsables de Gobernación, que ordenaron su detención por la Guardia Civil en Guadalajara, a los cuatro días de la clandestina entrada.

			No habían transcurrido unas semanas cuando tuvo lugar un lamentable acontecimiento en las calles de Pasajes (San Sebastián). Un conflicto reivindicativo, instigado por miembros del Partido Comunista local y planteado por la Federación Local de Sociedades Pesqueras, se resolvió con la decisión de declarar una huelga general, que no fue secundada por el resto de gremios laborales. A pesar de ello, el gobierno, a la vista de la crudeza de anteriores enfrentamientos y para evitar un nuevo episodio violento, se ofreció como mediador a través del gobernador civil de la provincia. En Algorrieta, unos centenares de obreros continuaron con sus reivindicaciones y, ante la desautorización de la manifestación, la Guardia Civil procedió a disolverla, dejando dos heridos gravísimos, que morirían posteriormente al ingresar en la casa de socorro. El incremento de los disturbios obligaría a que el gobernador civil depositara sus competencias en el gobernador militar. En Pasajes de San Pedro, en la mañana del día 28 de mayo, una manifestación con dirección a San Sebastián, a la que asistieron miles de personas, fue detenida por los soldados del «Viejo Tercio de Sicilia» en el paraje denominado Alto de Capuchinos, con la tajante orden de impedirles el paso. Ante esta imposibilidad el grupo modificó el itinerario hacia el punto denominado El Reloj de Algorrieta, en el que se hallaba, a su vez, desplegada la Guardia Civil siguiendo instrucciones de la autoridad militar. Ante la imposibilidad de continuar, la marcha se enfrentó a los guardias, que tras los requerimientos preventivos, como en el caso anterior, dispararon sobre la masa provocando cuatro muertos y una veintena de heridos de diversa consideración.

			Entre los sucesos que siguieron a este conflictivo mes de mayo, quizá el de mayor importancia ocurrió en una manifestación anarquista organizada en las calles de Sevilla el 18 de junio. Como consecuencia de los tiroteos entre las fuerzas del orden y los libertarios, varios muertos poblaron el asfalto de la ciudad hispalense. Al gobierno, de nuevo, no le quedó más remedio que volver a declarar el estado de guerra en la ciudad. Apenas habían transcurrido dos meses de la instauración del régimen republicano y ya se habían sufrido dos declaraciones de tal estado de excepción. Unos días después, el 29 de junio, en Granada, el teniente del Cuerpo, Mariano Pelayo Navarro, y las fuerzas de su línea, sostuvieron un agrio enfrentamiento con huelguistas, quienes a su vez les disparaban con armas de fuego. De nuevo quedaron varios muertos en las calles. En Almedinilla, los guardias del puesto se vieron obligados a refugiarse entre las paredes del cuartel por la acometida que con escopetas y otras armas realizaron elementos anarquistas de la población. Uno de los atacantes moriría y cuatro de ellos quedaron heridos de diversa consideración. Para la Guardia Civil, el fallecimiento del guardia Emilio Martín Merchán en Montemolín (Badajoz) supuso una nueva conmoción, por lo cruel y despiadado del ataque. Cuando se disponía a trasladar a un detenido tras impedir que unos extremistas lograran el asalto de la casa de correos, fue acometido con armas blancas y con palos, hasta darle muerte.

			

	




El periodo de las Cortes Constituyentes

			El clima de crispación provocado por la impaciencia ante el retraso de las pretendidas reformas sociales se apoderó de numerosas poblaciones cuando el régimen no había pasado los cien días de vida, y ello obligó de nuevo a declarar el estado de guerra en numerosas localidades. Dentro de este proceso ha de enmarcarse lo ocurrido en Guareña (Badajoz), donde el cabo comandante del puesto, José Díaz, se vio obligado a actuar con las armas para impedir que unos campesinos liberaran a dos detenidos, produciéndose un elevado número de heridos en el enfrentamiento. Andalucía, como el caso anterior, también era un terreno abonado para que jornaleros y guardias civiles se dejaran la vida en sus campos y sus calles. A mediados de julio estallaba una huelga general controlada por el anarquismo, que se transformaría, de nuevo, en una peligrosa y cruel afrenta para las fuerzas de seguridad, y por ende, una apuesta violenta contra el gobierno de la República, lo que obligó a que se trasladasen desde Guadalajara, entre el 7 y 8 de julio, ochenta guardias civiles que se vieron reforzados por otros ciento veinticinco que se incorporaron a la región andaluza desde Valencia, para sofocar el principal foco, ubicado en la capital sevillana. 

			Casi al unísono de la llegada de tales refuerzos, el día 8 se declararon en huelga indefinida los obreros de la Cartuja, a los que se unieron los compañeros de la Cruz Campo, empresa cervecera, y los de otra de productos químicos. Al día siguiente, comenzaron los sabotajes con la interrupción de las comunicaciones telefónicas entre la capital hispalense y la cercana Huelva. Una semana después se sumaron a la huelga los obreros eléctricos y los operarios de los tranvías, ofreciendo un frente cohesionado bajo las directrices anarquistas. Solo faltaba una espoleta para que estallara la preparada acción revolucionaria. La llama que prendió aquella mecha fue un enfrentamiento entre obreros anarquistas y otros que no quisieron secundar la huelga en la mencionada fábrica de cervezas. La refriega fue observada por una pareja de la Guardia Civil que procedió a detener a algunos de aquellos obreros violentos, mientras se producían disparos de los compañeros para impedir la detención. La persecución de los que huían se extendió hasta el centro de ciudad y por algunos barrios, con intercambio de disparos con guardias de seguridad que finalmente provocaron la muerte de un obrero: José González Prieto.

			Los revolucionarios se apresuraron a ocultarse en el barrio de la Macarena, que sería rodeado por fuerzas militares, a las que acompañaban guardias civiles, para impedir que los responsables rompieran el cerco. Al día siguiente otros grupos de obreros también relacionados con la CNT y la FAI procedieron a provocar numerosos incidentes en los centros administrativos de la ciudad, lo que obligaría a intervenir a las fuerzas de la Benemérita en apoyo de los soldados del Regimiento Soria N.º 9. Ante la gravedad de lo ocurrido en la ciudad hispalense, el gobierno declaró el estado de guerra en la ciudad. A la vista de los acontecimientos, si se quería acabar con la apuesta anarquista contra la República era necesaria una contundente actuación y así sucedió. En el bar Casa Cornelio se reunían los cabecillas huelguistas. Era el lugar desde el que, presuntamente, se distribuían las armas para el resto de los violentos anarquistas, además, se había observado cómo desde su planta alta se disparaba a los miembros de las fuerzas de seguridad. Frente a este local se apostaron fuerzas de Artillería, y dieron un ultimátum a sus ocupantes para que lo abandonasen en el ineludible plazo de cuatro horas. Pasadas estas, el local fue cañoneado y en el interior murieron varios de los huelguistas. Sin embargo, no acabó aquí la lucha callejera, pues continuaron los asaltos y los incendios por numerosos barrios de la ciudad. En el intento de la toma del cuartel de la Guardia Civil de la Plaza del Sacrificio murió el capitán Añino Ilzarbe cuando se encontraba apostado en las azoteas del edificio preparándose para la defensa del mismo, junto a un suboficial y otros guardias. Finalmente, los sucesos de Sevilla se saldaron con la cifra de veinte muertos y más de doscientos heridos. Los enfrentamientos se trasladaron a localidades cercanas como Dos Hermanas, lugar donde se produjo un violento choque entre manifestantes y guardias civiles en la calle Real, con el resultado de varios obreros heridos. Trasladados los guardias a su casa cuartel para protegerse de la multitud que les acosaba tras la violenta disolución de la manifestación, el intento de asaltar estas dependencias se saldaría, a su vez, con una cifra cercana a la veintena de heridos.

			En los inicios del mes de agosto, un conflicto provocado por anarquistas en el pueblo de Fuensalida (Toledo) desembocó en el intento de asalto del cuartel de la Guardia Civil, que se saldó en esta ocasión, milagrosamente, sin víctimas, en una actuación correctísima por parte de los componentes del puesto, que lograron apaciguar los ánimos de los exaltados sin necesidad de derramar sangre alguna. No muy lejos de allí, con el conocimiento de que se estaba perpetrando una serie de robos en los campos de los alrededores del pueblo de Navamorcuende (Toledo), se organizó un dispositivo formado por varias parejas de la Guardia Civil para intentar detener a los autores. Una de estas, al advertir la presencia de un grupo que les infundió sospechas, dio el «alto a la Guardia Civil», que fue respondido con una descarga de disparos, hiriendo mortalmente al guardia Atilano de las Casas. Su compañero no pudo evitar el ataque, y agazapado para evitar caer asesinado, disparando desde el suelo, vio con impotencia cómo se marchaban los agresores, a los que no se pudo detener. Ante esta situación, el capitán de la compañía, Gabaldón, inició las investigaciones pertinentes a partir de unos garrotes encontrados en el lugar del suceso y encomendó al cabo Pedro Yuncal y a los guardias Luis García y Domingo Giménez que iniciaran la persecución de los asesinos. El seguimiento tuvo por suerte el éxito perseguido y los agresores fueron localizados unos días después en la provincia de Ávila, en la demarcación de Casasviejas. Los guardias de ese puesto, a las órdenes del sargento Fulgencio Cerón, siguieron la pista de los asesinos, que de nuevo huyeron del lugar, para ser detenidos finalmente por las fuerzas del puesto de Adanero. Las impresiones dactilares localizadas en los garrotes por el oficial del Cuerpo Eladio Salamanca fueron la prueba definitiva para establecer la culpabilidad de los cinco detenidos.

			Varios conflictos tuvieron lugar durante ese agosto, pero el más representativo tuvo lugar a finales de mes, cuando en un duro enfrentamiento por las calles de Zaragoza entre las fuerzas de la Guardia Civil y un grupo de pistoleros que asediaban y tiroteaban a unos obreros de Telefónica que intentaban reparar una central saboteada se saldó con varios muertos y heridos. Uno de los primeros en caer muerto fue, precisamente, uno de estos obreros, así como un transeúnte ajeno a todo lo que ocurría. Fuerzas del Ejército fueron trasladadas a las calles zaragozanas, que se habían transformado en un verdadero avispero para los soldados. A mediados de ese mes, en una revuelta en las calles de la localidad albaceteña del Nerpio, la complejidad del enfrentamiento allí desencadenado aconsejó que interviniera el teniente coronel jefe de la Comandancia, quedando herido de gravedad por un disparo en un brazo el cabo Antonio López López.[14]

			Tras el turbulento verano, el mes de septiembre no se escaparía de los violentos disturbios repartidos por toda la geografía nacional. Para la Guardia Civil, el 6 de septiembre supuso el ataque sobre la casa cuartel en el pueblo de Doña Mencía (Córdoba), que dejaría a tres asaltantes y a dos guardias civiles heridos de gravedad. Uno de ellos fue el sargento Gabriel Borja Mesa, a quien le sustrajeron el arma corta y le dispararon directamente a la cabeza. Logró salvar la vida de forma milagrosa; el otro guardia herido fue Martín Ruiz Marquina. Todo ocurrió cuando tras la celebración de una manifestación organizada por el Partido Comunista local, no autorizada por la autoridad gubernamental, los manifestantes intentaron tomar el cuartel y el sargento trató de disuadir a los atacantes de su actitud. Durante este intento de disuasión, uno de los cabecillas le atacó, quitándole el arma y le disparó a la cara, mientras sus compañeros a duras penas disparaban sobre los atacantes, dejando a uno de ellos mal herido con un tiro en el vientre. 

			Quizá el lugar donde los enfrentamientos tomaron un cariz más trágico fue en Corral de Almaguer, Toledo,[15] con ocasión de un enfrentamiento entre huelguistas y las fuerzas del puesto en la mañana del 29 de septiembre, con el trágico resultado de cinco muertos entre los asaltantes, a causa de los disparos realizados por los guardias civiles. El teniente José Pascual Barba instaba a los manifestantes a que se disolvieran y abandonasen su violenta actitud, pero lejos de ello, tras el lanzamiento de piedras sobre los guardias se oyeron unos disparos procedentes de la manifestación que fueron inmediatamente respondidos por los fusiles de los guardias, cuyos proyectiles impactaron sobre los dos más cercanos, que murieron en el acto. Otros tres fallecerían a consecuencia de las heridas recibidas. 

			En vísperas de la celebración de la «Pilarica», el 9 de octubre, en Gilena (Sevilla),[16] se convocó una huelga general no autorizada en la que los piquetes se trasladaron a los campos de faena para impedir la labor y lograr por la fuerza la adhesión de los jornaleros. Ante la negativa de estos, los reducidos huelguistas retornaron al pueblo para reclutar más efectivos en la sede socialista, organizadora de la huelga local. Ante la presencia de casi un centenar de congregados que marchaban al cortijo El Marqués, el cabo de la Guardia Civil de Aguadulce, José Regidor Sanguino, al que acompañaban otros dos guardias, comenzó a identificar a los miembros del piquete. Bajo la acusación de coacciones quiso detener a los responsables, para trasladarlos de nuevo hacia el pueblo. A esta masiva comitiva se uniría el cabo Daniel Santos Fernández, destinado en Gilena, junto a otros cuatro guardias de su puesto. 

			Cuando aquella inusitada conducción pasaba por delante del centro socialista de Gilena, un cristal roto desde el interior y un disparo al aire de uno de los guardias precipitarían los acontecimientos. Los huelguistas detenidos y los obreros que estaban en la Casa del Pueblo se lanzaron contra los guardias y estos, sin oportunidad para usar sus armas, se defendieron a culatazos. El cabo Regidor fue rodeado por varios paisanos que le quitaron el fusil y el machete, y a pesar de la acción del guardia Ángel Contreras Gago, que logró salvarle de una primera acometida mortal, no pudo impedir que le clavasen una aguja de coser esparto, de más de veinte centímetros, ni el disparo que realizaron con el propio fusil del cabo. Unos instantes después, comenzaba el intercambio de disparos entre los guardias y los obreros que corrían a refugiarse en el centro socialista. Sobre las calles de Gilena quedaban muertos tres obreros: Rafael Jurado Pérez, Antonio Reina Rodríguez y José Morillas Maireles. Otros dos morirían posteriormente a consecuencia de las heridas: Francisco Javier Pozo Blanco y Francisco Reina Reina. En las filas de la Guardia Civil resultarían heridos por impactos de balas de pistola el guardia Julián Barbero Monilla, que recibió un disparo en el pecho, y Ángel Contreras, con un impacto en la cabeza, por suerte un rasguño. La cifra final de heridos se elevó a unos cincuenta. En el registro posterior del centro obrero La Amistad se hallaron casquillos de pistola del 7,65 y numerosas armas blancas, bastones de hierro, el fusil del cabo, con las cinco balas del cargador disparadas, y el machete reglamentario. En otro local de Izquierda Republicana se encontraron tres revólveres Smith con abundante munición. 

			Otra muestra, una más, de la gravedad de la situación de conflicto social, apenas iniciado el régimen: el teniente de la línea de Olvera (Cádiz) fue nombrado delegado de orden público en la provincia directamente por el Gobernador Civil, para poder detener a los componentes de la corporación municipal de la ciudad, por haber impulsado y dirigido institucionalmente una huelga revolucionaria en cuyo desarrollo no se dudó en disparar contra los guardias civiles, hiriendo a uno de ellos de gravedad. Melilla sufrió, como otros lugares, la acometida de los huelguistas, de tal forma que los guardias Pedro Cantillo y Alfonso Marín resultaron heridos de cierta entidad por una lluvia de piedras cuando intentaban proteger a unos obreros que no se doblegaban a la imposición de la huelga.

			Estos graves problemas de orden público fueron uno de los principales argumentos de la oposición para intentar derribar a la coalición republicano-socialista del poder, lo que induce a determinar con cierta certeza que el inicio de la tenaza para destrozar a la República partió del mango izquierdo de la misma, quizá con la misma fuerza que el extremo diestro. Entre las primeras consecuencias de estos desórdenes públicos puede mencionarse el desencanto de algunos de los miembros del equipo de gobierno. Maura, cansado de las luchas internas en el seno del gabinete, de los conflictos sociales con el resultado advertido de tantos muertos y heridos, y al no aceptar las decisiones adoptadas en relación a la cuestión religiosa, presentaba al presidente de la República, de forma irrevocable, la dimisión como ministro de la Gobernación, que le fue aceptada. Azaña aprovechó la situación para colocar a una persona de su entera confianza y fidelidad en el lugar de Maura. Se hacía así con un férreo control del orden público, vía militar como ministro de la Guerra, y vía civil a través de un fiel servidor en Gobernación: Santiago Casares Quiroga. Además, debemos recordar que también era el presidente del Gobierno, por lo que cualquier decisión relacionada con el control del orden público inevitablemente había de pasar por sus manos, de una forma u otra.

			A la vista de ese caudal de críticas y al desencanto progresivo de amplios sectores de la sociedad, al gobierno no le quedaba más remedio que adoptar una firme decisión, por lo que dictó una rigurosa Ley de Defensa de la República para evitar que se continuaran produciendo los desmanes descritos con anterioridad. La oposición no valoró en su justa medida la esencia de esta norma en defensa del régimen, pues fue duramente cuestionada por ser considerada como una ley de excepción, que se oponía al pretendido y utópico régimen de libertad. De la necesidad de un instrumento de defensa no puede dudarse. El problema surgía por el extraordinario poder que se depositaba en manos de la autoridad gubernativa, que sin necesidad de un juicio previo, podía, y así lo hizo en ocasiones, ordenar el destierro de un ciudadano por su implicación en sucesos violentos, sin los beneficios procesales que la propia legislación penal y procesal española establecía para los casos de los que debiera ocuparse necesariamente la autoridad judicial.

			A la vista del desarrollo de los acontecimientos posteriores, puede afirmarse que la sana intención de la Ley de establecer mecanismos de defensa del régimen se estrelló con la contundencia y contumacia de los extremistas. Los conflictos sociales no acabaron aquí, ni mucho menos. A pesar de la determinación y de la concienciación de la necesidad de tener una «mano dura» con los radicales de todo tipo, el gobierno no pudo acallar las protestas violentas de la extrema izquierda, que solicitaban una aplicación directa de reformas sociales cuando no una completa revolución social. Tampoco pudo impedir la organización y consolidación de grupos vinculados a la extrema derecha que apremiaban el retorno a un gobierno de corte autoritario. 

			En una finca del término de Fuenteobejuna (Córdoba), en la mañana del 1 de noviembre, la intervención de la Guardia Civil para evitar la invasión de unos doscientos obreros, trasladados desde la provincia de Badajoz, provocó un duro enfrentamiento con intercambio de disparos, que se saldó con tres paisanos heridos de gravedad y un guardia con heridas leves por una perdigonada. 

			Entre las filas de la Benemérita, la tragedia se produjo cuando el guardia Miguel Alcocer Soler resultó muerto en la localidad jienense de Andújar, con un disparo en la cabeza, al intentar disolver una manifestación en la plaza del pueblo. Tras diversas pesquisas, y pasados unos meses, apareció un famoso anarquista de la FAI, José Garrido, que se confesó el autor del crimen, bajo precio de «mil pesetas», contratado para ello por sus correligionarios en la localidad. A mediados de diciembre, una pareja de la Guardia Civil de Alcadozo[17], en Albacete, se vio obligada a intervenir en el salón de sesiones del ayuntamiento, a requerimiento de su alcalde, por las coacciones que estaban cometiendo varios piquetes sobre los obreros locales que no querían sumarse a una huelga. Nada más llegar al salón fueron atacados con armas blancas, resultando herido en el cuello el cabo Florencio Segundo Balanza, mientras el guardia López terminaba con varios cortes al intentar proteger a su compañero. 

			Como preludio de la extrema violencia a la que no iba a renunciar el movimiento obrero, como se vería en el caso de Castilblanco, encontramos los enfrentamientos entre huelguistas y guardias civiles en la mañana del 28 de diciembre, en la localidad de Almarcha, en Cuenca[18]. Al igual que en otras ocasiones una manifestación que discurría con cierta normalidad se tornó violenta y los extremistas aprovecharon la ocasión para esgrimir pistolas y escopetas y con ello obligar al alcalde a que dimitiera porque se negaba a que para trabajar los obreros locales se alinearan con el sindicato y el partido de la Casa del Pueblo. Con amenazas lograron que cerrara sus puertas todo el comercio local, que los vecinos se encerraran en sus viviendas tras el improvisado toque de queda impuesto por los sindicalistas, así como también la inmovilización de los medios de transporte, impidiendo que nadie pudiera salir del pueblo en el coche de línea, cuyas ruedas y cristales fueron destrozados. Los miembros del puesto, el cabo Francisco Escudero Martínez y el guardia segundo Demetrio Rodríguez, que estaban prestando un servicio de correrías en el cercano Castillo de Garcimuñoz, fueron reclamados para que retornasen de inmediato a su localidad, a la que se incorporaron otras dos parejas de la demarcación limítrofe. Mientras tanto los exaltados, dueños del pueblo, intentaban asaltar la vivienda del juez municipal en el momento en el que llegaba la primera pareja, que fue acometida por un grupo de cuatro hombres con armas blancas, provocándoles varias heridas, especialmente incisas las de las manos del guardia que intentaba a duras penas defenderse del ataque. Uno de los guardias que llegaron posteriormente disparó sobre el grupo de atacantes, que se defendió a su vez con sus pistolas. Los guardias se replegaron para guarecerse en la casa del juez. La llegada del jefe de la línea, teniente Julián Benito Mariscal, con los refuerzos solicitados, posibilitó el retorno a la tranquilidad de la población y los principales implicados fueron finalmente detenidos.

			Para finalizar este primer año del neonato régimen y con ocasión del desfile de la toma de posesión de presidente de la República, las fuerzas de la Guardia Civil fueron recibidas con discrepancia por parte de los allí congregados, lo que indicaba que la Benemérita continuaba despertando el descontento durmiente en las masas obreras, o quizá fueran espoleados por los elementos distorsionadores que no estaban dispuestos a conceder ninguna tregua al gobierno de la República. Otro grupo de espectadores recibió a los guardias con aplausos y vítores que ahogaban los gritos de aquellos que vilipendiaban a los veteranos guardias. Quedaba claro que la Guardia Civil continuaba siendo querida por unos y odiada por otros, y la llegada del régimen republicano, de momento, no pudo evitar tal dicotomía. De la necesidad de un sincero apoyo por parte del régimen, ante las críticas proferidas contra el Instituto en los momentos iniciales del recorrido republicano, ya se había hecho eco anteriormente el Gobierno de la República en boca de su Presidente, Alcalá-Zamora:

			Yo tengo el deber de hacer justicia a la Guardia Civil y de tributarle, no el elogio del halago, pero sí de discernir la recompensa que merece. La Guardia Civil, contra lo que digan los agitadores, no era instrumento de la Dictadura, sino el medio en el cual inevitablemente se reflejaban las torpezas de aquel sistema de gobierno... La Guardia Civil ha sido el primer Cuerpo del Ejército que el día 14 de abril se puso a disposición del gobierno republicano.[19]

			La Benemérita podría de momento dar continuidad a su labor con cierta tranquilidad si hubiese sido una consideración unánime; pero las discrepancias emergían, y a veces desde una visión bipolar sobre la Institución. El protagonista de estos acontecimientos que mejor puede presentarnos con la mesura suficiente el maniqueísmo con el que se contemplaba al Cuerpo es el propio Azaña, a pesar de que lo consideraba como afecto a la monarquía y desconsiderado e inhumano en sus actuaciones, lo que hace preguntarse cómo podría responder el ministro, llegado el momento, ante cualquier acontecimiento en que se vieran involucrados los guardias civiles. Esto escribió el ministro y presidente del Gobierno:[20] 

			Se habló largamente de la Guardia Civil. Y resolvimos todos los pareceres y todas las eventualidades posibles. Mucha gente odia a la Guardia Civil, sobre todo entre la clase obrera. Y mucha gente adora a la Guardia Civil, considerándola como sustentadora única del orden social. A estas dos posiciones que son antiguas, se añade ahora una gran pasión por ambas partes. Entre sus enemigos, porque estiman que la Guardia Civil es una amenaza para la República; se quejan de que no haya sido ya disuelta, o por lo menos reformada, y recapitulan todos los agravios antiguos, y los nuevos que de ellos han recibido desde la implantación de la República.

			Entre sus amigos cunde el propósito de exaltar a la Guardia Civil, presentándola como desdeñada por la República, o indefensa, o expuesta a ser suprimida, para fomentar el descontento y ver si consiguen que se insubordine contra el gobierno.

			La Guardia Civil ha sido siempre dura, y lo que es peor, irresponsable. «Con un papel, paga», dice el pueblo, refiriéndose a su impunidad. La Guardia Civil ha servido mucho y bien a la antigua política y sus caciques —la emplearon en asuntos electorales, y en cuestiones sociales, aumentaron no solo su número, sino la frecuencia y la amplitud de sus intervenciones—. En los pueblos pequeños, el jefe del Puesto es reyezuelo. Y las vejaciones personales son incontables. Todo esto siembra el odio. También lo siembra el mismo uso justificado de su fuerza, porque los perseguidos no se paran a considerar si se les persigue con razón. Como todo instrumento de fuerza y de represión, no es simpático entre los desgraciados.

			Ahora, desde que ha venido la República, la situación de la Guardia Civil en los pueblos es más crítica, porque son alcaldes y concejales muchos que solían ser la víctimas y los perseguidos habituales de la Guardia Civil, que no se aviene con las nuevas autoridades; también las nuevas autoridades en los pueblos ponen de su parte algo para que la buena armonía se destruya.

			Por cierto que, según me ha contado muchas veces Largo Caballero, durante la dictadura, la Guardia Civil se comportó rectamente con los obreros y campesinos, y no maltrató a nadie, como solía hacer en tiempo anterior… Según Largo, desde que ha venido la República, la Guardia Civil ha vuelto a ser brutal. Excesos de autoridad sí que ha cometido, pero no hay noticia de que haya atormentado a nadie. Hay socialistas que no son enemigos de la Guardia Civil, por ejemplo, Besteiro, que hace tiempo me dijo: «Es una máquina admirable. No hay que suprimirla, sino hacer que funcione a favor nuestro».

			Los comienzos del nuevo año significarán para la Guardia Civil una profunda confirmación del odio que le profesaba el pueblo. El asesinato de los componentes de un puesto, en el que participó un alto porcentaje de la población, impactó en el seno de la Institución de forma tal que en lo sucesivo sus hombres no dudarían nunca más en utilizar sus fusiles. 

			

	




Castilblanco

			Nada podía aventurar lo que iba a ocurrir en el último día del año 1931, pues los acontecimientos significaron para la Guardia Civil una enorme tragedia, la primera de las que sufriría la Institución a lo largo de la década recién iniciada. Para intentar entender lo ocurrido hay que ahondar en las condiciones en las que se produjo el asesinato de todos los componentes del puesto de Castilblanco, ubicado en una pequeña localidad inmersa en las profundidades de la «Siberia» extremeña. Aquellas muertes calaron en la conciencia colectiva, que de alguna forma se juramentó para que no volviera a repetirse tal ataque en otros lugares. La prensa de la época se hizo eco de lo ocurrido con desigual seguimiento, en directa dependencia de la línea ideológica editorial impuesta, y también fue motivo de varias interpelaciones parlamentarias para el esclarecimiento de los hechos. En la Cámara se oyeron voces de solicitud de la disolución del Cuerpo entre los diputados de izquierdas, precisamente cuando habían sido los guardias los atacados de forma salvaje. El relato de los hechos fue objeto de modificaciones interesadas, dependiendo de las motivaciones políticas de los relatores.[21]

			El seguimiento de lo ocurrido y su impacto puede realizarse a partir de la comunicación de las pertinentes novedades para dar cuenta a los superiores de los acontecimientos vividos en el pueblo. El primer parte que se emitió por la Jefatura de la Comandancia a la Dirección General del Cuerpo fue el siguiente:

			Recibido a las 17.15 horas del 31 de diciembre de 1931.

			Madrid, de Badajoz. Urgente.

			Primer Jefe Guardia Civil a Dtor. General de la Guardia Civil.

			Noticias dadas ahora por Oficial de Telégrafos Castilblanco dicen han sido asesinados Cabo y tres Guardias constituían Puesto. Salgo coche rápido para lugar suceso ordenando lo efectúe también urgente capitán cuarta Compañía seguidamente para instruir diligencias urgentes y fuerzas Talarrubias y otros Puestos toda urgencia proteger familias víctimas.

			Era el primer conocimiento que tenía la Dirección General sobre el suceso, y en el que no se aclaraba nada sobre el hecho, tan solo se daba cuenta de lo sucedido y de que el propio jefe de Comandancia, dada la gravedad del asunto, se trasladaba a la localidad para comunicar posteriormente novedades. El siguiente parte decía:

			Recibido a las 4.45 horas del día 1 de enero de 1932.

			De Castilblanco. Capitán Guardia Civil Villanueva Serena en Castilblanco a Director general Guardia Civil.

			Personado en esta localidad sobre 22 horas ayer motivo agresión fuerzas Cuerpo me informé han sido asesinados con ensañamiento el Cabo y tres Guardias este Puesto en ocasión intentar disolver manifestación obreros socialistas. Con fuerza concentrada total 50 individuos practico gestiones esclarecimiento hechos. Juzgado Municipal por orden del de Instrucción instruye diligencias. Cadáveres depósito cementerio habiéndose recogido por dicha Autoridad cuatro fusiles tres de estos rotos faltando tres machetes. Estado ánimo vecindario aparentemente tranquilo. Correo detalles.

			El primer mando que llegó al pueblo, informado por la comunicación de la alcaldía pedánea, fue el capitán de la Compañía, personado con mayor antelación que el jefe de Comandancia, por lo que las noticias que el oficial remitió fueron las primeras que llegaron a la Dirección General del Cuerpo para confirmar la veracidad de la noticia y las disposiciones adoptadas. A esas horas, como se aprecia en el parte, los cadáveres de los guardias ya habían sido recogidos de la calle, en la que habían quedado tirados sin que nadie se atreviese a colocar una manta sobre ello. Posteriormente fueron trasladados al depósito municipal del cementerio. También se comunicaba la pérdida de tres de los machetes de dotación y la destrucción de los fusiles. El Juzgado de Instrucción, a su vez, se había hecho cargo del procedimiento con la iniciación de las correspondientes diligencias. Poco después llegaba el teniente coronel primer jefe de la Comandancia, que nada más hacerse cargo de las operaciones pasaba, a su vez, a comunicar a la Dirección General las siguientes novedades:

			Recibido a las 11 horas del día 1 de enero de 1932.

			Madrid, de Castilblanco.

			Primer Jefe Guardia Civil a Director general ídem Madrid.

			Con capitán Ayudante Tercio llegaron a Puesto a tres horas treinta minutos hallando pueblo estado normal y capitán cuarta Compañía con fuerza según órdenes.

			Comenzado esclarecimiento asesinato Cabo José Blanco Fernández, Guardias segundos Francisco González Borrego, José Mato González y Agripino Simón Martín, única fuerza constituía dotación.

			Hecho ocurrido entre doce treinta y trece ayer en calle Calvario, sitio próximo Casa Pueblo ocasión tratar Fuerza disolver manifestación tumultuaria formada componentes Agrupación Socialista capitaneada presidente llevando bandera roja.

			Cabo Guardias intimidaron disolverse confiándose llegando al contacto un grupo doscientos hombres que se abalanzaron sobre fuerza disparando armas cortas utilizando además toda clase instrumentos cortantes contundentes terminando hiriéndoles después muertos con sus mismos machetes destrozando ojos dientes cráneos salida masa encefálica ensañándose cadáveres acribillándoles machacándoles piedras armamento destrozando tres fusiles llevándose machetes.

			Procedo mi llegada detención Juez Municipal filiación socialista intervino hecho. Presidente Casa Pueblo capitaneaba grupo y otros lo integraban.

			Procuro investigación total delito entregando interventores mismo a capitán Juez diligencia que ordeno instruir sin demora.

			Cadáveres armamento roto recogidos Juez Municipal.

			Entierro depósito como dicha Autoridad va a ser detenida ordeno incautación sumario instruido entregándolo capitán custodia pues suplente será también detenido mismas razones.

			Procuraré acuerden hora entierro de quince horas a diecisiete.

			Viudas hijos Guardias muertos ocupo preliminares llevarlos capital en carruajes traje ese fin los atiendo consuelo acompaño ofreciendo todo necesario.

			Con fuerzas vigilo mantenimiento orden. Espero no se alterará.

			Estas escuetas líneas ofrecen un tenue bosquejo de lo acontecido, al menos de lo que se comprueba en los primeros momentos y de las actuaciones inmediatas. De acuerdo con ellas se puede esbozar el desarrollo de los trágicos hechos, aunque sea imposible descubrir la motivación de tales actos. En primer lugar, llama la atención que a pesar de la rapidez en la comunicación en todos los partes, no se informó, en ningún momento, de la muerte de uno de los paisanos, pero sí se dio cuenta con celeridad de que se hallaba involucrado el Juez de Paz en el desarrollo de los acontecimientos, al menos, de momento, por omisión. De todas maneras, a pesar de este olvido, la única realidad objetiva de todo lo sucedido fue la masacre de los componentes del puesto de la Guardia Civil y la muerte de un campesino.[22] 

			A partir de aquí el suceso se transformó en una serie de conjeturas injustificables desde cualquier punto de vista. El caso, según se relataría en la vista oral del Consejo de Guerra que se desarrollaría en julio de 1933, fue consecuencia de la celebración de una manifestación convocada por el Partido Socialista, como en otros lugares de la provincia pacense. Protestaban por la política de represión aplicada por el teniente coronel de la Guardia Civil Pedro de Pereda Sanz, bajo las directrices del gobernador civil Manuel Álvarez Ujena. El alcalde, Felipe Maganzo, ordenó al cabo que impidiese la manifestación, mediante una nota por escrito, que posteriormente fue hallada en uno de los bolsillos de su guerrera, con instrucciones directas de impedir que recorrieran las calles de Castilblanco.[23] 

			Con el mandato de impedir el desarrollo de la reivindicación socialista, el cabo procedió con sus hombres a disolver la manifestación, que en esos instantes se había concentrado frente a la Casa del Pueblo.[24] Con total confianza se dirigió a parlamentar con el jefe local de la agrupación socialista, Justo Fernández, quedando sus compañeros a cierta distancia de los manifestantes. Mientras se desarrollaba esta conversación, en la que el cabo le solicitaba que se disolvieran, hubo un disparo. Parece ser que uno de los guardias, Agripino, al ser increpado por un grupo de mujeres que quería unirse a los manifestantes, respondió con violencia, interponiéndose entre las primeras y los últimos, llegando a golpear a Cristina Luengo. Declaraciones de algunos de los testigos confirman esta versión: «El guardia Agripino, bruscamente, trataba de disolver a un grupo de mujeres. “A las mujeres no se les pega”, dijo la voz de un manifestante. Y el guardia, arrogante, contestó: “No solo a las mujeres, a los hombres también. Y cogió el fusil y se lo llevó a la cara. El declarante ya no vio más, porque ante lo que estaba sucediendo, entró en la casa de su tía. Y ya en ella oyó el disparo».[25] De entre ellos sobresalió un paisano, Hipólito Corral, dispuesto a enfrentarse con el guardia, y este esgrimió su fusil para dispararle, con tal suerte que en el forcejeo se produjo el disparo, con el resultado de un impacto que resultará mortal para Hipólito. A partir de aquí se desencadenaron los acontecimientos. Los guardias, que no portaban sus armas con ánimo de utilizarlas, pues las llevaban al hombro, confiados en que no tenía que ocurrir nada más que algún que otro insulto desde la lejanía, fueron inmediatamente desarmados por la masa y pasados a cuchillo con varias armas cortantes y punzantes.

			Esta es una de las teorías, pero no es la única. Existe otra, completamente alejada de la anterior, sobre la iniciación de los acontecimientos, en la que el cabo fue atacado nada más acercarse para parlamentar, y ante el grito de temor y horror de este último, se inició toda la matanza, dándole tiempo al guardia Agripino a realizar un solo disparo, que atravesó el cuerpo de uno de los campesinos que le estaban atacando. A la altura de este relato no es cuestión de analizar cómo comenzó todo y sí de valorar el estado en el que quedaron los cuerpos de los guardias, que, tal como relató en el parte el jefe de Comandancia, no dejaba lugar a dudas de que fueron literalmente destrozados. El inicio de los acontecimientos, si fue cosa de un lado u otro, no desvirtúa el resultado final de cinco cadáveres en las calles de Castilblanco. Según consta en los partes de defunción de los guardias, la muerte se produjo por numerosas heridas a mano armada. En el caso del campesino la muerte fue causada por arma de fuego. 

			Si fueron rematados con sus propias armas o con otras no puede confirmarse. Las heridas de bala pudieron producirse cuando ya se encontraban muertos. Los cuerpos no aparecieron con balazos de fusil, pues al parecer se usaron armas cortas, y los fusiles aparecieron completamente destrozados. Eso sí, el informe de la autopsia del forense nos muestra un elevado número de heridas en cada uno de los cuerpos de los guardias civiles, incluidas las producidas por armas de fuego: 

			Y así se puede establecer que las heridas sufridas por los guardias, tanto las causadas con piedras como con armas, la mayor parte de ellas son mortales de necesidad, y que las causadas con armas de fuego presentan los bordes de entrada quemados, indicios de que fueron producidas a bocajarro; que en todas ellas se aprecia la fractura de la base del cráneo; en el cadáver del guardia Matos el ojo derecho desaparecido totalmente… sin que haya sido encontrado. El número de heridas o fracturas producidas son: 17 en el cuerpo del cabo; 20 en el de Matos; 17 en el de González y 16 en el de Agripino.[26]

			Resulta interesante, al amparo de lo ocurrido y de lo esgrimido por la defensa en el juicio contra los asaltantes, reseñar la completa integración de los componentes del puesto con los habitantes de la población, lo que impide la justificación del odio visceral y ancestral que el campesino profesaba hacia la Guardia Civil, como así quisieron hacer ver algunos diputados socialistas como Margarita Nelken o Muiño. El cabo y los otros dos guardias casados llevaban viviendo desde hacía algunos años en la localidad, y conocían perfectamente a aquellos que fueron sus verdugos. De hecho, uno de los guardias tuvo algún que otro problema por su continua asistencia a la taberna del pueblo, donde echaba sus partidas de dominó y cartas, ante la falta de motivación policial en la localidad, por lo que alguna vez fue reprendido disciplinariamente por su comandante de puesto. El guardia Borrego, soltero, estaba a punto de casarse con una muchacha casadera del pueblo, Damiana López, e incluso ya se habían producido las preceptivas amonestaciones en la parroquia de la localidad.

			Es probable que actuaran, como se argumentaría en el proceso judicial llevado a cabo en el consejo de guerra, con la conciencia de hallarse cobijados por el sentimiento de pertenencia a la masa inconsciente.[27] La cercanía del vecindario nos induce a pensar que las relaciones más cercanas pueden provocar las respuestas más sangrientas e inhumanas. No asesinaron a los cuatro guardias civiles tan solo por el hecho de serlo, sino porque representaban todo lo que les había sido hostil desde siempre, o al menos así lo entendían las masas campesinas. ¿Cómo afectó lo ocurrido en la localidad pacense? En el Cuerpo la noticia fue determinante para que se adoptaran actitudes de desesperanza y recelo. Arreciaron las críticas a la labor de protección del orden público desarrollada por el Ministerio de la Gobernación. Se tenía la impresión de que la ambigüedad presidía todas las actuaciones del ministro Casares. Desde que Maura dimitió, eran los miembros de las fuerzas de seguridad los que exponían sus vidas, en duros enfrentamientos con los anarquistas o con pistoleros contratados. 

			El gobierno de este primer bienio, por su parte, se vio superado en muchísimas ocasiones por un extremismo visceral por parte de la extrema izquierda, representada por el anarquismo, pero no por ello dejó de combatir con medidas legales tal amenaza para el régimen. No obstante, las declaraciones de diputados del PSOE, el socio gubernamental, no hicieron sino confirmar que el enemigo en esos instantes para la Guardia Civil, una sensación compartida en sus filas, estaba del lado de los representantes del socialismo. Era inevitable que ocurriera así, a la vista de la postura adoptada por algunos de los políticos socialistas; más cuando desde los diarios de la derecha se lanzaba una verdadera ofensiva para adjudicar toda responsabilidad a los miembros del Partido Socialista.

			Con tales presupuestos se inició la depuración de responsabilidades en Castilblanco, en aquellos primeros instantes, cuando los guardias llegados desde la cabecera de la compañía y de la capital comenzaron a recorrer las calles del pueblo, entrando en las paupérrimas casas de adobe para detener a 45 vecinos, entre ellos al presidente de la Casa del Pueblo y al citado Juez Municipal, Justo Fernández López, que dirigía la manifestación; a Hilario Bermejo Corral, alias «El Retuerto», albañil de profesión, a quien le ocuparon en su casa el machete reglamentario del arma del cabo, y al que se acusaba del asesinato de este; a Pedro Álvarez Bravo, Lucio Bravo Ayuso, Wenceslao García Galán, Benigno del Prado Romero, Reyes Horcajo Romero, Fausto Bonilla, Toribio Fernández Navas, y una larga lista en la que hay que incluir a Cristina Luengo, alias «la Machota», e incluso al sepulturero, por omisión en la recogida de los cuerpos; pasados unos días, también sería detenido el alcalde como responsable moral de lo ocurrido. Todos fueron cacheados. Las ropas ensangrentadas delataban a los culpables, y fueron trasladados al ayuntamiento, que se transformaba en una inusitada prisión local. Mientras esto ocurría, los cuerpos destrozados eran traslados por los compañeros de los fallecidos al cementerio del pueblo y depositados en una improvisada mesa forense, sobre una placa para la matanza de animales. Las autopsias se celebraron al aire libre y, tras su desarrollo, los cadáveres serían entregados a las familias que llegaban al pueblo, para trasladarse posteriormente a la capital, donde se iba a desarrollar el sepelio.

			Sanjurjo, máxima autoridad de la Guardia Civil, partió desde Zaragoza hacia Badajoz, con escala previa en la Dirección General del Cuerpo, la misma noche de fin de año de 1931. A su llegada, tras comprobar personalmente lo ocurrido, no tuvo más remedio que dejarse llevar por el derrotismo, y arrastrado por sus sentimientos declaró: «Este hecho no tiene comparación en salvajismo con lo que vi en Monte Arruit». Hay que imaginar al general ante la visión de los cuerpos de los guardias, con la piel de la cabeza y la cara hecha jirones, cosidos a cuchillazos, golpeados, con las cuencas de los ojos vacías, etc., lo que necesariamente tuvo que impactarle con profundidad. Unos días después, el 5 de enero, se llevaba a cabo el entierro de los guardias asesinados, con una asistencia multitudinaria por las calles de Badajoz, presidido por el ministro de Gobernación. 

			Para evitar el descontento y la desesperanza, y por qué no, el temor del resto de los miembros de la Benemérita en la provincia pacense, el director general recorrió numerosos pueblos hablando con los guardias y sus familias, dándoles el necesario apoyo con el objetivo de recuperar una moral que, inevitablemente, se encontraba en niveles ínfimos tras la tragedia de Castilblanco. A los familiares de los guardias civiles asesinados les daba una cantidad de 5.000 pesetas para paliar la precaria situación en la que habían quedado.

			Al retornar Sanjurjo a Madrid, hundido por los hechos, se dispuso a luchar para esclarecer, no solamente la responsabilidad de los que habían cometido los asesinatos, sino también la de quienes estaban detrás de toda aquella barbarie. No dudó en mantener agrias polémicas públicas, con duras declaraciones, especialmente con la diputada socialista Nelken, porque para él todo apuntaba a que desde las filas del socialismo en Badajoz se estaba creando una situación de clara tendencia revolucionaria, contraria a los propios dictados de la coalición gobernante y del sentido de la República. Pero por mucho que le insistiera el general a Casares Quiroga, el mal ya estaba hecho. Y el ministro no dudó en reclamar auxilio a su mentor, Azaña, presentándole un rosario de quejas para que se destituyera a Sanjurjo. 

			No obstante, para prevenir que en el seno de la Guardia Civil se extendiese el sentimiento de desolación que impregnaba en esos momentos las conciencias de los guardias de la Comandancia de Badajoz y considerando que también era muy posible que naciera algún brote insurreccional contra el régimen republicano que llevara al gobierno a tomar alguna medida con la Institución, que de momento no merecía de ninguna manera, publicó una orden general dirigida a la restauración de la moral en el Cuerpo, en la que realizaba un expreso recordatorio de las víctimas producidas entre los huelguistas en sus enfrentamientos con la Guardia Civil. La referida orden decía así:

			He pasado por las mismas situaciones de ánimo que vosotros y con vosotros he sufrido profundamente ante nuestros cuatro mártires de Castilblanco. Siento como vosotros, porque vivo vuestra vida, y solo así puede uno darse cuenta, de vuestras bondades y vuestras virtudes, que hace que en todo momento conservemos nuestra templanza y remitamos nuestra actuación al más exacto cumplimiento de las Leyes y de los Reglamentos.

			Porque os conozco me explico perfectamente la confianza de aquellos mártires que, fiados en la bondad propia, hablaban con las turbas llevando colgados los fusiles; no lo censuro, que no es censurable el buen deseo que les animó, pero quiero hacerla resaltar para prevenir a todos de las fatales consecuencias que puede acarrear. Cumplid exactamente nuestros Reglamentos; los jefes y oficiales, en sus periódicas revistas, deben comprobar que todo el personal del Cuerpo sabe a la perfección, tanto el artículo 7 de la cartilla, como los del 23 al 28 del «Para el Servicio», y el 257 del Código Penal Ordinario, que cita nuestro «Manual»; denunciad ante las autoridades correspondientes, porque ello no es solo un derecho, sino una ineludible obligación, cuantos ataques se nos dirijan y, muy especialmente, aquellos con que la Prensa sectaria intenta socavar nuestro prestigio y aquellas excitaciones que en mítines y reuniones se hacen a las masas obreras para enfrentárseles, olvidando que por ellas también laboramos, pues sin el orden y la paz social que defendemos, su existencia y bienestar se verían comprometidos, que sepan todos que si nuestros muertos nos llegan al alma, también nos duelen los que caen frente a nosotros en la lucha de la obcecación, el engaño o la incultura con el cumplimiento estricto del deber.

			No necesito repetiros que, cumpliendo como os digo, responderé siempre por vosotros. Sé que tengo vuestra confianza; tened la absoluta seguridad de que tenéis la mía más completa y todo mi cariño. Vuestro general director. SANJURJO.[28]

			A raíz de los sucesos de la localidad extremeña, una buena parte de la sociedad española mostró su solidaridad con los guardias civiles. A las puertas de la Dirección General cientos de personas se acercaban para manifestar sus condolencias con donativos para las familias. En las filas del Cuerpo, acorde con el sentimiento de hermandad entre sus hombres, y de forma solidaria por parte de otras instituciones, se realizó una suscripción a nivel nacional para recoger fondos con los que ayudar a las desvalidas familias de los guardias asesinados en Castilblanco.

			Tras la solidaridad de la calle, la polémica se trasladaría a la Cámara parlamentaria, en la que arreciaron las críticas y los debates, enardecidos y apasionados, sobre la labor real de la Institución. Desde los escaños del republicanismo, toda la responsabilidad era achacada a la monarquía, pues la deficiente situación en la que se hallaban los jornaleros andaluces y extremeños era un propicio caldo de cultivo para experimentos comunistas, en lucha constante con el pertinaz caciquismo. Tal fue la virulencia oratoria utilizada en la defensa de los hechos, incluso abogando por la reforma de la Guardia Civil a pesar de que en este caso había resultado ser la agredida, que al propio presidente del Gobierno no le quedó más remedio que declarar en la sesión del 5 de enero que parecía que los guardias civiles asesinados en la calle eran los culpables de su propia muerte. Se cuestionaba la misma naturaleza de la Guardia Civil. En la defensa gubernamental realizada por Azaña, el presidente declaró que se trataba de un Instituto militar fundado en dos bases: la obediencia al mando y la responsabilidad, y en esta segunda base se cimentaba su eficacia. Pero a este tenso debate parlamentario se unió la desgracia de los acontecimientos cercanos en el tiempo en los que los fusiles de los guardias civiles acabaron con varias vidas de jornaleros y campesinos, lo que provocaba que el Partido Socialista, quizá con cierto sentido de culpabilidad por lo ocurrido en Castilblanco, esgrimiera de nuevo un discurso virulento hacia la Guardia Civil.

			También fue polémica la atribución del caso a la jurisdicción militar. No obstante, la discusión se vería solventada rápidamente por una decisión del gobierno que dictaminaba, tras una preceptiva y oportuna consulta a la Auditoria de la División Militar de la Región de Madrid, que la jurisdicción apropiada para hacerse del caso era la castrense, según disponía el Código de Justicia Militar. La agresión a un militar debía ser enjuiciada por la jurisdicción castrense. Los detenidos, finalmente solo fueron procesados veintidós de ellos, se trasladaron a la prisión provincial de Badajoz para esperar la vista oral, que no se sustanciaría hasta julio de 1933. En nada quedaron las protestas y reclamaciones por parte de los partidos del ala izquierda parlamentaria para que fuese la jurisdicción civil la que instruyera y juzgara a los autores de los asesinatos, ya que la consideración de fuerza armada para los individuos de la Guardia Civil en la prestación de su servicio y vistiendo de uniforme sustentaba un proceso penal militar. 

			El polémico y esperado juicio se desarrolló en Badajoz, desde el día 17 de julio de 1933, en un Tribunal reunido en consejo de guerra,[29] presidido por el coronel José Cantero Ortega, actuando como fiscal un comandante jurídico militar, Ricardo Calderón Carrasco. Para hacerse cargo de la defensa, el Partido Socialista ofreció al equipo del prestigioso abogado Jiménez de Asúa, al que acompañaba un grupo de destacados militantes socialistas como Vidarte, y los letrados Rodríguez Sastre y Trejo Gallardo, lo que brindaba una verdadera muestra de la politización e importancia de lo ocurrido en Castilblanco. La implicación del socialismo se evidenciaba por la calidad de los abogados defensores de los encausados. 

			El Ministerio Fiscal realizó un exhaustivo recorrido por los hechos, intentando presentar las pruebas recogidas en la inspección ocular, respaldadas por las declaraciones realizadas en la fase de sumario por testigos y acusados. En el juicio oral, sin embargo, los acusados se retractarían de las primeras, alegando que se obtuvieron mediante la aplicación de malos tratos por parte de la fuerza instructora. Algunas declaraciones ante el tribunal se orientaron en este sentido, como la de Pedro Álvarez Bravo: 

			—Sí, fui insultado y atropellado bárbaramente por la Guardia Civil. 

			—¿Y tiene usted señales de las heridas causadas? 

			—Sí, señor, que las tengo. 

			Y Pedro Álvarez allí delante del Consejo de Guerra y de los letrados, de los periodistas y de los ciudadanos que asistían al juicio, se quitó la ropa del torso y dejó al descubierto la espalda, que lleva cicatriz visible, huella de agresión, marca indeleble, que hoy ya no humilla, ni es señal de condición plebeya, sino acusación de iniquidad. 

			Declaración de Cristina Luengo:

			—Me hicieron daños en las muñecas con cuerdas que me oprimían, y que las frotaban y restregaban. Me golpearon con la culata de un fusil contra mi pecho, y el golpe dejó huella. Y otro guardia civil me apretó fuertemente un pecho y me insultó con palabras soeces, y me amenazó con arrastrarme. «Te voy a meter el fusil por…», gritó para que confesara lo que ellos pretendían…[30]

			Sobre la posibilidad de que la manifestación hubiese devenido en reivindicaciones violentas, el secretario municipal Manuel Conde, declaró: 

			—Habían sido promovidas campañas extremistas. El presidente de la Casa del Pueblo, Justo Fernández, que estaba allí en el banquillo, había llevado a Castilblanco a propagandistas —El Risco, el Relojero— que excitan a los obreros para cometer actos de violencia. 

			Con las pruebas y declaraciones, el fiscal, un comandante jurídico, planteó su acusación en los siguientes términos:[31] 

			En todo lo actuado existen indicios más que suficientes para establecer que la hipótesis de agredir o desarmar a la Guardia Civil había sido prevista y no desechada. El alcalde afirma que era un rumor público que se iba a desarmar a la Guardia Civil… El cabo «trabó conversación con el presidente de la Casa del Pueblo invitándole a que la manifestación se disolviera». En este instante, de un grupo de mujeres, que venían tras de los guardias se destacó una, Cristina Luengo (a) la Machota, que en actitud enardecida y excitante pretendió pasar; la requirió el guardia Agripino para que no lo hiciera, adelantando su fusil para impedirle el paso; a la vista de esto, los grupos realizan un movimiento envolvente alrededor de los guardias; un paisano, Pedro Álvarez, forcejeó con el guardia Agripino para evitar que disparara, según arguye. Diose el cabo cuenta de lo que sucedía, pues se dispuso a atravesar entre la gente para incorporarse a la fuerza de su mando, objetivo que no pudo conseguir porque en este momento sonó un tiro, y, como si fuera la señal convenida, los grupos se lanzan contra los cuatro guardias y con saña cruel dan fin a sus vidas, a golpes, tiros, cuchilladas y pedradas; consumada acción tan bárbara, propia de pueblos en estado salvaje, todavía hay algún procesado que tira piedras contra aquellos cadáveres; que les apuñala porque en la lucha no pudo hacerlo y no quería ser menos que los demás, según dice; que, viendo que uno de los guardias se movía, le da con un fusil un golpe suave, según él, en los riñones; y las mujeres danzan alrededor de aquellos cuerpos inanimados y algunos los pisotean.

			A pesar de la contundencia del relato acusador el equipo de defensa lograría la absolución de alguno de los implicados, aunque finalmente no pudo impedir que se solicitaran seis sentencias de muerte y varias cadenas perpetuas. Las penas sumarísimas nunca llegaron a ejecutarse, ya que fueron conmutadas por las de prisión. Unos años después, con la llegada del Frente Popular, los sentenciados serían puestos en libertad y saludados como héroes en la localidad pacense.

			

	




Arnedo

			El 2 de enero, apenas un par de días después de los sucesos de Castilblanco, una nueva ciudad extremeña, Zalamea de la Serena, sería cabecera de los diarios nacionales por lo ocurrido en sus calles, con un muerto tras unos graves enfrentamientos entre vecinos y guardias civiles. El telegrama emitido por el comandante del puesto al Gobierno Civil daba fe de tales sucesos: 

			A las nueve de la noche, y desconociéndose la causa, dos grupos de elemento civil se acometieron en una de las calles del pueblo, originándose una batalla campal, sonando numerosos disparos y quedando en tierra un muerto y tres heridos gravísimos. La Guardia Civil de este Puesto acudió a poner orden y fue recibida a tiros y pedradas, viéndose precisada a usar sus armas y resultando un muerto y al parecer un herido. Se solicita el envío de fuerzas ante la posibilidad de repetirse los sucesos.

			Cerca de allí, en Feria, junto a Zafra, otro choque entre guardias y campesinos provocaría la muerte de uno de estos, Manuel Flores.[32] 

			Los graves conflictos se trasladaron luego a Jeresa (Valencia).[33] El 4 de enero, en un tenso clima, una manifestación compuesta por unos cuatrocientos obreros rodeaba el acuartelamiento, con amenazas de asaltarlo. El teniente de la línea de Gandía, Luis Rodríguez Montiel, junto a una escuadra de cuatro guardias de Caballería, había recibido órdenes expresas del teniente coronel Pérez Barbieri, su jefe de Comandancia, de incorporarse al Puesto para evitar desórdenes, y ante la manifestación ordenó cargar para dispersar a los concentrados. El enfrentamiento entre unos y otros se saldaría de nuevo, por desgracia, con dos muertos y varios heridos, de los cuales cuatro fallecerían posteriormente. Dos días después fueron las calles de Calzada de Calatrava[34] las que se tiñeron de tragedia con el fallecimiento de un obrero, Santos Núñez, y las graves heridas de su hermano Vicente, tras la declaración de la huelga general por la Casa del Pueblo local y la decisión de impedir trabajar al resto de los campesinos en la recogida de la aceituna. La colisión con los guardias civiles dejó este triste balance.

			No quedó aquí esta serie de tragedias, porque la desdicha también surgió en tierras aragonesas, en Épila (Zaragoza),[35] donde se dio un proceso que se repetiría en numerosas ocasiones por toda la geografía española. El intento de asaltar la casa cuartel, por parte de un contingente de varios centenares de hombres, que solicitaban la liberación de uno de sus correligionarios, detenido el día anterior, tuvo la consecuencia de dos asaltantes muertos y varios heridos entre obreros y guardias civiles. 

			Todos estos sucesos, pese a su gravedad, no tendrían comparación con lo ocurrido en la riojana localidad de Arnedo.[36] Las noticias de enfrentamientos con muertos y heridos llegaban inevitablemente a los oídos de los guardias del puesto, que estaban bajo el mando del teniente Juan Corcuera para el control del orden público, ante una huelga general declarada por motivos laborales. Con el deseo de apaciguar los ánimos el gobernador civil de Logroño, acompañado del jefe de Comandancia, se trasladó al pueblo para entrevistarse con los líderes sindicales. Antes de esta reunión, ante la posibilidad de que se produjeran disturbios, fueron concentrados varios guardias civiles desde las cabeceras de la Compañía y de la Comandancia. La media de edad se acercaba a los treinta y ocho años, lo que era señal de veteranía.

			El día 4 de enero dirigentes socialistas y sindicales de la provincia también se incorporaron a la localidad, para hacerse cargo de la dirección de la proyectada huelga, con directrices determinantes: la huelga debía discurrir pacíficamente. Estas órdenes eran muy claras, pero algunos obreros de Arnedo no las acataron. En la madrugada del 5 de enero, uno de los piquetes coactivos quiso que cerrara una fábrica de pan, cuyo propietario se había negado a secundar la huelga general. Una pareja de la Guardia Civil lo impidió. Ese mismo piquete se dirigió entonces a una fábrica de aceite con idéntica intención y en esta ocasión fueron los trabajadores los que abortaron el intento. Unas horas después, finalmente, un grupo de saboteadores lograba que se cortase la luz en la población y no se reparase la avería provocada. 

			Los dirigentes socialistas fueron reclamados para que acudieran a reunirse con el gobernador civil, en el ayuntamiento. En la puerta del edificio, bajo los soportales de la parte inferior, las fuerzas de la Guardia Civil, entre las que se encontraban las que habían llegado en comisión para reforzar el dispositivo solicitado, que de momento se encontraban al mando del teniente Juan Corcuera Piedrahita, se posicionaron para evitar que se asaltase el consistorio. El resto del pueblo esperaba noticias sobre el conflicto laboral en las inmediaciones de la plaza. Mientras tanto, el teniente iba recorriendo varios locales comerciales forzando la apertura de los mismos, según comentaría en el juicio, para hacer posible que los paisanos pudieran comprar comestibles si así lo deseaban. Algunos de los dirigentes criticaron esta actitud y apelaron a la libertad de huelga. 

			Orad de la Torre, socialista y candidato a diputado por Logroño en la convocatoria electoral a las Cortes Constituyentes, presente en esos instantes en la plaza, al pasar con un grupo de paisanos junto al piquete de la Guardia Civil, creyó haber oído manifestar a un cabo: «Con estas manifestaciones hay que acabar a tiros». No dudó en recriminarle esta actitud y le dijo, según su versión: «Cuando se respeta a la autoridad, la autoridad debe ser la primera en respetar. No se propongan ustedes abrir un abismo entre el pueblo y la Guardia Civil, máxime cuando este no tiene para ustedes más que cariño». El cabo, y siempre siguiendo lo manifestado por De la Torre, rectificó y manifestó ante los paisanos que lo que quería era la paz para todos. Orad posó una mano sobre el hombro del guardia civil comentando al entorno: «¡Ya la oís! El cabo, que es un obrero como nosotros, dice que no quiere más que la paz». Varios de los presentes dieron vivas a la República y a la Guardia Civil. Bien, esta anécdota, y siempre según la versión de Orad de la Torre, ilustra de alguna manera las relaciones de la población con los componentes del puesto, confirmadas por las declaraciones de más vecinos. Estaban presididas por la armonía, sin animadversión hacia los guardias.

			Otros vecinos afirmaron que la huelga general se había impuesto bajo la coacción de los piquetes.[37] Teófilo Montiel, secretario de la UGT, no dudaba en reconocer en declaración ante el juez instructor que sobre las ocho y media de la mañana se encontraba junto a otros compañeros «invitando» a que dejasen de trabajar en la fábrica del nieto de Cándido Sevilla, propósito que lograron de forma «inmediata». Unas horas después la huelga obtuvo sus frutos y el laudo arbitral resultaría satisfactorio para las reivindicaciones obreras. El éxito hizo que se convocase una manifestación para celebrarlo y la mayor parte del pueblo, con mujeres y niños, se sumó a la misma. Tras recorrer varias calles accedieron finalmente a la plaza, donde estaba ubicado el ayuntamiento y donde hallaron a los guardias civiles bajo los soportales del mismo. Sin que ocurriese nada, los paisanos desfilaron tranquilamente por la plaza, hasta que la manifestación se bifurcó en dos brazos y uno de ellos retornó sobre sus pasos para detenerse frente a los guardias.

			Los dirigentes comenzaron a lanzar las arengas y gritos revolucionarios que incitaron al teniente Corcuera a ordenar al sargento Clemente Hernández que con el cabo Camarzana y un par de guardias se adelantasen para conminar a los huelguistas a que se retirasen y desistieran de esa actitud. Se produjo un leve conflicto entre guardias y manifestantes, y aquí parece radicar el inicio del enfrentamiento que desencadenó la tragedia. Algunos aseveraron que los guardias intentaron disolver la concentración empujando a la gente, pero sin dar culatazos, como afirmaban otros. Uno de los guardias, Alejandro Fernández, utilizó el arma para que uno de los grupos se disolviera, e intentó golpear a una muchacha, hija de Miguel Velasco Esquerro, que estaba junto a su hermano Fermín y que resultaría muerto tras los sucesos. Esto provocó que otros familiares se abalanzaran sobre el guardia y lo derribasen. El sargento golpeó a otro paisano del grupo, Máximo González, y en ese momento comenzaron los disparos. ¿De dónde partió el primero? No se ha podido dilucidar el origen de esa primera bala. Para el defensor del teniente, procedió de la masa y ese fue el motivo de que los compañeros del oficial disparasen; para el fiscal, fueron los guardias los que dispararon a la orden de su oficial, cuando este vio en el suelo a unos de sus hombres y al sargento enfrascado en una pelea con varios paisanos. Acreditado quedó, verazmente, que el cabo Camarzana recibió un impacto de bala en un tobillo. Los guardias afirmaron haber oído la voz de «fuego» del oficial; pero este lo negaría rotundamente. Las consecuencias de los disparos resultaron trágicas: sobre las calles aledañas a la plaza quedaban seis cadáveres de esta primera descarga de fusilería. En la posterior investigación judicial, solo once de los veinticinco guardias confirmaron que habían utilizado sus armas largas. De ellos, dos dijeron haber disparado al aire; cuatro aseguraron que lo hicieron al azar, sin apuntar, y los cinco restantes que dispararon contra un hombre que portaba una pistola. 

			Los testigos afirmaron que la primera descarga duró, aproximadamente, un minuto, pero que se produjeron dos posteriores, que solo se detuvieron cuando el teniente coronel pudo contener a sus hombres desde el porche del ayuntamiento. Los guardias del puesto testificarían, en su totalidad, que ninguno de ellos había utilizado su arma y que presionaron a sus compañeros de la compañía y la Comandancia para que dejaran de disparar. La dantesca visión de los heridos y muertos resultaba aterradora. Para valorar las funestas consecuencias de los disparos de la Guardia Civil en Arnedo, solo había que recorrer las salas del improvisado hospital de campaña, en el que se alojaron las decenas de heridos.

			En esta ocasión, en el tenso clima de enfrentamientos sociales, los guardias actuaron con tal contundencia, desproporcionada a todas luces, quizás por sentirse amenazados, o al menos eso se desprende de la versión facilitada en el sumario militar. Fuera de este supuesto no se entiende tal crueldad, cuando frente a ellos se encontraban pacíficos paisanos junto a sus mujeres e hijos. La responsabilidad, a la vista de lo actuado, había que depositarla en la orden del oficial, y si no lo ordenó, como intentó argumentar en su defensa, estaba obligado a impedir el uso de las armas, y en este caso también sería culpable por omisión. 

			Era de esperar, con toda justicia, gran repercusión mediática a nivel nacional. Se reabría el debate, en el caso de que se hubiera cerrado, sobre la necesidad de disolver o de reformar la Guardia Civil. Apenas transcurridas unas horas tras los sucesos, llegaba a Arnedo una comisión parlamentaria, compuesta esencialmente por diputados socialistas, entre ellos la sobresaliente figura de Margarita Nelken. A su vez, se iniciaba una investigación oficial, por parte del Ministerio de la Gobernación, en la persona del gobernador civil de Vizcaya, José Calviño, quien recibió órdenes directas de Casares Quiroga para que esclareciese, alejándose de consideraciones apasionadas, lo ocurrido en las calles de la localidad riojana.

			 Con ciertas dudas sobre la procedencia y naturaleza del impacto del proyectil en la pierna del cabo, Calviño encargaría un estudio de balística para aclarar de qué tipo de arma partió. El informe parecía apuntar, sin poder acreditarlo con certeza, a que se trataba de un disparo por arma corta, que ciertamente no utilizaron los guardias civiles. Esta circunstancia induce a estimar la posibilidad de pistoleros ocultos entre la masa de pacíficos manifestantes; otra esquirla de proyectil, recogida de la pierna de uno de los paisanos, Hilario León, también dejó patente la utilización de armas cortas de fuego. 

			Apenas habían transcurrido veinticuatro horas de lo ocurrido en Arnedo, cuando el 6 de enero tuvo lugar un encendido debate parlamentario cuyo protagonista final sería el colectivo y no los responsables directos de los disparos. Por un lado, los diputados socialistas, miembros de la coalición gubernamental solicitaron el esclarecimiento de los hechos y la personalización en la depuración de responsabilidades; por otro, desde los escaños de los grupos situados en la cercanía de la extrema izquierda surgieron agrias protestas y una violenta crítica a la política de orden público llevada a cabo por el gobierno republicano. En aquel pleno[38] tomó la palabra el diputado socialista Sabrás, para hacer un extenso relato de lo ocurrido, recurriendo para ello a las palabras del ya mencionado Orad de la Torre, quien había presenciado los hechos en primera persona: 

			En el mismo momento en que bajaba la comisión patronal, siendo sorprendido por el ruido de una descarga nitidísima, sube precipitadamente, se asoma al balcón del Ayuntamiento viendo el cuadro horrible de más de veinticinco heridos en aquella plaza y el número de víctimas que todos sabéis que les ha costado la vida y que, en este momento ascendía a siete, de ellos, cuatro mujeres, un niño de cuatro meses… un hombre y otra víctima que no sé a qué sexo pertenece. La Guardia Civil, de rodillas en la plaza, disparaba en forma que hasta repuso los cargadores, y cuando se prestaba para ir a recoger a las víctimas, se encontraba bajo la amenaza de ser también víctima… El pánico se apoderó de todo el vecindario fue horrible… El presidente de la Agrupación Socialista me dice que, bajando los patronos del Ayuntamiento, la Guardia Civil se conoce que creyó gratuitamente que podrían ser objeto de alguna agresión del pueblo, cosa que no hubiera sucedido, ni mucho menos, en los momentos de triunfo y alegría, y entonces comenzó la Guardia Civil a despejar a culatazos la plaza, en número de veintiocho guardias…

			Al finalizar su intervención, el diputado riojano, consciente de la responsabilidad de sus palabras, mostró un alto grado de mesura, apelando a la honestidad de la Institución para la depuración de responsabilidades: 

			Estamos seguros… de que cualquier institución, armada o no armada, de España tiene su honor colectivo y no querrá de ninguna manera que puedan quedar impunes hechos que, si tienen un origen individual, no creo que puedan manchar a toda la institución. Y esto es lo que nosotros queremos: que la propia Guardia Civil, por el propio prestigio del Instituto, nos auxilie eficacísimamente para que se haga justicia en este asunto.

			Tras la intervención de Sabrás, fue el titular de Gobernación el más interesado en dilucidar las responsabilidades de una forma aséptica, con el convencimiento de que no podía desbordarse la razón, pues de ello dependía, de alguna forma, la consolidación del prestigio republicano. Ante las preguntas que se le formularon sobre lo ocurrido en Arnedo, Casares Quiroga respondió con un conocimiento bastante aproximado a lo que presumiblemente había acontecido: 

			Antes de que la Guardia Civil hubiera intervenido habían sonado varios disparos de arma corta de fuego, cayendo el cabo de la Guardia Civil herido en una pierna. Este acto, de ser cierto lo dicho, es el que provoca la reacción de la Guardia Civil y los disparos que dan lugar a las víctimas. Aquí está el centro del asunto a la hora de delimitar responsabilidades, la pregunta clave sobre la que gira la culpa de lo ocurrido y sobre la que tendrá que trabajar la justicia: ¿los primeros tiros que se escuchan los realizan los guardias civiles o se dispara sobre ellos desde a multitud?[39]

			Allí en la sede parlamentaria resurgió la pregunta clave: ¿de dónde partieron los primeros disparos? No se pudo determinar tal origen. Lo importante, a efectos del análisis histórico, es el reconocimiento del trágico resultado provocado, tras una investigación higiénica que debería haber confluido en la depuración de responsabilidades de los ejecutores de los disparos y no en la Institución, que de nuevo fue cuestionada en su totalidad. La oposición llegó a solicitar la disolución, o como mal menor la destitución del director general. La intención era la de traspasar sus competencias policiales a una nueva fuerza que actuara acorde con las limitaciones impuestas a la utilización de armas de fuego por parte de los aparatos policiales. Lluhi, representante de Izquierda Republicana de Cataluña, comentaría, con buen criterio, la polémica utilización de armas largas: 

			El espíritu de su articulado no responde ni a las necesidades actuales ni a los ideales populares. Probablemente es muy útil para perseguir bandoleros en el campo pero queda fuera de lugar en las ciudades. ¿Por qué llevar un arma larga para el servicio en las ciudades cuando con un arma corta sería suficiente? Cuando en un pueblo como en Arnedo se produce una manifestación en la que van mujeres y niños es absurdo que la Guardia Civil tenga que disparar los fusiles. El empleo del máuser demuestra la desigualdad absoluta entre la potencia de los fusiles y muchos de los casos de orden público en los que hay que intervenir.[40]

			Irremediablemente, estos hechos fueron relacionados con todos los cercanos sucesos acaecidos en Épila, Zalamea. Jeresa, etc., como un claro ejemplo de que Arnedo podía incardinarse en una continuada línea de actuación sostenida por la extralimitación en el ejercicio de sus funciones, que suponía una «anormalidad completa en el ejercicio de la función de la autoridad»; para Azaña «los enemigos de la Guardia Civil tienen un argumento impresionante». Otros parlamentarios más moderados solicitaron una reforma de los reglamentos de la Institución para cambiar la mentalidad y la manera de proceder de una fuerza armada. 

			

	



Consecuencias de Castilblanco y Arnedo

			A este trágico acontecimiento le siguió el intento de tomar el cuartel de la Guardia Civil de Calzada de Calatrava,[41] con el balance de dos paisanos muertos, tras una dilatada resistencia realizada al mando del teniente Martín Garrido Gómez, sin que tuviera que contar entre sus filas con ninguna baja. Con tal panorama, algunos dirigentes socialistas apelaron a la responsabilidad de unos y otros, para no elevar el número de caídos, convencidos de la necesidad de la Institución. Fue el caso de Manuel Cordero, dirigente de la UGT: 

			La Guardia Civil tiene una dolorosa y trágica historia que levanta en la masa popular tempestades de cólera. Pero, ¿es por la Guardia Civil en sí? NO. Es porque los gobiernos de la monarquía la han utilizado en menesteres que no le correspondían. Porque la han hecho actuar servilmente en defensa del caciquismo opresor del país. Porque la recluta de sus componentes se ha hecho por malos procedimientos. Han preferido los temperamentos enérgicos a los discretos, vinculando a la autoridad en la violencia y el despotismo. [42]

			El dirigente sindical intentaba aleccionar a los obreros, explicarles que su lucha no debía enfocarse contra los guardias civiles, sino contra el capitalismo. Interesante, en el análisis del deseo de concordia, resulta la reflexión realizada por Luis Araquistaín cuando señalaba que el problema procedía de una herencia del pasado, un conjunto de costumbres, procedimientos y mentalidades del régimen caído que aún perduraban. 

			No era cuestión de soslayar los acontecimientos de Arnedo, porque los cuerpos de las víctimas hablaban por sí solos, pero de alguna manera el Instituto armado necesitaba apoyo para continuar su labor cotidiana con la percepción de que con los acontecimientos sufridos se debía dar por finalizado el divorcio entre la clase obrera y las fuerzas de seguridad y que la continuidad de su existencia dependía directamente de asumir su rol de garante de la seguridad ciudadana, dejando las misiones de control del orden en manifestaciones a unidades especiales y mejor preparadas para ello. No obstante, la República, que denostaba su actuación por la dureza en sus intervenciones, fue la que continúo utilizando a la Guardia Civil para solventar los problemas derivados de las revueltas obreras.

			Con tales antecedentes, las declaraciones posteriores de Sanjurjo, tras lo ocurrido en Castilblanco y con las víctimas en las calles de Arnedo, hicieron que Azaña adoptara una decisión madurada tiempo atrás: relevar al director general. Según el político madrileño el general no quería continuar al mando de la Benemérita. Esta aseveración se prestaba, a la vista de los acontecimientos posteriores, a un completo desmentido. Tras esperar un tiempo prudencial para dictar su separación del Cuerpo, y con el deseo de corroborar tal decisión, Sanjurjo fue reclamado a presencia del presidente, quien le sondeó explícitamente sobre el estado de ánimo de los guardias civiles, ante lo que el general respondió que hubo un momento en que creyó que la Guardia Civil iba a saltar por encima de él, pero que habían regresado el orden y la disciplina. Azaña consideró que el general había querido presentarse como un «componedor de dificultades» para que la Institución no se alejara del nuevo orden republicano. En esa entrevista también le relató lo que había contemplado en Badajoz, y reprobó la presencia de los socialistas en los ayuntamientos, pues para el general eran «gente indeseable» que fomenta el desorden, y amedranta a los propietarios, por lo que necesariamente iba a chocar con la Guardia Civil. Resulta interesante la transcripción de esta conversación, realizada por el político madrileño en unas memorias posteriores, ya que evidencia la abierta animadversión entre este y el general, y las consecuencias de la misma en un tiempo relativamente próximo: 

			Pasamos a otro asunto (habla Azaña). Le digo que tengo entre manos una combinación de mandos militares, entre los cuales juegan la Dirección de Carabineros y la de la Guardia Civil. Y que he pensado valerme de sus servicios en Carabineros, porque necesito la Dirección de la Guardia Civil para otro. La noticia le produce mucha impresión, y contra lo que podía suponerse, no la esperaba. Mientras yo iba hablando, el general tragaba saliva, y hacia signos de asentimiento con la cabeza. Cuando acabé, tardó en romper, y como le cuesta mucho trabajo articular una frase, no le oí más que balbuceos, que no significaban nada.

			Para ayudarle a hablar, dijo yo, como otras veces, lo que él no conseguía decir.

			—¿No le gusta a usted?

			—No, señor ministro. No me gusta.

			—¿Qué le gusta a usted?

			—Ya que usted me lo pregunta, le diré, con todo respeto, que solo me gusta la Dirección de la Guardia Civil.

			—No me dijo usted eso hace un mes, cuando quisimos nombrarle para el cuarto militar.

			—Sí, pero es que ahora usted me destituye.[43] 

			Unos días después, el propio Azaña reconoció la posibilidad de que la virulencia de los debates provocados a favor y en contra de la Guardia Civil pudiese arrastrar a la Institución a levantarse contra la República.[44] Los opositores, interesados en lanzar la consigna de que se disolviese o se reformase; los simpatizantes, convencidos de que un levantamiento de la Benemérita arrastraría al Ejército para disolver el Parlamento y restaurar la monarquía, o como mal menor disolver el gobierno de la coalición republicano-socialista y dar continuidad al régimen con políticos conservadores. Varios oficiales no dudarían en secundar a su director general, si fuera sustituido, como se escuchó en proclamas proferidas en los pasillos de la Dirección General, que llegaban hasta el presidente. Con tan enrarecido ambiente, Azaña no dudó en consultar a miembros del Ejército, como los coroneles de Artillería de Getafe y Vicálvaro, para comprobar su disponibilidad si llegado el caso la Guardia Civil cumplía su velada amenaza de disolver el gobierno. 

			En una nueva entrevista con Sanjurjo, el presidente volvió a sondear al director de la Guardia Civil sobre la campaña que se estaba orquestando a su alrededor para inclinarlo contra la República. Sin rubor alguno, el general lo reconoció, y expuso los motivos por los que nunca llegaría a liderar un proceso de esas características: «Que no quiere deshonrar la historia de la Guardia Civil, siempre leal desde que se creó. Si yo tuviese ganas de hacer algo, antes lo haría con un regimiento que con la Guardia Civil. Que si la Guardia Civil hiciese algo y triunfase el que viniera detrás ya no se fiaría de ella, y la suprimiría». Azaña le hizo ver que llegado ese hipotético caso, la desgracia caería sobre el Cuerpo de forma que muchos puestos serían literalmente exterminados, como ocurrió en Castilblanco. De todas maneras, sin convencimiento alguno por la actitud reticente del general, ordenó a Casares Quiroga el envío de un capitán (cuya identidad se desconoce) de la Guardia Civil a recorrer las unidades administrativas para informar del estado anímico del personal. Finalmente, se le informó de una reunión que tuvo lugar en la Dirección General, a la que asistieron los oficiales de la misma, con el subdirector, general Pardo, en la que se reclamaba una firme posición ante el gobierno republicano. Pardo, consciente de la gravedad de la propuesta, impuso su criterio y no dudó en afirmar que la Institución siempre debería estar al lado del gobierno. Los jefes y oficiales, finalmente, obedecerían las órdenes del subdirector general.

			Con dudas, pero con la seguridad de contar con la Guardia Civil, Azaña abordó la prevista sustitución del director general. Tras un obligado periodo de reflexión, decidió fulminar a Sanjurjo como máxima autoridad, designándolo para un nuevo puesto como director general del Cuerpo de Carabineros. A todas luces, un destino de menor importancia para este avezado militar, a quien el destino en un cuerpo de protección de las fronteras, de persecución del contrabando, le suponía una profunda pérdida de prestigio personal. Esta solución de descabezamiento de la Guardia Civil ya rondaba desde tiempo atrás por el pensamiento de Azaña, según nos refiere en sus memorias el mismo autor: [45]

			Durante mi conversación con Largo llegó Casares. Me cuenta las cosas que por ahí se dicen de la Guardia Civil y de Sanjurjo. Hablamos después de la necesidad de reformar la Guardia y su reglamento. La reforma ya estaría hecha, si Maura me hubiese ayudado cuando era ministro de la Gobernación. Cuando hice la reforma del Ejército pensé hacer la de la Guardia Civil, y en el mismo sentido: descabezándola, para que una fuerza tan importante no estuviese en manos de una persona. Le dije a Maura que me proponía suprimir la Dirección General de la Guardia Civil, cuando suprimí las capitanías generales, y por los mismos motivos. También pensé suprimir unidades para menguar los cuadros de mando. Maura no lo encontró oportuno, y como él era ministro de la Gobernación, y como tal disponía de la Guardia Civil, yo no podía hacer nada sin su concurso, porque la reforma disminuía mucho la fuerza, y entonces Maura estaba entusiasmado con los servicios que le prestaba. Fue cuando dijo: «Con los once mil guardias civiles de que dispongo llego a Lisboa». La verdad es que no disponía siquiera de los once mil. En fin, esto quedó aplazado, y aún tengo en mi mesa del ministerio las plantillas proyectadas para la reforma.

			Antes de proceder a la destitución de Sanjurjo, el 3 de febrero, Azaña llamó a su despacho al general Cabanellas, quien al parecer desconocía los motivos de tal entrevista. Frente al presidente se sorprendió cuando le dijo que había sido designado para mandar a la Guardia Civil. Poco después llamaba a Sanjurjo para comunicarle que la combinación de destinos ya había sido firmada por el presidente de la República y que pasaba a mandar desde ese momento a los Carabineros. El viejo general no dijo nada. Tan solo acertó a responder que estaría bien en el nuevo destino, pero que el cambio afectaría a la Guardia Civil. Azaña, que no las tenía todas consigo en cuanto a la lealtad del Cuerpo, le preguntó hasta qué punto y en qué forma incidiría el cambio, pero Sanjurjo no le reveló nada. Su disgusto era manifiesto y evidente. Tras unos instantes de tensión le confirmaría que por parte de la Institución «ha habido el propósito de pedir al gobierno que me nombrase coronel honorario de la Guardia Civil, como se hizo con el general Zubia, eso es todo». Al día siguiente el cambio en la Dirección General era comunicado a la opinión pública: Sanjurjo había sido destituido de manera fulminante, y de nada serviría la excusa de la oferta para la dirección de los Carabineros. El general, profundamente ofendido, se despidió de los guardias civiles a través de una orden general en la que de forma subrepticia se percibía la reflexión de que su sentimiento abnegado de la disciplina fue el que le llevó a acatar al régimen republicano, aun olvidando su propia alineación con la monarquía. Por su sentido de la obediencia, acataba la directriz que le apartaba del Cuerpo para mandar a los Carabineros:

			Por acuerdo y disposición del gobierno, he dejado de ser vuestro director general, pasando a ejercer, con gran honra por mi parte, igual cargo en el Cuerpo hermano de Carabineros. 

			Más de cuarenta años de soldado, han templado mi ánimo y han disciplinado mi voluntad, para que siempre uno y otro respondan a los dictados del deber y del patriotismo, aun cuando haya tenido que destrozar para ellos mis afectos más cordiales y mis sentimientos más arraigados.

			Una vez más, aquellos mandatos me imponen este sacrificio.

			Por gran honra tuve el ser nombrado vuestro director general; con orgullo cada día mayor, pues al mayor tiempo que pasaba, más aprecio pude hacer de vuestras virtudes, he venido desempeñando ese cargo; con la frente alta y la conciencia tranquila dejo el mando del Instituto a quien ciertamente sabrá ejercitarlo.

			Sé cuál es vuestra valía y sé también lo que en la vida nacional representáis. Esta representación y vuestra historia de lealtades, abnegaciones y heroicidades, os han de obligar cada día más, porque los tiempos son cada vez más difíciles. No siento zozobra al dejaros, pues me consta que esa obligación será cumplida, porque en el caudal de vuestras virtudes hallaréis estímulos sobrados para ello, mas si alguna vez dudáis, si en alguna ocasión desfallecéis, no vaciléis en pedir la ayuda o el consejo de vuestro antiguo director general, que al poner como ha puesto toda su alma al servicio del Instituto en el tiempo que se honró mandándoos, no la puede rescatar íntegramente al dejaros.

			A los dignos generales, jefes y oficiales, cuya valiosa colaboración y ayuda tanto he apreciado, mi agradecimiento más cordial y a vosotros, humildes y abnegados guardias, síntesis valiosa de las virtudes de un pueblo, también mi agradecimiento sincero, unido a mi veneración.

			Vuestro general SANJURJO.[46]

			En cumplimiento de lo estipulado por Azaña, se nombró al general de división Miguel Cabanellas Ferrer para ocupar el puesto de Sanjurjo. Las únicas protestas conocidas por el cambio de dirección tuvieron lugar en las instalaciones del Parque de Automóviles. La enérgica acción del nuevo director impidió que se trasladase el descontento a otras unidades territoriales u operativas de la capital o del despliegue del Cuerpo. Con este nombramiento Cabanellas cesaba en el cargo de jefe superior de las Fuerzas Militares en Marruecos, que hasta esos momentos desempeñaba, habiendo relevado en el cargo al propio Sanjurjo. Ironías de los destinos militares. La Guardia Civil aceptó con su disciplina habitual el relevo institucional, y en poco tiempo el general se sintió plenamente integrado para ejercer el mando de la Benemérita.

			
La cuenca del Llobregat. La primera acometida global 
del anarquismo

			No era la primera vez, ya había ocurrido en los primeros meses de vida del régimen, que el anarquismo apostaba por atacar de forma contundente a la República. Tras los sucesos de Arnedo, el movimiento ácrata comenzó a desplegar una nueva oleada de hostilidad hacia lo que entendían como un fraude a sus expectativas. Como un peligroso precedente de la acometida, y de la violencia que estaban dispuestos a desplegar los grupos políticos de oposición, en Bilbao se enfrentaron seguidores del PNV cercanos al tradicionalismo con afiliados de la UGT y simpatizantes socialistas, con el trágico resultado de tres muertos entre estos últimos. Consecuencia de ello, se declaró la huelga general en la ciudad con diversos percances en edificios religiosos y conservadores. Al gobernador civil no le quedó otra opción que el envío de fuerzas de la Guardia de Seguridad y de la Guardia Civil, que se verían obligadas a realizar disparos intimidatorios y defensivos para la dispersión de los concentrados. Como solo contaban con los mosquetones, sus únicas armas, la fatal consecuencia fue que hubo de nuevo víctimas mortales.

			Tras estos sucesos, el gobierno asumió el compromiso de intentar solucionar el problema, lo que inevitablemente pasaba por los hechos violentos para buscar las responsabilidades penales y en consecuencia políticas.[47] El principal escollo era la presencia de los socialistas en el gabinete, que de forma inevitable inclinaba la balanza en una determinada dirección. La consecuencia directa de la defensa de los intereses gubernamentales fue la detención de una de las figuras del tradicionalismo implicada en los percances, y, como mal menor, la clausura del convento que ya había sido quemado parcialmente por los huelguistas. Para el equipo gubernamental era muy complejo responder con contundencia ante las muestras de solidaridad obrera, ya que mantenía la conciencia de que el régimen se debía a un movimiento social contundente. No obstante, también sabía que su continuidad y credibilidad dependían de que pudiesen ofrecer seguridad a la ciudadanía española. Con tales decisiones, tan parciales, al contemplar cómo tras sus acometidas emergía un respaldo político que anulaba cualquier acción de búsqueda de responsabilidades, entre algunos extremistas empezó a difundirse cierta sensación de que podían actuar con impunidad. A partir de aquí, la escalada de reivindicaciones y acciones más violentas creó un escenario político-social del todo inestable, que podía explotar en cualquier momento. Bastaba que un suceso mayor o menor activase la espoleta del descontento social.

			Unos días después, el 18, en el Puerto de Sagunto (Valencia)[48] se produjo el asalto al cuartel de la Guardia Civil, sin tener en esta ocasión que lamentar víctima alguna. No muy lejos de allí, en la localidad de Sollana, resultó asaltado el ayuntamiento, declarándose la revolución con la siguiente proclama: «Proclamada en toda España la revolución social, el comité pone en conocimiento del proletariado de aquel que esté disconforme con el programa que persigue nuestra ideología será responsable de sus actos. El comité ejecutivo».[49]

			Todos estos sucesos se convirtieron en cuestiones menores en comparación con el verdadero acto revolucionario, por la extensión y conexión previa entre los actores del mismo, que se desarrolló en las poblaciones de la cuenca del río Llobregat.[50] Los anarquistas obedecieron a la consigna de sabotear las vías de ferrocarril para impedir que pudieran llegar hasta la comarca las fuerzas del Ejército o de seguridad para sofocar la revuelta y auxiliar a sus compañeros. En cada uno de los pueblos que tomaban los revolucionarios se declaraba el comunismo libertario. A los pequeños destacamentos de la Guardia Civil diseminados por la comarca, no les quedaba otra opción que cerrar sus puertas y acuartelarse para impedir su asalto, con la comprensión de que les iba la vida en tal menester, junto a la de sus familiares. A tal hazaña, compleja de por sí, se sumaba la obligación de proteger a los miembros destacados de la derecha, que se sentían seriamente amenazados tras la toma de sus pueblos por los anarquistas. 

			El foco inicial de este proceso de rebelión contra la República, que al parecer se adelantaba a un movimiento proyectado para el día 25 de enero, se situó en la pequeña localidad de Berga, para extenderse súbitamente a los municipios de Gironella, Sallent y otros. En el primer pueblo, Berga, se activó la insurrección con la incorporación a la sublevación de unos mineros de Figols que excitaban a los extremistas del pueblo. Una pareja de la Guardia Civil pudo detener a un conocido anarquista local, convencida de que estaba relacionado con el levantamiento. Le intervinieron una pistola y un cuchillo. Su declaración proporcionó una amplia información sobre la organización del levantamiento anarquista en la comarca y sobre las armas y explosivos de los que disponían. 

			El capitán Ferrer, jefe de la Compañía, organizó un dispositivo de defensa, alejando a varias parejas del cuartel, en el que solamente quedaba el guardia Ruiz. Una bomba estalló, hiriendo al oficial y a uno de los guardias. Finalmente, a los rebeldes se les pudo reducir en uno de los edificios del pueblo, en el que se habían parapetado para vender cara su derrota. Tras alguna escaramuza entre insurrectos y fuerzas de seguridad, la incorporación al pueblo de las fuerzas del Ejército provocaría la rendición de los sitiados. Se les había dado un ultimátum para entregarse en dos horas, bajo amenaza de usar la artillería. Las pesquisas posteriores llevaron a la Guardia Civil hasta un arsenal compuesto por cuatro bombas de más de treinta kilos; más de cincuenta bombas caseras fabricadas con latas de leche condensada y numerosos cartuchos de dinamita, al que se sumaron seis pistolas semiautomáticas. 

			Algo similar tuvo lugar en Sallent, pueblo al que llegaron de forma conjunta fuerzas de la Guardia Civil y del Ejército, en autobuses de línea requisados en los pueblos de la comarca. La voz de aviso dada por uno de los revolucionarios posibilitó que la mayor parte de los alzados pudieran ocultarse en domicilios particulares o huyesen al monte. En esta población el movimiento había sido organizado por un grupo de obreros de una empresa minera de la localidad, con la consigna de desarmar al somatén para requisar sus armas y, junto con las asignadas por la dirección de la insurrección, asaltar el polvorín de la empresa minera. Este objetivo fue alcanzado en los instantes iniciales, lo que puso un peligroso arsenal de explosivos en su poder. El siguiente paso era tomar el consistorio y neutralizar a los pocos guardias civiles del pueblo, que no dudaron en parapetarse en su cuartel a la espera de refuerzos que los liberaran del asedio. En Cardona fueron las fuerzas del Ejército las que intervinieron para sofocar la revuelta y liberar a los cuatro guardias civiles del puesto, que se habían ocultado en una casa particular para poder defenderse del ataque de los anarquistas. Las calles de Figols también se poblaron de obreros espoleados por los extremistas y, como en casos anteriores, solo la llegada de una columna de Infantería facilitó la liberación de la población, de la que previamente los rebeldes se habían hecho los dueños absolutos al apoderarse de los fusiles del somatén y obligar a los guardias civiles a que se refugiaran en la casa cuartel, donde quedaron sitiados el teniente junto a diez de sus hombres. Sin oposición alguna, el principal dirigente local, un minero asturiano afincado en el pueblo apodado «El Cojo», logró la completa sumisión de los habitantes del pueblo, bajo la amenaza de hacer volar la ladera de una montaña que había sido perforada y dinamitada por los rebeldes, si no se obedecían las órdenes impuestas por el comité revolucionario. Tras la llegada de los militares, los alzados huyeron y se refugiaron en los montes de la sierra de San Aurelio, lo que provocaría que se concentrasen en el pueblo varias decenas de guardias civiles llegados de la Comandancia, a los que se añadirían unas columnas de Infantería. 

			Suria sufrió circunstancias similares a las anteriores poblaciones en las que la resolución del conflicto fue posible con la llegada de los militares. En esta ocasión estaban al mando del general Molero, quien se trasladó a Manresa para dictar un bando de obligado cumplimiento para todos los obreros de la comarca. Manresa, a su vez, quedaría incomunicada por la destrucción de las líneas telefónicas y telegráficas, y en tal coyuntura un enfrentamiento entre guardias civiles y vecinos se saldó con las heridas leves de un sargento y las graves de uno de sus guardias.

			Una vez más, en tan reducido tiempo, apenas había transcurrido un año desde la llegada de la República, el presidente del Gobierno tuvo que ceder el control del orden público a las autoridades militares. Se vio obligado a declarar el estado de guerra, con órdenes directas de ejecutar una determinante actuación para retornar a la normalidad democrática. La contundente respuesta para acabar con la insurrección ácrata era consecuencia directa de la comprensión del alcance e inmensidad de los actos revolucionarios que, de seguir así, podían acabar con las esperanzas de la consolidación del régimen. En esa línea de dureza, llegaría a dictarse la orden de «proceder con toda rapidez y con la mayor violencia para reprimir la rebelión fusilando a los que cogiesen con armas en la mano».[51] 

			Finalmente, tras las medidas adoptadas para acabar con la revuelta, se participaba al presidente del Gobierno el retorno a la normalidad: 

			Cábeme satisfacción comunicar a V. E. que las órdenes gobierno y las instrucciones V. E. se han cumplimentado puntualmente. Como he tenido el gusto de participar al ministro de la Gobernación, han sido ocupadas por fuerzas del Ejército y de la Guardia Civil las poblaciones que se habían declarado en revolución social, izando la bandera roja en las Casas consistoriales la que ha sido substituida por la nacional y repuestas las autoridades locales con aplauso clamoroso del vecindario que agradece solicitud gobierno. Se ha procedido a la incautación de armas y explosivos. Restablecidas todas comunicaciones directas telegráficas y telefónicas, procederé con toda actividad a la reparación de la vía férrea del ferrocarril catalán. Por ser de justicia expreso mi gratitud por el celo, fidelidad y entusiasmo con que han contribuido a la restauración del orden el jefe de la división Sr. Batet, y el general Molero, a cuyo mando están fuerzas concentradas; al jefe de la Guardia Civil y al de Carabineros y al alcalde de Manresa. Los obreros de la cuenca del Llobregat piden la reanudación del trabajo, habiendo dado orden a los patronos para que abran las fábricas. El orden y la normalidad en la capital de la provincia son absolutos.[52] 

			El trágico saldo final de los cinco días que duró la revuelta fue de una treintena de muertos y varias decenas de heridos de diversa consideración. Tal virulencia obligaría a una aplicación rígida del Código Penal y de la Ley de la Defensa de la República, que se había redactado precisamente para situaciones de este tipo. Se procedió a la detención de un elevado número de destacados dirigentes de la FAI y de la CNT implicados directamente en la revuelta, y de algunos de los inspiradores e instigadores. Muchos de ellos fueron desterrados al continente africano, del que huirán para retornar y liderar, de nuevo, apuestas revolucionarias anarquistas. Zaragoza fue de nuevo escenario de revueltas provocadas por faístas que protestaban por el destierro y confinamiento de líderes como Durruti y Ascaso.

			Para los dos sectores de la derecha, la extrema y la moderada, la actuación gubernamental había resultado demasiado blanda, a la vista de la virulencia mostrada y el peligro que suponía para la continuidad del régimen republicano. En la filas de la izquierda, por otro lado, las medidas adoptadas de prisión y confinamiento fueron consideradas muy severas para unos obreros que reclamaban una urgente reforma social, lo que llenó de nuevo las calles con protestas y huelgas orquestadas por comunistas, aún con reducida relevancia política, y ugetistas. 

			Pero en aquel mes de enero no solo se alzó la cuenca del Llobregat. Estallaron huelgas generales solidarias en otras ciudades, que provocarían una difusa sensación de generalización del conflicto. Se tiene conocimiento de una revuelta organizada en el protectorado de Marruecos por la FAI y secundada por la CNT, con levantamiento de barricadas y asalto a fábricas. También la ciudad de Sevilla y su provincia continuaron siendo lugares de colisión entre las clases sociales. El día 26 de enero hubo un tiroteo entre manifestantes y guardias de seguridad en las calles de la capital, con el resultado de un muerto y varios heridos. En la provincia, la localidad de Montellano reprodujo las escenas de enfrentamiento con la Guardia Civil, sin tener que lamentarse víctimas. Estas, desgraciadamente, llegarían un mes más tarde.

			No fue ajena al extremo clima de conflicto la provincia de Málaga, en la que la central sindical lograría imponer su radical criterio: fue declarada la huelga general. Por la calle de los cuarteles de la capital, grupos de huelguistas apostados en las esquinas y en casas dispararon contra las fuerzas de seguridad. El gobernador civil, siguiendo las instrucciones de la Presidencia reclamó la intervención de las autoridades militares para intentar sofocar la rebelión y asegurar la continuidad de los servicios públicos. Dos guardias civiles que paseaban vestidos de paisano por el barrio de la Trinidad fueron agredidos y tuvieron que refugiarse en una casa próxima, desde la que dispararon sobre los atacantes, hiriendo mortalmente a un paisano, José Prieto, que falleció a los pocos minutos.[53] 

			La primera consecuencia directa de todo lo ocurrido durante las jornadas de insurrección anarquista fue la elaboración de un proyecto de ley para incrementar el número de las fuerzas de seguridad, con la ampliación de las plazas en la Guardia de Asalto en dos mil quinientas más, y otras cien para los conductores. La Guardia Civil, en esos momentos, apenas superaba los veintisiete mil hombres, por lo que tal incremento para la Guardia de Asalto suponía casi un diez por ciento del número total de la Benemérita. Otro motivo de incertidumbre sobre la continuidad de la Institución, por la posibilidad de su disolución e integración en el nuevo cuerpo policial cuando completase su despliegue.

			Poco antes de la celebración del primer aniversario de la llegada de la República, en los últimos días de marzo, tuvieron lugar nuevos enfrentamientos entre fuerzas de seguridad y masas obreras, arrastradas estas últimas por el acuciante paro y por discursos prometedores de una nueva situación social para las clases más desfavorecidas. El día 21 se intentaba asaltar la casa cuartel de Lora del Río,[54] en Sevilla, con la muerte de uno de los asaltantes, y pocos días después, durante la jornada del 26, tuvo lugar un enfrentamiento de mayor virulencia, en esta ocasión por las calles de Villarrobledo, en Albacete.[55] El conflicto estalló tras una manifestación convocada para protestar por el paro obrero, en principio con tintes pacíficos, sin que se ejerciera ningún tipo de violencia contra ninguna persona, pero que se tornaría más reivindicativa y peligrosa a medida que transcurría la jornada, especialmente tras la decisión de impedir la salida del ferrocarril de la estación. Los patronos locales accedían a parte de las reivindicaciones de los interlocutores sociales, que pedían trabajo para todos los obreros agrícolas por espacio de al menos quince días al mes en el periodo de intensificación de las labores del campo. Pero algunos de los más extremistas no aceptaban tal resolución y querían obligar a la patronal a firmar el compromiso de ofrecer trabajo hasta la finalización de agosto. El Gobierno Civil, consciente del crecimiento de la conflictividad, envió por ferrocarril a once guardias civiles, que fueron recibidos por algunos radicales con piedras e insultos, lo que provocó un enfrentamiento. Rotas las negociaciones, el comité de huelga adoptó la decisión de asaltar el cuartel de la Benemérita, frente al que se colocó un número muy elevado de paisanos, unas dos mil personas, lo que hizo que los guardias se replegasen para parapetarse tras las paredes del puesto. Finalmente la cordura se impuso y todo terminó con algunos contusionados, pero sin que hubiera que lamentar la pérdida de vidas humanas. 

			También en tierras malagueñas, en Antequera, se declaraba una huelga general a nivel local, en la que hubo amenaza de asaltar el puesto, con el resultado de un muerto y varios heridos. [56] La llegada de refuerzos y la detención de treinta activistas logró pacificar la localidad de forma momentánea. En los inicios del mes de abril, el conflicto entre obreros y fuerzas de seguridad se trasladaba a Chipiona, en Cádiz, cuya población se había unido a la huelga planteada en la provincia en solidaridad con la convocada para Jerez de la Frontera. El sargento comandante del puesto recibió órdenes de Gobernación de reprimir una huelga general no autorizada, que impedía la apertura del comercio local. Ante la escasez de fuerzas, guardias civiles y carabineros se unieron para poder defenderse ante los ataques de los radicales. De nada servirían los intentos pacíficos de disolución de los extremistas, y los dos cuerpos cargaron sin que inicialmente se lamentasen víctimas; pero una nueva acometida policial, en este caso frente a las puertas de la casa cuartel de los carabineros, provocó la muerte de dos de los asaltantes. Del impacto mediático de lo ocurrido en Chipiona da prueba que el propio general Cabanellas se desplazara hasta la localidad gaditana para comprobar «in situ» lo ocurrido y contemplar que los edificios de la Guardia Civil, Carabineros y Ayuntamiento se hallaban salpicados de cientos de impactos de proyectiles.[57] Un comandante de la Guardia Civil, Romero Fialo, fue nombrado instructor del procedimiento penal incurso en las competencias de la jurisdicción castrense por el delito de atentado a la fuerza armada. Las revueltas se extendieron a varias localidades gaditanas: Jerez, Medina Sidonia, San Fernando y otras. Unos días después, en Osuna (Sevilla), en un nuevo episodio de choque violento de la Guardia Civil con un grupo de huelguistas, un paisano resultó muerto y hubo varios heridos.

			El 11 de abril, en Pinos Puente (Granada), los disparos de los guardias civiles contra un grupo de radicales que coaccionaba a obreros para impedir su acceso a los lugares de trabajo tuvieron la trágica consecuencia de la muerte de una niña de once años, así como tres heridos muy graves y otros cinco leves. Ese mismo día estallaba un artefacto junto a la iglesia de San Pedro, en Ávila, que provocaba graves heridas a un guardia civil. Poco tiempo después, en Rairiz de la Vega (Orense) con motivo del reparto de utilidades, se produjo una reyerta, en la que un cabo de la Guardia Civil terminó con graves heridas por arma blanca, y uno de los campesinos falleció a consecuencia del impacto de un disparo. El estallido de otra bomba en la calle Cabras de Almería, junto al centro comunista local, provocaba graves heridas a una niña, Ana Oliva, de once años. No muy lejos de allí, en Motril (Granada), estallaban varias bombas en empresas y domicilios de destacados miembros de la derecha, sin que hubiera víctimas; pero durante el ataque al cuartel de la Guardia Civil para la liberación de un detenido, la descarga de los guardias causó un muerto y dos heridos. También en las calles cacereñas se intentó en la mañana del día 30 asaltar el centro republicano, lo que provocó la intervención de la Guardia Civil para disuadir a los radicales, con el resultado de un herido muy grave, Gumersindo Zaules.

			A la vista de este rosario de enfrentamientos, la perspectiva de la Benemérita en el régimen republicano no podía ser nada halagüeña. Resultaba del todo imposible, a pesar de la contundencia y la resolución con la que actuó el presidente del Gobierno en esos instantes claves para la reputación de la República. Algunos agentes sociales no estaban dispuestos a que el país pudiera discurrir en paz hacia la consolidación del régimen. El mismo día de la celebración del primer año de la llegada de la República, estallaba una bomba en Granada, que hería a una mujer que pasaba por el lugar de la explosión. Otra bomba colocada en una subestación eléctrica provocaba que una buena parte de la ciudad se quedase completamente a oscuras. En Valencia, en la plaza de toros, se descubría un artefacto situado en el lugar donde debía colocarse el piquete de la Guardia Civil en la celebración de una corrida esa tarde. Aquella misma madrugada explotaba un artefacto junto al Gobierno Civil de Valencia, que provocaba ciertos destrozos en la planta baja del edificio. Los de asalto tuvieron que emplearse con contundencia en las calles de Sevilla para disolver una manifestación, no autorizada por Gobernación, convocada por elementos pertenecientes a sindicatos anarquistas.

			En aquellos instantes la conflictividad social fluía sin contención. Los servicios que prestaban las fuerzas policiales, en especial los ejecutados por el Instituto armado, no se valoraban en su justa medida por los dirigentes de los partidos obreros, enfrascados en un proyecto en el que el régimen se consideraba meramente accidental, que en nada beneficiaba a la concordia social. Entre esos servicios destacaban los humanitarios, de profunda tradición en el Cuerpo. En ellos los guardias civiles exponían su vida para salvaguardar y proteger a sus conciudadanos, sin importar su procedencia o pertenencia a una determinada clase social. 

			Al complicado clima social había que sumar el creciente descontento con el rumbo del régimen entre sectores de enorme influencia en los aledaños del poder, como los militares. Estos problemas se evidenciaron a finales de junio, con ocasión de una reunión de las academias en Carabanchel. Al finalizar uno de los actos entre oficiales, el general Goded lanzó unos vítores a España, con estas palabras: «Un viva único, ¡Viva España!».[58] Próximo al general se encontraba el teniente coronel Mangada, destacado republicano, que se negó a secundar el grito y replicó a su superior desairadamente, viéndose obligado a intervenir el coronel Leret para que ambos militares no llegaran a las manos. El general Villegas ordenó de inmediato su arresto y el teniente coronel Mangada no dudó en quitarse la guerrera delante de los presentes y pisotearla. Los cadetes de las academias se habían quedado estupefactos ante tan bochornoso espectáculo.

			Como mal menor se adjudicó la responsabilidad de lo ocurrido a quienes ejercían el mando de la unidad, los generales Villegas y Caballero. Azaña, al entrevistar a Goded, le preguntó por qué no dio la voz «¡viva la República!», y el militar le contestó que siempre finalizaba sus discursos con la coletilla de «y nada más», pero que la actitud de Mangada era antipatriótica y nada militar, a pesar de que fuese un ferviente republicano. El ministro tenía que andarse con pies de plomo para evitar crear un mártir entre los oficiales, porque a Goded lo consideraba inteligente y peligroso, con ascendiente sobre el resto de los componentes del Estado Mayor Central. 

			Azaña creyó haber encontrado el momento para dejar de nuevo patente la aconfesionalidad del Estado y la desvinculación de la Iglesia de los organismos dependientes de la República. En julio de 1932 se publicó una ley por la que se procedía a la disolución del Cuerpo Eclesiástico del Ejército, quedando su personal en la situación de excedencia forzosa, hasta la total amortización de las vacantes. Con esta disposición se entraba directamente a modificar dos instituciones en el punto de mira de la coalición republicano-socialista; de un lado, el Ejército; del otro, la Iglesia. Era proporcionar gratuitamente munición a dos poderosos enemigos del régimen republicano.

			
El desafío de los conservadores subversivos

			Si se hiciera una revisión cualitativa, además de cuantitativa, de las pérdidas humanas contabilizadas en los enfrentamientos entre obreros y fuerzas de seguridad, sorprendería comprobar la casi interminable lista de huérfanos y viudas que quedaron como consecuencia de la elevación de la contestación social. Tras cada periodo de huelga, cada manifestación, se buscaba inconscientemente la lucha con servidores del Estado, como lo eran los miembros de las fuerzas de seguridad. No puede olvidarse esta condición, que prestaban sus servicios con sacrificio incluso de su propia vida por un jornal diario similar a los que se obtenían en las fábricas u oficios de las ciudades. Eran unos servidores públicos, como bien puede afirmarse, que no estaban preparados para responder a la conflictividad obrera, y más cuando este sector había asumido la violencia como procedimiento para subvertir el régimen. Tal colisión de fuerzas tenía como consecuencia la proliferación de cadáveres sobre las calles, de uno y otro lado, si bien la carencia de armas de fuego en la mayor parte de las ocasiones inclinaba la triste balanza delas pérdidas del lado de las masas obreras. Esos muertos y heridos, los obreros y los guardias, comenzaron a pesar demasiado. Pronto se mezclaron con las venganzas personales y políticas. Desde la perspectiva actual, la respuesta policial de las fuerzas de seguridad, en este caso la Guardia Civil, puede parecer demasiado explícita o contundente pero se correspondía con la mentalidad de la época. Esos guardias eran los mismos hombres con los que había contado la monarquía para mantener el sistema caciquil heredado de finales del siglo xix. Unos hombres que no disponían de más medios que sus fusiles para intentar controlar y dar una adecuada respuesta a la violenta deriva de la radicalización política.

			La institucionalización de la conflictividad social como medio de sustanciar los problemas laborales o de convivencia suponía un claro peligro para el fortalecimiento de la República. La consecuencia directa de la radicalización de la izquierda era la inclinación de las posturas conservadoras hacia posiciones de abierta rebeldía. Los violentos conflictos posicionaban a las clases reaccionarias frente a una República de «presuntas» libertades que permitía la ejecución de la violencia como fórmula de actuación. Esa presunta anarquía creaba en ciertos sectores del conservadurismo un sentimiento de defensa a ultranza y de desprecio hacia la República, porque, según pensaba, no era capaz de dominar a los agitadores. O aún peor, muchos ya creían que la situación era consecuencia de la confraternización de los dirigentes de la República con los alborotadores. 

			Al comentar la posición del anarquismo frente a la República hay que aclarar que no todos los sectores cercanos al anarcosindicalismo eran partidarios de la denominada «gimnasia revolucionaria» o de la «propaganda por el hecho».[59] Los grupos seguidores, progresivamente más numerosos, de las tesis dominadas por la violencia en la consecución de los objetivos eran los más partidarios de las directrices impuestas por la FAI, asociación integrada en la Confederación Nacional, y de la que se escindió doctrinalmente para abonarse a la violencia como medio de actuación. La otra ala del anarquismo, más moderada, luchaba por un fortalecimiento del movimiento sindical y una mayor disciplina, organización y preparación interna del movimiento libertario, lo que en definitiva, a la vista de los resultados, podía ser igualmente peligroso para la continuidad del régimen republicano. Además, y siempre en aras de su objetivo libertario, estimaban y sostenían que era inevitable el acercamiento a otros sectores políticos y sindicales afines a las reivindicaciones obreras; por eso abominaban, en principio, del ejercicio de la «gimnasia revolucionaria», por su imprudencia y por arrojar a lo mejor del movimiento obrero a choques sangrientos sin un resultado definitivo. Al régimen se le planteaba otro grave problema, la presencia en las propias filas del gobierno republicano de gentes cuyo objetivo último era la implantación de la dictadura del proletariado. Resultaba difícil combatir a los ácratas, porque el discurso revolucionario también resultaba atractivo en los grupos más radicalizados del Partido Socialista.

			Ya se ha podido comprobar que, a pequeños saltos, la conflictividad social iba en aumento, directamente relacionada en la mayor parte de las ocasiones con la solicitud de una mejora de las condiciones de vida en las zonas rurales, lo que implicaba a su vez la participación de la Guardia Civil en el control del orden público, toda vez que la Guardia de Asalto apenas había acabado de implantarse en la geografía española. Su capacidad en esos instantes, ciertamente, estaba muy limitada por la escasez de efectivos para asumir con garantías la operatividad frente a los numerosos conflictos que se desarrollaban por el territorio nacional, lo que significaba que el régimen tenía que recurrir una y otra vez al Instituto, a pesar de que no estaba preparado para tal cometido, porque seguía protocolos operativos relacionados con los conflictos bélicos.

			Antes de iniciarse el verano de 1932, el territorio nacional se pobló de incidentes y conflictos con nefastas consecuencias. A principios de mayo, en la capital hispalense, tras la declaración de una huelga, pistoleros apostados en azoteas dispararon sobre las fuerzas de seguridad, provocando un muerto y varios heridos. La Guardia Civil, por su parte, tendría un elevado protagonismo en las calles de Salvaleón, en la provincia pacense, con un muerto entre los manifestantes. En el Bonillo, Albacete, las circunstancias cambiaron y el fallecido cayó del lado de la Guardia Civil, con el acuchillamiento del guardia Ignacio Vecina Romero, además de las heridas provocadas al sargento Antonio González Relaño, al que dejaron muy grave. El incidente fue consecuencia de una manifestación convocada por miembros del Partido Socialista local, no autorizada por el gobierno. Ante la advertencia y la solicitud de la intervención de la Guardia Civil por parte de las autoridades locales, los componentes del puesto se desplazaron, junto a los inspectores municipales, para pedir el desistimiento de la celebración. Los más exaltados de los participantes atacaron a las fuerzas de seguridad y cayeron heridos un policía municipal y el guardia Vecina, que fue acuchillado en el pecho. El sargento, al intentar socorrer a su compañero, recibió numerosos golpes con palos y piedras que le provocaron múltiples heridas y hematomas por todo el cuerpo. Los disparos realizados por el guardia de puertas lograron disolver a la masa, pero nadie pudo hacer nada por el guardia mortalmente herido. Las pesquisas inmediatamente posteriores llevadas a cabo por el jefe de la línea darían como resultado la detención de Eliberto Fernández, al que se le acusaría del asesinato del guardia Vecina.[60]

			Sin cesar en las investigaciones para desarticular los proyectos revolucionarios, las gestiones de la Guardia Civil dieron como resultado el hallazgo de una serie de depósitos de explosivos y de bombas preparadas para atacar a las fuerzas de seguridad. En Morón de la Frontera (Sevilla), fueron hallados más de 200 artefactos, por la explosión fortuita de uno de ellos, en la que falleció el secretario local de la CNT, junto a su madre y otros activistas. Este entramado llevaría a seguir el rastro de los explosivos en la capital hispalense, dentro del conocido Barrio de Santa Cruz, donde se halló una fábrica de bombas, y un temible arsenal compuesto por 250 kilos de dinamita, 700 bombas vacías, 300 cargadas y 700 kilos de munición. Esta localización llevó, a su vez, al descubrimiento de un rosario de talleres de fabricación de más artefactos, ubicados en las localidades de Andújar, Málaga, Antequera, Constantina, Utrera, Pilas y Alcalá de Guadaira. Al frente de las investigaciones se hallaba un capitán de la Guardia Civil que prontamente sería conocido por sus expeditivos métodos a nivel nacional, Lisardo Doval Bravo, en esos instantes destinado en la Compañía de Morón. Pocos días después se reanudaban los incidentes y enfrentamientos. En Buñol, Valencia, resultó gravemente herido un teniente del Cuerpo, en una refriega con los radicales. En Plasenzuela, Cáceres, una pareja de la Guardia Civil fue atacada y desarmada, debiendo los guardias huir por el monte para evitar su linchamiento. La tranquilidad retornó a la población cuando se incorporaron fuerzas de la compañía territorial.

			Pronto se sumarían nuevas fuerzas políticas a la radicalización de la extrema izquierda. Y llegó lo que quizás fue el primer acto violento protagonizado durante el régimen republicano por la cada vez más pujante organización del Partido Comunista de España, controlado y auspiciado por las órdenes que llegaban desde Moscú. Los primeros en sufrir su acometida fueron los hombres del cuartel de la Guardia Civil de Villa de Don Fadrique,[61] una pequeña localidad enclavada en tierras toledanas, en la mañana del 9 de julio. Antes de los trágicos acontecimientos, las autoridades provinciales ya advertían que la persistencia de las actuaciones caciquiles podía provocar graves enfrentamientos, ya que no se daba cumplimiento a lo estipulado en la normativa agraria aprobada por los legisladores republicanos.

			Con tal clima de crispación durante el desarrollo de una huelga general organizada por los comunistas locales en protesta por el incumplimiento de la contratación de trabajadores de otras localidades por parte de los patronos locales, en clara desobediencia a los dictados de la Ley de Términos Municipales, y por la falta de trabajo para la siega, los ánimos se radicalizaron. Perfectamente organizados, los extremistas se apostaron en las entradas de la localidad con armas de fuego para impedir que ningún obrero extraño o forastero pudiese llegar al pueblo y que ninguno de los jornaleros locales saliera a la siega para eludir la huelga impuesta por los comunistas.

			Avisada la Guardia Civil,[62] advertida la agresividad mostrada por los obreros locales, el comandante de puesto les invitó a que depusieran esa actitud. Ante la negativa, y con la presunción de una respuesta violenta, decidió enviar a un nutrido grupo, casi la totalidad de la plantilla, compuesta por cinco guardias de Caballería y tres de Infantería, a los que acompañaban los cabos de las respectivas armas, para que disolvieran los grupos. Solo dos guardias quedaron para proteger el acuartelamiento y a sus familias. La presencia de los agentes exacerbó aún más los ánimos y, sin intercambio de palabras, se les recibió con tiros de escopeta, contestados por los guardias, que ante el temor de que pudieran ser rodeados en el interior de la población resolvieron buscar refugio tras unas tapias de limitación de las fincas, en las afueras de la población. El tiroteo se tornó muy intenso, y dos guardias cayeron heridos; uno de ellos, León Sánchez Serrano, había recibido dos balazos en una pierna y otro en una mano. Entre los insurrectos, el balance resultaba más trágico, pues dos de ellos cayeron muertos: Mónico Contreras y Ángel Circuende. Además hubo varios heridos por los disparos de los guardias civiles. 

			Al comprobar cómo se defendían los guardias civiles, los rebeldes se retiraron al interior del pueblo para hacerse fuertes en sus calles y aledaños, donde lograron dar un golpe de efecto y hacerse los dueños, mediante la construcción de trincheras, grupos diseminados en puntos neurálgicos y colocación de obstáculos para impedir la llegada de refuerzos. Obedeciendo las consignas de los levantamientos clásicos, se cortaban las comunicaciones telegráficas y telefónicas, y se intentaba sabotear el paso de los ferrocarriles por una estación cercana. A uno de los patronos locales, José Díaz-Maroto Aparicio, tras detenerlo en plena vía pública y obligarle a que levantara los brazos, le dispararon con una escopeta a bocajarro. Falleció dos días después de lo sucedido, lo que posibilitó la identificación de los presuntos asesinos: Francisco Vela («Bolilla»), Bonifacio de la Fuente («Carrascosa») y José Manzanero («El Buen Mozo»), sus vecinos del pueblo. 

			Mientras tanto, tras las paredes de la casa cuartel continuaban parapetados los dos guardias de la plantilla del puesto. Su exiguo número reducía la capacidad de defensa y todo aventuraba a que en poco tiempo serían desarbolados; pero entonces, cuando se rozaba el desastre, un grupo compuesto por unos veinte vecinos, armados con escopetas de caza, se unió a los guardias en la defensa del edificio. En esos instantes, sobre las diez de la mañana, procedentes del pueblo de Tembleque llegaban al pueblo el capitán Royo y el teniente Ferrer, que se encontraba de prácticas en la unidad, junto al guardia ordenanza José Cabello, un joven de treinta y cuatro años, casado y padre de dos hijos, en un auto conducido por un taxista. Nada más aparecer por sus calles el vehículo recibió una descarga de disparos, con la desgracia de que uno de ellos lograba impactar directamente en la cabeza del guardia Cabello, que falleció en el acto.

			Ante el cariz que habían tomado los hechos, por la violencia desplegada por los insurrectos, el gobernador civil reclamaba el auxilio de Madrid. La autoridad gubernativa provincial, junto al teniente coronel Royo, jefe de la Comandancia, se desplazó al pueblo para intentar apaciguar los ánimos. En las calles, los vecinos que no se querían unir a la huelga patrullaban armados de escopetas para defenderse de los ataques de los comunistas. La llegada de fuerzas de Caballería, por fin, procedentes de Villacañas, significó una bocanada de aire para la desesperada situación de los guardias, pues el cerco al que estaban siendo sometidos en los parapetos y en el cuartel fue retirado de inmediato. También se trasladaron desde Madrid dos camionetas repletas de guardias civiles pertenecientes al 14.º y al 27.º tercios. Debían reforzar el dispositivo de la toma del pueblo de la Villa de D. Fadrique. Hasta Cabanellas se desplazó al municipio y se hizo cargo de las exequias del guardia civil Cabello García. El número de detenciones realizadas superaría el medio centenar. Finalmente, tras un proceso no muy dilatado, fueron sentados en el banquillo de los acusados Francisco Vela Organero, José Manzanero Martín y Bonifacio Fuentes Martín, para los que el fiscal solicitaba una pena de cadena perpetua por el asesinato del patrono local. No se pudo, en cambio, acusar a nadie de la muerte del guardia Cabello. 

			Pese a los numerosos enfrentamientos entre guardias y obreros, no todo se reducía a balances de víctimas de todo tipo. El trabajo de los beneméritos en los pueblos y en las ciudades continuaba como siempre, con la intención de proporcionar la seguridad y la paz social tan deseadas por muchos. Hubo violentas colisiones y ante tal certeza solo queda la opción de analizarlas e intentar explicar su génesis y consecuencias, pero no por ello olvidar que la labor policial en el mundo rural era muy necesaria. Y a tal menester se dedicaron con esfuerzo los miembros del Cuerpo. Da fe de esta situación un comunicado interno de la propia Dirección General, cuyo contenido literal era el siguiente: 

			Comunicado del Ayuntamiento de Serón (Almería), en su totalidad socialista, ha hecho saber a este centro que el sargento Ángel Garrido Romero, comandante de aquel Puesto, llevado de su gran altruismo, en ocasión de carecer dicha Corporación de toda clase de recursos, facilitó de su peculio particular 2.000 pesetas para solucionar temporalmente la crisis del trabajo que existía en dicha localidad, y al serle devuelta la cantidad facilitada, me lo comunica enalteciendo el proceder de la mencionada clase, no solo por el acto realizado sino ensalzando su actuación como comandante de Puesto, en cuantos asuntos ha intervenido como tal. Me complazco en hacerlo público para general conocimiento, habiendo dispuesto se le den las gracias con anotación en su historial. CABANELLAS».[63] 

			Es un claro ejemplo de que la cordialidad presidía normalmente las relaciones cotidianas en el ámbito local. En sus líneas se advierte una clara muestra de que frente al posicionamiento derrotista de radicales y extremistas, con esa mesura hubiese sido posible la consolidación del régimen republicano.

			
La rebelión de Sanjurjo

			Durante la primavera de 1932 el gobierno ya tenía constancia de que destacados miembros de partidos o asociaciones cercanas a la derrocada monarquía habían establecido contacto con personas vinculadas a grupos extremistas posicionados para derribar el régimen republicano. Los alfonsinos, añorantes del pasado perdido, habían adquirido plena consciencia de que su posición se hallaba extremadamente debilitada para lograr siquiera una mínima representación parlamentaria. En consecuencia, optaron por realizar una incursión en un terreno combativo e insurreccional que se alejaba de las posiciones iniciales del monarca; es decir, que fuera el propio pueblo el que mediante las urnas le devolviera el trono. A ellos se les unieron algunos componentes de las familias del tradicionalismo, que heredaban de alguna forma un programa preconcebido de absoluta oposición a la República. Ahora bien, para no implicar directamente al movimiento carlista, ya que el objetivo tradicional no era precisamente la restauración de la monarquía de la mano de don Alfonso, ya que aún esperaban poder colocar a su pretendiente en el trono español, el movimiento optó por liberar a sus correligionarios del compromiso de partido y dejar que se unieran a la subversión contra la República a título particular.

			A pesar de conocer esos movimientos, el gobierno no actuó para eliminar el inminente peligro para el régimen, hasta que durante el mes de junio se puso de manifiesto un presunto complot de mayor entidad por la presencia de algunos generales como Orgaz y Barrera, a quienes se les atribuía la organización del mismo.[64] El papel de los generales monárquicos simplemente se limitó a intentar lograr adhesiones entre los cada vez más numerosos descontentos con la política llevada a cabo por la coalición gobernante, sin ningún compromiso formalizado por parte de los participantes. Otros generales, como Cavalcanti o Goded, implicado este último en lo ocurrido en el cuartel de Carabanchel, y que hasta ese instante ejercía como jefe del Estado Mayor del Ejército, no dudaron en abanderar ideológicamente a los conspiradores, pero no se involucraron en la toma de decisiones. Por parte del sector civil descontento con la marcha de los acontecimientos políticos, comenzaron a alzarse las voces de grupos representados por antiguos miembros de la vieja política restauracionista como Melquíades Álvarez o Burgos Mazo,[65] quienes proclamaban la necesidad de la realización de un acto de fuerza, con la entidad suficiente para lograr una profunda transformación de la política radicalizada llevada a cabo por el gabinete republicano-socialista. Entre los objetivos planteados estaba la eliminación de la presencia de los socialistas en cualquier gabinete, porque su participación, a los ojos de los reaccionarios, provocaba la reacción extremista de las masas, cuyas consecuencias eran el desencanto y los problemas de orden público y de convivencia.

			Para incrementar el desconcierto, al gobierno le llegó fidedigna información relativa a que los generales detenidos en ese complot no representaban el verdadero peligro. Tras ellos se estaba fraguando la conspiración militar más efectiva, con la presencia de unidades al completo, y en la que participaba un general de prestigio, con ascendiente para arrastrar a varios de sus compañeros a una asonada militar. 

			En el análisis de los motivos del levantamiento militar no puede dejarse a un lado el impacto de las reformas militares planteadas y ejecutadas por el gabinete de Azaña, a lo que habría que sumar un factor, quizá de crucial importancia: la imperdonable acidez verbal del presidente hacia sus rivales políticos, a los que consideraba ineptos e inferiores. No dudaba en incluir entre estos a los miembros de la cúpula de la institución castrense. Con tal alineación de elementos, la aversión hacia la República, personalizada en la persona del político madrileño, estaba más que asegurada en las salas de banderas de los cuarteles. Además, se sumó la posibilidad de hacer realidad el proyecto del Estatuto de Autonomía para la región catalana, que se estaba sustanciando en esos meses en la sede parlamentaria. El temor a una presunta y completa disgregación y desarticulación de la estructura de la nación, tal y como la concebía la institución castrense, fue el acicate necesario para que un sector del Ejército se lanzase a una actitud extrema de completa rebelión frente al régimen republicano.

			A pesar de la presencia de destacados monárquicos, no obstante, el objetivo previsto por los conjurados no era acabar con la República, sino dar por finalizado el proceso reformista, tendente a convertirse a sus ojos en la antesala de la revolución social.[66] Para obtener el éxito deseado se hacía indispensable acoplar al liderazgo de la sublevación a una figura de prestigio, que resultara lo suficientemente equidistante de todos los extremos que componían el complot, y que por su carácter de militar pudiese influir sobre los generales para arrastrar el mayor número de efectivos en el proyecto de rebelión. La extrema derecha aprovechó la destitución de Sanjurjo para denunciar la existencia de un presunto complot izquierdista contra la Benemérita, considerada por los monárquicos como el último obstáculo contra la revolución. Ese líder pronto tomó forma en la persona de Sanjurjo, el nuevo y distante director general de Carabineros. Su enemistad hacia el régimen era manifiesta y los conjurados creyeron fácil poder arrastrarlo a su demente aventura rebelde. Para Azaña, precisamente esa presunta distancia del general hacia el régimen, o mejor dicho hacia el gobierno, lo hacía poco idóneo para dirigir el movimiento en esos momentos, aunque no descartaba que por su descontento adoptara una decisión extrema.

			La decisión de Azaña había creado un enemigo irreconciliable de la República. El decepcionado general,[67] estableció su cuartel general en la plataforma que le ofrecía este nuevo cargo al mando de los carabineros, desde el que se desplazaba a las ciudades en las suponía que podría lograr un amplio apoyo en las guarniciones, con el objetivo de sublevarlas a las órdenes de la conspiración. Conscientes de la necesidad de contar con respaldo civil, los cabecillas de la trama iniciaron una ronda de contactos con algunos políticos republicanos para sondear su opinión, e incluso su posible anuencia o participación en la proyectada revuelta militar. Un posterior encuentro entre Lerroux y Sanjurjo serviría para corroborar la existencia de una presunta propuesta, por parte del general, para ofrecerle al viejo zorro republicano un puesto de liderazgo tras la revuelta. Así lo relataría el propio Lerroux en el diario Heraldo de Aragón, afirmando que le llegó a pedir «que salvase a España, librándola del desgarrón de la unidad nacional en el Estatuto de Cataluña, que atajase la anarquía y los vejámenes al Ejército y la Guardia Civil y, por supuesto, los repetidos anuncios sobre su disolución». 

			Hubo un nuevo contacto en el que Lerroux le sondeó sobre el estado de opinión del Ejército. No le importó manifestarle que su deseo era la desaparición de los socialistas de la coalición gobernante, para que se nombrara un gobierno de orden, y que le daba igual que fuese republicano.[68] El viejo político se decantó por un taimado juego de arbitraje. Sin faltar el respeto debido a la amistad con el general, no dudó en advertir veladamente a Azaña de los contactos entre los militares para sublevarse. Espoleado por su concepción de la política, la disyuntiva se decantaba a favor la lealtad a la República frente a la amistad que le ofrecía Sanjurjo. Se puso en contacto con Martínez Barrio, en esa ocasión representante del centro político republicano, para comunicarle todo lo que se gestaba entre bambalinas. 

			La sublevación se había planificado, esencialmente, para la consecución de una serie de objetivos, entre los que se encontraba la ocupación del Palacio de Comunicaciones; la toma del Ministerio de la Guerra y el levantamiento de algunas guarniciones, que una vez que se hubieran hecho con el poder en sus respectivos territorios debían dirigirse a la capital. Para poder internarse en el Palacio de Bellavista, sede de la Presidencia del Gobierno y del ministro Azaña, los rebeldes se habían puesto de acuerdo con uno de los oficiales de servicio en el mencionado organismo. Aprovechando la sorpresa, debían detener al político madrileño. Los generales implicados se repartieron los grotescos papeles: Barrera se adjudicaba la misión de levantar a la guarnición de la capital; Sanjurjo, quizá el de mayor prestigio entre los conspiradores, optó por ocuparse de la región militar andaluza; González Carrasco participaría sublevando a la guarnición granadina y el coronel Varela a las fuerzas de Cádiz. En Castilla la Vieja, el general Ponte debía levantar las unidades ubicadas en la capital vallisoletana, auxiliado por las pujantes milicias de extrema derecha, dirigidas por Onésimo Redondo. El objetivo final era, tras ocupar sus respectivas demarcaciones, marchar sobre Madrid en apoyo de Barrera, en el caso de que no les acompañaran en su sublevación. A los militares en activo se sumaron compañeros retirados, para tomar centros neurálgicos como el Palacio de Comunicaciones o el Ministerio de la Guerra. Otro militares de prestigio, como Francisco Franco, en esos momentos general en jefe de la región militar galaica, dieron una rotunda negativa por respuesta a la propuesta realizada por Sanjurjo. La conspiración, de seguir así, estaba claro que se encaminaba hacia el fracaso. 

			El gobierno, mientras tanto, avanzaba en la identificación de los implicados. El 22 de julio Azaña recibió al comandante Vidal, uno de sus más fieles colaboradores, y a Gumersindo Rico, director de Telefónica, porque deseaban ofrecerle las conversaciones interceptadas sobre una posible asonada militar para fechas próximas. No estaban muy convencidos de la ocupación de la capital, pero, no obstante, sí creían tener serias opciones de lograr el éxito en Aragón, Andalucía y Valencia. Una vez controlados estos territorios, caerían sobre Madrid. Dentro de esta ciudad, una avanzadilla debería controlar edificios sensibles como Correos, Telefónica o el mismo Ministerio de la Guerra. Pero a los informantes lo que les impresionaba era la afirmación de que no querían sublevarse contra la República sino contra el gobierno y el Parlamento.

			Entre los nombres que se dejaban translucir en la conversación se hallaron los del general Coronel, retirado al amparo de la ley de Azaña, y el del comandante Jareño. Ante la credibilidad de tal información, el ministro decidió enviar instrucciones al respecto al general Sánchez Ocaña, que mandaba la región aragonesa, y también puso sobre aviso a otros jefes de las regiones militares como Batet. A Ruiz Trillo le ordenó que marchase hasta Sevilla para verificar quiénes estaban implicados en el complot; a Cádiz, ante la posibilidad de involucrar unidades de la Armada, llegaría el comandante Muñoz para instruir al general Mena sobre las directrices a adoptar. En la capital madrileña se tomaron fuertes medidas de seguridad, dotando a la Guardia de Asalto de armamento pesado: ametralladoras y fusiles. A la Guardia Civil de servicio en el Palacio de Comunicaciones y en el Ministerio de la Guerra, en este recinto junto a una compañía de soldados, se le asignó la misión de abortar el intento de tomar tales edificios. 

			No había quedado claro el momento del estallido de la rebelión, por lo que se optó por esperar a que se produjese o en su caso se diluyera. La idea era dejarlos avanzar hasta un punto sin retorno y poder acreditar su participación de forma fehaciente, con la sospecha de que Sanjurjo ya había sido ganado para la causa de los golpistas.[69] La ubicación del leal comandante Vidal en Telefónica le proporcionó al líder republicano una información puntual, casi instantánea, de todos los movimientos llevados a cabo, así como los contactos establecidos entre las guarniciones de Valencia, Sevilla y Zaragoza.

			A través de una certera confidencia, el gobierno tomó nota del día y hora exactos de la sublevación. El 10 de agosto fue la fecha elegida por los conjurados. Solo tenía que esperar para tirar de unos flecos, desmadejar el complot y conocer los entresijos y protagonistas de la revuelta.[70] La delatora, una amante de uno de los implicados, le relataba a Menéndez, director general de Seguridad, que en la tarde del día 9 tendría lugar en el número 9 de la calle Bárbara de Braganza de la capital madrileña la última reunión para integrar a los que se incorporaran desde las provincias limítrofes. El gobierno ya podía confirmar la realidad de la rebelión, tal y como relató Casares Quiroga a un grupo de periodistas: 

			Puedo decirles que en realidad yo empecé a trabajar el martes por la noche. Ya por la tarde, en el Congreso, se me advirtió de todo lo que iba a pasar y al llegar al Ministerio empecé a tomar medidas. Me puse al habla con Menéndez y le transmití la lista de personas que había que detener. Al poco me llamaron a la Dirección General de Seguridad. Ninguno está en su domicilio, me dijeron. Y yo entonces exclamé: «Ya está». Sabía que el movimiento comenzaba a las cuatro en punto y en eso he de hacer justicia a los sublevados. Han sido puntuales. A las cuatro y dos minutos habían comenzado los tiros.[71]

			Los protagonistas no sorprendieron a nadie. Barrera, Cavalcanti, Fernández Pérez y otros destacados monárquicos figuraban entre los que presuntamente se sublevarían contra el gobierno republicano. No se tenía constancia fidedigna de la participación de Sanjurjo, en esos instantes en paradero desconocido. Por su parte, la «arriesgada» misión ante la sede del Ministerio de la Guerra fue un completo fracaso. La sorpresa resultaría mayúscula para los oficiales retirados que se acercaron con cierto sigilo y que fueron rechazados por los soldados que defendían el palacio. El intento por parte del coronel Gutiérrez de León de sublevar a los soldados y oficiales del Regimiento N.º 31 ubicado en el Cuartel de la Montaña se estrelló contra la serenidad y lealtad demostrada por los suboficiales de la unidad, y la decisión mostrada por los oficiales contrarios a levantarse contra el poder establecido, lo que a su vez permitió la detención de los oficiales sublevados y la liberación del teniente coronel Sánchez Casas, que se había opuesto con rotundidad a la sublevación. 

			Algún que otro intercambio de disparos contra una compañía de la Guardia de Asalto fue el único episodio medianamente destacable en la sublevación madrileña. En Vicálvaro se recibió la orden gubernamental de sacar unas baterías a la carretera para impedir la progresión de cualquier columna que procediera de la ciudad complutense, al tener constancia de la posibilidad del alzamiento de un regimiento de Caballería ubicado en Alcalá de Henares. En el Palacio de Comunicaciones la marcha de los acontecimientos tampoco les fue favorable a los sublevados. La llegada al alba de un grupo de oficiales, retirados por la Ley de Azaña, para tomar el edificio se saldaría con una molesta sorpresa, ya que les esperaba la Guardia Civil para impedir que alcanzaren su objetivo. El coronel Antonio Cano, que mandaba aquel heterogéneo grupo, apuntó con su pistola al guardia López Villa para que depusiera las armas y se pusiera a sus órdenes. El benemérito lejos de obedecer le encañonó con su fusil y le invitó a que entregara las armas y no provocara un inútil derramamiento de sangre. La incorporación del resto de sus compañeros con sus fusiles fue definitiva para la inmediata rendición del singular comando de asalto.

			 Una vez fracasada la asonada en Madrid, quedaba la posibilidad de que tuviera éxito la sublevación de las guarniciones territoriales. Al igual que en la capital, fue un enorme desengaño para los rebeldes. Solo Sevilla, con la presencia de Sanjurjo, se prestó a colaborar en aquella sinrazón.[72] Con la excusa de una revista a las unidades de carabineros, el general se desplazó hasta la ciudad hispalense acompañado de su hijo Justo y su leal teniente coronel Esteban Infantes. De la celeridad en alcanzar una adhesión generalizada de las fuerzas del Ejército y de la Guardia Civil dependería en gran parte el éxito, el logro del objetivo propuesto. Conscientes de la importancia de la Benemérita, los primeros contactos se llevaron a cabo con los capitanes Manuel Franco Pineda, Francisco Rodríguez de Hinojosa y Antonio Pérez Lázaro, todos ellos encuadrados en el 4.º Tercio, con sede en Sevilla. Estos oficiales serían los encargados de sondear la opinión de sus jefes, o lo que es lo mismo, en definitiva, cómo se comportarían el coronel del tercio y los tenientes coroneles jefes de las comandancias ubicadas en Sevilla. Estos eran: José García Hernández, primer jefe de la Comandancia de Sevilla; Jesús Ransanz, jefe de la Comandancia de Caballería, y, sobre todo, al general le interesaba la posición de Antonio Barea Bejarano, que tenía bajo su mando la Segunda Comandancia Móvil, perteneciente al 28.º Tercio, cuya cabecera estaba ubicada en Jerez, por la capacidad operativa que le ofrecía una unidad de estas características. 

			Ninguno de ellos rehusó secundar a su exdirector general, lo que gratificó el ánimo de Sanjurjo. Con esta apuesta, en la creencia de que podía contar con toda la Guardia Civil y a pesar de las dudas iniciales de la guarnición sevillana, se precipitó en dictar un bando de guerra que dejaba patente la seriedad del intento de sublevación: 

			El Excmo. Sr, general D. José Sanjurjo y Sacanell, teniente general de los Ejércitos. 

			Hago saber: Queda declarado el estado de guerra en toda la región andaluza con las consecuencias que dicho estado lleva consigo. Como capitán general de Andalucía, asumo el mando, concentrando en mi autoridad todos los poderes. Así como Dios me permitió llevar al Ejército español en los campos africanos, ahorrando el derramamiento de sangre mora, confío en que también me será permitido con mi actitud llevar la tranquilidad a muchos hogares humildes y la paz a todos los espíritus.

			¡Viva España, única e inmortal! Sevilla, 10 de agosto de 1932.[73]

			Pero aquí se apagó su estrella. Todo lo que pudo obtener, en definitiva, fue el apoyo de la guarnición de la Guardia Civil. Eso sí, casi en su mayoría. Una de las principales desafecciones al pronunciamiento, al menos por omisión, fue la protagonizada por el coronel jefe del tercio, quien, para eludir el compromiso, se adjudicó una revista extraordinaria a las unidades externas a la capital. Los oficiales implicados, por su parte, se dispusieron entonces a reforzar el contingente de la capital con el personal desplegado en la provincia. A Écija, Carmona, Marchena y Estepa llegaron vehículos para el traslado de los hombres a la capital. Llevaban un comunicado a los jefes de línea, pero la respuesta de los comandantes de puesto fue dubitativa, y ello retrasó el movimiento de las tropas. A esas dudas se sumó la indecisión de la guarnición militar de la capital hispalense. El general al mando no se decidió a sublevarse, a la espera de algún comunicado oficial desde el Ministerio de la Guerra, y arrastró en su negativa al Regimiento Soria N.º 9. Sanjurjo, a la desesperada, reclamó el auxilio de la Guardia Civil sevillana: 

			¡Guardias Civiles de Sevilla! ¡Hay que salvar a España de la ruina y de la desmembración! ¡Hay que restablecer las libertades perdidas! Soy un general sublevado contra el gobierno, y me dispongo a perderlo todo para procurar un beneficio a España. Ya me conocéis, como militar y como Director vuestro que he sido. ¡Si confiáis en mí, seguidme; si me creéis un traidor, fusiladme![74]

			Los oficiales del Cuerpo no dudaron en auxiliar a su antiguo director general. Los miembros de las unidades, convencidos o no, se sumaron a la sublevación. Pero resultaba insuficiente. El reducido balance de fuerzas pronunciadas se componía principalmente, además de los guardias civiles, de una sección de la Guardia de Asalto, algunos carabineros y soldados arrastrados por jefes de compañía simpatizantes de Sanjurjo, y poco más. Con tal panorama se dispuso a tomar los lugares estratégicos de la ciudad hispalense, principalmente los itinerarios para llegar hasta los edificios oficiales y los accesos a la capital. 

			No lejos de allí, en Jerez, el coronel Arturo Roldán Trápaga, jefe del 28.º Tercio Móvil de la Guardia Civil, se sumaba al alzamiento y tomaba la ciudad con sus hombres. El coronel Varela, encargado presuntamente de levantar a la guarnición gaditana, no pudo incorporarse porque era arrestado apenas iniciado al movimiento. Una detención que protagonizó el jefe de la Comandancia de la Guardia Civil de Cádiz, por órdenes directas del Ministerio de la Guerra: «Proceda a la búsqueda y captura del Excmo. Sr. Coronel Varela y una vez detenido que ingrese en el Castillo de Santa Catalina». No obstante, ha de aclararse que esta detención se produjo por conjeturas, sin que pudiera demostrarse con posterioridad la implicación del bilaureado coronel en el pronunciamiento militar.[75] Un teniente de la Guardia Civil, Felipe Palma Hidalgo, había intentado infructuosamente atraer a Varela a las filas sublevadas pero no encontró una respuesta positiva.

			Si Sanjurjo confiaba en la posibilidad de recibir auxilio por parte de las fuerzas granadinas, se equivocaba, porque el general Fernández Carrasco fracasó en el alzamiento de su guarnición. Solo le quedaba la Guardia Civil destacada en Sevilla y en la ciudad de Jerez, que por su parte tendría que enfrentarse, llegado el caso, a las fuerzas del Ejército acantonadas en Cádiz. La imposibilidad de ofrecer una mínima resistencia obligó a los guardias civiles jerezanos a renunciar a la sublevación. El coronel Roldán, junto al teniente coronel Romero Basart, eran trasladados al castillo de Santa Catalina, junto a Varela. 

			Desde Madrid llegaba el expreso mandato, dirigido al gobernador militar, de disolución inmediata de los sublevados y en caso contrario se ordenaba que acabara con la revuelta de forma violenta, con las fuerzas a sus órdenes. A tal contrariedad se añadió en la capital sevillana la rápida y eficaz organización de los obreros lanzados a la huelga general por el Partido Socialista y por los sindicatos anarquistas. El general no lograba convencer a nadie, militares o civiles, del carácter republicano del alzamiento, que él en aquellos instantes consideraba alejado del deseo de reposición del monarca.

			Azaña dispuso que unas naves torpederas procedentes del arsenal gaditano remontaran el Guadalquivir y acabaran con la posibilidad de resistir en la zona de la dársena sevillana. Sandino, recibía la orden de comandar una escuadrilla de aviones para que, partiendo de Cuatro Vientos, acabasen, a su vez, con la posibilidad de que aviones de Tablada se uniesen al general sublevado.[76] Desde el sur y el este, contingentes militares comenzaban organizarse en Algeciras, Cádiz, Ceuta, Valencia y Alicante para que partieran rumbo a la provincia sevillana. Por el norte, la amenaza a la sublevación corría de cargo de una columna compuesta por 14 batallones y decenas de piezas de artillería, que se estaba organizando para desembocar en Córdoba y de aquí partir hacia Sevilla. La posibilidad de una huida por el corredor extremeño quedó cortada con la organización de otra columna, al mando del general Ruiz Fornells. 

			Sanjurjo, veterano militar, era consciente de su desesperada situación a través de la información que recibía puntualmente de la organización de las columnas que podían sitiarlo por todos los sectores en la capital sevillana. Su última baza era ofrecer una resistencia hasta el último instante, y con ello lograr impactar en la opinión de los militares para que se sumaran al alzamiento. Pero cuando recibió el comunicado de Rodríguez Polanco, coronel jefe del Regimiento Soria N.º 9, su moral se derrumbó y, finalmente, se rindió a la evidencia del fracaso más absoluto: 

			Excmo. Sr, 

			Habiéndome comprometido con V. E. para secundar el movimiento indicado, en la creencia y con la confianza que en su prestigio teníamos de que no se llegaría al caso de oponernos a fuerzas de nuestro Ejército. Recibida orden de organizar una columna para resistir a las fuerzas que se dirigen a esta, tengo el sentimiento de comunicar a V. E. que los oficiales y tropa de mi regimiento, así como los de Artillería y Caballería e Ingenieros, se niegan a salir a combatir a sus compañeros.

			Dios guarde a Vd. muchos años.

			Sevilla, 10 de agosto de 1932. Emilio R. Polanco.[77]

			Con esta nota comprendía que tampoco podría combatir en la capital sevillana. Tras despedirse de los hombres que le habían sido leales, abandonó la ciudad hispalense en dirección a Portugal a través de la vecina Huelva, junto a su hijo, el capitán Justo y su ayudante, Esteban Infantes, así como el general García de la Herrán. Varios guardias civiles se sumaron durante el recorrido para ofrecerle protección, dirigidos por el teniente Díaz Carmona. Cerca de Ayamonte, la casualidad quiso ponerse en su contra, y un viejo conocido de los tiempos de África lo reconoció y el general fue detenido. El viaje de vuelta hacia la capitanía de Sevilla, dado el carácter militar de Sanjurjo, fue de nuevo encomendado a guardias civiles, en una escolta liderada por el cabo Cándido Gallego Pérez, más otros cuatro guardias destinados en Huelva. Al llegar a Camas, por una confidencia, se cambió el itinerario y esto le salvó la vida al general, porque unos extremistas lo estaban esperando para acabar con él.[78]

			
Consecuencias de la «sanjurjada» 

			Si la sublevación había supuesto una peligrosa afrenta para la continuidad del régimen republicano, la consecuencia más grave, quizá, fue que sobre el conservadurismo recayó una enorme desconfianza por parte de las masas obreras. La República, por otro lado, salió fortalecida a los ojos de la conjunción gobernante. La participación de sectores cercanos a la monarquía incrementó el republicanismo en las dubitativas clases medias y favoreció el desarrollo de la política reformista de Azaña. La aprobación del Estatuto de Autonomía de Cataluña y de la pendiente reforma agraria se vio favorecida por el éxito en el aplastamiento de la sublevación de Sanjurjo. Precisamente, en relación con la reforma agraria, la implicación en el movimiento conspirador de un sector minoritario perteneciente a la nobleza, acreditada fehacientemente, se convirtió en el principal argumento para establecer un proceso de incautación de las tierras perteneciente a los grandes de España. Según el gobierno: «Se puede y se debe privar a estas gentes de los medios económicos que han puesto en juego contra la República».[79] Con tal medida, se conseguía un doble objetivo: primero, retirar parte del poder económico a las clases contrarias al régimen cerrando la posibilidad de potenciales aventuras contra el gobierno; segundo, la entrega de tierras de labor a los anhelantes jornaleros, ilusionados con el régimen por la posibilidad de una mejora de sus condiciones de vida. El problema radicaba en el proceso de entrega, que por su complejidad se enquistaría con el paso del tiempo. 

			En relación con los deseos de autonomía de Cataluña, la ocasión se hizo propicia para poner en marcha la estructuración regional diseñada por Azaña. El político madrileño suponía que en un futuro no lejano la unidad de la nación se vería favorecida por el reconocimiento de la diversidad de las regiones que la integraban. En este sentido argumentaba: «Tan España como son hoy; quizá más, porque estarán más contentas».[80] Pero el abordaje de tal proceso no se hallaba exento de graves dificultades. En el caso de la Guardia Civil, la asunción de la competencia sobre la seguridad pública en la región catalana era un concepto difícil de asumir. Porque, en definitiva, a los ojos de la Institución, se trataba de quebrar el monopolio estatal sobre el orden público para depositarlo en un gobierno regional. Esta circunstancia enervaba el ánimo de los guardias civiles, por entender que se trataba de un acto de cesión de la soberanía nacional a las ansias separatistas de cierto sector de la política catalana. 

			Con la culminación de estos proyectos Azaña consideró que el reformismo progresista había logrado parte de los objetivos planteados en el inicio de la andadura del régimen. La depuración de responsabilidades por la sublevación de agosto, dirigida a los sectores conservadores mediante una rígida aplicación de la Ley de Defensa de la República, no coadyuvó a suavizar el clima de tensión entre las clases sociales. Algunos de los más significados diarios conservadores, como el ABC, se vieron obligados a cumplir con una dura sanción de cierre de sus instalaciones de forma temporal; miembros de la nobleza o de la aristocracia perdieron sus posesiones para formar parte del paquete de tierras a entregar con la proyectada reforma agraria. La posibilidad de haber creado el germen de una oposición muy peligrosa contra la República era la consecuencia directa de la aplicación de esas medidas y la aprobación de los proyectos autonómicos.

			En este contexto llegó el momento de buscar a los responsables de la Benemérita que se habían sumado a la sublevación. Atrás quedaron los elogios a los hombres que abortaron el ataque al Palacio de Comunicaciones, o los que participaron en la defensa de la sede presidencial de Bellavista. De nuevo se le presentaba la ocasión al presidente del Gobierno para consolidar su proyecto de debilitar la posición de la Guardia Civil en la sociedad española. Reduciría su importancia e independencia al convertirla en un instituto, con menor independencia que la que disfrutaba al tener carácter de cuerpo, y procedería a entregar sus competencias policiales, es decir el control del orden público, casi en su totalidad, al Ministerio de la Gobernación, fracturando y limitando la dependencia del ministro de la Guerra a aspectos organizativos y estructurales.

			El rumor de que se iba a tomar tal disposición, previo a su aprobación, llegó a oídos del director general, Cabanellas, que consideraba la medida injusta. Sin dudarlo, se presentó ante el ministro de la Gobernación, Casares, para impedir la aplicación de la medida. Abogaba por que se deliberara sobre el impacto que tendría en la mentalidad de la Institución, pues bien podía separarse del rumbo republicano. Pero Azaña había tomado una decisión, y no estaba dispuesto a retractarse.[81] Le encargó al subsecretario la redacción de los decretos de disolución de la unidad sevillana y apenas transcurridos unos días desde la revuelta, el 13 de agosto, se ordenaba[82] la disolución del 4.º Tercio y la pérdida de destino de su personal, que afectaba esencialmente a los empleos de jefe, oficial o suboficial. Desaparecía el Tercio de la Zona de Andalucía, haciendo extensiva la responsabilidad a toda la provincia. Por último, las protestas de Cabanellas tampoco iban a resultar gratuitas: 

			Casares se quejó del general Cabanellas, director de la Guardia Civil, que ha ido al Ministerio de la Gobernación a pedirle al subsecretario —como un favor personal— que se suspenda la orden de desarmar a la Guardia Civil de Servilla. El subsecretario se negó a transmitir el ruego al ministro, Casares no ve clara la conducta de Cabanellas y se niega a recibirlo. Más o menos claramente me ha pedido su destitución.[83]

			La respuesta de Azaña fue contundente: Cabanellas era cesado el 14 de agosto. Podría pensarse que tal medida respondía a una responsabilidad por omisión, porque Cabanellas tendría un amplio conocimiento de lo ocurrido a través del eficaz servicio de información que facilitaba el despliegue operativo de la Guardia Civil, y que no lo puso en conocimiento de sus superiores. Lo cierto es que Azaña perdió la confianza depositada en el viejo general, y se posicionó a favor de su ministro Casares. Una destitución que le provocó al militar una enorme desazón, por considerarla injusta y no ajustada a propósito alguno, salvo las antipatías generadas entre él y el ministro de la Gobernación. La República, de la mano de Azaña, ganaba un potencial enemigo en la figura de Cabanellas.[84] 

			Tal y como prometió, tras desprenderse del general, ordenó la inmediata puesta de la Guardia Civil a disposición del ministro de Gobernación. Para el nuevo mando se le reservaba un reducido papel de inspección y control, con una limitada capacidad de mando y dirección. Al puesto vacante, fue nombrado como nuevo inspector general Cecilio Bedía de la Caballería, un general artillero. Este se incorporaba a las filas del Cuerpo sin tener proyección profesional, pendiente de un próximo pase a la reserva, sin otras inquietudes que cumplir con las órdenes de Azaña. Su nuevo destino fue comunicado a la Institución en un escueto comunicado, que no casaba con la importancia de la asunción de tal responsabilidad. A ese agravio se sumó el nombramiento de un comandante de Artillería como ayudante de campo del general, anulando la posibilidad de que ocupase ese cargo un jefe de la Benemérita. 

			Si la Guardia Civil, por la deslealtad de los miembros del 4.º Tercio hacia la República, había recibido tan severo correctivo, puestos a solicitar responsabilidades colectivas, de igual manera se podía haber suprimido, o modificada su ubicación, a todos los regimientos o guarniciones militares implicados en el alzamiento, como la unidad de Caballería de Alcalá, o el Regimiento Soria n.º 9, que se comportó con lenidad en Sevilla. Pero eso no se hizo. En contraste con la rotunda actuación contra la Guardia Civil, se actuó buscando la responsabilidad personal de los militares implicados en el alzamiento, pero las instituciones que los habían respaldado, o simplemente a las que pertenecían, quedaron inmunes de la mano de Azaña, ministro de la Guerra. Finalmente, se tuvo cierta consideración por los hombres que protagonizaron actos de defensa del régimen, con ocasión de la sublevación, y se les reconoció públicamente su decidida y valerosa actuación.[85] 

			Tras la disolución del 4.º Tercio, llegó el momento de depurar la responsabilidad de sus oficiales. La mayor parte de ellos fueron declarados en la situación de disponibles forzosos. El saneamiento alcanzó desde el general de la zona, con sede provisional en Córdoba, hasta el último alférez jefe de línea. En una posterior revisión a través de un nuevo decreto gubernamental, algunos de los más significados protagonistas fueron separados definitivamente del servicio. La medida afectó al teniente coronel Jesús Ranzanz García; tenientes Francisco Leiva Peña y Francisco Higuera Martín, y los alféreces Hermógenes Hernández Gutiérrez; Ángel Pérez Martín; Fausto San Dámaso García y Antonio Torroba Amaya.[86] Una decisión análoga fue adoptada con el 28.º Tercio, ubicado en Jerez. Su implicación le costó la supresión y el cambio de sede a la capital hispalense. De nada sirvió la comisión de los cinco coroneles jefes de las unidades de la Guardia Civil ubicadas en Madrid, ante el presidente de la República para tratar de evitar la disolución del 4.º Tercio y la conversión del Cuerpo en un instituto.

			Sobre la principal figura de la conspiración, Sanjurjo, a todas luces culpable de un delito de rebelión militar, recayó la completa responsabilidad del alzamiento. El fiscal solicitó la pena de muerte, que fue dictada apenas unos días después de la sublevación.[87] Para el resto de los encausados, la justicia militar fue algo más benévola. Se impusieron las condenas de reclusión perpetua para el general García de la Herrán, y de doce años y un día de reclusión mayor para el teniente coronel Emilio Esteban Infantes. El hijo de Sanjurjo, por los condicionantes de familia, fue eximido de responsabilidad y absuelto. Algunos de los militares en activo involucrados en la sublevación perdieron sus destinos, o fueron pasados directamente a la situación de disponibilidad. Este fue el caso del teniente coronel Galarza, destinado en el Estado Mayor Central, declarado íntimo de Goded y Sanjurjo, quien fue destituido sin que se pudiera acreditar ninguna prueba en su contra.[88] Otro caso similar le ocurrió al teniente coronel Tudela, destinado en el ministerio, jefe del primer negociado, que perdió su destino por la presunción de su participación en la organización de la revuelta. A los generales Barrera y Ponte su implicación les supuso su separación definitiva del Ejército.

			Pero Azaña no quería mártires capaces de aunar los intereses conservadores.[89] Una intensa campaña a favor y en contra de la aplicación de las condenas se llevó a cabo desde todos los sectores políticos del régimen. Apareció la emergente figura de un abogado de Salamanca, Gil-Robles, que lideraba una organización respaldada por la ingente masa católica que posteriormente desembocaría en una poderosa coalición de partidos de la derecha. Miles de cartas inundaron las mesas de la presidencia solicitando el indulto y conmutación de la pena impuesta a Sanjurjo. La izquierda, por su parte, solicitaba la ejecución inmediata de la sentencia, tal y como se le había aplicado a los capitanes Galán y García Hernández tras los sucesos de Jaca en diciembre de 1930. 

			Dentro del sector que apostaba por la aplicación de la medida se destacó el grupo del Partido Radical Socialista, con la amenaza de retirar a sus ministros y el apoyo al gobierno si no se fusilaba de inmediato al general. También figuras cercanas a Azaña se mantuvieron firmes en tal propósito, como Casares Quiroga. Finalmente, el presidente logró convencer de la ineficacia de la medida y se le conmutó la condena: 

			Artículo único. Se conmuta la pena de muerte impuesta a D. José Sanjurjo y Sacanell por la de reclusión perpetua con todas las accesorias determinadas en el fallo del Tribunal sentenciador.[90] 

			El general dio con sus huesos en la prisión cántabra de El Dueso, en la que pudo continuar con sus contactos, esta vez dirigidos a captar a los descontentos y desafectos a la República, a la espera de un cambio en la dirección del régimen. No dudaría en afirmar que su adhesión a la rebelión fue consecuencia de su expulsión al mando de la Guardia Civil.

			El impacto de la conmutación de la pena fue grande. En un otoño que se presumía tranquilo, provocó numerosos disturbios por toda España, en los que, de nuevo, se vieron involucrados los guardias civiles. El 5 de octubre en Arroyomolinos, Huelva[91], se produjo un grave enfrentamiento entre guardias y manifestantes, pertenecientes a la CNT y a la FAI, con motivo de una huelga general declarada por la ampliación de unos contratos de obras. El incidente comenzó con el ataque a una pareja de servicio que regresaba al puesto por la carretera de Cala, con la intención de retirarle sus armas. Uno de los guardias, Casildo Ortega, terminó con dos disparos de escopeta en el vientre, mientras el otro, Juan Martín, recibía varios golpes en la cabeza. A pesar de las heridas lograron refugiarse en un caserío cercano, donde pudieron salvar la vida gracias a la intervención de los propietarios, que se enfrentaron a los anarquistas para impedir su linchamiento. Dos compañeros que acudieron en su auxilio, Adolfo Macero y Rafael Gálvez, también resultaron tiroteados y acabaron heridos de gravedad. No terminó aquí el conflicto. El alcalde de la localidad, en su intención de tranquilizar a los radicales, recibió una paliza que lo dejó malherido. Finalmente, la llegada de los guardias de los puestos cercanos de Cala, Santa Olalla, Las Minas y Cortegana, a los que se sumaron los componentes de otra columna bajo el mando directo del coronel del tercio, Valero, y el jefe de comandancia, Blanco Horrillo, impuso la paz en el pequeño pueblo onubense. 

			Lejos de allí, en tierras toledanas, la villa de Fuensalida[92] fue el nuevo escenario donde se reprodujo un enfrentamiento similar entre anarquistas y guardias civiles. El conflicto se inició tras la investigación realizada por el robo de ganado lanar, que llevó a los guardias a detener a un ciudadano al que se le ocupó una gran cantidad de carne de oveja. Tras la entrega en el juzgado municipal, los anarquistas locales decidieron ponerlo en libertad, y para ello pusieron cerco al ayuntamiento. La llegada de los guardias civiles fue recibida con una descarga de escopetas, circunstancia que obligó a los guardias a parapetarse en los aledaños del consistorio, desde donde respondieron a la agresión con los fusiles, dejando en las calles de Fuensalida dos muertos y varios heridos entre los manifestantes. 

			El clima de excitación política era enorme, por el recurso a la violencia de los extremistas de izquierda y derecha. En tan enrarecido ambiente, cualquier manifestación pacífica corría todo el riesgo de convertirse en una batalla. Algo así ocurrió el 16 de octubre en San Salvador del Valle (Vizcaya), esta vez entre partidarios del nacionalismo vasco y del Partido Socialista, enfrentamiento que dejó un muerto y dos hombres gravemente heridos. Similar a ese conflicto, aunque en esta ocasión los enfrentados pertenecían al Partido Radical y al Partido Socialista, tuvo lugar en Aldeanueva del Camino, en Cáceres, con el saldo de diez hombres heridos de diversa consideración, sin tener que lamentarse ninguna muerte.

			Antes de que acabara el año, se reprodujeron enfrentamientos con los guardias civiles. En Zorita (Guadalajara) el intento de una pareja de impedir la ocupación de una finca se saldó con dos heridos de gravedad entre los ocupantes. La posterior manifestación en protesta por la actuación de los guardias y el intento de asalto del cuartel tuvo el fatal desenlace de tres muertos en sus calles y varios heridos entre los contendientes.[93] A pesar de la gravedad de todos estos sucesos, el evento de mayor repercusión tuvo lugar en Castellar de Santiago (Ciudad Real),[94] durante la mañana del 12 de diciembre. Las discrepancias por la aplicación de la normativa reguladora de la contratación de trabajadores foráneos para la recolección de la aceituna provocaron que el Partido Socialista local convocara una huelga general para que nadie acudiese a tal labor. El alcalde de la localidad, Estanislao Marcos, cuando iba en un automóvil de su propiedad, fue interceptado por un piquete violento que le sacó del coche a punta de navaja. Un paisano, Amalio Pliego, que intervino para increparles por esa actitud, fue acuchillado en el vientre y quedó muy grave. Varios miembros de la organización patronal agraria, en venganza por el hecho, asaltaron la Casa del Pueblo y dieron muerte al secretario y a dos de los miembros del Partido Socialista, dejando a su vez varios heridos. La intervención de la pareja de guardias civiles no impidió el ataque, a pesar de los disparos al aire de sus fusiles, y fue necesario recurrir al auxilio de varios hombres desplazados desde la cabecera de la comandancia. Finalmente, se detuvo al secretario del ayuntamiento y al juez municipal, como instigadores de la revuelta, así como a destacados miembros de la organización patronal acusados de los homicidios.

			Sin solución de continuidad, un día después, el enfrentamiento se trasladó a tierras murcianas, a Mula, tras la convocatoria de una manifestación de campesinos que exigía el justo cumplimiento del abono de sus salarios, a lo que se negaban algunos propietarios locales. Con tal clima de indignación, las parejas de la Guardia Civil fueron asociadas a los odiados patronos, y en la colisión sobre sus calles quedaron dos muertos y varios heridos, dos de ellos guardias, de cierta gravedad.[95]

			A la vista de todo lo ocurrido durante ese año, habría que preguntarse si los anarquistas eran conscientes de lo peligrosa que resultaba la apuesta por la violencia y de sus trágicas consecuencias por el negativo impacto que tenía para la propia consolidación del régimen. Ante tal coyuntura, si la República no actuaba con la celeridad y contundencia necesarias corría el riesgo de empujar a las fuerzas conservadoras más reaccionarias a posiciones autoritarias y alejadas de la democracia republicana. La coalición gobernante, necesitada del apoyo de los socialistas para continuar en el poder, se hallaba en una posición ciertamente precaria. El socialismo, a su vez, se encontraba entre la espada y la pared para no perder el control de la sindicación obrera, fundamentalmente en manos de la UGT, decantada a la radicalización para competir con la combatividad de las centrales anarquistas. Esa posición obligada de equidistancia constreñía al gobierno, que renunciaba a adoptar decisiones que pudieran significar la represión de los movimientos obreros de masas, lo que suponía un verdadero lastre para la capacidad de adopción de medidas eficaces para el control del orden público. Mientras tanto, Azaña se iba debilitando progresivamente por el distanciamiento que implicaba la radicalización del Partido Radical Socialista, a la vez que sus compañeros de gabinete perdían confianza en el ministro, por no atender a la posibilidad del estallido de un movimiento liderado por la extrema izquierda, capaz de provocar un conflicto a nivel nacional, tal y como le informaban las fuerzas de seguridad. El desdén hacia estas, incluida la Guardia Civil, impedía una apreciación objetiva de lo que estaba a punto de detonar ante sus ojos.[96] 

			Esa posición altiva con la Benemérita, especialmente con las reformas institucionales, le granjeó amplias antipatías entre sus miembros. También coadyuvó a tal visión sobre el ministro la aprobación del Estatuto de Cataluña, que de alguna manera, al depositar las competencias sobre el Instituto en manos de la Generalidad, suponía una ruptura del concepto de unidad de la nación tan arraigada en el Cuerpo. El trasvase de sus hombres a la unidad creada al efecto para cumplir con el Estatuto supondrá uno de los mayores sacrificios y retos que exigirá la República a la fidelidad mostrada por la Guardia Civil. 

			
Enero de 1933. La segunda acometida anarquista

			Los comienzos del año no auguraban buenos tiempos para la Guardia Civil. El primer incidente no tuvo origen político. Ocurrió durante uno de los servicios a los que estaba obligada la Institución. El capitán Hernández, jefe de la Compañía de Ronda, en Málaga, tuvo noticia de que se ocultaban en un lugar de su demarcación unos delincuentes, liderados por el conocido como Flores Arocha, junto a su sobrino Pedro Flores Gutiérrez y de uno de sus hijos. El oficial elaboró un dispositivo para capturar a los tres delincuentes, mediante el establecimiento de un cerco sobre el lugar conocido como Arroyofrío y Arroyo Hondo. Se nombró al cabo Francisco Landa para dirigir una patrulla de diez hombres con la misión de introducirse en el territorio cercado y peinar toda la zona hasta dar con Flores Arocha y los suyos. Tras encontrarlos agazapados en una hoya, se les dio el alto para que se entregaran, pero respondieron con disparos, de tal suerte que uno alcanzó en la garganta al guardia Teodoro López Sánchez, quien cayó mortalmente herido. Otro de los guardias, Ochaina, resultó herido de gravedad. En el intercambio de disparos, Arocha también fue alcanzado, y, a pesar que logró huir del cerco, finalmente fue encontrado muerto como consecuencia de las heridas recibidas.

			Pero esta circunstancia, a pesar del dolor que provocaba, obedecía al cumplimiento de su servicio, y no a enfrentamientos con la ciudadanía por la radicalización política de ciertos sectores de la sociedad, que se quejaban especialmente de la lentitud de la aplicación de las reformas proyectadas por el equipo gubernamental. Los combativos anarquistas, que creían que había llegado el momento adecuado, estaban dispuestos a llevar a cabo su proyecto revolucionario: implantar el comunismo libertario. ¿Resultaba posible la normalización y consolidación del régimen republicano con tal amenaza sobre su credibilidad? Cualquier intento de darle su continuidad pasaba irremisiblemente por la anulación, de una forma contundente, de los ataques de la radicalizada extrema izquierda, porque su deseo no era otro que dar por finiquitado el régimen. Aunque fracasaran en su empeño, sin duda daban cierta credibilidad a los reaccionarios para posicionarse en ese idéntico objetivo. La coalición gobernante, con ciertas reticencias de los miembros socialistas, enfocó su actuación en este sentido, es decir, aplicación de medidas contundentes para eliminar la amenaza.

			Apenas iniciado el mes de enero se confirmaban los funestos presagios de una revolución anarquista, bien orquestada, con la presunción de que pudiera extenderse a varias regiones.[97] La entidad del levantamiento comenzó a hacerse realidad cuando, gracias a una accidental deflagración, la Benemérita encontró un verdadero arsenal de artefactos explosivos que se fabricaban en un taller clandestino, ubicado en la calle Mallorca de Barcelona. Las diligencias llevaron a la FAI, que lideraba un proyecto de revuelta con implicación de varias ciudades. El control de los movimientos asentados en un libro de salida de almacén posibilitó el seguimiento de los artefactos, camuflados como botellas de vino, y reveló la articulación del levantamiento. José Llagoleira, Buenaventura Manzano, Matías Tejedor y Miguel Sans fueron detenidos como responsables de la fabricación de los artefactos explosivos. En el almacén se hallaron 185 bombas dispuestas para ser utilizadas.

			Tal contingencia no amedrentó a los libertarios. Decidido a imponer sus tesis por la violencia, el movimiento se hizo realidad, en primer lugar, en la comarca de la Felguera, donde la CNT había sustituido a la UGT en el control de las reivindicaciones obreras. Cumpliendo la consigna revolucionaria, varios artefactos estallaron en algunas de las empresas mineras y domicilios de los propietarios o dirigentes de las mismas. En Sama de Langreo fue colocado otro artefacto al paso de una camioneta de la Guardia de Asalto, que por error de cálculo no provocó una verdadera carnicería. 

			En la capital de la nación, los guardias civiles interceptaron a grupos de obreros que se dirigían al centro de la ciudad, lo que favoreció el control de los acontecimientos, especialmente cuando procedieron a detener a varios de sus integrantes.[98] El cabo Expósito, junto a los guardias Vicente Ruiz y Gregorio Delgado, destinados en el puesto de Campamento, identificaron a un ciudadano, José Paz Manzano, que portaba un par de bultos que levantaron sospechas en los beneméritos: se trataba de dos cajas de municiones. Confuso, porque era un mero emisario, reveló el lugar de contacto: un establecimiento de bebidas, en el que se pudo detener a Ángel Álvarez Carro, Julián Montero Luzón y Eleuterio Sevidale García; al primero de ellos se le ocuparía una pistola del calibre 6,35 mm. Pero no cedieron en su empeño los guardias civiles, esta vez a las órdenes del sargento Parra, y marcharon a la estación de ferrocarril de Cuatro Vientos, donde se reunían varios grupos que querían tomar el tranvía hacia el centro de la ciudad. Tras el intento de identificación, no sin que ofrecieran resistencia, les ocuparon una veintena de armas cortas; otros intentaron evitar la detención con el disparo de sus armas y en el enfrentamiento hubo heridos por arma de fuego. El balance final de detenidos en las inmediaciones de Carabanchel ascendió a treinta y seis. 

			Antes de abordar el foco principal del movimiento, que se desarrollaría en Cataluña, resulta ineludible reseñar los acontecimientos que tuvieron lugar en tierras valencianas.[99] La Guardia Civil se concentró en sus puestos, dispuesta a intervenir a la primera ocasión en la que se viera vulnerado con violencia el orden público. Tal pronóstico se cumplió en varios lugares de la capital. Un potente artefacto estallaba en la calle Padre Luis Navarro, casi de forma simultánea a otro en la plaza Atarazanas del Grao y uno más en la estación Central de Aragón. Una pareja de la Benemérita localizó a los componentes del grupo que había colocado la primera de las bombas, y detuvo a uno de ellos, al que le retiraron una pistola disparada, encasquillada, además de otros artefactos preparados para su utilización. 

			A estos actos se sumó el intento de asesinar al gobernador civil, Doporto, mediante el tiroteo de su automóvil. Un error de apreciación impidió que se consumara el hecho. Se le culpaba de haber dado duras instrucciones para reprimir el estallido revolucionario. Contra tales medidas se declaró una huelga de obreros vinculados al anarquismo, dentro de los ramos de la construcción, metalurgia, electricidad, madera, artes blancas y otros. Las puertas de los conventos y colegios religiosos quedaron impregnadas con sustancias inflamables para impedir el acceso al interior de los recintos. También se intentó el bloqueo de los tranvías de la capital, pero el despliegue de guardias de asalto y guardias civiles en el interior de estos evitó el sabotaje. El acontecimiento más trágico tuvo lugar junto al barrio marítimo, con el asesinato del guardia de seguridad José Aracil. Salía de un retén para su domicilio, y tras conminarle a que levantara las manos le dispararon sin mediar más palabras. Los compañeros, al escuchar las detonaciones lograron interceptar a algunos de aquellos asesinos y les ocuparon pistolas y artefactos dispuestos para su uso. 

			El día 10 de enero estallaba otra bomba en la estación del Norte. Un guardia civil que transitaba en el tranvía, al oír la detonación, se bajó tras comprobar cómo un individuo colocaba un artefacto junto a los raíles del tren. Con todo el riesgo para su integridad, tiró de la mecha e impidió el estallido de otra bomba, y con ello el descarrilamiento del ferrocarril. Poco después de este suceso, comenzaban las explosiones en algunos de los locales donde se editaban los diarios conservadores, como el de La Voz Valenciana, que quedó completamente destrozado y provocó la muerte de Ricardo Engracia, un vendedor de prensa que se colocaba junto al edificio. 

			Los disturbios también se trasladaron a varios pueblos de la provincia. La localidad de Pedralba resultó ocupada por los insurrectos en pocas horas. Tras el estallido de una bomba de gran potencia, los vecinos salieron asustados de sus casas, momento en el que fueron rodeados y coaccionados para que entregaran las armas de caza que pudieran tener en sus domicilios. El siguiente paso fue tomar el consistorio para pasar posteriormente a volar la iglesia parroquial con un potente artefacto, que destruyó parte de su fachada y las puertas de entrada. Solo quedaba el puesto de la Guardia Civil, al que acudieron asegurando que pertenecían al «Comité de la República Libertaria». Exigían su rendición. Mientras conversaban en esos términos con el guardia de puertas, el comandante de puesto intentó salir por la puerta trasera con sus hombres para flanquear el edificio. Allí les estaba esperando un grupo de insurrectos que no dudó en descargar sus escopetas sobre los guardias. Tuvieron que refugiarse en el interior de forma precipitada. Habían quedado heridos el cabo José Montero y el guardia segundo José Fernández. La situación era desesperada, pues los atacantes comenzaron a lanzar artefactos contra la pared, aunque la distancia posibilitó la defensa. No se atrevían a acercarse a las paredes de la casa cuartel. Pidieron pronto auxilio a la comandancia y al Gobierno Civil, que respondieron con el envío de media sección de guardias de asalto y de guardias civiles que se desplazaron desde los puestos cercanos de Lliria, Villar del Arzobispo y Gestalgar. Los atacantes comprendieron que la situación había cambiado y abandonaron el ataque, huyendo de la localidad. 

			Otros actos de insurrección tuvieron lugar en Alcira, Algemesí y Tabernes de Valldigna. El cuartel de la Guardia Civil de Villarroja sufrió un ataque similar al de Pedralba, si bien esta vez hubo previsión: hombres destacados en la azotea impidieron finalmente que pudieran rodear el edificio. En Algemesí, la acción del comandante de puesto, que interceptó un correo de los anarquistas con la lista de los sindicalistas implicados, fue crucial para abortar el movimiento. También se uniría al estallido revolucionario Bétera, localidad en la que un nutrido grupo de anarquistas destrozó con una voladura un puente de la línea de ferrocarril y dejó incomunicada por vía telegráfica o telefónica la zona. De aquí pasaron a incendiar el archivo municipal y, cómo no, a tomar el cuartel de la Guardia Civil, frente al que colocaron una barricada para disparar sobre el edificio, en el que se refugió la totalidad de la plantilla del puesto, a la espera de refuerzos, que llegaron desde Valencia. En su huida, los revolucionarios abandonaron varias pistolas, carabinas, cartuchos de dinamita y bombas de mano. La proyectada sublevación de Cullera fue abortada por la intervención de los guardias civiles, con la detención de los cabecillas locales del sindicato. A pesar de ello, un artefacto colocado en el transformador dejó a la población a oscuras, circunstancia que fue aprovechada por seguidores anarquistas para intentar, sin la dirección de sus líderes, tomar el ayuntamiento y el cuartel de la Benemérita. Cerca de allí, en la pedanía de Fuenterrobles, el movimiento se significó por el incendio del ayuntamiento. Al fin, la llegada de fuerzas desde Algemesí, Alcira y otras poblaciones impidió que alcanzasen el objetivo de implantar el comunismo libertario. Desde la comandancia se organizaron tres secciones volantes de la Guardia Civil que iban recorriendo todas las localidades para restaurar el orden y reponer a los alcaldes en sus consistorios. 

			A pesar de la violencia de estos ataques sería Bugarra la localidad en la que el movimiento tendría un desenlace más trágico. El desplazamiento de las fuerzas policiales, Guardia Civil y Guardia de Asalto en unos camiones de transporte para alcanzar la población favoreció la comisión de un atentado en el que uno de los guardias civiles, José Rodríguez Linares, y tres de los de asalto murieron por el tiroteo al que los sometieron al paso de la camioneta. Otros quedaron heridos de gravedad, mientras algunos de los funcionarios policiales lograban reponerse y repeler la agresión. Tras la comisión del crimen, los asaltantes se retiraron. El teniente Carretero consiguió instalar una ametralladora sobre una posición dominante, y con ello que los insurrectos, entre los que se encontraba el alcalde, depusieran su actitud. Finalmente, en medio de una tensa tranquilidad, comenzaron las detenciones de los implicados en la insurrección de las tierras valencianas. El balance de detenidos superaba el centenar, con casos llamativos, como el de Bugarra, donde uno de los apresados, de apenas dieciséis años, se jactaba de ser uno de los que dispararon contra los guardias de asalto y los guardias civiles en el atentado de la carretera. 

			Los anarquistas catalanes, como en anteriores ocasiones, se sumaron a la insurrección contra la República. En Barcelona se decidió colocar a los guardias de seguridad en lugares estratégicos: edificios públicos, fábricas, entidades bancarias, etc., armados con carabinas como medio de disuasión. Serían estos guardias de seguridad los primeros en tomar contacto con los revolucionarios, con la identificación y detención de un sospechoso que portaba pistolas y bombas para los coaligados en la sublevación. Por toda la ciudad comenzaron a oírse explosiones de artefactos que eran lanzados desde automóviles en marcha, con el objetivo de atemorizar a la población. Pronto se entablaron tiroteos entre sublevados y fuerzas de seguridad, cuyo balance comenzaba a preocupar. El guardia de seguridad José Yanguas y el paisano Francisco de Haro fallecieron a consecuencia de las heridas provocadas por arma de fuego. Tras este enfrentamiento, los anarquistas intentaron asaltar el acuartelamiento de San Agustín, donde se alojaba el Regimiento de Infantería N.º 10, que fue repelido por los centinelas de guardia. Con el fracaso por bandera, de momento, los insurrectos se dedicaron a cometer atentados individuales. Francisco Centellas, un mosso de escuadra destinado en la Casa de Correos, caía mortalmente herido cuando deambulaba camino de su domicilio, al recibir nueve impactos directos en el abdomen. Un atentado similar sufrió el guardia de la Tercera Compañía de Asalto José Messeguer López, asesinado en la calle Conde. De nada sirvió el intento de auxilio de unos soldados, que fueron conminados a abandonar el lugar, mientras uno de los atacantes le disparaba a bocajarro en la cabeza. Mientras esto ocurría, en las Ramblas decenas de anarquistas se atrincheraban en los locales del Sindicato Único de Alimentación, desde donde se enfrentaron a los agentes que intentaban doblegar su resistencia. 

			En otro lugar de la ciudad, el barrio de Clot, se producía la incautación de coches particulares para ser usados en los desplazamientos por la ciudad. Los guardias civiles destinados en ese barrio intentaron acabar con tales hechos y fueron repelidos con armas de fuego y granadas de mano. Un sargento y un guardia cayeron heridos de gravedad por la metralla. Frente al barrio de San Martín, un anarquista y el guardia civil Marín Bueno murieron en el duro enfrentamiento que sostuvieron en las barricadas. Durante la jornada del 11 de enero se dio continuidad a las detenciones de los implicados en el movimiento subversivo y a la recogida del material utilizado. En el barrio de la Salud se halló un paquete con algunos artefactos y junto al hospital de San Pablo se recogió una caja que contenía decenas de bombas listas para ser activadas. Pistolas, revólveres y escopetas fueron intervenidos en diversos domicilios. 

			El enfrentamiento no quedó reducido a la capital. También en la provincia se registró el intento de implantar el ideario anarquista. Los lugares donde los acontecimientos adquirieron tintes trágicos fueron Sardañola y Ripollet, esencialmente porque los obreros fabriles se hallaban íntimamente vinculados a la CNT y a la FAI. En la primera de las poblaciones, armados con pistolas, y con las armas que le habían quitado al somatén, recorrían sus calles llamando a los vecinos a aceptar el comunismo libertario que ya se había declarado por toda la nación. Los guardias civiles, ante tal despliegue, solicitaron el auxilio de la vecina Sabadell, y en su ayuda llegaron varias parejas del Cuerpo junto a mossos de escuadra a las órdenes del capitán Escofet. Tales fuerzas fueron recibidas con un intenso tiroteo, que les obligó a desplegarse y parapetarse para salvar la vida. Desde sus posiciones lograron al final imponerse a los obreros, que huyeron del lugar, dejando en sus calles un muerto y varios heridos de gravedad. Desde allí la heterogénea columna marchó a Ripollet, ciudad que los anarquistas habían tomado con cierta facilidad, tras el desarme del somatén. A su llegada se produjo un duro intercambio de disparos. Un anarquista caía muerto, y otros tres gravemente heridos, lo que incidió en su moral de resistencia, que cesó, salvo un reducido grupo que continuó atrincherado en el ayuntamiento hasta que desesperados se rindieron a los guardias civiles. Quedaron detenidos a la espera de su entrega al juez de instrucción. 

			Para la Benemerita, lo ocurrido en Sallent tuvo una mayor significación por la muerte de uno de sus hombres.[100] Cientos de obreros de la fábrica de potasa se levantaron en armas sobre las cinco de la tarde del día ocho. El sargento comandante de puesto dispuso entonces que varias parejas salieran del cuartel a intentar pacificar el pueblo, con el peligro potencial que tal decisión suponía para la integridad de sus hombres. El enfrentamiento llegó apenas los guardias habían recorrido algunas calles. Los anarquistas se refugiaron en el local del sindicato y se hicieron fuertes frente a los guardias que comenzaban a rodearlos. Uno de estos, Enrique del Canto Lucas, cayó herido por un impacto y cuando estaba en el suelo recibió otro en la cabeza, muriendo en el acto. El sargento, que intentó acercarse en su auxilio, recibió un disparo en la rodilla, que quedó destrozada. Los guardias restantes retrocedieron hasta la casa cuartel, en la que se parapetaron hasta la llegada de una sección del 29.º Tercio Móvil de la Guardia Civil, al mando del teniente Serviliano Aparicio. 

			De nuevo los anarquistas retornaron al local para continuar con su resistencia. Los guardias pudieron establecer un cerco casi imposible de evitar. La tenacidad en la defensa era enorme y el intento de asaltar el sindicato provocó de nuevo varias bajas. Los guardias civiles Francisco García Sánchez y Pablo Escudero López caían heridos por el impacto de la metralla de las granadas de mano que lanzaron los anarquistas. Agotados, finalmente fueron rebasados y detenidos alrededor de las siete de la mañana del día 9. Se halló en el interior a once hombres, cinco de ellos con heridas muy graves, que en días posteriores a cuatro de ellos les provocarían la muerte, y un completo arsenal de explosivos, pistolas, mechas, fulminantes y numerosas armas largas de las intervenidas al somatén. 

			También en Tarrasa se produjo un enfrentamiento entre los anarquistas y la Guardia Civil. Uno de sus miembros, José González Aguilar, fue interceptado por anarquistas que le conminaron a que entregara su arma. Al verse perdido usó la misma y provocó una muerte entre los asaltantes y heridas a otro, disolviendo el grupo. El cuartel, no obstante, fue rodeado y la firmeza de los guardias posibilitó su liberación. En la vecina Lérida, otro grupo anarquista intentó asaltar el cuartel del Regimiento de Infantería N.º 25, con sede en la Panera. Tras un intercambio de disparos entre atacantes y defensores falleció el sargento Piñol y cuatro de los insurrectos también perdieron la vida. 

			La cuota insurrecta de Castilla fue asumida por el pueblo de Mira, en Cuenca.[101] La declaración de la huelga general, la intervención de los piquetes coactivos, el enfrentamiento con los guardias civiles, no se alejaban de lo ocurrido en otros lugares. El cabo Orencio del Hoyo y el guardia Tejeda fueron apedreados cuando intentaban permitir el acceso al tajo de los obreros. De nada sirvieron los disparos al aire, porque frente a ellos también había escopetas, y el resultado fue un intercambio de disparos y la muerte de Benito Arona, uno de los miembros del piquete, a las pocas horas de haber recibido un balazo en el pecho. 

			A estas localidades se sumaron en los alborotos organizados por la CNT y la FAI, con desigual impacto, otras de las provincias de Murcia, Málaga o Sevilla. El lugar de mayor repercusión en la provincia murciana fue Monteagudo, donde grupos organizados recorrieron casa tras casa solicitando con violencia la entrega de las armas de fuego o blancas que tuvieran en los domicilios. El pequeño puesto de la Guardia Civil solicitó auxilio, que llegó de la mano de una escuadra de policías y guardias civiles de la comandancia. Los primeros en aparecer fueron los agentes de vigilancia y seguridad, que pronto se vieron desarmados y apresados por los revoltosos. Así reforzados, los alzados buscaron pólvora y dinamita en un almacén de la Compañía Española de Explosivos, donde sostuvieron con el guarda del polvorín, al que solo acompañaba su esposa, un nutrido tiroteo que impidió el asalto del local. Finalmente, la llegada de los guardias civiles pudo devolver la tranquilidad al pueblo y los instigadores de la revuelta fueron detenidos. En Málaga, un guardia civil de permiso, Antonio Surera Llagos, destinado en Huelva, fue atacado por cinco o seis anarquistas y recibió dos impactos en el muslo izquierdo y otros dos en el hombro del mismo costado, sin que tocara ninguna bala algún órgano vital. Simultáneamente, grupos de composición similar recorrieron las calles para que se cumpliera en el comercio la orden de huelga general dictada por el sindicato. 

			En las calles de la capital sevillana, grupos organizados procedentes del barrio de la Macarena asaltaban los comercios de comestibles. La llegada de los guardias de asalto provocó un intenso tiroteo, con el resultado de dos anarquistas heridos de gravedad. A las once de la noche del día 8 estalló un artefacto de gran potencia, que sirvió de espoleta para que por los barrios obreros comenzaran a realizarse disparos para amedrentar a la población. Otro de los grupos intentó el descarrilamiento de un tranvía, tras hacer apearse a todos los ocupantes del mismo. La intervención de un Guardia de Asalto impidió tal desenlace. A la Guardia Civil se le ordenó que vigilase las estaciones de los tranvías y ferrocarriles, y fueron acuarteladas las fuerzas en todos los cuarteles de la capital. 

			El clima de tensión se mantuvo durante toda la jornada del 9, y llegó el amanecer del día 10 con el inicio de algunos altercados, aislados, pero de cierta trascendencia. Se reanudaron los ataques a los tranvías, con tiroteo indiscriminado, para que nadie los utilizara, a pesar de que en su interior viajaban guardias de asalto y guardias civiles para impedir su detención. Una barricada en la calle Feria impedía el paso de cualquier vehículo, salvo los sanitarios. Otro enfrentamiento con armas se producía en la plaza de la Encarnación, entre anarquistas y guardias de seguridad. Para la Guardia Civil, el suceso de mayor enjundia tenía lugar en la Macarena, con el ataque sobre una camioneta de Asalto que dejó heridos al teniente jefe de la sección, Manuel Cayón, y a uno de sus guardias. El sonido de los disparos atrajo a los guardias civiles del puesto del barrio que acudieron en auxilio de los de asalto, iniciándose una verdadera batalla en las calles de la Macarena. Pronto cayeron heridos de gravedad dos de los insurrectos: Hernández Flores de apenas veinticuatro años, y Fernando García Romero, con un impacto en el vientre. Cerca de allí se localizaba y detenía a destacados miembros del sindicato ácrata de la capital hispalense, tras enfrentarse con los guardias de asalto. 

			En la provincia de Sevilla, la localidad que se incorporó con mayor violencia a la sublevación fue La Rinconada.[102] Alrededor de las dos de la madrugada, los grupos de revoltosos armados con pistolas y escopetas comenzaron a despertar a los vecinos, solicitando que entregaran en el Centro Obrero, lugar de reunión de los anarcosindicalistas, aquellas armas que tuvieran en sus domicilios. Pocas horas después el pueblo era controlado por los revolucionarios, salvo el cuartel de la Guardia Civil, que estaba completamente rodeado por hombres con todo tipo de armas de fuego, armas blancas o instrumentos de labranza. Conscientes de su manifiesta superioridad, intentarían la entrega y rendición de los guardias con la promesa de respetar la vida de los hombres. José Losada, el cabo comandante del puesto, se negó en rotundo si no recibía una orden de sus superiores. Esta respuesta del benemérito, unida a un amplio respeto por su persona, que había alcanzado tiempo atrás con el salvamento de dos niños del pueblo, logró una inusitada tregua, crucial para la llegada de refuerzos desde la capital. La visión de los guardias provocó una inmediata e intensa descarga de disparos, que hirieron a un cabo y dos agentes. El teniente coronel Portas dirigió personalmente el despliegue de varias decenas de guardias que posibilitó el levantamiento del asedio y la huida de los anarquistas.[103]

			También Alcalá de Guadaira se sumó al movimiento en la mañana del día 11. Una de las primeras incidencias fue el intento de incendio del consistorio, tras rociarlo con gasolina, que no se consumó gracias a la rápida intervención de los policías municipales junto a unos guardias civiles. A continuación los revolucionarios recorrieron las panaderías presionando para que se declararan en huelga, lo que provocó el desabastecimiento de la capital. Desde la comandancia se envió a una sección para garantizar el acceso y la distribución de pan en la ciudad hispalense. Las Cabezas y Lebrija quisieron imitar a la ciudad alcalaína con la toma del ayuntamiento, pero lo impidió la Guardia Civil de esas localidades.

			Dentro de la región andaluza Granada tuvo su especial protagonismo en el levantamiento anarquista. En la capital comenzaron las revueltas con la colocación de un explosivo en la puerta de la iglesia de San Matías, que no causó grandes destrozos pero dio la correspondiente voz de alarma. Casi de forma simultánea comenzaron a estallar varias bombas por la ciudad; una de ellas junto a una joyería; otra, en el domicilio de un banquero, y una tercera en la casa de un empresario. El siguiente paso fue la declaración de una huelga general que afectaba, especialmente, a constructores, carpinteros, pintores, tejedores… pero que no provocó graves disturbios. Sí tuvo una mayor incidencia la revuelta de Motril, donde la Guardia Civil, al intentar realizar una identificación en un conocido bar, centro de reunión de los anarquistas, fue recibida a tiros desde el interior. Los guardias se parapetaron en el exterior y se entabló un intenso intercambio de disparos que duró hasta bien entrada la madrugada del día 11, cuando los sindicalistas, agotados y sin municiones, decidieron entregarse al juez de instrucción.

			Si el objetivo final de la insurrección era sublevar y alinear a todos los obreros españoles contra la República, hay que considerar el levantamiento como un rotundo fracaso. No por ello puede eludirse la violencia con la que se estremeció la declaración de su particular doctrina libertaria, cuyo resultado en número de víctimas mortales o con graves heridas no podía dejar indiferente al equipo gubernamental. A fin de acabar con esta enfermedad para el régimen, durante la noche del día 8 Arturo Menéndez, director general de Seguridad, convocó a los jefes de la fuerzas de seguridad y decretó órdenes severas: 

			Acababa de estallar un movimiento revolucionario de carácter anarquista, de extraordinaria violencia, que pudiera poner en peligro a la República, lo cual obligaba a la fuerza a emplear la mayor energía frente a todo acto de rebeldía que se presentase, y que en consecuencia se empleasen las armas de fuego sin contemplación alguna contra aquellos de los revoltosos que las empleasen a su vez contra la fuerza, y que culminase este rigor contra los que atentaran con armas o materias explosivas contra los agentes de la autoridad o realizaran actos de sabotaje en los servicios públicos.

			Con esta violenta consigna, puede comprenderse lo ocurrido en la provincia de Cádiz, en la que el movimiento se adelantó a la mañana del día 8. Durante la celebración de un partido de futbol en la capital se produjo un grave enfrentamiento entre las fuerzas de seguridad y una sensible parte del público, al intentar detener los primeros a uno de los futbolistas. En la refriega fallecía uno de los asistentes al evento deportivo, por un impacto de bala. Con profunda irritación, el sindicalismo se adelantaba a las instrucciones nacionales y declaraba la huelga general en la ciudad, obligando a los comercios a dar el cerrojazo y forzando la clausura de las instalaciones de los astilleros.[104] 

			En el entierro del obrero caído en el estadio de futbol, el dispositivo policial preparado en los alrededores del cementerio irritó a los compañeros del finado. Las protestas se transformaron en violencia contra los guardias civiles enviados para evitar precisamente los disturbios. De nuevo, en esta refriega un obrero caía herido por un disparo en la espalda cuando huía de una carga policial. Las azoteas de los edificios se transformaron en puntos elevados desde los que se disparaba o se lanzaban objetos sobre los guardias civiles que intentaban devolver la tranquilidad a la ciudad. La funesta consecuencia fue que otro obrero caía muerto por un disparo de fusil. Las iras se desataron en las calles. Un grupo intentó asaltar el tranvía de la Caleta, pero fue rechazado por guardias de asalto que viajaban en su interior para impedirlo. A continuación se produjo un intenso tiroteo y nuevamente cayó herido uno de los asaltantes. Tras la detención de los líderes sindicales como responsables de la declaración de la huelga general, se sumaron cientos de obreros, sobre todo los pertenecientes a los gremios de la construcción, canteros, salineros, barqueros, e incluso los panaderos. Esta circunstancia provocó que fueran reclamadas desde Gobernación más fuerzas de seguridad, y tal medida posibilitó la llegada a la ciudad, desde Madrid, de una compañía de la Guardia de Asalto, al mando del capitán Rojas. Esa misma noche, la del once, estallaron varios artefactos junto al Palacio Episcopal, sin que hubiera víctimas o daños de consideración. 

			Mientras tanto, a la capital comenzaron a llegar noticias, ciertamente confusas, de incidencias en varios pueblos de la provincia, como Alcalá de los Gazules, Algeciras, Arcos de la Frontera, Chiclana, Jerez, San Fernando y Sanlúcar de Barrameda, poblaciones en las que las huelgas anarquistas o aislados focos de violencia habían tenido cierta aceptación. Se adoptó la decisión de dejar en la capital un grupo con dos ametralladoras, al mando del teniente Guillén, de la Guardia de Asalto, mientras el grueso de la compañía, noventa hombres, se desplegaba en Jerez a la espera de acontecimientos. Destacó lo ocurrido en la ciudad de Sanlúcar de Barrameda, en la que declaró la huelga general la mayoría de los gremios, si bien el comercio pudo permanecer abierto por la presencia en las calles de la Guardia Civil. El Centro Obrero fue clausurado y detenidos los dirigentes sindicales del mismo, lo que propició actos violentos como el asalto del fielato. Un día después, durante la noche del 11, fueron incendiados los archivos municipales y notariales de la ciudad, con la pérdida de valiosos documentos históricos. Tuvo que reforzarse la plantilla de la Guardia Civil y de Carabineros para poder enfrentarse con garantías al movimiento, con tiroteos entre guardias y anarquistas por varios de los barrios de la ciudad. En Medina Sidonia los revoltosos lograban declarar la huelga general tras el corte de las comunicaciones, agrediendo para ello a los alguaciles locales. El movimiento en el Campo de Gibraltar fue protagonizado por los sindicatos de estibadores del muelle y de tipógrafos de Algeciras, si bien se retrasó hasta la mañana del día 12 de enero. Este retraso favoreció la respuesta e intervención de los soldados del regimiento de Infantería acantonado en la ciudad, así como de los carabineros de la aduana. 

			Similar situación de tensión se percibía en Jerez de la Frontera. La casa cuartel de la Guardia Civil de la calle San Agustín fue rodeada por hombres armados, apostados en las calles aledañas, para impedir que salieran las patrullas a sofocar la revuelta. Una bomba, con la mecha apagada, fue hallada en una de las ventanas del acuartelamiento y otra, que tampoco explotó, en la puerta trasera. La incorporación de veinte guardias procedentes de la cercana Algeciras provocó la huida de los anarquistas y que las fuerzas se desplegaran por la ciudad. A pesar de ello, el sereno José Santos Alegre cayó asesinado por tres individuos en la calle Gómez Carrillo de la ciudad jerezana. 

			A la vista de lo que estaba ocurriendo, estaba claro que la tragedia podía estallar en cualquier momento, y tal circunstancia se dio en la pedanía de Casas Viejas.[105] Los anarquistas locales, encuadrados en el sector de Medina, esperaban con nerviosismo la declaración del comunismo libertario por parte del comité de Jerez, del que dependían orgánicamente, cuya orden se recibiría por un sistema de atalayas y hogueras. Sin comunicación alguna, en la creencia de que el movimiento había estallado sin ellos, se lanzaron a la aventura revolucionaria. 

			A primeras horas del día 11, sobre las seis de la mañana, cuando había fracasado en el resto del país, estallaba la sublevación con el corte de las líneas de comunicación y la apertura de zanjas en las carreteras de acceso para impedir la llegada de las fuerzas de seguridad o del Ejército. Una vez tomado el pueblo, con la destitución de Bascuñana, alcalde pedáneo de afiliación republicano-radical, los insurrectos se dirigieron al cuartel de la Guardia Civil para que entregaran las armas y no ofrecieran resistencia. El mismo alcalde fue utilizado como interlocutor con el sargento para lograr tal objetivo, con la amenaza de que si no se rendían, serían pasados por las armas.

			Ubicado en una de las plazas del pueblo, el cuartel de Casas Viejas se encuadraba en la línea de Medina, bajo las órdenes del capitán de San Fernando. El mando de la unidad recaía en el sargento García Álvarez, comandante del puesto, quien le comunicó al alcalde que no podía adoptar la decisión de la rendición porque se debía a las órdenes de sus superiores y, en todo caso, serían los anarquistas los que debían deponer su actitud. Con el convencimiento de que tendría que ofrecer resistencia, junto al guardia Salvo Pérez, procedió a recorrer los exteriores para asegurarse de la situación que se avecinaba y de la posibilidad de la defensa. En esos instantes, una andanada de disparos obligó a que los dos beneméritos se refugiasen en el cuartel. El guardia Salvo quedó herido de una perdigonada, sin mayores consecuencias. El sargento reclamó la intervención de sus compañeros: «García, a las armas; que estamos copados». Este guardia, Manuel García Rodríguez, sería el responsable de la ejecución de la defensa numantina que en las paredes del acuartelamiento tuvo lugar aquella mañana para impedir la toma del mismo hasta la llegada de las fuerzas de socorro desde Medina Sidonia. Los anarquistas estaban dirigidos por un conocido militante local, «Seisdedos», al que seguían ciegamente un centenar de anarquistas vinculados a la FAI. En el puesto la plantilla se reducía al citado sargento, y a los guardias Salvo Pérez, García Rodríguez y Chueca García. El intercambio de disparos comenzó casi de forma inmediata, con la fatalidad para los beneméritos de que alcanzaron al sargento y al guardia Chueca, dejando a ambos malheridos. El suboficial no dejó de dictar órdenes a pesar de las heridas, pero la pérdida de sangre le hizo desfallecer. Las mujeres, completamente aterrorizadas, se hicieron cargo de los heridos mientras García se ocupaba de la resistencia, multiplicándose en los puntos de defensa para impedir el asalto. Pero el temor a que lograran su propósito hizo que, con buen criterio, retirara los cerrojos de los fusiles de los caídos y los ocultara en las cuadras para evitar su intervención y que fueran usados contra otros compañeros. A duras penas pudo alargar la resistencia hasta las dos de la tarde, momento en el que llegaron fuerzas de la Guardia Civil de la cercana Medina para levantar el asedio, bajo el mando del sargento Rafael Anarte Viera, comandante de puesto de Alcalá de los Gazules. Con la presencia de los guardias, los sitiadores se dispersaron por la población, huyendo de la depuración de las responsabilidades que probablemente se avecinaba. Casi de forma simultánea se presentó en la pedanía una columna mixta compuesta por guardias de asalto procedentes de la vecina Chiclana, a las órdenes del teniente Fernández Artal, y guardias civiles al mando del teniente Cayetano García Castrillón. Comenzaron los registros domiciliarios y las detenciones de los implicados en la revuelta. 

			A la vista de los acontecimientos unos huyeron al monte y otros se escabulleron en las casas de los vecinos. En la choza de Francisco Cruz Gutiérrez, «Seidesdos», se refugió un nutrido grupo de familiares y amigos de este. En una de las primeras escaramuzas lograron tomar como rehén a uno de los guardias de asalto, Ignacio Martín Díaz, herido gravemente al intentar ocupar la casa. Las conminaciones a que abandonasen la resistencia fueron obviadas por los sitiados. Otro guardia de asalto, Madrás, resultó herido en el intercambio de disparos. La prudencia aconsejaba que se mantuvieran las posiciones para rendirlos por la desesperación, y no por un ataque directo, cuyas consecuencias adivinaban los mandos de la columna. Pero en esos instantes, en el amanecer del 12, se incorporaba al dispositivo una nueva columna de asalto, desplazada expresamente desde Madrid para ocuparse de la revolución gaditana. Al mando de la misma iba el capitán Manuel Rojas Feigenspan, con instrucciones de emplearse con energía para acabar con todo atisbo de desorden público. También tenía la orden del gobernador que le facilitaba el uso de la violencia contra los amotinados. Así quedó reflejado en el telegrama que le hicieron llegar al oficial, antes de tomar la determinación de acabar con la resistencia de «Seisdedos»: «Es orden terminante del ministro de la Gobernación se arrase casa donde se han hecho fuertes los revoltosos».

			Con tal carta blanca, Rojas cumplió el mandato a rajatabla, y por ello ordenó el lanzamiento de unos algodones encendidos, impregnados en gasolina, sobre el techo de la choza. El incendio se produjo casi de inmediato y en el interior murieron abrasadas seis personas, tras poderse rescatar, al menos, a una mujer y a un niño, no sin antes caer abatidos otros dos revolucionarios de su interior, un hombre y una mujer, que huían desesperados de las llamas. En el intento de justificar tal hazaña, algunos quisieron explicar que el incendio fue provocado por inmolación de los anarquistas; pero aquello no se sostenía y todo apuntó a un acto cruel y despiadado sobre los sitiados. No obstante, nada de toda esta cuestión quedó judicialmente acreditado. Si bien el capitán Rojas asumió en un principio la responsabilidad del cumplimiento de las órdenes recibidas, posteriormente, cuando se vio como único responsable, la declinó. 

			No fue el único acto abominable de Rojas. Poco después del incendio de la choza, reunió en el pueblo a algunos de los detenidos custodiados por los guardias civiles y los guardias de asalto de la columna de Artal, y a doce de ellos los ejecutó mediante fusilamiento, sin juicio previo de ningún tipo. Un par de ellos, los números trece y catorce en la inusitada cuerda de presos, lograrían salvar la vida por la intervención del guardia civil Juan Gutiérrez y del guardia de asalto Luis Menéndez. Gutiérrez, que había estado destinado en el pueblo, conocía de primera mano a los hombres y mujeres de Casas Viejas, y sabía que se estaban cometiendo errores e injusticias por parte de los de asalto llegados desde Madrid. Uno de estos errores le costó la vida a un viejo obrero, Salvador Barberán, por no abrir la puerta a su requerimiento. Así, a la vista de estas injusticias, Gutiérrez tomó la decisión de liberar a esos dos detenidos, un nieto de Barberán, y otro llamado José Rodríguez Calvente, para evitar que fueran ejecutados.

			Cuando todo aquello acabó, el capitán Rojas fue procesado por lo ocurrido, pero siempre afirmó que el mandato lo había recibido directamente del propio director general de Seguridad, Arturo Menéndez, quien le habría dicho que no quería prisioneros, y que se produjera con toda energía. No está acreditada tal aseveración y todo pudo deberse a la necesidad del oficial de asalto de eludir la responsabilidad contraída por su intervención. Nada se acreditó, en efecto, pero sin duda repercutió notablemente en la marcha de la política nacional para la conjunción republicano socialista. Finalmente, tras el juicio llevado a cabo en la Audiencia Provincial de Cádiz, el tribunal dictó sentencia el 28 de mayo de 1934, por la que fue condenado el capitán a la pena de veintiún años de prisión por los catorce asesinatos cometidos.[106] El director general de Seguridad, Arturo Menéndez, salió absuelto. 

			A partir de aquí, la situación se tornaría extraordinariamente compleja para los miembros del gobierno.[107] La oposición a Azaña, que esperaba cualquier resquicio por donde introducir su cuña de derribo, enarboló la represión ejercida como bandera para el acoso y derribo del presidente del Gobierno. La inmensa mayoría de la oposición aunó sus esfuerzos para acabar de una vez con el político madrileño, que perdía credibilidad, hasta verla reducida a la nada, con la depuración de responsabilidades entre los mandos policiales que aseguraban haber recibido el mandato de acabar con toda resistencia, sin importar el grado de violencia ejercido. A la oposición conservadora se sumaron, en la ácida crítica contra la República, los grupos más radicalizados de la izquierda, estableciendo una peligrosa tenaza sobre la continuidad del régimen. 

			Con la potencial salida de los socialistas del gobierno, toda la oposición parecía salir ganando a costa, precisamente, de la legitimidad republicana. Los conservadores lograban su propósito porque acababan con la proyección reformista en las cuestiones laborales y, por su parte, los anarquistas y comunistas obtenían un mayor ascendiente en las reivindicaciones obreras, en detrimento del control que ejercía la UGT. Nada más ocurrir la tragedia de Casas Viejas estalló una ácida campaña mediática para depurar las responsabilidades ocultas en la pedanía gaditana. No cabe duda que el objetivo de la oposición, además de los socialistas, era Azaña, quien, quizás absorto en su soberbia, sin informes veraces o acreditados de forma fidedigna, no supo comprender la gravedad de lo sucedido. Se atrevió a proclamar en la sede parlamentaria que: «En Casas Viejas no ha ocurrido, que sepamos, sino lo que tenía que ocurrir». ¿Conocía realmente lo sucedido? A la vista de lo desarrollado todo apunta a que era ajeno al ejercicio de la justicia sumarísima que acabó con la vida de aquellos desgraciados. Pero esto no fue un obstáculo para que desde la oposición se solicitara su cabeza, como principal responsable político de los hechos acaecidos en Casas Viejas. A ello contribuía la sensación de impunidad con la que se ejecutaron las órdenes por parte de la Guardia de Asalto, gracias al apoyo explícito que le dieron las autoridades del gobierno. Una muestra de ello, a título de ejemplo, son las declaraciones del delegado gubernativo en Cádiz, Fernando de Arruinaga Martín-Barbadillo, realizadas ante las fuerzas policiales concentradas en la localidad de Casas Viejas: 

			Habéis cumplido con vuestro deber. El gobierno por mi conducto os felicita. Gracias a vosotros, a vuestro valor, a vuestra energía y disciplina, a vuestra obediencia a las órdenes de vuestros jefes, la República ha podido vencer un grave peligro y puede seguir el camino triunfal y glorioso abierto el 14 de abril. Vuestra magnífica conducta merece el bien de la Patria y de la República. ¡Viva la República!

			En la búsqueda de la verdad, Azaña estableció una serie de contactos, e incluso tuvo una entrevista con el capitán Rojas, para purgar las responsabilidades contraídas en la represión de la revuelta y aclarar la afirmación realizada por varios oficiales de asalto que aseveraban y corroboraban la orden determinante de no hacer prisioneros entre los revolucionarios. Rojas negó cualquier extralimitación y aseguró ante Azaña que solo cumplía órdenes superiores, dadas por Arturo Menéndez. Pero la posterior declaración del teniente Artal, presente en Casas Viejas, donde quedó probada la ejecución de los prisioneros, confirmó la veracidad de lo ocurrido. Menéndez, finalmente, se vio obligado a presentar la dimisión, que le fue aceptada. Comenzaba el principio del fin del gobierno republicano-socialista. 

			
Epílogo para la conjunción republicano-socialista

			No acabaron aquí los problemas para la Guardia Civil. Unas semanas después de las sangrientas revueltas de enero, el 18 de marzo, encontraría la muerte en Sierra de Luna, Zaragoza, un guardia destinado en el 29.º Tercio, Ildefonso Gutiérrez Zambrina, al enfrentarse con unos obreros que se manifestaban por la roturación de fincas. En el mismo incidente resultaron gravemente heridos el cabo José García Trucharte y el guardia Antonio Rivas Medrano.[108] 

			De mayor calado, en relación al número de heridos y por la violencia desplegada, fueron los enfrentamientos registrados en la localidad de Hermigua, en la isla de La Gomera.[109] Nuevamente, obreros y guardias civiles perdían la vida tras unas alteraciones provocadas por reivindicaciones de mejora de las condiciones de vida. Todo ocurrió en la mañana del 22 de marzo, cuando el cabo Antonio Fuentes, tras una agria disputa con los organizadores de la manifestación, ante la posibilidad de una violenta respuesta quiso recurrir al apoyo del puesto cercano de Agulo y solicitar su auxilio, mientras dos de sus compañeros quedaban en la casa cuartel. Con la anuencia de su compañero, y el apoyo de otros dos guardias de Agulo, regresaba en una camioneta requisada a Hermigua, para impedir el asalto del cuartel. En el trayecto, en una zona conocida como el Palmarejo, los tres guardias fueron interceptados y obligados a descender del vehículo. Sin usar previamente sus armas, fueron a continuación atacados con palos, piedras y armas blancas, y arrojados a un barranco con el resultado de la muerte del cabo y de uno de los guardias, José Cano, así como graves heridas en el otro, José Garrote, que logró ocultarse como pudo tras unas rocas. Uno de los atacantes, Antonio Brito, descendió por las laderas y disparó sobre el cuerpo del cabo con su mismo fusil. Garrote quiso vender cara su vida, usó su arma sobre el agresor y acabó con su vida. El resto, a la vista de lo ocurrido en el barranco, optó por no descender, para no terminar como Brito, y Garrote pudo escabullirse por el escarpado terreno para ocultarse en una finca cercana, hasta que las fuerzas bajo las órdenes del teniente coronel Juan Vara Terán pudieron devolver la normalidad a la zona. El guardia pudo finalmente ser trasladado a un hospital para que le trataran las numerosas heridas recibidas.

			Amparado en la obsesiva consecución de un objetivo que creía fácilmente alcanzable, el anarcosindicalismo, en varias oleadas sucesivas, no había cesado en el intento de implantar el comunismo libertario. Tras reponerse del último revés recibido durante el mes de enero, una vez reorganizada la central sindical, en mayo recrudeció su campaña propagandística con el planteamiento de numerosos conflictos laborales. La central sindical planteó un nuevo desafío al gobierno, especialmente debilitado tras los resultados de los comicios electorales desarrollados en abril y en una situación económica que cabalgaba hacia el desastre. Sin el respaldo de la fluidez de efectivos, poco podía intervenir para hacer realidad los proyectos reformistas, que sin duda acababan reducidos a mero idealismo programático, y en ningún caso empeños diseñados bajo la óptica de la realidad. 

			De nuevo quedaba abonado el camino para el enfrentamiento entre guardias y obreros, y así ocurrió en el mes de abril. En Lucena, durante una huelga declarada por albañiles, cuatro guardias resultaron heridos de diversa entidad, entre ellos el teniente Martín Calero, mientras uno de los obreros, Manuel Rojas López, falleció a consecuencia de los disparos de los agentes. La pugna se trasladaba a las calles de Cullar-Baza, con la intervención de la Guardia Civil en otra manifestación, en la que tres participantes resultaron heridos de gravedad. Ese caótico clima dio lugar a la declaración de una nueva huelga general los días 9 y 10 de mayo, enmarcada en revueltas de corte anarquista, con un sensible seguimiento en las provincias de Asturias, Alicante, Sevilla, Valencia, Bilbao, Madrid y Barcelona; es decir, los núcleos tradicionales controlados por el anarcosindicalismo, del que habría que excluir a la campiña gaditana, quizá demasiado escarmentada por lo ocurrido en enero en la pedanía de Casas Viejas.

			En Madrid hubo una especial incidencia, por las tristes consecuencias, en el seguimiento de la huelga. En el distrito de Cuatro Caminos fueron detenidas varias decenas de sindicalistas afectos a la CNT por ejercer coacciones contra los obreros en la tarde del día 9 de mayo, además de intentar provocar la desestabilización de los transportes con el tiroteo contra los usuarios de un tranvía. Los disparos alcanzaron en el cuello a un obrero de treinta y tres años, Francisco Simón Ratero, quien quedó hospitalizado en estado muy grave. En Tetuán de las Victorias otro grupo de huelguistas penetró en los locales de la empresa concesionaria de tranvías, Compañía Urbanizadora, con la intención de incendiar los vagones y los coches, pero el ataque fue repelido por otro grupo de trabajadores de la empresa. A los pocos minutos, avisada por los asaltantes, se presentó una cuadrilla de pistoleros, que desalojó a los trabajadores mientras lanzaba un par de bombas, con la desgracia de que una de ellas estalló junto al obrero Cecilio Rodríguez, hiriéndole en ambas piernas. A aquellos que se les opusieron, les dispararon: Francisco Simón quedó malherido con un balazo en el rostro. A Eugenio Gómez, uno de los conductores, le hirieron con dos disparos en el pecho. Solo la llegada de los guardias de asalto pudo devolver la normalidad a la zona. Mientras esto ocurría, otro grupo de sindicalistas colocaba varias bombas en los registros de la canalización de aguas para la ciudad. Tristemente, la violencia también alcanzó al agente del Cuerpo de Vigilancia y Seguridad Juarros Martín, quien falleció al recibir el impacto de la metralla de una bomba arrojada por unos anarquistas desde un vehículo. La posterior persecución posibilitó la captura de los agresores, a los que se les hallaron, además de varios explosivos, numerosos bidones y latas de gasolina para incendiar los vagones de los tranvías de Madrid.

			La declarada huelga general anarquista tuvo una particular repercusión en tierras alicantinas, no por su masivo seguimiento, que fue más bien escaso, sino por la muerte de otro de los servidores públicos, en este caso el agente de vigilancia Vicente Aracil Cortés, herido en Alicante por un disparo realizado por un pistolero anarquista, Manuel Martínez Castellanos, natural de Elche, quien ya había actuado anteriormente con extrema violencia en las calles de la ciudad condal. Este delincuente se hallaba en libertad a pesar de haberse visto involucrado como autor en los incendios de edificios religiosos. En el enfrentamiento también resultó herido de gravedad uno de los anarquistas, Tomás Cano Ruiz, conocido activista de la CNT que había sido deportado con anterioridad por sus delitos a Villa Cisneros. 

			Asturias se sumó a los actos reivindicativos del anarquismo con la activación de doce petardos en la ciudad de Gijón.[110] Las carreteras fueron sembradas de tachuelas y clavos para impedir las comunicaciones de las fuerzas por vía terrestre, y hubo un paro casi absoluto en la ciudad, mediante la actuación de los piquetes coactivos. En Oviedo la línea del ferrocarril de Felguera fue volada por la explosión de varios artefactos colocados en los raíles. No lejos de allí, en Bilbao, varias explosiones coordinadas intentaron dejar a la ciudad sin fluido eléctrico. Como en otros lugares, también fue atacado el tranvía, con explosivos colocados en sus railes, o con el tiroteo o el lanzamiento de objetos sobre los coches. En tierras gallegas, la ciudad en la que se reveló una mayor presencia anarquista fue El Ferrol. El 9 de mayo sus calles quedaron desiertas por la declaración de la huelga general. Bares y cafeterías abrieron sus locales, pero sin camareros. El comercio se sumó casi en su totalidad, y a pesar de que la factoría de la Constructora Naval no interrumpió sus trabajos, la negativa a incorporarse a sus puestos de los miembros de la CNT y el ejercicio de los piquetes coactivos logró su objetivo de lograr el paro absoluto. Lugo, que hasta entonces no se había destacado en la geografía republicana por acontecimientos destacados, en esta jornada se transformó en otro de los focos anarquistas con la explosión de varios petardos en el centro de la ciudad; uno de ellos junto a la catedral y otro al lado del Monte de Piedad. También estallaron varias bombas junto al alumbrado de las calles de Monforte de Lemos, lo que llevó a la Guardia Civil a la detención de los activistas locales, responsables de tales actos, todos ellos pertenecientes a la CNT.

			Como en ocasiones anteriores, también Barcelona se sumó a la huelga anarquista. En algunas fábricas los piquetes coactivos lograban imponer por momentos el seguimiento del paro declarado por la central sindical, hasta que aparecieron las fuerzas policiales para impedírselo. No fue pacífica la intervención de tales fuerzas. Al pasar un tranvía por la calle Wad Ras explotó un artefacto que provocó unos momentos de pánico entre sus usuarios, lo que incitó a que durante toda la jornada en todos los tranvías se colocara una pareja de la Guardia Civil para escoltar a sus conductores y proteger a los ciudadanos. En la calle de Llull los beneméritos mantuvieron un intenso tiroteo con los violentos, en esta ocasión sin víctimas. No obstante, en la provincia el seguimiento de la huelga fue desigual, pues dependió directamente de la actividad de piquetes o de la implantación de la CNT. Sabadell y Santa Coloma se adhirieron a la huelga de forma obligada a consecuencia del estallido de varios petardos que en ambas ciudades destrozaron las conducciones del fluido eléctrico. Algo similar ocurrió en Tarrasa, con la explosión de seis o siete artefactos en la barriada de San Pedro a los pies de las torres que sostenían el tendido eléctrico. 

			En otros lugares del territorio nacional, como Cádiz o Sevilla, los transportes fueron el objetivo de los piquetes. En la capital hispalense las fuerzas de seguridad tuvieron que viajar en los medios de transporte para impedir esos ataques. Los tranvías gaditanos fueron tiroteados desde posiciones elevadas, lo que llevó a la colocación de guardias de asalto en las azoteas para impedir la ejecución de tales disparos. Guardias civiles viajaban en el interior de los tranvías para impedir el asalto y ataque a los usuarios. En la provincia, Sanlúcar de Barrameda y Jerez de la Frontera, ciudades en las que el gremio de viticultores vinculado al anarquismo tenía una especial fortaleza, se sumaron en su totalidad a la huelga general sin que hubiera que reseñar la actuación de piquetes violentos. 

			Las calles de la localidad de Cieza (Murcia) se poblaron de manifestantes frente a la cárcel local solicitando la puesta en libertad de los presos. Al no responder a los requerimientos de que se disolvieran, la Guardia Civil intervino, logrando su objetivo sin víctimas de ningún tipo. Cartagena y La Unión vieron sus carreteras de acceso repletas de tachuelas y clavos para impedir el normal desarrollo de los transportes, pero en eso quedaría la huelga revolucionaria. Sin embargo, en tierras salmantinas, los obreros de Béjar se mostraron más violentos y combativos al declarar la huelga anarquista, solicitando, como en Cieza, la libertad de sus líderes sindicales detenidos por las coacciones a los obreros de las fábricas de tejidos. La Guardia Civil intervino a requerimiento del director de la cárcel, tras comprobar que varios de los manifestantes asaltaban unas ferreterías para armarse con cuchillos y objetos contundentes. Finalmente no tuvo lugar el choque, pero cuando los guardias se retiraban a la casa cuartel los más exaltados asaltaron la sede del Partido Socialista, al que responsabilizaban de la situación de los obreros bejaranos. 

			Entre todos estos sucesos,[111] de poca intensidad en relación con anteriores acometidas, destacaría lo ocurrido en Játiva (Valencia), donde dos guardias civiles terminarían heridos y tres de los huelguistas muertos. Los primeros, bajo las órdenes de su cabo, patrullaban las calles de la localidad por acuerdo de la alcaldía, para impedir las coacciones y de paso realizar gestiones ante el comercio con la intención de que reabrieran sus puertas a los usuarios, sin acobardarse por las amenazas de los piquetes. Uno de estos grupos se abalanzó con armas blancas sobre una de las parejas, compuesta por los guardias Manuel Cantos y Luciano Alamar; el primero sufrió varios cortes en la mano y el segundo heridas en la cara por pedradas, incluida una fractura nasal. Se defendieron con sus fusiles y resultaron muertos Pascual Cuenca, José Agostí Pérez y Enrique Vidal. Otros heridos por impacto de bala fueron Rafael Martínez, a quien le amputaron el brazo por la herida recibida, y Joaquín Balaguer, de pronóstico leve. La llegada de fuerzas del Ejército, desde la capital del Turia y de guardias civiles de la comandancia, junto a dos camionetas de asalto, devolvió la ciudad a una tensa calma tras lo ocurrido. 

			Este conjunto de acontecimientos sociales alejaba a los guardias de su peculiar misión en el mundo rural, al que debía su existencia desde la creación del Cuerpo, en el que no faltaban ocasiones de extremo peligro para sus hombres. Así sucedió en Alcocer (Guadalajara) durante la mañana del 16 de mayo, cuando llegaron noticias al cuartel de que habían llegado a una de las posadas del pueblo unos individuos que infundieron sospechas al propietario por los comentarios que vertían sobre la perpetración de un atraco. Hasta allí se desplazaron los guardias Heliodoro Plaza González y Francisco Sánchez del Real, para identificar a los sospechosos, pero encontraron como respuesta los disparos de las armas que portaban consigo, dejando al primero de los guardias malherido, mientras el segundo fallecía en el acto. El dispositivo establecido para la localización de los asesinos dio su fruto y fueron interceptados al intentar ocultarse en el monte. Tras un tiroteo dos de ellos murieron, mientras herían a otro de los guardias. Los tres delincuentes restantes fueron detenidos. Francisco Sánchez sería ascendido a cabo, a título póstumo.[112]

			Poco tiempo después, el 26 de mayo, al no autorizarse la celebración de una capea en el pueblo de Zarza de la Granadilla, en Cáceres, de nuevo se produjo un trágico suceso. La negativa encrespó a los mozos, que insistían en celebrarla. El alcalde recurrió a la autoridad gubernativa para que le asistiera la Guardia Civil. El teniente Mariano Bardaxi Moreno, destinado en un pueblo cercano, fue requerido para que interviniese en Zarza, y acompañado de varios guardias se presentó para recuperar la normalidad, aunque quiso inicialmente conversar con los exaltados jóvenes para impedir un enfrentamiento. Tras tomar nota del nombre de uno de los más agresivos, este le golpeo en la cabeza al darle la espalda. Acto seguido el teniente recibió un disparo de escopeta que lo dejó mal herido en medio de la plaza. Los guardias esgrimieron sus fusiles y dispararon sobre la zona desde la que creían que había partido el ataque y por lo que huía el agresor, dejando tres muertos entre los vecinos de Zarza. Otros cuatro resultaron heridos de gravedad, uno de ellos también moriría, y fueron trasladados al hospital de Plasencia, junto al teniente, que murió por las heridas recibidas. Solo la llegada del coronel Álvarez Mijanas y el capitán Marzal, jefe de la compañía, pudo impedir una nueva catástrofe de mayores dimensiones.[113]

			El clima de violencia no acabó en la temporada estival. Los graves enfrentamientos entre las fuerzas de seguridad y las clases obreras se reproducían en cualquier punto del país. A mediados de julio un guardia civil era asesinado en una carretera cercana a Jerez de la Frontera. Sus compañeros, el sargento Pereira y el guardia segundo Enrique Amor, al recibir la noticia partieron a la búsqueda de los responsables, pero resultaron atacados por los asesinos del anterior, ya que los estaban esperando apostados en un recodo. Allí murió el guardia Enrique y fue herido el sargento, que salvó la vida tras disparar sobre sus agresores, logrando finalmente alcanzar y detener a uno de ellos que resultó ser un dirigente de la Sociedad de Campesinos: Diego Cobos.

			A tal escenario de conflicto social, protagonizado por la extrema izquierda, comenzaron a sumarse los extremistas de los sectores conservadores, ya abiertamente contrarios a cualquier posibilidad de conciliación y reconocimiento del régimen republicano. Comenzaba el triste protagonismo de los miembros de las incipientes Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalistas (JONS), a los que pronto se sumarían jóvenes militantes en otras organizaciones afines. Uno de los primeros sucesos tuvo lugar en un reparto de su propaganda en el campus universitario madrileño al disparar uno de estos radicales sobre un grupo que le censuraba su actitud, con el resultado de dos estudiantes heridos. Los compañeros de estos declararon una huelga general en la universidad. 

			El gobierno republicano no podía consentir esa creciente y violenta hostilidad entre algunos sectores sociales. Para paralizar su avance y consolidación dictó la Ley de Orden Público, con la abierta intención de atajar contundentemente cualquier atisbo de violencia por parte de los grupos radicales, de cualquier signo político. Entre sus artículos se recogía la expresa protección de los derechos políticos y sociales asegurados por la Constitución, considerando como acto de desorden público aquel que tratare de impedir el ejercicio de tales derechos. La ley atribuía la competencia en tal materia a las autoridades civiles del Ministerio de Gobernación, en detrimento de la intervención del Ministerio de la Guerra. Se establecía que en el caso de que un grupo de personas provisto de armas u objetos contundentes acudiese a una reunión, pudieran intervenir de inmediato, con los avisos e intimaciones pertinentes, las fuerzas policiales. La advertencia constaba de tres avisos, distanciados por periodos de tiempo, para que los manifestantes depusieran su actitud de forma pacífica. Si las intimaciones eran desoídas, una tras otra, o ante la primera los manifestantes continuaban con su actitud y se lanzaban en tumulto contra las fuerzas de seguridad, estas solo estaban obligadas a dar un toque o a disolver de inmediato la manifestación. Ahora bien, si finalmente se llegaba a una agresión con armas, los cuerpos armados podían utilizar las propias para responder al ataque sin previo aviso; pero tenía que quedar suficientemente acreditado el uso de las armas en su legítima defensa, pues en caso contrario podría abrirse un expediente, que en último lugar podía provocar la expulsión del cuerpo del funcionario afectado. Tal contingencia podía suponer un enorme obstáculo en el ejercicio de sus funciones, por el temor a un uso inadecuado de las armas por parte de la policía o la Guardia Civil; aunque, sin duda, suponía una garantía para evitar los excesos o la utilización desproporcionada de los medios policiales. 

			Otro aspecto a considerar en la norma era la aplicación colectiva de responsabilidades por la intervención de alguno de los miembros de cualquier asociación, en nombre de esta o incluso sin tal condición. Era una seria advertencia para que las agrupaciones políticas o sindicales no respaldaran o instigaran actos violentos en las manifestaciones, porque aquello podía suponer la suspensión inmediata de sus actividades, a través de una comunicación urgente a la autoridad judicial en el ineludible plazo de veinticuatro horas.

			 La Ley de Orden Público también reguló el protocolo de actuación de las fuerzas de seguridad para proteger la intimidad del domicilio. Como medida previa a ingresar en un domicilio, el agente siempre debía solicitar el mandamiento judicial de entrada, salvo que desde allí se les agrediera o si la persona era sorprendía en flagrante delito, y se ocultase para evitar su detención. Tampoco era necesario el trámite judicial para prestar auxilio a las personas que allí habitaran o en evitación de un daño inminente y peligroso para su integridad o la de las cosas muebles. Salvo en casos extremos, y solo con declaración de estado de excepción, podría intervenir el Ejército y, en esa ocasión, la autoridad militar reclamaría para sí el control de las instituciones. De no alcanzarse este grado de intervención, las autoridades gubernativas civiles podrían llegar a una situación extrema en la que suspendieran, en plazo limitado, la celebración de reuniones y manifestaciones al aire libre. 

			Las garantías de inviolabilidad del domicilio desaparecían con la declaración de los estados de excepción recogidos en la Ley de Orden Público. Solo era necesaria una firma gubernativa para que los agentes de la autoridad pudiesen ingresar en un domicilio y proceder a su registro sin necesidad de un mandamiento judicial. El requisito de la presencia del dueño o de una persona en quien delegare se mantuvo, no obstante, con la posibilidad de la asistencia de dos vecinos que actuasen como testigos del pueblo. Esta disposición abonaba la posibilidad de que hubiera registros inducidos y orquestados por las autoridades en contra de sus rivales políticos. 

			Si todas estas medidas no resultaban suficientes para terminar con cualquier conflicto de tipo social o reivindicativo que rozase la rebelión contra la República, al gobierno no le quedaba más remedio que declarar el estado de guerra, una vez oídas las autoridades judiciales y militares. Estas últimas asumirían los poderes del Estado de forma provisional, aunque siempre en directa dependencia del gobierno. 

			No cabe la duda de que se trataba de disponer de un instrumento lo suficientemente coercitivo y contundente para evitar la desaparición de la República, a la vista de la deriva de los acontecimientos y la radicalización de las fuerzas políticas y los movimientos obreros. Pero a pesar de tal intención, resultó un fracaso, principalmente por dos circunstancias: primero, porque los gobiernos de todo signo que siguieron al gabinete de Azaña la utilizaron de forma sectaria, con el objetivo de erradicar toda oposición e incluso de eliminar al adversario político; segundo, porque a los extremistas no les importaban las amenazas implícitas en el articulado de la norma, ya que estaban dispuestos a presentar un frente violento en la creencia, en ambos extremos, de que había llegado el momento idóneo para implantar la idealizada sociedad que en los dos casos se acercaba, tristemente, a soluciones autoritarias.

			Resulta interesante contemplar, a la vista de los acontecimientos provocados por los de un signo o del otro, cómo el recurso a la violencia había sido utilizado, o al menos justificado, por todo el arco político republicano; unos alegando la defensa del régimen o de los intereses de clase; otros, la posibilidad de la implantación de regímenes totalitarios, por lo que puede afirmarse que el ejercicio de esa violencia «consustancial» no fue propiedad de las izquierdas ni de las derechas, ya que en esa presunta legitimidad de la violencia política se «entrecruzan intereses, frustraciones, identidades, presiones sociales, imaginarios colectivos, mitos, valores, discursos, temas culturales, costumbres en común, hábitos cotidianos, sistemas de creencias o concepciones del mundo»,[114] lo que nos indica que un pueblo que comparte idénticos objetivos futuros y un pasado común no puede ser muy diverso en el comportamiento político, a pesar de la distancia de las opciones políticas. 

			Cercano a estos acontecimientos se vislumbraba el fin del periodo controlado por la conjunción republicano-socialista. Lo que podía parecer un horizonte de estabilización frente a las profundas reformas se transformó para la Institución en una serie de sucesos sangrientos que calaron, como en pocos periodos a lo largo de su historia, alineando a un amplio sector de sus hombres en posiciones contrarias a lo que podía suponer para su integridad la deriva del régimen.
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			2. El BIENIO RADICAL-CEDISTA. LA ALTERNANCIA EN LA REPÚBLICA

			Transición en la llegada al poder de los conservadores

			Avanzado el verano de 1933, la coalición gubernamental tuvo que afrontar de nuevo las consecuencias de un sangriento choque entre manifestantes y la Guardia Civil, una vez más en tierras extremeñas. Fue en Miajadas, provincia de Cáceres. Durante la mañana del 20 de agosto, una manifestación organizada por el Partido Socialista pasó frente a la iglesia parroquial justo en el momento que salían los parroquianos de misa. Poco antes, habían expulsado a los miembros del casino de la población, y estos se habían refugiado en el templo. Los manifestantes intentaron penetrar en la iglesia con el correspondiente choque con los vecinos que asistían a misa. Se reclamó la intervención de la Guardia Civil, que se trasladó con varias parejas. Fueron recibidos con pedradas e insultos, y con un disparo de escopeta que precipitó los acontecimientos. Sobre sus calles quedaron tres manifestantes muertos y cinco heridos de diversa consideración, todos abatidos por los fusiles de los guardias.[1]

			Aunque este clima de tensión social preocupaba, en esas fechas la principal inquietud para el gobierno fue la declaración de la huelga general en la minería asturiana, dirigida por el Sindicato Unido de Mineros (SUM), aunque tras esa central sindical estaba la UGT, lo que suponía la ruptura con el sector más radicalizado del socio socialista. El motivo en esta ocasión era la protesta contra los precios del carbón acumulado en los almacenes, no contra decisiones de la patronal. La convocatoria provocó serias disensiones entre los grupos obreros, porque algunos consideraban que todavía no estaban preparados para enfrentarse a los empresarios mediante la huelga general y otros, sin embargo, querían lanzarse al enfrentamiento más radical. Así pensaba el Sindicato Único de Obreros Mineros de Asturias (SUOMA). 

			Como en otras ocasiones el anarquismo, que había fracasado en anteriores apuestas violentas para fagocitar al régimen republicano, se desvinculaba de las alianzas obreras. A través del comité regional, la CNT prohibía secundar la huelga dirigida por los sindicatos socialistas. Pero a pesar de la falta de coherencia entre las bases sindicales el día 4 fue declarada la huelga general en la cuenca minera, con un nivel de participación cercano al 90 por ciento. A los cuarteles de la Benemérita llegaron órdenes de alerta y de movilización ante la perspectiva de la radicalización del conflicto. Comenzaba a gestarse un clima de enfrentamiento continuo entre la minería y el gobierno republicano. Los datos oficiales de los mineros que se declararon en huelga en la cuenca hullera son elocuentes. En esos primeros días la participación masiva empujó a mineros afiliados a sindicatos anarquistas a desobedecer las órdenes y consignas recibidas y colaborar con el desarrollo del paro. Los que no la secundaron fueron considerados esquiroles, y en una sociedad tan cerrada como la de las cuencas hulleras esa denominación era un perfecto sinónimo de segregación y casi de destierro. 

			Los proyectos de reforma gubernamentales, en especial los referentes a la autonomía catalana, avanzaban a un ritmo desigual. Por lo que afectaba a la Guardia Civil, según los dictados del Estatuto, con fecha 30 de agosto se dispuso por el Consejo de Ministros el traspaso de los servicios de orden público a la Generalidad de Cataluña. Desde el punto de vista legal era inapelable, pero la trascendencia de la medida y su repercusión política no escapaba a nadie: la Guardia Civil, en esa región, pasaba a depender de las autoridades autonómicas. Si bien, por motivos de organización, el traspaso no se haría realmente efectivo hasta los inicios del año siguiente.

			También se desarrollaban luchas internas por el control de las centrales sindicales, como el conflicto sostenido el día 2 de septiembre entre cenetistas y faistas en una fábrica barcelonesa. Un grupo de obreros fue obligado a abandonar el local por varios anarquistas que les amenazaban con sus pistolas. A la salida de la fábrica, quedó herido por arma de fuego el fogonero de la fábrica, con pronóstico grave. La llegada de unos guardias de asalto impidió que más hombres resultaran heridos. Otro conflicto similar tuvo lugar el día 18, con el asalto a una fábrica de pan en la capital catalana. Un grupo de desconocidos se presentaron como delegados de la comisión mixta del ramo de la panadería e hirieron a uno de los panaderos. Amenazaron con las armas al resto de los obreros, obligándolos a que se introdujeran en la cámara frigorífica, para colocar varias bombas por el local, en cada uno de los hornos de la panadería. Dos de los artefactos causaron graves daños en la industria. El resto no estalló. Al ruido de las bombas, llegaron fuerzas de la Guardia Civil y de la Guardia de Seguridad, quiénes sacaron a los obreros de la cámara frigorífica.

			La inseguridad ciudadana se enquistaba en la sociedad española como una enfermedad endémica. En Antequera asesinaron al dueño de un cortijo, Juan Sánchez Arroyo, y a un señor llamado Manuel Soler. Presuntamente el asesino era Teodoro Navas, extremista de la población, quien con un hacha en la mano se dirigió al cortijo La Alameda y sustrajo una escopeta de dos cañones con la que se encaminó a la finca de Juan Sánchez Arroyo, en la que existía una fábrica de harinas. Por el camino encontró al obrero Manuel Soler, y sin mediar palabra, le disparó y posteriormente lo apuñaló. Al llegar a la finca, encontró a la nuera del dueño, Dolores Núñez, sobre la que también disparó y dejándola gravemente herida. Luego hizo más disparos sobre Sánchez Arroyo, matándolo y escapando inmediatamente al monte. Aunque la Guardia Civil salió en persecución del asesino, no lo pudo atrapar. En otro rincón del país, Denia (Alicante), los guardias civiles tuvieron más suerte al poder detener a José Cabrera, un sicario contratado para asesinar a un concejal del pueblo, por la cantidad de 2.500 pesetas, que cobró por anticipado, y otras 375 que recibiría a la finalización del encargo. Finalmente no se decidió, pero se le halló entre sus ropas una carta en la que confesaba a su madre el crimen que iba a cometer.

			A tales sucesos, como factor desbordante de la sensación de inseguridad en el final de aquel verano, ha de sumarse lo ocurrido en las calles de Sevilla a mediados de septiembre, cuando unos atracadores le robaron la recaudación al cobrador del Mercado Central y ante la llegada de unos guardias civiles vestidos de paisano, que acudían en su auxilio, dispararon sobre estos causando graves heridas a uno de ellos, el capitán León Gil Palacios, que finalmente falleció en el hospital al que fue trasladado.[2] Uno de los atracadores, Rogelio Martínez, también resulto herido grave en el intercambio de disparos con los guardias, mientras una bala perdida impactaba sobre una sevillana que caminaba ajena al suceso. 

			En tal estado de cosas, la situación política se complicó con la aparición de una agrupación política que se escoraba abiertamente hacia la extrema derecha, gestante de soluciones totalitarias, al estilo del fascismo italiano. El 29 de octubre, se celebraba el acto que puede considerarse de fundación de Falange Española, en el Teatro de la Comedia de Madrid. El hijo del anterior dictador, José Antonio Primo de Rivera, se presentaba ante la opinión pública como la solución a adoptar a la vista de los acontecimientos. Bien pronto comprobaría que el discurso de la violencia engendraba una respuesta en tal sentido. El día 2 de noviembre, en Daimiel (Ciudad Real) era abatido José Ruíz de la Hermosa, un joven que había militado en el proyecto de las JONS desde 1931, por las heridas que con garrotes le propinó un grupo de radicales socialistas mientras se celebraba un mitin de este último partido. Agotado el gobierno por la sucesión de los conflictos, rotas sus relaciones con los socialistas sin apoyos en la Cámara, convocaba elecciones para el mes de noviembre de 1933. El primer bienio había llegado a su fin. 

			

	




La victoria de los conservadores

			En el proceso de análisis de la incidencia de los acontecimientos históricos del nuevo bienio resulta ineludible, en primer lugar, realizar una ligera descripción de las características de la nueva fuerza política que va a protagonizar la vida política española. La derecha católica a duras penas había logrado organizarse a través de una coalición de partidos, a la que se conocerá con la denominación de Confederación Española de Derechas Autónomas (CEDA), que pudo finalmente transformarse en una poderosa organización política respaldada por una ingente masa de propietarios agrícolas, pequeña burguesía y funcionariado. Adoctrinados por Herrera Oria en el catolicismo social y presididos por una doctrina política que se resumía en «religión, patria, familia, orden, trabajo y propiedad», se hallaban liderados por el abogado salmantino José María Gil-Robles. El principal problema para cohesionar a tan dispares elementos era la falta de homogeneidad en sus planteamientos, por lo que el catolicismo resultaba quizá el factor aglutinador primordial de los diversos partidos y opciones que formaban parte de la coalición. 

			El resultado de las elecciones sorprendió a la joven República. Los españoles se decantaban por una opción política conservadora frente a los proyectos de izquierdas del anterior bienio. El Partido Radical de Alejandro Lerroux, posicionado en el centro político republicano, se hacía con el poder gracias al apoyo parlamentario de la mayoría obtenida por la coalición liderada por Gil-Robles, cuya estrategia política se estructuraba en una serie de fases diseñadas hasta alcanzar definitivamente el poder. En primer lugar habría un proceso de apoyo parlamentario a gobiernos en minoría, sustentados en esta ocasión por los órganos políticos del Partido Radical, que en compensación tendría que aprobar un programa mínimo revisionista del bienio anterior. Tras este proceso, la coalición conservadora pasaría a controlar la máquina parlamentaria, y con ello se abordaría la realización de una revisión total de la política del anterior bienio, destruyendo la labor reformadora acometida por republicanos de izquierda y socialistas. Finalmente, con el control de la Cámara, de forma gradual, los miembros cedistas irían ocupando carteras ministeriales hasta que se exigiera la constitución de un gabinete presidido por Gil-Robles.[3]

			Para la Guardia Civil, sin embargo, resultaba una atractiva alternativa tras los derroteros del primer bienio, toda vez que los planteamientos políticos e ideológicos de la nueva coalición conectaban con la esencia de la Institución: tradición, religión y autoridad. Si por alguna línea política republicana se podía decantar la Guardia Civil, sin duda, era por el programa planteado por la CEDA. Pero tal esperanza pronto se vio abocada al fracaso porque el extremismo de la oposición impediría un desenlace pacífico del proyecto de paralizar el paquete de reformas del anterior gobierno.

			

	




La tercera acometida anarquista. Diciembre de 1933

			Se iniciaba el último mes del año con el estallido de varias bombas en Barcelona, cuyos estruendos se transformaron en un triste presagio de lo que iba a ocurrir en posteriores días. Tal era el clima de agitación que el propio gobierno de la Generalidad solicitaba la declaración del estado de prevención en la región catalana, incapaz de afrontar la situación apelando a la concordia entre los diversos actores sociales. 

			El resultado de las elecciones de noviembre nunca fue aceptado por la izquierda, y en esta negación, como era de esperar, destacaron los anarquistas, consecuentes con la idea de que su propia abstención había posibilitado la llegada al poder de las fuerzas reaccionarias. Dentro de ese proceso de autoafirmación de su carácter revolucionario ante el resto de las fuerzas políticas de la izquierda se puede comprender la proclamación de la huelga insurreccional llevada a cabo por la CNT/FAI entre el 5 y el 15 de diciembre. Un nuevo movimiento con idéntico perfil virulento y sangriento que en anteriores ocasiones, que se cebó de nuevo en poblaciones y ciudades de Cataluña, Madrid, Andalucía, Castilla, Valencia y Aragón. Esta acometida anarquista suponía de nuevo un intenso peligro para la vida e integridad de los hombres de la Guardia Civil, toda vez que el objetivo primordial en numerosos pueblos fue el asalto de la casa cuartel, sin escatimar en armas y explosivos, con el riesgo añadido de la presencia de las familias entre aquellas paredes.

			Rico Avello, ministro de la Gobernación, con cierto conocimiento de la elevada violencia desplegada, ordenaría a los gobernadores civiles una respuesta contundente: 

			El movimiento revolucionario se propone ejecutar violencias, sabotajes y atentados que les tengo advertidos y también asaltar cuarteles e incendiar depósitos de gasolina y polvorines. Redoble vigilancia y previsiones. Prevenga jefes militares que las adopten igualmente y actúe, caso de producirse con la máxima serenidad y la energía máxima, conteniéndolo y sofocándolo de manera fulminante, con humanidad, sin crueldad, pero también sin flaqueza.[4]

			El inicial estallido revolucionario comenzó a tomar forma en las tierras aragonesas. Lo protagonizó en las calles de Barbastro el comité revolucionario, y fue liquidado gracias a las gestiones del capitán de la Guardia Civil Rafael Fernández de la Vega, durante las primeras horas de la madrugada del 8 de diciembre, tras detener a los principales dirigentes de la revolución en la localidad y posibilitar la localización de un depósito de armas a punto de ser distribuido entre los revolucionarios. Antes de esta intervención tuvo lugar un enfrentamiento con los extremistas, con la desgraciada muerte del guardia Adolfo Pérez Salcedo y de uno de los anarquistas, Alejandro Castas. En otros lugares, como Albalote de Cinca, el intento de tomar el puesto se saldó con varios heridos entre los contendientes, guardias y revolucionarios, sin tener que lamentarse ninguna muerte entre las filas de los beneméritos, si bien uno de los atacantes pagó con su vida el intento de asalto.[5] El capitán Fernández de la Vega dirigió las operaciones en los enfrentamientos de Villanueva de Sigena y Sariñena, con intenso intercambio de disparos, sin que hubiera víctimas mortales. Pero en el asalto al cuartel de Alcalá de Gurrea fue alcanzado letalmente el guardia Argimiro Ibáñez Navarro. El resto de sus compañeros pudieron resistir entre aquellas paredes hasta la llegada de las fuerzas de refresco al mando del alférez Ayate. 

			Como en el caso anterior, la tenacidad de los guardias tuvo éxito en la defensa del puesto de Bellver de Cinca, que lograría resistir durante varias horas los ataques de quienes con toda claridad los superaban en número. Calatayud, por su lado, tuvo varios incidentes, con los incendios de algunos edificios religiosos, que no pudieron evitarse a pesar del esfuerzo de los guardias civiles y de los guardias municipales, pues el jefe de este Cuerpo, Vicente Ibáñez, y el capitán de los primeros, Bermúdez de Castro, quien recibió dos impactos en el plexo solar, quedaron gravemente heridos. 

			Zaragoza no fue ajena a la proyectada y sofocada revolución anarquista. En la capital el objetivo, sin embargo, era cortar las principales comunicaciones, especialmente las que se mantenían con la ciudad condal. Los piquetes coactivos actuaron con virulencia y las amenazas surtieron efecto, pues el comercio secundó la huelga. Otros hombres se dedicaron a incendiar iglesias y conventos como San Miguel, San Nicolás, los Capuchinos y el Seminario de San Carlos, para posteriormente, con sus pistolas impedir que los bomberos realizaran su labor. Cuando las fuerzas policiales se acercaban para reprimir a los insurrectos fueron «paqueados» desde las alturas aledañas. Una pareja de guardias civiles, desde la torre de la Magdalena, pudo finalmente paralizar el ataque de los francotiradores. Varios revolucionarios, mientras tanto, murieron en los enfrentamientos con la Guardia de Asalto por las calles zaragozanas. Este cuerpo policial también se encargó de la conducción de los tranvías con el auxilio de ingenieros. Ningún vehículo podía circular por las calles de Zaragoza sin el salvoconducto de los anarquistas, de tal forma que hasta los médicos llevaban rótulos visibles indicativos de su profesión para evitar alguna desgracia. 

			Mientras esto ocurría, el enfrentamiento con las fuerzas de seguridad se trasladó a los barrios marginales de la capital, y en uno de ellos, el de las Delicias, fue herido de gravedad el capitán de la Guardia Civil Calixto Zabal Cervera, al intentar desmantelar un depósito de armamento clandestino, compuesto por algunas ametralladoras y centenares de pistolas, fusiles, peines de munición e incluso explosivos dispuestos para su uso. En Daroca el guardia civil Juan Martín Torrijo caía gravemente herido al intentar proteger el cuartel de un ataque con bombas. Tal era la gravedad de la situación que el gobernador civil, Ordiales, ordenó la colocación de reflectores en la capital para evitar la acción de los francotiradores que se auxiliaban de la oscuridad reinante, y suspendió al alcalde por su lenidad en la respuesta ante los ataques revolucionarios. 

			Por el resto de la región, la acometida anarquista tuvo un especial seguimiento en aquellos lugares que controlaba la FAI. En Teruel, la casa consistorial de Castel de Cabra sufrió el ataque de los revolucionarios, resultando incendiada y casi destruida. La Guardia Civil en esta provincia tuvo su particular sufrimiento en las calles de Alcorisa, localidad en la que quedaría ciego por un disparo el guardia Agustín Mengod, al tratar de defender la casa cuartel. En Mas de las Matas varios guardias resultaron heridos y apresados, para ser posteriormente liberados por las fuerzas de la comandancia.

			Lejos de Aragón, Villanueva de la Serena, en Badajoz, protagonizaría uno de los acontecimientos más angustiosos para la Guardia Civil, pues en el intento de desalojar la Caja de Reclutas donde se habían hecho fuertes los rebeldes cayeron mortalmente heridos el sargento comandante del puesto, Carlos Redondo Vázquez, y el guardia Apolinar Gutiérrez Blázquez, además de resultar gravemente herido el corneta Gabriel Espada.[6] Todo ocurrió cuando un sargento de la mencionada unidad, la Caja de Reclutas N.º 7, llamado Pío Sopena, tristemente ya conocido por las fuerzas de seguridad por haber estado inmerso en una célula comunista dentro del Ministerio de la Guerra, entró junto a quince paisanos en el edificio, tras errar en el intento de tomar un convento. Dentro del edificio, se hicieron fuertes, haciendo real la amenaza de disparar a todo miembro de las fuerzas del Cuerpo de Seguridad que intentase convencerlos para que desistieran de su actitud. 

			A la vista de esa situación, se presentó en las inmediaciones del edificio una patrulla de la Benemérita, compuesta por los guardias Gutiérrez y Espada, junto al sargento Redondo, que se acercó confiada en la posibilidad de lograr una resolución pacífica. Sin mediar intimación alguna los guardias fueron tiroteados y como consecuencia de los disparos Gutiérrez murió casi de inmediato, mientras Espada cayó gravemente herido. El sargento regresó al cuartel, a pesar de haber resultado herido levemente en esa primera descarga, para solicitar refuerzos. Enseguida retornó, esta vez con el apoyo de todos los miembros del puesto. Para su desgracia, apenas incorporado al dispositivo un disparo le impactó y fue herido de muerte. Con la certeza de que resultaba imposible desalojar a los sublevados, los hombres que quedaban solicitaron el auxilio de fuerzas de la comandancia, que acudieron a Villanueva junto a soldados de Infantería, bajo el mando del coronel del Tercio José Fernández Álvarez-Mijares. Tras las intimaciones oportunas la Caja de Reclutas fue bombardeada con un mortero, y ello posibilitó el asalto de los guardias civiles, que entraron en el reducto con las bayonetas caladas. Solo hallaron entre los escombros los cuerpos de siete revolucionarios y el del sargento Sopena. 

			En la limítrofe provincia extremeña, Fuenmayor se sumó a la revolución esa mañana de diciembre con la publicación del siguiente bando revolucionario: «Acaba de implantarse el comunismo libertario en toda la Península Ibérica; y todo aquel que no obedezca al nuevo régimen será fusilado o deportado, en su caso.- El Comité».[7] Mientras tanto, un grupo rodeaba la casa cuartel e intimidaba a los guardias para que entregasen el puesto, a lo que se negaron, y ello posibilitó un duro intercambio de disparos. Tras varias horas, los hombres fueron liberados por fuerzas de la compañía, sin que hubiese que lamentar, en esta ocasión, víctima alguna por ninguno de los dos grupos contendientes, salvo un guardia herido leve. No ocurrió lo mismo, sin embargo, en Navalmoral de la Mata, pues allí sí resultó herido muy grave el cabo de Caballería Francisco Recio Ávila. Tras restituirse el orden en la población fueron incautadas una treintena de bombas de mano, de enorme potencia; siete pistolas, varias escopetas y un centenar de cartuchos para pistola. Solo se logró detener a tres de los cabecillas de la revuelta. 

			En la región levantina, la labor de la Guardia Civil resultó crucial a la hora de desmantelar la revolución anarquista, no sin tener que sufrir en sus filas numerosas bajas.[8] En varias localidades, como Burriana, Bugarra y Onteniente, fueron localizados numerosos depósitos de explosivos, a costa de las bajas de algunos guardias que resultaron heridos en el intento. Pero el suceso de mayor repercusión en esta zona fue el descarrilamiento del expreso Barcelona-Sevilla en la madrugada del día 9, entre las estaciones de Bucal y Puzo. Habían levantado los raíles, lo que provocó una veintena de muertos. Los guardias civiles de la demarcación se sumaron a los vecinos de las localidades cercanas para auxiliar a los heridos que se encontraban bajo el amasijo de hierros del ferrocarril. 

			Andalucía, de nuevo, se mostró como uno de los baluartes del anarcosindicalismo. En la mañana del día 12 de diciembre la campiña gaditana recobraba su violento protagonismo con los ataques realizados con arma de fuego sobre unos guardias municipales en Jerez de la Frontera, incidente que se saldaba con tres funcionarios heridos muy graves, y un paisano malherido cuando intentó auxiliar a uno de los anteriores. No lejos de ahí, en una carretera de acceso a la ciudad jerezana, una pareja de la Benemérita fue tiroteada por un piquete coactivo, mientras en Puerto Real se intimidaba con amenazas a los campesinos que para que secundaran la huelga general. 

			Córdoba se sumó al levantamiento ácrata con una singular participación. Varios artefactos explosivos estallaron en algunos edificios de la capital, con algunos enfrentamientos con las fuerzas de asalto. No obstante, sería la ciudad de Bujalance, durante la jornada del día 11, la que protagonizaría un doloroso desenlace.[9] En el intento de asalto al ayuntamiento y la iglesia resultaron heridos los tenientes del Cuerpo Federico Gómez Cota y Agustín Rubio Sanjuán. Se procedió a la detención de alrededor de unos cincuenta extremistas, pero no sin tener que lamentar el fallecimiento del guardia Félix Vofeggusen Herenchuz, con destino en Montoro, que había sido comisionado por la compañía para acabar con la revuelta en Bujalance. También resultaron heridos de diversa consideración el guardia Telesforo Ventura y el trompeta Argimiro Arroyo. Un par de días después de estos sucesos, cuando parecía que la calma se había impuesto, se produjo un nuevo intercambio de disparos con un grupo de revolucionarios, que se habían parapetado en las azoteas de algunas de las casas de la población. Los guardias tuvieron que utilizar hasta bombas de mano para desarbolar la tenaz resistencia que ofrecían desde las alturas. Entre las paredes de los edificios que quedaron destrozados por la acción de las granadas aparecieron seis cadáveres, uno de ellos el de un patrono local que quiso ayudar a los guardias. Murió igualmente un niño de nueve años, por una bala perdida. Al final se pudo detener a diecisiete de aquellos resistentes insurrectos. Pero no acabó aquí la tragedia de Bujalance, pues en el traslado de un grupo de detenidos, en la noche del 14, en un dispositivo ordenado por el jefe de comandancia, a las órdenes del teniente Pérez Leal, los guardias fueron tiroteados por un grupo de anarquistas que los esperaban apostados en una cuneta, a la altura del kilómetro 64 de la carretera que unía la localidad con la capital. Uno de los detenidos pudo librarse de sus ataduras y golpeó al conductor, provocando un desconcierto que fue aprovechado por otros para saltar del camión en el que se producía el traslado. La llegada del alba mostró los cadáveres de dos de los huidos, que habían recibido impactos por arma de fuego, con la sorpresa, tras la preceptiva autopsia, de que eran de armas cortas, que en ningún momento habían utilizado los guardias. Es decir que, en la noche, cayeron víctimas de los disparos de sus propios compañeros. 

			La provincia granadina se pronunció también a favor de la revolución anarquista. En esta ocasión adquirió el mayor protagonismo la localidad de Pinos Genil, en la que un potente artefacto estalló destrozando la fábrica de electricidad. La Guardia Civil pudo detener a diez individuos, a los que intervinieron varias pistolas, revólveres, munición, armas blancas y paquetes de dinamita, junto a latas de gasolina para continuar con los estragos en la localidad. En Montefrío una de las parejas beneméritas tuvo que refugiarse en un domicilio para defenderse del ataque al que fue sometida por varios individuos, sin tener que lamentar víctimas entre los contendientes. En otros lugares de Andalucía, como Bollullos, en la provincia de Huelva, la actuación preventiva de la Guardia Civil pudo impedir el estallido de la preparada revolución. El cabo comandante de puesto, junto a los guardias de la unidad, logró desmantelar el comité revolucionario, ocupándoles varias armas y explosivos preparados para su uso. Algo similar ocurrió en la Palma del Condado, donde se encontró un depósito de veintitrés bombas.

			No fueron los únicos territorios implicados. Muestra del alcance del envite anarquista fue la dispersión de los disturbios por toda la nación, si bien en tierras gallegas se percibió una mayor participación de elementos vinculados a la UGT. En Coruña, el estallido simultáneo de varios artefactos dejó sin electricidad a numerosos barrios de la capital gallega. No muy lejos de allí, en la ermita románica de Elviña, que resultó calcinada, se produjo un enfrentamiento con guardias de asalto que intentaban impedir el incendio del edificio, con el resultado de un muerto entre los atacantes. Fue Tomás Longueira, de apenas dieciocho años de edad. Pero para los de asalto el desenlace más trágico tuvo lugar al intentar detener a los asaltantes de un polvorín, pues el resultado fue la muerte del guardia Sabino Fouce y las graves heridas de otros dos compañeros. En la vigilancia de la red de ferrocarriles, para evitar sabotajes, resultaron heridos por parte de la Guardia Civil el cabo Benito Recio Fernández y el guardia Julián García García. 

			Otro lugar que se sumaría con extrema virulencia a la huelga fue la provincia de León. El despliegue de los guardias civiles tuvo como objetivo, generalmente, la protección de sus acuartelamientos y de los ayuntamientos, aunque no siempre pudieron impedir los ataques, como en Cacabelos, donde fueron heridos dos pequeños, hijos de los guardias del puesto. Uno de los lugares afectados por la revolución fue Vega de Espinareda, cuyo cuartel fue bombardeado con el resultado de dos guardias heridos de gravedad. Tras tomar el edificio, los insurrectos se apoderaron del resto de las armas y tomaron prisioneros a los que quedaron ilesos. El puesto pudo ser liberado por fuerzas desplazadas desde de la comandancia. 

			El desenlace más trágico de la provincia de León tuvo lugar en Sabero, con la muerte de un sargento de la Benemérita y de cuatro de los asaltantes, además de resultar gravemente herido uno de los agentes y varios rebeldes. Todo ocurrió tras el intento de los guardias de reducir a un grupo que se había parapetado en una vivienda de la localidad, con la correspondiente intimación a la rendición y entrega de sus armas. La respuesta fue una descarga cerrada sobre los beneméritos, que respondieron con sus fusiles, provocando uno de los muertos citados anteriormente. Varios de los revolucionarios lograron huir y ocultarse en una iglesia, ocupando posiciones en el coro de la misma. El intento final de derribar esta resistencia produjo el funesto balance de víctimas.

			En Asturias, la labor de la Guardia Civil, junto a los guardias de asalto, favoreció el control de la intentona revolucionaria. La ciudad en la que tuvo un mayor seguimiento fue Gijón, donde se pudo poner al descubierto la trama de la insurrección, procediéndose a la ocupación de un arsenal de bombas y explosivos, así como la detención de los principales implicados. En La Felguera, mientras tanto, fueron detenidos seis implicados en la colocación de explosivos en un ferrocarril.

			Cataluña, vinculada desde antaño a las reivindicaciones anarquistas, también participó en la tentativa de diciembre. En la capital, guardias civiles y de asalto se concentraron en sus acuartelamientos a la espera de acontecimientos. No obstante, intervinieron en la detención de cabecillas, como Durruti, para abortar la intentona antes de que se produjera. Pero a pesar de las previsiones, proliferaron los enfrentamientos en las calles de Barcelona. Una pareja de guardias civiles fue atacada en la Barriada de las Corts, resultando herido el guardia José Hernández Barrientos. No lejos de allí, en la calle Llacuna, otro guardia, Francisco Zallás, fue alcanzado con un disparo en el muslo cuando trataba de proteger un transformador de electricidad. De más triste secuela, no obstante, fue el ataque contra los guardias de asalto, en el que uno de ellos, Felipe Vega, cayó muerto por los disparos que un grupo de anarquistas realizaba desde las ventanas; otro guardia, Mariano Blázquez, también resultó malherido en el tiroteo. Avanzada la jornada del día 8, comenzaron a estallar varios artefactos por la ciudad. Uno de ellos, colocado junto al parque móvil de la Jefatura de Policía, provocó numerosos desperfectos y la salida de los agentes, a los que esperaban los anarquistas apostados en las viviendas anexas, que provocaron varios heridos entre ellos. Otro artefacto estallaba en la calle Mallorca, junto a unos depósitos de gasolina. Podía haber provocado una verdadera masacre entre los vecinos. 

			En los pueblos cercanos a la ciudad condal los enfrentamientos se reprodujeron con idéntica crudeza. Hospitalet fue testigo del intento de incendiar una fábrica, pero gracias a la intervención de los guardias el asalto fue un fracaso. No pudieron evitar, no obstante, que los anarquistas tomaran el consistorio, lugar en el que se hicieron fuertes, que fue finalmente desalojado, no sin que hubiera heridos entre los beneméritos, que pudieron asaltar el edificio a costa de su integridad física. En la Riera Blanca, un día después, en la jornada del 9, otra pareja de guardias civiles fue atacada, con el resultado de graves heridas del cabo Ildefonso Rodríguez, mientras ese mismo día en Olesa de Montserrat otra pareja, compuesta por los guardias Ángel Navarro y Eusebio Sáez, fue agredida cuando intentaban proteger una línea de conducción eléctrica. Los dos miembros de la pareja resultaron heridos, pero en su defensa causaron un muerto y varios heridos.

			Los sucesos de mayor entidad tuvieron lugar durante la jornada del día 10 en la capital barcelonesa, tras el intercambio de disparos entre anarquistas y guardias civiles, con un resultado más adverso para los agentes. Un disparo alcanzó la cabeza del capitán José León González en los enfrentamientos sostenidos en las calles del Prat de Llobregat y sufrió graves heridas el guardia civil de Caballería Antonio Muñoz Morato. En la barriada de Sans, la casa cuartel fue casi destruida por unos artefactos colocados para hacer salir de sus parapetos a los guardias que se defendían entre sus paredes. Un grupo de anarquistas los esperaba para atacarlos en el abandono del edificio. Dos de los guardias, Francisco Jordán y José Mesa, quedaron gravemente heridos, muriendo Jordán a las pocas horas del ataque. Otro guardia, José Jordá, caería herido en el ataque a la casa cuartel de Pueblo Nuevo, mientras intentaba defenderse junto a sus compañeros del sitio al que los habían sometido los revolucionarios. Y no fue el último, el capitán del Cuerpo Calixto Zabalo también quedó herido por el impacto de un proyectil cuando intentaba acceder a la Plaza de la Libertad. En ese clima de desconcierto, casi medio centenar de condenados se fugaron de la Cárcel Modelo. Los días posteriores a la revuelta fueron de denodada búsqueda de los huidos por parte de la Guardia Civil. Finalmente lograron interceptar a veintiséis de ellos, no sin antes mantener un breve tiroteo con los guardias, uno de los cuales resultó herido de cierta gravedad. Tras intensas pesquisas, se pudo detener a otro grupo de cinco fugados, y posteriormente a seis más.

			Barcelona no monopolizó el movimiento anarquista en tierras catalanas, porque en la provincia tarraconense se reprodujeron los enfrentamientos con las fuerzas de seguridad. El día 12, en Flix, tras un tiroteo entre la Guardia Civil y un grupo de anarquistas, estos pudieron alcanzar los bosques cercanos para guarecerse en ellos, a pesar de la persecución que iniciaron los guardias, que, ante la imposibilidad de detenerlos, regresaron al pueblo donde les esperaba otro grupo para atacarles, creyendo que los podían sorprender, con el balance final de un anarquista muerto.

			Para la Guardia Civil el tercer levantamiento anarquista adoptó tintes de tragedia en tierras alavesas y riojanas. En Labastida (Álava), los revolucionarios recorrían la población requisando armas para tomar el cuartel de la Guardia Civil, argumentando que se había declarado el comunismo libertario en todo el país. Con tales instrumentos, el edificio fue cercado, tras ser rociado con gasolina, y amenazados los guardias con pegarle fuego, con ellos dentro, si no se rendían de inmediato.[10] Los beneméritos se negaron rotundamente a entregar el cuartel y comenzó un intenso tiroteo, con tal suerte que uno de los guardias, Pedro Garrido López, que se asomó inconscientemente a una de las ventanas, recibió un certero disparo en la cabeza que lo dejó fulminado en el suelo. También resultó herido el sargento Nicolás López, en su desesperado intento de organizar la defensa. Ante tal disposición, otro de los guardias, Gallego, en un acto heroico pudo llegar hasta el médico del pueblo para que se trasladara a auxiliar a los compañeros heridos. El facultativo, no sin cierto riesgo para entrar en el cuartel, solo pudo certificar la muerte de Garrido, de apenas veintidós años. La resistencia continuó con la dotación del puesto compuesta por el cabo Matías Casi Suso y los guardias Antonio Val Bravo, Gaspar Casi Suso, Herminio Fernández Díaz, Antonio Sánchez Rodríguez, Marciano Porras Martínez, Bernardo Borinaga Orianin y Miguel Zubia y Ruiz Angulo, que se batieron extenuados hasta que finalmente fueron liberados por los compañeros procedentes de la comandancia. Las detenciones posteriores se extendieron a varias docenas de implicados en el asalto, la mayor parte de ellos comprendidos entre los diecisiete y los treinta y cinco años, a los que les ocuparon las armas de fuego y explosivos dispuestos para ser utilizados. El entierro del joven Garrido tendría lugar en la capital alavesa, presidido por el gobernador civil de la provincia.[11]

			Esa misma virulencia se abatió sobre otras localidades dispersas por La Rioja. En San Vicente de la Sonsierra, ocurrió algo parecido, con incautación de armamento, incendio de edificios religiosos, proclamas de declaración del comunismo libertario y asalto al cuartel de los beneméritos. El sentido de la declaración no ofrecía ningún tipo de dudas: 

			Se hace saber: 

			Primera. Habiéndose implantado el comunismo libertario en toda la Península, desde el día de hoy queda abolida en absoluto la propiedad privada en esta localidad y asimismo en absoluto la moneda; no se podrá comprar nada de artículos, ni comestibles, ni hacer compras de ningún género.

			Segunda. Todo vecino que tenga armas de todas las clases como pistolas, revólveres, escopetas y municiones que las entregue en el término de dos horas en el local destinado a Comunismo libertario libre.

			Tercera. También se hace saber que todos los vecinos que no las entreguen se les registrarán las casas y sufrirán las consecuencias. También se advierte que el que quiera afiliarse al Comunismo libertario libre puede hacerlo en el término de dos horas. 

			El Comunismo libertario libre.[12]

			Frente a este edificio cientos de lugareños amenazaban a los guardias con sus escopetas, intimándolos a la rendición, circunstancia a la que se negaron abiertamente. Había un problema añadido: a los cinco guardias del puesto los acompañaban sus familias. Las primeras andanadas de disparos no los doblegaron y los asaltantes decidieron entonces incendiar el cuartel. Un oportuno aviso les puso al corriente de tales intenciones, y el cabo comandante del puesto decidió que las familias abandonaran el edificio por la parte trasera, con la escolta de dos guardias, mientras él y los dos que quedaban les cubrían en tan desesperada salida. Advertida esta partida, los sitiadores enfocaron sus puntos de mira hacia el grupo, compuesto por cinco mujeres y los diecisiete hijos de los guardias que habitaban la casa cuartel. Los familiares y los dos guardias tuvieron que huir, aprovechando la oscuridad de la noche, a través de un riachuelo con agua hasta la cintura, portando los mayores a los más pequeños sobre sus hombros. Tras una noche de tortuoso camino alcanzaron el cuartel de Peñacerrada. El cabo y los dos guardias, mientras tanto, se batían a vida o muerte con los atacantes entre las paredes del puesto, sin entregar la posición, a pesar de la desproporción de fuerzas entre unos y otros. 

			Los dos guardias que escoltaron al grupo, a pesar del cansancio acumulado de la noche, se sumaron a la columna de guardias civiles y de asalto dirigida para recuperar las posiciones de Labastida y San Vicente, con tal suerte que uno de ellos, Ángel Sagrado, recibió un disparo de pistola que lo dejó gravemente herido. Finalmente una sección de Caballería pudo llegar a primeras horas de la mañana hasta San Vicente y liberar a los sitiados, no sin antes tener serios enfrentamientos frente al Círculo Radical-Socialista, que se alargaron hasta la noche, sin que pudieran someter a los rebeldes, con el resultado de un guardia de asalto, Juan Bandola, herido de gravedad.

			Por la mañana, un avión de la base aérea de Agoncillo comenzó a lanzar sobre San Vicente octavillas con la amenaza de bombardeo sobre la población si no se producía la inmediata rendición. Los habitantes comenzaron a exponer sábanas blancas en los balcones, mientras los aviones sobrevolaban amenazantes. Una columna compuesta por guardias civiles y los soldados del Escuadrón de Caballería de Vitoria entraba en la ciudad para acabar con la revuelta. Tras dos días de ataques, la normalidad regresó a San Vicente. 

			La capital riojana no quedó ajena a la revuelta protagonizada durante esos días de diciembre por los violentos anarquistas. Las calles de Logroño se transformaron en un verdadero campo de batalla. En uno de estos ataques contra una patrulla de la Guardia de Asalto resultó gravemente herido por la explosión de una granada uno de los guardias, Jacinto Davalillo, y muerto el guardia Manuel Lorenzo Calvo. Junto a ellos, el cabo de asalto Edmundo Pérez se afanaba por sacarlos de una encrucijada de disparos, sin saber que uno ya había resultado muerto y él mismo llevaba un rasguño en la cabeza, producido por una bala, herida por la que sangraba abundantemente. También fueron heridos en otra calle el teniente de la Guardia de Asalto José María Camacho Calderón y los guardias López García, Vilchez, Cereijo y Labrador, los dos primeros por disparos y el resto por la metralla de las granadas de mano. A la vista del cariz de los acontecimientos se recurrió al auxilio de unidades de asalto de Álava y guardias civiles que llegaron desde la cercana provincia de Burgos. 

			La preocupación llevaría a los beneméritos hasta el pueblo de San Asensio. Al asalto nuevamente proyectado contra el cuartel se sumaron las emboscadas contra las parejas que por distintos itinerarios se intentaban incorporar al edificio. En uno de estos ataques el cabo José Martínez Bartolomé resultó muerto y su compañero de pareja, el guardia Gabriel Balanza Anguiano, gravemente herido en el vientre. Moriría a los pocos días en el hospital de la capital. Dueños de la población, salvo la casa cuartel, los revolucionarios comenzaron a incendiar los edificios religiosos, entre los que destruyeron la iglesia de la Asunción, que contenía un retablo atribuido a Pedro Berruguete. Solo quedaba el reducto de los guardias civiles, y a tomar el edificio se dedicaron con todos los esfuerzos posibles, entre los que incluyeron la intimación al alcalde y al resto de los vecinos, con la abierta amenaza que publicaron en un panfleto que repartieron entre la población: 

			San Asensio; ciudadanos guardias civiles, salud y revolución. Os damos una hora de plazo para poner las armas a disposición de la revolución triunfante, pues en asamblea del pueblo y por aclamación se acuerda que si tal cosa hacéis, respetaremos vuestras vidas. Por el comunismo libertario. 

			El Comité. San Asensio, 9 de diciembre.[13] 

			Tras unas angustiosas horas para liberar a los sitiados, se incorporaron al dispositivo nuevos guardias civiles procedentes de la línea de Nájera, mientras otra columna llegaba por el sector de Haro, a la que se habían incorporado guardias de la Comandancia de Palencia y algunos de la de Burgos. Fuerzas que fueron recibidas con disparos y granadas de mano, lo que dejó clara la peligrosidad de la revuelta. 

			El deseo de recoger el cadáver del cabo Martínez Bartolomé hizo que el sargento Felipe Palomo acabara con graves heridas en la cabeza, que posteriormente lo dejarían ciego. La retirada del cuerpo del cabo se convirtió en una cuestión de honor, y el teniente jefe de la línea de Nájera, Indalecio Peña, protagonizo una desesperada salida con cinco de sus hombres para hacerlo, no sin dejar de mantener un intenso tiroteo con los amotinados. Tan solo la llegada de una nueva columna procedente de Burgos pudo liberar a los sitiados de San Asensio, entre los que hallaron con gravísimas heridas al guardia Constancio Alarcia Álvarez. Las detenciones posteriores se elevaron a decenas de implicados, a los que ocuparon un numeroso conjunto de armas de fuego, municiones y granadas de mano.

			Algo similar sucedió en Fuenmayor, localidad donde fueron detenidas en su avance hacia Cenicero las fuerzas de la comandancia riojana, dirigidas por su jefe, el comandante Semprún. Como lo ocurrido en otros pueblos, el sargento comandante de puesto, junto a los tres guardias de la plantilla, se batía con todas sus fuerzas ante la acometida de centenares de revolucionarios que deseaban tomar el edificio. Las proclamas lanzadas, igual que en otros lugares, no dejaban lugar a dudas sobre las intenciones revolucionarias: 

			Acaba de proclamarse el comunismo libertario en toda la Península Ibérica y hacemos saber: Artículo 1.º No podrá salir nadie a la calle sin permiso del comité revolucionario. Artículo 2.º Todo el que se alce en armas contra el Poder constituido será fusilado inmediatamente. Artículo 3.º Todo afiliado al Sindicato Único que no obedezca órdenes del Comité será fusilado. Artículo 4.º Todo el que no abra sus puertas a requerimiento del comité será fusilado en su casa. Artículo 5.º A quien no acate el régimen será fusilado o deportado en un saco. 

			Por el comunismo libertario, el comité revolucionario.[14] 

			Y a ello se lanzaron con empeño tras abordar el ayuntamiento y tomar las armas de los guardas jurados y celadores municipales, imponiendo el deseado comunismo libertario en Fuenmayor. Solo quedaba, como en otras ubicaciones, la posición de los guardias civiles en la casa cuartel. De nada sirvió el ultimátum que hicieron llegar a los sitiados para derribar la tenaz resistencia que ofrecían ante las acometidas, a pesar de que uno de los guardias ya había resultado gravemente herido: «Sargento. Si dentro de cinco minutos hacéis entrega de las armas, respondemos de vuestras vidas y de vuestras familias; pero si no lo hacéis, incendiaremos el cuartel por los cuatro costados.[15] 

			El comandante pudo liberar a los sitiados, con el uso de ametralladoras, y posteriormente realizar las oportunas detenciones, pero este tiempo fue aprovechado por los revolucionarios de Cenicero para progresar en sus pretensiones. La Guardia Civil había intentado desde la tarde anterior que los obreros depusieran aquella actitud, pero el intento de conciliación se transformó en un intercambio de disparos con tal suerte que el cabo Fermín Calvo Crespo cayó herido en una pierna mientras parlamentaba con miembros del comité revolucionario. Sus compañeros, ante el temor de un nuevo Castilblanco, lograron arrastrarlo por las calles para impedir el ensañamiento con el herido, a la vez que defendían su integridad, y finalmente pudieron cobijarse en el edificio del ayuntamiento, desde el que mantuvieron a raya a los atacantes. Unas horas después la columna de Semprún entró en la población y devolvió la tranquilidad a Cenicero. 

			No acabaron aquí los enfrentamientos entre anarquistas y guardias civiles en tierras riojanas. Otro punto de conflicto fueron las calles de Briones, localidad que, como en los casos indicados anteriormente, fue tomada por los revolucionarios. Los guardias se refugiaron con sus familias entre las paredes de la casa cuartel, a la expectativa del proyectado ataque. Esa madrugada, la del 9 de diciembre, el sabotaje en las líneas del ferrocarril hizo descarrilar el tren con destino a Miranda, sin víctimas mortales. La siguiente operación fue el corte de las comunicaciones con la capital, lo que obligó desde el ayuntamiento a requerir la intervención de los guardias, que a duras penas pudieron llegar hasta el edificio, resultando uno de ellos, Federico Sualdea, con graves heridas por los impactos recibidos. Una vez en su interior, la superioridad manifiesta de los centenares de revolucionarios, unida a las amenazas de atentar contra las familias que habían quedado en el cuartel, doblegaron a los tres guardias civiles que luchaban por su vida y finalmente fueron desarmados junto a los guardias municipales y serenos que les acompañaban en aquella aventura. Sin obstáculo alguno, tras incendiar los archivos municipales, se declaró el comunismo libertario en Briones.

			Una vez superados los escollos de San Asensio y Cenicero, las fuerzas del comandante Semprún aparecieron en el horizonte para liberar Briones, donde les esperaban apostados los revolucionarios para ofrecer una dura resistencia. Tras colocar las ametralladoras en posiciones destacadas y la consiguiente intimación para la rendición, el jefe tuvo que renunciar al ataque, pues habían tomado como rehenes a los guardias y a sus familias, y amenazaban con matarlos si no se llegaba a una solución negociada. Finalmente, los rebeldes se avinieron a entregarse con el pacto de que solo los cabecillas asumirían las responsabilidades por la revuelta.

			Otro lugar destacado en el movimiento anarquista fue Haro, con un patrón idéntico a lo ocurrido en otras poblaciones. Ante el sitio al que fue sometida la casa cuartel, el capitán de la compañía, Luis Azorín Toledo, logró calmar los exaltados ánimos, con el deseo de ganar tiempo para la llegada de refuerzos. Cuando caminaba junto al alcalde, y creyendo que la calma estaba asegurada, recibió un disparo de pistola que le impactó en el pecho, dejándolo malherido junto al edil de la ciudad.[16] En la confianza de que habían descabezado a la Guardia Civil de Haro, los revolucionarios se lanzaron a tomar el cuartel, que tras varias horas de lucha pudo resistir las acometidas y ataques hasta que por la mañana llegaron fuerzas del Tercio de Burgos a las órdenes de su coronel, Sanjurjo Rodríguez-Arias, que pudieron liberar a los sitiados y devolver la tranquilidad a la población. 

			Calahorra también se sumó a la revolución. A primeras horas de la madrugada un disparo de escopeta encendió la mecha revolucionaria. Tras una estruendoso salva de disparos de escopeta los más decididos se abalanzaron sobre el ayuntamiento, que tomaron sin apenas resistencia por parte de los guardias municipales. Solo quedaba para hacerles frentes, como en el resto de las poblaciones, la Guardia Civil. A las órdenes de su capitán, Jesús Miranda, los agentes se desplegaron por las calles para intentar expulsar del consistorio a los rebeldes, pero estos se hallaban perfectamente pertrechados en el edificio y comenzó un intenso tiroteo entre las dos fuerzas. Varios vecinos resultaron heridos, como víctimas colaterales, de aquel enfrentamiento. Finalmente, tras varias horas de lucha los rebeldes se entregaron a las fuerzas del capitán. 

			Tras estos días de angustia, la normalidad se recuperó en las tierras de la provincia riojana. Llegó el momento de realizar el triste balance de los caídos en el intento de imponer el comunismo libertario. Las posteriores investigaciones pusieron a la luz la complejidad e importancia de la embestida anarquista con el hallazgo de numerosos depósitos de armamento y explosivos en manos de los rebeldes. Y unidas a esas pesquisas llegaron las denuncias por malos tratos por parte de las fuerzas de seguridad en el momento de realizar las detenciones de los implicados, de tal entidad que obligaron a ofrecer una explicación oficial por parte del gobierno. El ministro de Gobernación alabó la actuación de la Guardia Civil y de las fuerzas de asalto, insistiendo en que aquella autoridad local que tuviese noticia alguna de malos tratos lo denunciara ante su ministerio. El gobernador civil de La Rioja se personó en hospitales y cuarteles para conocer de primera mano las denuncias formuladas sobre fracturas o contusiones, no hallando ningún caso que corroborara tales aseveraciones. 

			Por parte de las autoridades del Instituto la sensibilidad por lo ocurrido en La Rioja se hizo patente con la visita el día 20 del Inspector General, Bedía, al capitán Azorín, que se recuperaba en el hospital junto al resto de los guardias heridos, y a los cuarteles de Labastida, Briones, Cenicero, Fuenmayor, San Asensio y San Vicente. En aquellas localidades se reunió con los guardias y sus familias y les exhortó a continuar con su esfuerzo y agradeciéndoles el sacrificio y el servicio prestado en defensa de la legalidad republicana. Ante aquellos hombres y mujeres explicó la intención del equipo gubernamental de reducir los pequeños puestos que no podían ofrecer una defensa adecuada, y además dijo que se iba a incrementar la plantilla en la Institución, con el proyecto de que no existieran unidades por debajo de una dotación de siete hombres. 

			En la vecina Navarra, el lugar que tuvo un mayor protagonismo en la revuelta fue Villafranca, con un intenso enfrentamiento entre guardias civiles y revolucionarios en la plaza del pueblo. Uno de estos cayó muerto, junto a varios heridos, lo que provocó la desbandada de los que quedaban ilesos. En la provincia de Teruel, el asalto del cuartel de Valderrobres tuvo como consecuencia la muerte de uno de los atacantes, cuando intentaba lanzar una botella de gasolina contra el edificio. En tierras de Cantabria, la localidad de Laredo quedaría tomada por los revolucionarios, que obligaron a todos los trabajadores a interrumpir sus trabajos y unirse a una huelga general en demanda de la imposición del comunismo libertario. En esta ocasión, las fuerzas de seguridad que intentaron detener la revolución estuvieron representadas inicialmente por los carabineros, al mando de un capitán que tomó la decisión de detener en la Casa del Pueblo a los principales dirigentes locales del Partido Socialista y a destacados miembros de la central sindical anarquista. En aquel edificio comenzaron a concentrarse compañeros de los detenidos, exigiendo su inmediata puesta en libertad. Los carabineros solicitaron el auxilio de la Guardia Civil de Santoña y Noja, que pudo reducir la presión a la que estaban siendo sometidos los primeros. En otro lugar de la provincia cántabra, Hinojedo, se produjo el asalto a un polvorín de dinamita, desapareciendo una cantidad cercana a los treinta kilos de esa sustancia, y la posterior explosión de un artefacto de gran potencia junto a la iglesia de los Padres Pasionistas en la localidad.

			En cuanto al desarrollo de la apuesta anarquista en la capital de España hay que significar que, pese a la virulencia del impacto insurreccional en el resto de la nación, se mantuvo ciertamente ajena al desarrollo de la acometida. Ello se debió a las directrices ugetistas, que aconsejaron no secundar la huelga a su militancia, aunque eso no impidió que tuviera cierto impacto en las calles madrileñas. Durante la mañana del 12 de diciembre, un potente explosivo se activó en la glorieta de Cuatro Caminos, al paso de un tranvía, con la fractura de los cristales, que causó heridas de diversa consideración a los viandantes y usuarios. Los activistas huyeron tras la explosión y fueron perseguidos por guardias de asalto, que con sus disparos provocaron la muerte de uno de aquellos obreros. Otros artefactos, esta vez sin estallar, fueron hallados en la cochera de los tranvías. En el barrio de Vallecas, dos explosiones destruyeron unos transformadores eléctricos, dejando sin corriente a varias manzanas de edificios. A esta campaña se sumaron los piquetes coactivos que impedían el acceso a los puestos de trabajo en numerosas empresas y fábricas distribuidas por la capital. Sobre la actuación de la Guardia Civil, habría que significar el descubrimiento de un depósito de explosivos compuesto por un verdadero arsenal de bombas de mano de tipo «piña», junto con armas de fuego y municiones. 

			Para finalizar con el recorrido por el levantamiento anarquista de diciembre de 1933, resulta imprescindible analizar el impacto que en la opinión conservadora había dejado la extrema virulencia del movimiento. No se trataba de una algarada callejera o una protesta más o menos radical, sino de un verdadero experimento para el estallido de una potencial revolución, que mostraba hasta qué punto estaban dispuestas a llegar las fuerzas obreras en su extremismo. El mensaje de temor caló profundamente en las clases medias conservadoras, pero lo peor es que no sirvió de estímulo para reducir o limitar la radicalización socialista, que se inclinaba peligrosamente a favor de la apuesta revolucionaria, como bien podrá apreciarse en un plazo de tiempo no muy lejano y de funesto recuerdo para la Guardia Civil.

			

	




Los difíciles comienzos del año 1934

			Tras los trágicos acontecimientos del mes anterior, apenas iniciado el nuevo año, el atentado contra el capellán castrense Nemesio García en Valderas (León) no aventuraba un frenazo en el incremento de la inseguridad pública. Los agresores, que se vieron perseguidos por unos guardias civiles, se refugiaron en la Casa del Pueblo socialista, desde la que dispararon contra los agentes, hasta que finalmente fueron reducidos cuando se quedaron sin munición. A esta provocación se sumó en estos primeros días de enero una serie de enfrentamientos que confirmaban los negros presagios que se avecinaban para las fuerzas de seguridad. La declaración de Rico Avelló, ministro de Gobernación, ante la Cámara legislativa dejó patente la entidad del potencial peligro al que se enfrentaba la sociedad española. El relato de las intervenciones de las fuerzas de seguridad ante los ataques sufridos y el arsenal capturado asombró a los diputados, ante la evidencia de hasta qué punto había estado preparado y organizado el movimiento para acabar con la República: 

			Se han encontrado hasta el día de hoy, y advierto que siguen descubriéndose todos los días armas y municiones, 933 pistolas y revólveres; 825 fusiles y escopetas; 2.615 bombas de dinamita cargadas, 21.077 cartuchos y, además, una caja que hace unos días ha aparecido y que todavía no ha podido inventariarse. Armas blancas, 297; botellas con líquidos inflamables, 282, y más de cien ampollas, cuyo contenido no se ha medido todavía. No es posible sumar las cantidades de dinamita, porque en el cuadro figuran por cajas y paquetes y, dada su heterogeneidad, no se puede, por el momento, dar la cifra total. También se han encontrado rollos de mecha en abundancia. Igualmente ha sido hallado un verdadero arsenal de detonadores. Fulminantes, 2.730; pistones, 2.689 y otro verdadero arsenal —que tengo clasificado en un apartado que titulo «varios»— de objetos contundentes de armas de todas clases. Puedo decir, además, que en todos estos luctuosos sucesos ha habido once guardias civiles muertos y cuarenta y cinco heridos; tres muertos de la Guardia de Seguridad y dieciocho heridos. Paisanos, setenta y cinco muertos y ciento un heridos. He de advertir que en la cifra de setenta y cinco paisanos muertos van incluidos todos aquellos que lo fueron a consecuencia de explosivos o descarrilamientos; es decir, que no han tomado parte directa en la ejecución de los hechos criminales a que he venido refiriéndome. De este resultado se desprende que la fuerza pública obró con una prudencia, con una serenidad y con un sentido excesivo de la medida.[17]

			Para colmo de desdichas, las posibilidades de reconducción pacífica de los conflictos obreros se redujeron, casi hasta eliminarse, cuando Besteiro,[18] quien parecía poder controlar al aparato del Partido Socialista, perdió el poder a favor de Largo Caballero. Tal contingencia significó una progresiva radicalización de las masas obreras vinculadas a una doctrina cercana a tesis lindantes con el comunismo, de tal forma que aquel que no observara su planteamiento se transformaba en un disidente a eliminar, como se demostró con el asalto al domicilio de Besteiro por parte de algunos miembros de la Juventud Socialista. Largo Caballero se inclinaba por un abierto y público extremismo, que provocaba en sus adversarios políticos la certeza de un potencial peligro para el régimen. A comienzos de ese mes de enero, frente a su militancia, ofreció el resumen final de su doctrina: «¿Concordia? NO. ¡Guerra de Clases! ¡Odio a muerte a la burguesía criminal! ¿Concordia? Sí, pero entre los proletarios de todas las ideas que quieran salvarse y salvar a España (…). Pase lo que pase, ¡atención al disco rojo!».[19]

			El 4 de febrero, en el cine Pardiñas, llegó a declarar: «El programa de la próxima revolución (…) domeñar a la Administración; transformar el Ejército, haciéndolo síntesis expresiva del alma del pueblo, acabar con las castas entre los soldados, cerrar la universidad al señoritismo y abrirla al proletariado, y atender al paro obrero con el oro del Banco de España. Debe desaparecer la propiedad privada de la tierra. Hágase cargo el proletariado del poder y haga de España lo que España merece. No debe titubear, y si es preciso verter sangre, debe verterla».[20]

			Los moderados, por su parte, con cierto sentido visionario como confirmaron posteriormente los hechos, planteaban la hipótesis de que en el caso de que estallase una violenta revolución las fuerzas reaccionarias contestarían con idéntica violencia mediante un golpe de Estado, aunque solo fuera en defensa de su propia existencia. A pesar de su alineación con posturas anticlericales y abiertamente opuestas al conservadurismo, comprendían la necesidad de integrar en el sistema a la derecha, con la posibilidad de la alternancia democrática y que llegado el momento pudieran, si les respaldaban las urnas, alcanzar el poder con el voto ciudadano. 

			A estas dos posturas políticas en el seno del PSOE habría que añadir la interesada posición de Indalecio Prieto, que mudaba acorde con la radicalización de las líneas que presidían al socialismo español. Por ello, ante el control del partido por parte de los extremistas, se sumó, no por conciencia personal, a la apuesta violenta de forma tal que asumió la dirección de una potencial insurrección frente a la posibilidad de que el gobierno radical-cedista adoptara decisiones que al parecer de las masas se acercaran a posturas totalitarias. Frente a este peligro, la Guardia Civil fue movilizada para intentar desarticular los preparativos de la proyectada revolución socialista. Comenzaba un despliegue de intensos seguimientos de los dirigentes locales para abortar, desde sus inicios, el movimiento insurreccional. 

			Y a ello se dedicó con esfuerzo la Institución. El 2 de abril, en Ramales (Santander), miembros del puesto detuvieron al secretario de la Casa del Pueblo cuando intentaba abandonar la localidad con una maleta repleta de pistolas. Días después, en Riotinto (Huelva), en un registro del ayuntamiento se hallaron decenas de pistolas y revólveres. En otros lugares, como Crevillente, la tensión en los registros adquirió negros tintes con el saldo de un obrero muerto y varios heridos en un enfrentamiento con la Guardia Civil. Pero nada parecía detenerlos y la revuelta se dibujaba cada vez más cercana, o al menos más palpable para la coalición gubernamental. Sobre todo cuando comenzaron a desarrollarse los agrios debates parlamentarios sobre la concesión de la amnistía para los implicados en la asonada militar de agosto de 1932. De nada serviría la ampliación de tales medidas a los socialistas o militantes anarquistas involucrados en los numerosos actos de levantamiento contra el gobierno republicano, que también se recogía expresamente en la Ley de Amnistía. La norma legal nacía con el propósito de armonizar el pretendido olvido con la responsabilidad inherente al ejercicio del poder político, abarcando con su articulado el deseo de dar continuidad al régimen superando los erráticos movimientos iniciales que querían dar por finiquitado el proyecto republicano. Y así quedó recogido en la normativa por la que eran amnistiados aquellos condenados por sentencia firme que lo fueran por diversos delitos, entre los que destacaba el perdón para los involucrados en la sedición y rebelión militar. Esta circunstancia era una abierta provocación para la izquierda republicana, porque afectaba directamente a los implicados en la «sanjurjada». 

			De igual manera, en esa política de conmutación de responsabilidades, la amnistía afectó a la izquierda parlamentaria, y a los miembros de la extrema izquierda, que se vieron ampliamente favorecidos por su aplicación. Y esta circunstancia fue obviada por aquellos que estaban interesados en desacreditar la normativa. El punto seis fijaba el perdón para los delitos cometidos en las huelgas, incluso de rebelión o sedición, exceptuando los dirigidos contra la vida o que causaran lesiones graves. Y para ser ecuánime con tal concesión a los huelguistas la Ley planteaba que también los delitos cometidos en los paros patronales quedaban igualmente amnistiados. 

			Uno de los puntos más polémicos, por su repercusión en la reforma agraria, fue la declaración de nulidad de las expropiaciones de fincas rústicas llevadas a cabo, por lo que quedaban sin efecto las ya realizadas. También se anulaba la confiscación de los derechos reales sin indemnización, llevada a cabo en aplicación de lo dispuesto en la Ley de 24 de agosto de 1932. Se restituían, en fin, todas todos esos bienes a los expropiados. 

			Esta disposición legislativa afectaba plenamente a los guardias civiles implicados en la «sanjurjada». Consciente de la inquietud que había en el Cuerpo, el Ministerio de la Gobernación, al que se la había asignado el control político y operativo sobre la Benemérita, formalizó un decreto en el que se aclaraba el procedimiento de aplicación de la Ley de Amnistía en el Instituto.[21] Se establecía que los beneficios otorgados a la comisión de delitos o faltas amparados por la mencionada norma se aplicarían de oficio a los beneméritos por los auditores militares de cada una de las divisiones orgánicas, o de las fuerzas militares desplegadas en el protectorado y en las comandancias militares de Baleares y Canarias, con audiencia, en su caso, del Fiscal Togado. Resultaba imprescindible el pronunciamiento favorable o desfavorable del auditor para conceder la eximente de responsabilidad o en su caso la culpabilidad de los sentenciados. 

			En el caso de los que aún no estuviesen condenados en los procedimientos por rebelión o sedición, pero se encontraran en situación de separación del servicio, a pesar de que en algunos casos no había causa procesal relativa a su implicación en la intentona de agosto, los interesados deberían solicitar del Ministerio de Gobernación una súplica para su inclusión en los beneficios de la amnistía, de la que quedaban exceptuados aquellos que estuviesen incursos en delitos contra la forma de gobierno o por desacato o atentado a las autoridades. Los beneficiados podían reingresar, e incluso recuperar su lugar en el escalafón tras el retorno a las filas del Cuerpo, con el correspondiente ascenso por antigüedad de manera inmediata, si procedía. La medida alcanzaba a la recuperación de los emolumentos perdidos por la aplicación de la separación del servicio, sin que se reconociera la percepción de haberes inherentes al sueldo que le hubiese correspondido, en su caso, ni a la antigüedad perdida. El gobierno decretó la aplicación de la Ley con carácter de urgencia, instando a los tribunales a ejecutar las medidas relacionadas con aquellos casos en los que se concedía el indulto de los guardias civiles que estuvieran cumpliendo condena en establecimientos penales militares, o en la situación de separación del servicio.

			La ley aceleró los preparativos de la revolución por parte del socialismo español. Del lado de la Guardia Civil continuaron las pesquisas para intentar desarbolarlos y tal obstinación tuvo la recompensa de los hallazgos de varios depósitos de armas y explosivos, que estaban a la espera de su distribución. Así, entrado el mes de mayo, el teniente jefe de la línea de Espinosa de los Monteros, Burgos, lograba desmantelar la organización de la revuelta en su demarcación, con la ocupación del armamento dispuesto para ello. Otra pareja, en Alicante, interceptaba un envío de 300 kilos de dinamita, destinados a uno de los comités provinciales. A este celo se sumaron las fuerzas de asalto, que en la capital de la nación encontraron un depósito de armas, que más bien resultaba un arsenal compuesto por 616 pistolas y 80.000 cartuchos, que al tirar de la cuerda llevó a los investigadores hasta el domicilio de un conocido diputado socialista, donde hallaron 54 pistolas más. 

			Con ser grave todo lo que estaba sucediendo, lo peor para el Instituto ocurrió en el mes de mayo de 1934, en la tragedia de Arroyo de San Serván (Badajoz),[22] cuando la patrulla compuesta por los guardias Juan Morcillo, Agustín Martín y Ramón Porro fue reclamada para que estableciera un dispositivo de protección en los alrededores del Ayuntamiento, porque se había descubierto a destacados radicales que se distribuían en grupos por las cercanías del edificio. Cuando los guardias intentaron identificar a uno de estos hombres, una cerrada descarga con escopetas de caza les impactó de lleno, dejando mal herido a Juan Morcillo, quien fallecería unos días después. Los otros dos se defendieron a duras penas, y eso que también habían resultado heridos, y pudieron alcanzar una vía de escape. A continuación los atacantes cortaron las comunicaciones e invadieron el consistorio.

			El cabo Juan Trinidad, comandante del puesto, reclamó la intervención de unos guardias de asalto concentrados en un pueblo cercano, para poder repeler a los agresores, quienes finalmente huyeron a los montes vecinos, mientras se ocupaban de la defensa del cuartel el único guardia ileso y el hijo del cabo. La llegada de refuerzos desde la Compañía de Mérida se produjo por la intervención de uno de los hijos del guardia fallecido, que se trasladó para comunicarle al capitán Marzal tan aciagas noticias. Las gestiones posteriores dieron como responsables del atentado perpetrado al exalcalde socialista García Sánchez y al juez municipal, junto a siete activistas, que fueron desarmados y detenidos. 

			

	




La huelga campesina de junio 

			Toda esta serie de enfrentamientos, muerto tras muerto, continuaba afianzando la idea, tanto en la Guardia Civil como en las filas de los partidos obreros, de que se trataba de una pugna entre enemigos irreconciliables. El odio a la Benemérita continuaba consolidándose, a pesar de que sus hombres actuaban, en la mayor parte de las ocasiones, en defensa de la legalidad impuesta por la República. Y para colmo, parte de la patronal se alejaba de la posibilidad de mejorar las condiciones de los obreros, en venganza por sus reivindicaciones, y se enquistaba en posiciones de fuerte defensa de su estatus, llegando incluso a contratar a los desesperados braceros tan solo por la comida del día, o respondiendo a su desesperación con la manida frase de «comed república». El retorno de los derrotados aldeanos a las colas en las plazas, a la espera de la llegada del «señorito» para reclutarlos por un plato de comida, fue sin duda uno de los principales acicates para que los jornaleros se dispusieran a ofrecer una batalla campal en toda regla ante los propietarios agrarios. No hacía falta mucho impulso, ante tal situación, pero coadyuvó a soliviantar al campo el incendiario discurso de los líderes socialistas, quienes veían en la desesperación de los humildes un perfecto caldo de cultivo para la proyectada revolución frente a la presencia de la derecha al frente de la República.

			Así fue como se declaró la huelga general en el campo español, dirigida por la Federación Española de Trabajadores de la Tierra (FETT), vinculada al PSOE. El objetivo que programaron los huelguistas era una mejora en las condiciones laborales del campesinado, a costa incluso de no recoger la magnífica cosecha que se vaticinaba para ese verano. Esto dejaba en una crítica posición al gobierno radical-cedista. Los huelguistas no dudaron en el recurso a la violencia, con el propósito de que el seguimiento del paro fuese lo mayor posible. Debían sumarse todos, quisieran o no quisieran incorporarse a la huelga. Ha de señalarse que las reivindicaciones del campesinado, siempre en unas condiciones de vida paupérrimas, estaban justificadas plenamente, aunque no iban a prosperar, pues no se concebía desde la patronal la posibilidad de que el obrero realizara una jornada de seis horas, incluyendo en estas el desplazamiento a los lugares de brega. Otras reivindicaciones eran simplemente irrealizables como la de que se prohibiera el uso de maquinaria agrícola hasta que a cada jornalero no se le asegurara un puesto de trabajo. Algunas de las reformas solicitadas tenían cabida, sin duda, en la proyectada, y por otro lado aletargada, reforma agraria. En cualquier caso primaban los intereses políticos de los que abogaban por el establecimiento de la lucha de clases, más que la mejora de la situación del jornalero o el campesino. 

			El gobierno decretó, que la recolección de la cosecha era poco menos que un servicio público, por lo que las huelgas o paros, serían considerados ilegales. La FETT respondió dando la consigna a los campesinos de que se cruzaran de brazos y se quedaran inactivos. El enfrentamiento entre campesinos y guardias civiles estaba servido de nuevo. En aquellos lugares, como Andalucía o Extremadura, con una mayor incidencia del desigual reparto de la tierra, la huelga campesina, con independencia de banderas políticas, estalló con mayor fuerza. Así aparecieron coaligados anarquistas, socialistas y comunistas en la declaración de la huelga general de Badajoz, cuya proclama no dejaba lugar a dudas sobre su carácter: «Badajoz arda por los cuatro costados». No sería una afirmación gratuita. Guardias civiles y huelguistas se enfrentaron en las calles de Azuaga, Campanario, Fuente de Campos, Montijo y Zafra, sin tener que lamentarse inicialmente víctimas mortales, aunque al final esa desgracia tuvo lugar en el pueblo de Alconchel, tras el apuñalamiento del cabo Manuel Fernández, cuando intentaba oponerse a la ocupación de una finca. Al repeler esa agresión, el uso de los fusiles por parte de los guardias dejó en el terreno a un muerto y varios heridos entre los asaltantes. Otro lugar extremeño que resultó trágico fue Montemolín, donde el guardia Emilio Martín Merchán moriría tras un atentado, en su intento de proteger el envío del correo oficial. Cáceres también declaró la huelga general. Allí destacó lo ocurrido en Santiago del Campo, con enfrentamientos entre huelguistas y guardias civiles tras la detención de unos piquetes coactivos.[23] El intento de liberar por la fuerza a los detenidos tuvo como consecuencia un intercambio de disparos, entre los pocos hombres que poblaban el cuartel y casi un centenar de asaltantes con escopetas de caza. La llegada de las fuerzas de la compañía liberó de la presión a los sitiados, sin víctimas de ningún lado en esta ocasión. 

			La rebelión jornalera tuvo especial fuerza en tierras jienenses. Los sucesos más funestos ocurrieron en las calles de Sabiote, con el asesinato de una joven que trabajaba para un propietario que se había negado a secundar la huelga. Los posteriores intentos de asaltar edificios municipales se saldaron con la detención de algunos huelguistas, no sin antes intercambiar disparos con los guardias civiles. No lejos de allí, en Torreperogil, un capataz fue asesinado. Los incidentes entre obreros y fuerzas de seguridad se extendieron a varias poblaciones cercanas como Baeza, Navas de San Juan, Úbeda, Linares y Andújar. Las campiñas sevillanas y gaditanas también se sumaron a la huelga. En Morón encontró la muerte uno de los obreros que se negaba a dejar su puesto en el tajo, por el disparo de un miembro de uno de los piquetes coactivos que recorrían los campos de labor para expulsar a campesinos que no secundaban la huelga. Mientras tanto, en Sanlúcar de Barrameda caía asesinado un carabinero que regresaba a su domicilio. Una patrulla de la Guardia Civil, cercana a los hechos, pudo interceptar y detener a los asesinos. Un nuevo enfrentamiento tuvo lugar en tierras palentinas, en Cevico Navero,[24] cuando fueron atacados los miembros del puesto, con un trágico saldo, pues uno de los atacantes murió por los disparos de los guardias civiles. No lejos de allí, en Nava del Rey, Valladolid, los piquetes coactivos mataron a un obrero y dejaron a otro herido de extrema gravedad por su negativa a sumarse a la huelga agraria. 

			

	




Prólogo para la revolución

			Tras esta serie de colisiones y refriegas el número de detenciones, en buena lógica, se incrementó considerablemente, lo que hizo que los partidos obreros protestasen en el Parlamento. Por supuesto, nada decían de la actuación de los violentos piquetes, y toda la responsabilidad de las muertes ocurridas se depositaba en la negativa a secundar la huelga o en la violencia ejercida por la coalición gobernante. No se asumió la responsabilidad de la deriva radicalizada, y todo quedó pendiente, en una tensa espera de nuevos acontecimientos proyectados sobre una idealizada y cercana revolución. 

			Desde las filas de los partidos representativos de la izquierda, donde el principal protagonismo parecía asumirlo el sector más radical del Partido Socialista, se tenía la consciencia de que había llegado el momento de dar una nueva vuelta de tuerca a la ya tensa situación política. Para desarrollar la apuesta revolucionaria era imprescindible dotarse de los medios y armas necesarios, por lo que resultaba inevitable lograr los recursos financieros para sufragar los gastos anejos a la empresa. En este empeño destacaría la labor de Indalecio Prieto, con importantes contactos entre sectores irregulares de financiación. Una labor nada fácil, ya que la investigación policial les seguía los pasos de cerca, de tal forma que fueron interceptados y requisados varios depósitos de armas y municiones por las fuerzas de seguridad. Como consecuencia de este inusitado tráfico de armas, el 6 de junio la policía halló un depósito compuesto por 616 pistolas y casi 80.000 cartuchos. Significaba, con claridad, que la apuesta revolucionaria estaba en marcha. Otro registro, hecho un par de meses después, el 14 de septiembre, en la Casa del Pueblo madrileña propició el hallazgo de 34 revólveres, 60 pistolas ametralladoras, cinco fusiles, dos carabinas, dos rifles y una escopeta, junto a numerosa munición y material para la fabricación de explosivos. El 19 de este mes, en Ciudad Lineal se interceptó una camioneta cargada de municiones, con cinco lanzallamas y tres fusiles. Los detenidos en esta última operación abrieron un nuevo camino a la investigación y en un garaje se requisaron 23 pistolas ametralladoras, cuatro fusiles y diversas municiones. Al día siguiente, en el domicilio de uno de los implicados, se encontraron 24 granadas de fusil y dos de mortero, una ametralladora, dos fusiles máuser, municiones y materiales para la fabricación de artefactos explosivos.[25] 

			A pesar de la importancia de tales hallazgos, la incautación de armas que tuvo una mayor repercusión mediática fue la destinada a pertrechar a las fuerzas revolucionarias del norte. A tal desliz contribuyó que los socialistas, por otro lado, no poseyeran experiencia en el ámbito de la lucha armada, toda vez que el único movimiento en el que se habían visto involucrados, con un papel quizás de meros postulantes, fue en el gestado recientemente para el derrocamiento de la monarquía, en el que el protagonismo de las acciones armadas se asignó, con buen criterio, a los militares profesionales. Para contrarrestar su falta de confianza en los sectores más radicalizados del Ejército, los socialistas apostaron, en un principio, por la contratación de pequeñas partidas de armas, con las que dotar a los sectores revolucionarios, adquiridas en la capital de Francia a través de contactos con traficantes de armas checos. Pero tal medida resultaba del todo insuficiente si querían tener éxito en el proyecto de levantamiento obrero. Por ello, con el objetivo de lograr un considerable volumen de armas, Prieto se puso en contacto con el empresario Horacio Echevarrieta. En el horizonte del político se hallaba un alijo de armas, depositado en el Castillo de San Sebastián de Cádiz, que habían comprado correligionarios portugueses para conspirar contra el gobierno de Salazar, a través del Consorcio de Industrias Militares. Ante el impago, las armas habían quedado almacenadas a la espera de que se abonara su importe, que se elevaba a una cantidad considerable: 500.000 pesetas. Echevarrieta, con buena vista para los negocios, logró de los golpistas portugueses que se las vendieran a precio inferior, y así, por otro lado, se libraban de una vez de ellas. 

			Durante el mes de julio, los contactos con el capitán de la marina mercante Manuel Atejada dieron sus frutos y este reclutaba una tripulación en Gijón para tomar el mando del Mamelena II, rebautizado como Turquesa, buque en el que sin que nadie preguntase nada se subieron a bordo 329 cajas, todas las armas abonadas a los portugueses. El 10 de septiembre el buque anclaba frente a la playa de San Esteban de Pravia, y unas falúas desembarcaron unas 80 cajas, para que fuesen trasladadas en unas furgonetas que pertenecían a la Diputación de Oviedo. Una pareja de carabineros de vigilancia en la costa se acercó a la playa, y vio que había quedado abandonada una caja de cartuchos, que no había podido ser trasladada por una avería en una de las furgonetas. Comunicado el hecho a la Guardia Civil, alertada a su vez por los extraños movimientos de vehículos alrededor de la costa, se estableció un dispositivo de vigilancia para averiguar lo que estaba sucediendo en la costa.[26] En Muros de Nalón, cuando una de las parejas beneméritas se acercó a identificar a unos sospechosos, los guardias fueron tiroteados por sus ocupantes. No hubo que lamentar heridos, porque los agresores se entregaron cuando los guardias esgrimieron sus fusiles. La sorpresa fue que los atacantes eran el alcalde de Pola de Siero y tres conocidos socialistas de la localidad, uno de ellos el hermano de, González Peña, diputado del PSOE por Asturias.

			Las posteriores investigaciones en otros lugares del territorio nacional dieron su fruto con la localización de otros depósitos de armas, lo que revelaba sin lugar a dudas la importancia del proyecto que se estaba gestando ante la atónita mirada del gobierno radical-cedista. En Almedinilla (Córdoba) el día 24 de septiembre fueron incautados varios paquetes de pólvora y cartuchería en un registro. En otro extremo del país, el teniente jefe de la línea de Monforte (Lugo), Manuel Álvarez, lograba desarticular la organización local del movimiento revolucionario, con el hallazgo de un depósito de 90 artefactos explosivos y varios millares de proyectiles, amén de otras sustancias explosivas, en la bodega de un concejal del Partido Socialista, que fue detenido, junto a otros correligionarios. 

			Otro de los acontecimientos que anunciaban la proximidad del estallido, y la violencia que era capaz de ofrecer, fue el registrado en la noche del 17 al 18 de septiembre en la Ciudad Universitaria de Madrid. Allí, una pareja de guardias civiles identificó a un grupo de jóvenes detenidos junto a un automóvil, quienes, al no poder justificar su presencia allí, y por infundir sospechas en sus movimientos a los guardias, fueron detenidos para que declarasen en el puesto. La escena fue contemplada desde un automóvil cercano, que intervino disparando desde el interior sobre los guardias, quienes tuvieron que ocultarse para no caer acribillados. El automóvil partió a gran velocidad y los jóvenes arrestados aprovecharon la ocasión para huir. Pero otra pareja de la Guardia Civil cercana a los acontecimientos intervino al escuchar los disparos y logró detener a dos de los jóvenes huidos. Uno de ellos era Francisco Ordoñez, joven asociado a las Juventudes Socialistas a través de la FUE, al que le hallaron numerosos documentos de preparación de la revolución. En el automóvil junto al que fueron identificados se localizaron 54 cajas de municiones, 60 de cartuchos de fusil, 300 cargadores de máuser, e incluso armamento con capacidad de atravesar coches blindados.

			En Gobernación, con todas estas noticias, se tenía la certeza de que tales hallazgos eran tan solo una muestra de lo que se organizaba por parte de la ya radicalizada oposición. Durante todo el año, los comunicados, los incendiarios discursos, la violencia ejercida por los piquetes en la huelga campesina, auguraba un aciago panorama. El líder de la CEDA, haciendo uso de la prerrogativa parlamentaria de quien ostentaba la mayoría en la Cámara, movió sus hilos en busca de una solución pactada con Lerroux, para que en la nueva remodelación del gobierno, tras la dimisión de Samper el 1 de octubre, se incluyeran tres ministros integrantes de la coalición derechista. Los cedistas estaban en su derecho de reclamar una participación en el gobierno, toda vez que tenían un amplio respaldo parlamentario, al igual que el PSOE había aparecido en el gobierno del anterior bienio con los republicanos de izquierdas, y tal medida no debía haber desencadenado tal ofensiva por parte de los militantes extremistas. Gil-Robles, el líder de la CEDA, no se amilanó ante las amenazas de los radicales: 

			Yo estaba seguro de que nuestra entrada en el gobierno provocaría inmediatamente un movimiento revolucionario. Y cuando consideré que la sangre sería derramada me pregunté: ¿Puedo dar a España tres meses de aparente tranquilidad si yo no entro en el gobierno? ¿Si entramos estallaría la revolución? Mejor que estalle antes de que esté bien preparada, antes de que nos derrote. Esto es lo que hizo Acción Popular, precipitar el movimiento, enfrentarse y destruirlo desde el gobierno.[27]

			La aparición de los tres ministros provocó entre las filas socialistas una ola de indignación que se transformó en una consigna explosiva: que se diera por iniciada la revolución.[28] A tal llamada declinaron sumarse las organizaciones agrarias, por el agotamiento de las luchas llevadas a cabo en los meses previos a octubre. La madrugada del 4 al 5 de octubre se inició la huelga general, que de forma generalizada comenzó a fracasar casi desde el inicio. En algunos lugares por la voluntaria desconexión de los trabajadores con la organización de la revolución y en otros por falta de coordinación entre los elementos revolucionarios. La declaración de la huelga general, a la que renunciaron en casi todo el territorio los anarquistas, solo caló con profundidad en algunas ciudades como Sevilla, Córdoba, Valencia y Zaragoza, así como en numerosos pueblos aislados. A la superación del tenso clima coadyuvó la rápida respuesta gubernamental con la declaración del estado de guerra. El estrepitoso fracaso de la pretendida huelga general sería adjudicado, desde las filas socialistas, sobre las anchas espaldas de los anarquistas. Su rivalidad por el control del movimiento obrero se tornó, si es que ya no lo era, irreconciliable. 

			

	



Madrid en el proceso revolucionario 

			La detonación de la revolución en Madrid estuvo organizada por la Juventudes Socialistas Españolas (JSE) con la sorpresa de que su incidencia fue menor de la esperada y de la que se registró en otras capitales. A pesar de ello, no estuvo exenta de violencia. El intento se extendió hasta el día 8 de octubre, cuando tras la detención del comité revolucionario se dio por finalizado el estallido en la capital.[29] En el amanecer del día 4 comenzaban los enfrentamientos en las calles madrileñas. La Guardia Civil era recibida a tiros en una vivienda de la calle Eugenio Salazar en la que se estaba desarrollando una reunión clandestina. Por otros barrios de la capital, la Guardia de Asalto sufría esta particular bienvenida por parte de los revolucionarios. Uno de estos hombres, Tomás Casco Alonso, caía muerto en una de las refriegas, en el barrio de la Prosperidad, junto a varios de los alzados. Comenzaba el triste balance de estos días. El ataque contra cuarteles militares, comisarías, la central telefónica de la calle Hermosilla o el Canal de Lozoya, resultaron unos auténticos fiascos. A partir de aquí las actuaciones dejaron de estar coordinadas y se redujeron a «paqueos» desde puntos elevados. Los guardias civiles del puesto de Carabanchel tuvieron que enfrentarse con crudeza a un grupo de insurrectos, con el saldo de un muerto y varios heridos. Finalmente lograron detener al comité de la JSE del barrio, en el que se encontraban los responsables de los ataques a los cuarteles militares en la capital. 

			El esquema revolucionario de alzamiento de los obreros de Madrid se planteó para ofrecer una resistencia inicial de cierta entidad y lograr atraer a militares y miembros de las fuerzas del orden, con la convicción de que «lo único que pone en peligro al Estado es la posibilidad de que sus propias fuerzas de seguridad se rebelen contra el gobierno».[30] Fue, claramente, un fracaso porque el número de guardias civiles, o de asalto, y de militares que se sumaron a la revolución fue muy reducido, aunque ciertamente sus postulados llegaron a algunos de sus miembros. Sobre este detalle es interesante un documento hallado a uno de los implicados en la insurrección, dirigido a la Guardia Civil: 

			La consigna está dada. Primero, inhibición. Ante el hecho de que veamos declarada la huelga revolucionaria, ¡quietos en nuestros cuarteles o en nuestros destacamentos! ¡No seremos ni carne de cañón ni de dinamita! Una bandera roja sobre nuestros cuarteles será la consigna definitiva. El día 14 de abril fuimos los guardias de la República. El 14 de abril próximo seremos la guardia de la revolución. ¡Abajo la dictadura negra! ¡Viva la Guardia Civil al servicio de las libertades del pueblo! [31] 

			Los revolucionarios eran conscientes de la importancia de atraer a las fuerzas del orden y del Ejército durante la revuelta. Y aunque su presencia fuera más bien anecdótica, algunos de sus miembros, a título personal, participaron en el desarrollo de algunos de los proyectos, que parecían más una aventura descabellada, a la vista del desenlace final, que un plan convenientemente urdido. Se planeó el asalto del Ministerio de la Gobernación por parte de algunos jóvenes socialistas, ataviados con uniformes de la Guardia Civil, que iban a ser dirigidos por oficiales del Cuerpo implicados en la revolución. Entre estos se hallaba el teniente Fernando Condés, a la sazón destinado en el Parque Móvil del Instituto, amigo de los también tenientes Máximo Moreno y José del Castillo, de la Guardia de Asalto. Estos últimos estaban vinculados abiertamente a las Juventudes Socialistas. El objetivo final era, tras la toma del edificio, la detención del presidente de la República, a semejanza de lo ocurrido en el pustch austriaco, aunque sin tener previsto el asesinato de Alcalá-Zamora, como sí ocurrió con Dolfuss. Otro de los objetivos era apoderarse de la estación de radio de la Inspección General de la Guardia Civil, para ordenar a los puestos que se inhibieran ante los sucesos revolucionarios. La implicación de algunos de los hombres del Parque Móvil, junto a la aparición del autodenominado Comité de Madrid, provocó una profunda desazón en la cúpula de la Inspección General. Con el objetivo de depurar responsabilidades, se comisionó a un coronel del Cuerpo, Pedro Pereda Sanz, quien ejercía el mando del 14.º Tercio, con fama de estricto y severo, e incluso de extremarse en el ejercicio del mando. En una octavilla se pronunciaba a este respecto el clandestino Comité de Madrid de la Guardia Civil: 

			Boletín interno de la Guardia Civil. Agosto de 1934. N.º 3.

			Un nuevo atropello. Una infamia. Nuestro coronel, ese servil y canalla que responde por el apellido de Pereda, acaba de envilecer nuestro Cuerpo. Nuestra dignidad. Nuestro estímulo. Nuestro concepto serio de todas las cosas acaba de ser estrangulado por las disposiciones y medidas de un ser mediocre, que obrando al dictado de un ministro de la Gobernación mil veces traidor, degenerado y sinvergüenza, no ha tenido inconveniente en mancillar el Cuerpo de la Guardia Civil con sus medidas arbitrarias e imbéciles. Ya nuestra moral no existe, ya la confianza se pierde y lo que siempre ha sido orgullo de nuestra Institución, se tira por los suelos.

			El domicilio de unos compañeros ha sido registrado. La Guardia Civil registrando y cacheando a la Guardia Civil. ¿Con qué autoridad cachearemos en lo sucesivo a aquellos ciudadanos que están fuera de la Ley? No solo ha sido el registro minucioso de los hogares de unos compañeros. Ha sido el escarnio social y el verse la Guardia Civil descubierta ante sus vecinos como unos viles delincuentes. Es el desprestigio con pérdida absoluta de autoridad, el vejamen ruin y miserable sobre unos cuantos compañeros. Todo por buscar unas hojas de protesta y rebeldía. Sr. ministro de la Gobernación, señores que para desgracia de todos gobiernan España: La Guardia Civil lleva sus hojas de rebeldía y odio en sus pechos, en sus corazones, hartos de aguantar traiciones, injusticias y canalladas. Cada uno de nosotros es una hoja exponente de acusaciones.

			¡Nuestros hogares avasallados! La Guardia Civil ejerciendo su función en contra de la propia Guardia Civil. Nuestros jefes cobardes, que tanto han enaltecido nuestra moral, nuestra rectitud, consintiendo que sobre nuestro Instituto cayera el baldón de la ignominia y vergüenza. ¡Canallas y castrados!

			Eso pone de relieve que nada tenemos de común con ellos. No son hijos del pueblo, son verdugos de pueblo. Verdugos nuestros. Su dignidad no existe, su moral es un mito, son viles culebras que se arrastran sigilosamente ante un ministro de la Gobernación envilecido y degenerado. Que todos sepan, que todos mediten sobre el valor que tiene el que el hogar de unos compañeros haya sido asaltado sometiéndolos a la vergüenza de la crítica pública, al deshonor profesional. Nuestra moral ya no está a vuestra disposición, traidores. Está al lado de las luchas del pueblo. Con él queremos correr nuestra suerte. Él sabrá comprendernos, y no vosotros, eunucos.

			¡Compañeros, camaradas, Guardia Civil de España! Ponte al servicio del Pueblo, sed todos discretos, tolerantes, inhibiros, prestad la mayor ayuda en todas las ocasiones a vuestros obreros. Ya veis cómo nos tratan, ya veis la canalla de nuestra Jefatura cómo consiente se atropelle lo que siempre ha sido sagrado y un orgullo para nuestro Cuerpo.

			¡Compañeros de Cuatro Caminos, no desmayéis, la Guardia Civil de toda España está con vosotros!

			El pueblo, no lo dudéis, sabrá comprenderos; sepamos nosotros portarnos como hijos.

			¡Abajo nuestra cobarde y rastrera oficialidad!

			¡Pueblo, rebélate, busca justicia, haz venganza, demos nuestro apoyo, que en Gobernación suene la hora de la Justicia y se vean colgadas las cabezas de los cobardes![32]

			El proyecto revolucionario no cesó en el empeño, a pesar de las continuas decepciones, reproduciéndose los conatos de lucha junto al Palacio de Comunicaciones, el edificio de Telefónica y hasta el mismo Congreso de los Diputados. Comisarías de policía y cuarteles de la Guardia Civil fueron acometidos discretamente por los cada vez más decepcionados insurrectos. Tras los continuos fracasos en la toma de edificios oficiales, los revolucionarios se plantearon ocupar la Puerta del Sol, siendo rechazados finalmente por las fuerzas de la Guardia Civil acantonadas en sus inmediaciones. Una pareja de la Benemérita fue atacada en un lugar denominado como «Hotel del Negro» por un fuerte núcleo de revoltosos, con un intenso intercambio de disparos, que obligó a que mientras uno de los agentes se defendía como podía del ataque su compañero se trasladase a requerir auxilio, que llegó por parte de los componentes del puesto de Tetuán, junto a dos camionetas de la Guardia de Asalto. Tras un intenso intercambio de disparos, el saldo resultó fatal para los revolucionarios: dos muertos quedaban en una casa de socorro en la que se habían parapetado. Otro grupo atacó el cuartel de Guzmán el Bueno, con el triste desenlace de otros dos muertos, uno de ellos un niño de catorce años, Fernando Plaza, que en su inocencia se dirigía a su colegio. Los disturbios no acabaron ahí en aquella jornada y en la zona de Cuatro Caminos se continuó hostigando a las fuerzas de seguridad y de la Benemérita. El cuartel de la Puerta de Toledo también sufrió un intenso tiroteo desde la calle de la Ventosa, desde la que finalmente se logró expulsar a los atacantes. Los tiroteos, aunque ciertamente cada vez menos intensos, no cesaron por Atocha y Vallecas y todavía se saldaron con un triste balance de muertos y heridos, como en el Puente de Vallecas o en los alrededores de la calle de Alcalá, con tres fallecidos. La revolución iba perdiendo potencia y se iba apagando a medida que transcurrían las jornadas, sin ningún éxito para sus filas. Todo falló, como el postrero intento de la toma de la comisaría de la Guardia de Asalto, en López de Hoyos, en un ataque a la desesperada por parte de los jóvenes socialistas afines a Prieto, liderados por el teniente Condés. No lejos de la capital, en Colmenar, los guardias civiles ofrecieron una recia resistencia en la tentativa de tomar la casa cuartel. Dos de los atacantes perdían la vida en el intento mientras que uno de los guardias resultaba herido de cierta gravedad.

			
Octubre. El estallido revolucionario

			Al contemplar aquellos días de octubre, no se pueden pasar por alto los sucesos acaecidos en las localidades mineras jienenses, entre las que adquirió un trágico protagonismo La Carolina, donde los revolucionarios intentaron tomar por asalto el cuartel y el ayuntamiento e incendiar sus iglesias. La intervención del teniente jefe de la línea, Adolfo Guerrero, resultó providencial cuando, con el apoyo de la Guardia de Asalto, logró sitiar a los amotinados en la Casa del Pueblo y forzó su rendición con el lanzamiento de granadas de mano. Diferente fue el caso de Bailén, donde resultaba herido de cierta gravedad, por un disparo en un brazo, el teniente jefe de la línea, Enrique Marra López Argamasilla, al intentar disolver una manifestación que discurría por las calles del pueblo. En otro extremo de la provincia, el teniente Santiago Cortés González (al que encontraremos en la defensa del Santuario de Santa María de la Cabeza en la Guerra Civil) detuvo a los autores de una explosión en la localidad jienense de Mancha Real. En esta intervención, uno de sus subordinados, el sargento comandante del puesto, resultó herido por un disparo en el hombro cuando penetró en la vivienda para detener a los responsables. 

			Entre todos estos sucesos en los que se vio involucrada la Guardia Civil, resulta ineludible citar los desarrollados en Teba (Málaga), donde se produjeron graves enfrentamientos, en los que perecieron un guardia y uno de los rebeldes, y resultaron heridos el cabo comandante del puesto y otros dos guardias. La llegada de los hombres de la compañía al mando del capitán fue recibida con una andanada de disparos que hirieron al oficial, a uno de los guardias y hasta al conductor de la camioneta que los había trasladado al pueblo. Todo pudo solventarse con la intervención del jefe de la comandancia, que devolvió la tranquilidad a la población.[33] Junto a la provincia malagueña, Granada puede ser una muestra del acierto en las acciones llevadas a cabo por los gobernadores civiles para acabar con las acometidas revolucionarias antes de que surgieran a la luz. Se dispuso una intensificación de los servicios de las fuerzas del orden, con un incremento de los registros domiciliarios, e incluso con la detención de los potenciales dirigentes de la rebelión, a la vez que se clausuraba la Casa del Pueblo. Las órdenes en el Cuerpo se cumplieron con la concentración de la mayor parte de sus efectivos en las compañías, como se hizo en la de Guadix, o en la cabecera de la capital. En el Gobierno Civil se presentaban para ponerse a disposición del gobierno el general Álvarez Arenas, jefe de la Comandancia Militar, y el teniente coronel Velasco, jefe de la Comandancia de la Guardia Civil. Lo mismo hizo el resto de las autoridades civiles y militares de la plaza. 

			En otros lugares del país la llamada a la huelga general era secundada con desigual participación. El cuartel de la Guardia Civil del Cerro de Andévalo, en fecha tan tardía como el 12, fue atacado con explosivos, con las fuerzas y sus familias en el interior. El grupo se salvó gracias a la intervención de uno de los vecinos del pueblo, que pudo dar aviso a los compañeros del cercano puesto de La Zarza.[34] Los sitiados, finalmente, fueron liberados y se procedió a la detención de casi medio centenar de personas. 

			Por tierras manchegas, Tarazona de la Mancha vivió otro de los acontecimientos con resultado trágico en el estallido revolucionario. Los dirigentes de la Casa del Pueblo, siguiendo las consignas recibidas, intentaron tomar el ayuntamiento, que cuya defensa acudió la Guardia Civil de la localidad, dirigida por el brigada Eloy Pastor Tortosa. Una descarga de las escopetas sobre los defensores del edificio provocó la muerte del guardia civil Pedro Valero Doñate y del cabo de serenos Pedro Atienza, así como del guarda mayor Antonio Alfaro. Entre los heridos por los disparos quedaron el inspector municipal, dos serenos, el brigada y el alcalde.[35] Villarrobledo fue otra de las localidades albaceteñas en la que estalló la revolución con enorme violencia.[36] En este pueblo los rebeldes incendiaron el ayuntamiento, la iglesia de San Blas y el Círculo Agrario, tras cortar las comunicaciones de los ferrocarriles y amenazar a los viajeros con disparos indiscriminados. Sin oposición alguna, se hicieron con el control del pueblo, salvo el retén de la policía municipal, que pudo ofrecer cierta resistencia a la espera de la llegada de las fuerzas de la Guardia Civil y Asalto que intervendrían posteriormente, con el trágico saldo de tres muertos entre los insurrectos albaceteños. En Caudete, en un nuevo enfrentamiento con socialistas locales, encontraba la muerte el guardia civil Francisco Martínez López. Ciudad Real también tuvo su cuota de violencia con los sucesos de Corral de Calatrava, en cuya casa cuartel el guardia de puertas falleció durante el asalto al edificio. Por el contrario, en Argamasilla de Alba las víctimas mortales cayeron del lado de los sublevados, con dos trabajadores muertos por enfrentamiento con los guardias del puesto.

			Los sucesos en tierras valencianas fueron capitalizados por los rebeldes de la provincia alicantina. En Villena, el intento de asaltar la casa cuartel el 7 de octubre se liquidaría con dos muertos entre los asaltantes. Antes habían incendiado un convento y cortado las comunicaciones con la capital.[37] En Elda los revolucionarios lanzaron una bomba de mano contra los guardias civiles, que no llegó a explotar, pero el tiroteo que se produjo posteriormente dejaría gravemente herido al sargento García Ferrer. Murcia[38] se sumó a la insurrección con manifestaciones y con la declaración de la huelga general. En Alguazas tuvo lugar una serie de detenciones ilegales en las personas de las autoridades eclesiásticas y de destacados miembros de la derecha local, realizadas por un numeroso grupo de extremistas, alrededor de 600 personas. Los encerraron en el ayuntamiento. El capitán Cifuentes, al intentar liberarlos, recibió un balazo en un brazo, y tuvo que recurrir al auxilio de la Benemérita de Lorca, desde donde se incorporaron unos sesenta guardias para acabar con la sublevación. Una botella inflamable fue lanzada sobre una de las secciones, al mando del teniente Juan Cifuentes López, en el que impactó el artefacto, provocándole graves quemaduras. Finalmente, los detenidos fueron liberados, sin tener que lamentarse más víctimas por ningún bando. 

			Merece una especial atención lo ocurrido en tierras aragonesas, toda vez que en esta región el monopolio ejercido por el anarcosindicalismo en las reivindicaciones obreras impidió el éxito de la llamada a la huelga general. Los miembros de la CNT no olvidaron que en anteriores envites se habían visto solos, sin ser secundados por otras fuerzas obreras, lo que provocó su inacción en la sublevación socialista. Sin su concurso, los socialistas aragoneses estaban abocados al fracaso. En la capital, Zaragoza, la huelga general fue declarada el día 6, más bien como acto de solidaridad con la lucha desplegada en otros lugares que por la propia creencia en la insurrección de los obreros aragoneses. Aun así, en Mallén y Tarazona se ocuparían los ayuntamientos, con la colocación de la bandera roja revolucionaria, tras el previo asedio a los cuarteles de la Guardia Civil. También se movilizaron los campesinos de la comarca de las Cinco Villas, especialmente en Uncastillo, Tauste y Ejea de los Caballeros, cuyo movimiento se extendió por espacio de cuatro días, hasta que las fuerzas gubernamentales lograron apaciguar a los exaltados obreros de la comarca. Dentro de esta zona, el lugar en el que se escribió una negra página para la Benemérita fue Uncastillo.[39] La casa cuartel resultó asediada por espacio de nueve horas, con el triste final de dos guardias muertos y tres heridos, entre ellos el comandante del puesto, sargento primero Victoriano Quiñones Fernández. Todo comenzó sobre las siete de la mañana del día 5 de octubre, cuando tres grupos de revolucionarios rodearon el acuartelamiento mientras tres rebeldes desarmados se disponían a conversar con los guardias civiles para que entregasen sus armas y rindieran el edificio. El suboficial, acompañado por los guardias Francisco García Prieto y Celestino Morales Marcos, salió del cuartel para parlamentar con los emisarios y el alcalde que los acompañaba, implicado abiertamente en la revolución. Dijo a los que iban a parlamentar que no podía entregar su unidad así como tampoco sus armas. En el momento en que iniciaban la vuelta al edificio, los amotinados dispararon cerradamente sobre los tres beneméritos, resultando muertos los dos guardias y con gravísimas heridas el sargento primero Quiñones. 

			Los muertos y el herido fueron retirados al interior del acuartelamiento por el guardia Manuel Corchete Álvarez, no sin grandes dificultades, y gracias a que el guardia Félix García Andrés, apostado en el primer piso, cubrió su retirada. Al caer el suboficial, el guardia Corchete tuvo que asumir la dirección de la defensa como el más caracterizado entre los que se encontraban dentro del edificio. Con buen criterio distribuyó a los tres guardias que con él quedaban, con la intención de detener cualquier intento de toma del cuartel. Pero un nuevo tiroteo provocó otras bajas entre los defensores, dejando heridos a los guardias Félix García Andrés y Demetrio López Cortés. El primero de extrema gravedad, pues a resultas de las heridas quedaría ciego, mientras que Demetrio solo resultó levemente alcanzado. Félix comenzaba a delirar por el impacto recibido en la cabeza. Ya solo quedaban para defender a los heridos, a las familias y a ellos mismos, Corchete, que se multiplicaba para atenderlos a todos y para ejercer la defensa del cuartel, y el guardia Vicente Adell Carpio, apostado en el piso superior para dejar fuera de combate a aquel revolucionario que se acercase a las puertas del edificio. Solo disponían de sus propios fusiles y de unas bombas de mano, con las que lograron mantener alejados a los rebeldes hasta que, sobre las cinco de la tarde, fueron liberados por las fuerzas al mando del capitán de la compañía, Enrique García Lasierra. El oficial fue el primero en llegar con refuerzos para socorrer y liberar a los sitiados en Uncastillo, con hombres procedentes de los puestos de Tarazona y Nalón, junto a otros desplazados por el 4.º Tercio Móvil. A su llegada, no obstante, fue recibido por una intensa descarga de fusilería, que provocó más bajas entre los guardias civiles. Uno de los heridos fue el mismo capitán, junto a los cabos Fernando Díaz y Matías Martín, y los guardias Ruperto Santamaría y Cristóbal Moral. La incorporación de las fuerzas al mando del alférez Rafael Casasús López, procedentes de Sos, pudo equilibrar los enfrentamientos con los revolucionarios que se negaban a rendirse ante los guardias civiles. Un camión que llegaba desde Tauste con refuerzos para auxiliarlos fue tiroteado y resultaron heridos los guardias civiles José González Mas, Juan Perales Pulido, José Santiago y Eduardo Penadés García. Finalmente la sublevación puede sofocarse con la llegada de nuevos hombres bajo la dirección del coronel Osuna, al mando de cuarenta hombres de la Comandancia de Zaragoza y del Tercio Móvil. El resultado del ataque a Uncastillo resultó desolador: «Lágrimas y llantos, esposas que perdieron a sus maridos, niños asustados, guardias heridos, escombros. Un horror. El capitán Lasierra herido de un tiro; los cadáveres de los otros dos guardias y los heridos. El guardia García Andrés daba gritos y muestras de enajenación mental.[40] 

			En La Rioja predominó la normalidad, salvo ciertos movimientos en la capital y la inicial violencia desatada en el levantamiento de los revolucionarios de Casalarreina, que hicieron principal objetivo de sus ataques a la Guardia Civil de la localidad. En Cervera del Río Alhama, los guardias del puesto, obedeciendo las órdenes del Gobierno Civil, se trasladaron a Arnedo y dejaron sin fuerza su localidad, circunstancia que fue aprovechada por los componentes de la Casa del Pueblo local para incendiar la iglesia. La Guardia Civil envió a seis parejas para que se sumaran a los hombres de la Guardia de Asalto y unidos lograron doblegar la resistencia de los revoltosos, provocando tres muertos entre estos. 

			En el País Vasco, antes del estallido de octubre se vivió el conflicto provocado por los ayuntamientos durante el mes de agosto. Uno de los pretextos fue la proposición presentada ante el Congreso para que se desgravara el impuesto sobre los vinos, como así estipulaba el estatuto de la producción vinícola para toda la nación. Los consistorios dieron por hecho que tal normativa iba a suponer la ruina de las haciendas municipales y de la región, y sobre todo que vulneraba el concierto económico entre las Vascongadas y el Estado español. Un numeroso grupo de representantes de los ayuntamientos de las tres provincias acordaron el nombramiento de una comisión ejecutiva para la defensa de los intereses de la autonomía municipal vasca.

			Desde la cartera de Gobernación, ocupada por el miembro del Partido Radical Ángel Velarde, se dispuso la disolución de la irregular asamblea, porque se entendía que era completamente ilegal y se ordenó a los guardias civiles y a la Guardia de Asalto que dispersase a los alcaldes de Guipúzcoa reunidos en San Sebastián, incluido el edil de la capital donostiarra.[41] El desenlace de las revueltas en esta ciudad fue la detención de cerca de cien nacionalistas. Los guardias civiles también intervinieron en la disolución de la asamblea de Estella, con las consecuentes detenciones de diez de los alcaldes allí reunidos. La dificultad de sustituir a los ediles detenidos se hizo patente porque en la mayor parte de los ayuntamientos los concejales que habían quedado en libertad se solidarizaron con sus compañeros detenidos y renunciaron a ocupar sus cargos. Al final, las comisiones regionales nombraron a su vez una comisión, denominada «de los veinte», en representación de las provincias vascas y de Navarra, con la anuencia de los líderes socialistas, Prieto y Negrín, que esperaban atraer a su proyecto revolucionario a los nacionalistas. Estos se encontraban en una situación de franca desilusión con la política gubernamental, y a pesar de la prohibición se trasladaron a Zumárraga para celebrar una nueva asamblea, con intención de plantear los derechos del País Vasco sobre el resto del Estado.

			Ante la gravedad del órdago nacionalista y, por ende, la posibilidad de que germinara un poder rebelde al Gobierno de la República, se envió a Vizcaya al director general de Seguridad, Valdivia, y al teniente coronel Muñoz Grandes, jefe de las fuerzas de la Guardia de Asalto, para atajar la incipiente desobediencia civil. El dispositivo planteado trataba en impedir el tránsito hasta la localidad guipuzcoana y que los concejales y alcaldes pudiesen incorporarse a la pretendida asamblea, lo que de todos modos lograron el alcalde y varios concejales de Bilbao. Finalmente, los que habían llegado fueron disueltos por la Guardia Civil, con la detención de veinticinco de los alcaldes allí presentes.

			La llamada a la revolución en las tierras vascas no fue secundada por la falta del apoyo nacionalista, pero el arraigo del socialismo en la cuenca industrializada de Vizcaya, así como en la zona metalúrgica guipuzcoana, determinó que en esas zonas el movimiento revolucionario auspiciado por la UGT obtuviera un masivo seguimiento.[42] En la provincia vizcaína, la violenta participación de los mineros provocó la retirada a sus acuartelamientos de la Benemérita, con la consiguiente ocupación de la zona minera. Portugalete, otro de los objetivos marcados por la insurrección para el control de la ría, fue tomada a pesar de los esfuerzos de la Guardia Civil, al mando del capitán Manso. Murió el brigada Gerardo Huici Rodríguez, cuyo fracaso en la sofocación de la revolución tuvo como consecuencia el incendio del palacio de Salazar, con una fabulosa biblioteca y una magnífica colección de obras de arte, que quedaron inmediatamente destruidas. Los gobernadores civiles tuvieron que recurrir al auxilio de dos columnas del Ejército que partieron de Bilbao y Vitoria a las órdenes del comandante Gavilán y el teniente coronel Ortiz de Zárate, respectivamente. Los militares lograron a duras penas dominar a los rebeldes, tras una cruenta campaña. La situación en la capital bilbaína, así como en Baracaldo o Durango, fue finalmente controlada con la intervención de las fuerzas del Ejército. Pero en Erandio, Somorrostro y Valmaseda la insurrección continuó, a pesar de los esfuerzos realizados para desmontarla, y los escarceos se mantuvieron hasta el día 17. Incluso se solicitó el apoyo de la aviación. En Bilbao, tras la reducción de los rebeldes, la intranquilidad se mantenía en las calles, con los paqueos indiscriminados por parte de elementos aislados, que provocaron la muerte de inocentes, como el niño Pedro Blas, fallecido por un impacto de bala cuando se asomaba al balcón de su casa, o Luisa González, quien recibió un balazo al salir como el anterior al balcón de su domicilio.

			En Guipúzcoa, con las localidades de Eibar y Mondragón como bandera de la revolución, los insurrectos lograban hacerse con el poder tras la reclusión de los guardias civiles en sus cuarteles, asediados por los rebeldes. En la localidad eibarresa, partidas de revolucionarios recorrían las calles a la caza de los considerados como enemigos del pueblo socialista. La trágica consecuencia fue el asesinato de algunos de estos ciudadanos. Una de las víctimas fue el presidente del Círculo Tradicionalista, Carlos Larrañaga, y otra el exdiputado tradicionalista Marcelino Oreja Elosegui, padre de Marcelino Oreja Aguirre. La Guardia Civil tuvo que acuartelarse para poder defenderse de la acometida rebelde, con cierto éxito, ya que no lograron tomar el cuartel, a pesar de los esfuerzos para derrotar a los sitiados, perfectamente dirigidos por el capitán Garrigós. Los refuerzos de guardias civiles y de un batallón de Infantería, tras largas horas de combates, devolvieron la tranquilidad a la localidad. Dos guardias habían muerto en la revuelta. Por desgracia también fallecieron siete revolucionarios. En la segunda localidad, Mondragón, se proclamó el socialismo revolucionario, con la implantación de tribunales populares que llegaron a condenar a muerte a uno de los empresarios de la localidad, y el reparto de víveres y la colectivización de los bienes municipales. Otro de los lugares donde se produjeron violentos enfrentamientos fue la localidad de Pasajes, donde la fuerza pública tuvo que enfrentarse a los revolucionarios con el balance de varios muertos y heridos.

			En Cantabria, la revolución corrió de la mano, en solitario, del socialismo. Los enfrentamientos entre guardias civiles y revolucionarios fueron leves, con la excepción de los que se desarrollaron en Torrelavega, localidad que tuvo que ser sometida por las fuerzas del Ejército enviadas desde Burgos. Antes de la llegada de los militares, una patrulla de la Benemérita fue tiroteada en la noche del día 8 cuando escoltaba a los operarios de la reparación del sistema de alumbrado, que había sido saboteado. Murió el conductor del camión que los trasladaba y resultaron heridos dos de los operarios, así como el sargento de Renedo Félix García, y el guardia Valentín Maestre García, perteneciente al puesto de Comillas. En Reinosa, el choque violento se saldaría con la muerte de dos de los atacantes. No muy lejos, en los Corrales, el día 6 de octubre una patrulla compuesta por el cabo Manuel Lodos Hernández y los guardias Saturnino Indego Sandino, Pablo Rodríguez García y Tomás Ruiz Santiago fue tiroteada por un grupo de revolucionarios. A consecuencia de un disparo recibido en el vientre, el guardia Indego fallecería a los pocos días. Otro de los guardias, Pablo Rodríguez, perdió un ojo a consecuencia de la herida recibida. Resultó imprescindible el concurso del capitán de la compañía, Tomás Asín Robles, con varios de los hombres de la unidad, para hacerse cargo del orden público en la localidad. Otra patrulla, esta vez del puesto de Nueva Montaña, compuesta por un sargento y cuatro guardias, también resultó atacada por un variopinto grupo de asaltantes, lo que les obligaría a disparar causando varios heridos entre los atacantes.[43]

			En la provincia de Valladolid, Medina del Campo, Tudela de Duero y Medina de Rioseco sufrieron una serie de violentos enfrentamientos entre los obreros y la Guardia Civil. En la última el resultado fue desolador. Desde las nueve de la mañana, los revolucionarios cortaron las comunicaciones telefónicas para impedir el auxilio de los guardias civiles. Emboscados, los insurrectos atacaron a una patrulla que retornaba al acuartelamiento, quedando heridos de diversa consideración un teniente, un sargento, Mauro Andrés, así como algunos guardias. El suboficial moriría poco tiempo después a consecuencia de las heridas recibidas. Tras recibir información de este ataque, el teniente coronel jefe de la Comandancia partió hacia el pueblo con varios guardias de la cabecera, y allí se encontró con que el capitán de la Compañía estaba defendiéndose de los ataques en una situación bastante apurada. Los nuevos refuerzos favorecieron la resistencia, no sin que varios de ellos resultasen heridos. La providencial ayuda de la Guardia de Asalto, que se trasladó desde la capital pucelana, lograría a su vez aliviar la situación, pero no eliminar el ataque de los insurrectos, por lo que también se vio obligada a solicitar el envío de más fuerzas. Desde el Gobierno Civil se tomó la decisión de mandar a una sección completa de la Guardia Civil destinada en la capital y a varios guardias de los pueblos más cercanos para acabar de una forma definitiva con la insurrección.[44]

			De mayor entidad fueron los acontecimientos revolucionarios protagonizados por los bregados mineros en la cuenca minera palentina. Uno de los lugares donde la violencia dio un trágico resultado fue Barruelo de Santillán.[45] Allí, tras cortar las líneas del ferrocarril y declarar el socialismo en la localidad, los revolucionarios prendieron fuego a la iglesia parroquial, en la que encontró la muerte el hermano Bernardo, director de la escuela, cuando intentaba ponerse a salvo junto a un grupo de religiosos. De nada sirvió el intento de evitarlo que hizo una patrulla de la Guardia Civil, que al mando de su teniente tuvo que refugiarse entre las paredes de la casa cuartel, en una posición algo apurada, ubicada en una hondonada, por el intenso tiroteo al que los sometieron. A consecuencia de las heridas recibidas murió a los pocos días el guardia Benito Izquierdo. En esta población encontraría la muerte también el jefe de la Comandancia, teniente coronel Ángel Sáez de Ezquerra, cuando intentaba conciliar los ánimos y convencer a los rebeldes para que desistieran de su actitud. Solo pudo devolverse la tranquilidad al pueblo con la incorporación del Batallón Ciclista de Palencia, junto a una batería de Artillería desplazada desde Burgos, quedando las dos columnas al mando del coronel del Tercio de la Benemérita, Luis Villegas Ramos.[46] La virulenta respuesta de los insurrectos fue respondida con fuego de artillería, lo que muestra hasta qué punto se había desatado la violencia. En los momentos posteriores a la rendición de los revolucionarios se recogieron 400 armas largas, unas 100 pistolas, más de 200 bombas y aproximadamente igual número de botellas con líquido inflamable, así como miles de cartuchos. Alrededor de 700 hombres fueron detenidos por su implicación en la revuelta de Barruelo. Otro de los lugares más involucrados con la revolución fue el pueblo de Guardo, donde tras el incendio del puesto de la Guardia Civil, asaltaron el ayuntamiento, donde encarcelaron a los guardias que habían sobrevivido al ataque.

			Parecida violencia se registró en la cuenca minera leonesa, vinculada tradicionalmente con los compañeros de las organizaciones obreras asturianas.[47] Por toda la franja hullera leonesa la UGT lanzó la consigna de lucha total, con gritos de «UHP» (Unión de Hermanos Proletarios), en abierto reclamo de la intervención del anarcosindicalismo. Villablino, el mismo día 5 de octubre, recibía a hornadas de obreros de Villager, Cabrillanes y Villaseca de Laciana, para adoptar conjuntamente la decisión de levantarse contra el Gobierno de la República. El primer lugar, con un guion previamente aprendido, los revolucionarios se dispusieron a tomar el cuartel de la Guardia Civil, bajo la defensa de un sargento y seis agentes, que cayó tras un día de resistencia. Durante la jornada del día 6 de octubre, coordinados con la huelga general declarada en la capital, los mineros de Bembibre, Ponferrada, Olleros y otras localidades optaron por sumarse a la rebelión. La oposición que ofrecía la Guardia Civil en estos pueblos fue mínima, porque la mayor parte de los guardias habían sido concentrados en sus cabeceras de compañía, o incluso trasladados en comisión a la montaña asturiana. En Matallana y La Velilla se produjeron violentos enfrentamientos entre guardias civiles y mineros, con el posterior incendio de edificios públicos y el ajusticiamiento de algunos patronos. Ante el violento matiz de los acontecimientos en la provincia leonesa, se desplazó allí el general de la Octava División Orgánica, Pedro La Cerda. Tenía que dominar la situación y cubrir el avance del general Bosch, quien a su vez marchaba a sofocar la revolución asturiana, y con ello proteger su retaguardia para impedir que quedase copado por fuerzas insurgentes.

			El desenlace de los enfrentamientos en El Bierzo resultó abiertamente negativo para la Institución. En el cerco llevado a cabo contra la casa cuartel de Páramo del Sil encontraron la muerte dos guardias civiles, Santos Santoral Martínez y José Fuensanta. En Cerca de Toreno, un vehículo cargado de explosivos lanzado contra otro de la Guardia Civil, provocó un elevado número de heridos, de los que dos guardias fallecerían posteriormente. Sabero y Olleros, fueron ocupados en la jornada del día seis. El avance del Batallón Ciclista, que partió desde Palencia para incorporarse al dispositivo militar, logró levantar el cerco del cuartel de Santa Lucía, al que los mineros estaban sometiendo desde el día anterior, y cuyos guardias habían podido resistir junto a sus familias, con dos heridos de gravedad.

			Uno de los mayores errores de los revolucionarios fue confiar en que los aviadores del aeródromo de la Virgen del Camino se sumarían a la revolución. La presencia de varios guardias de asalto evitó el ataque de cientos de revoltosos, en connivencia con varios militares destinados en la base. Tras un reducido tiroteo, los de asalto dispersaron a los obreros y detuvieron a los implicados en el interior. Libre la pista de aterrizaje, el día 7 de octubre llegaba el general López Ochoa, con el encargo de dirigir in situ las operaciones militares en el Principado. 

			
Asturias 

			El seguimiento de la revolución de octubre de 1934 en el principado merece un capítulo completo, por la entidad de lo ocurrido en tierras asturianas, y por las funestas consecuencias que para la supervivencia de la República tuvo el levantamiento de la cuenca minera, esencialmente por el temor que creó en las clases conservadoras la posibilidad de la implantación de un régimen marxista, además de su coste de vidas humanas y de la ruptura que causó en la convivencia de la sociedad española.[48] 

			La obstinada y sangrienta resistencia ofrecida por la cuenca minera, con el absoluto predominio y control del alzamiento por las organizaciones proletarias, unidas en este caso en las denominadas «alianzas obreras», provocó el mayor número de bajas de todas las regiones que se levantaron frente al gobierno republicano. En Asturias, las organizaciones obreras tenían poderosas conexiones entre ellas, y por eso presentaban un frente potencialmente más estable que el de otras zonas de España. Si algo puede aseverarse es que el levantamiento asturiano estuvo presidido, fundamentalmente, por un elevado componente de clase, que favorecía una fuerte cohesión entre sus miembros y una virulencia inusitada en el desarrollo de las operaciones para alcanzar sus objetivos. Eran conscientes de la fuerza que tenían al mantenerse unidos, y no tenían sentimiento de culpa por la ejecución de sus planes de insurrección, pues asumían que había llegado el momento esperado y que el fin justificaba los pavorosos medios. 

			Uno de cada ocho obreros de la región prestaba sus servicios en el sector de la minería, con el que estaban relacionados de forma indirecta otros muchos asalariados.[49] En la génesis del levantamiento asturiano no pueden obviarse las deplorables condiciones laborales que había arrastrado la minería desde décadas anteriores. Conscientes de la fuerza de las organizaciones obreras, de las reivindicaciones planteadas por la propia patronal minera y los sindicatos socialistas para promover una política de protección en la minería y la siderurgia asturiana, los líderes republicanos promovieron una mejora de su situación laboral y económica. El nivel retributivo de los mineros, comparado con el resto de los obreros asalariados de la industria o con los campesinos minifundistas, evidencia que la revolución en Asturias no obedeció principalmente a que hubiera una situación económica precaria. Estuvo presidida por la ideología y la política y encabezada por el Partido Socialista. 

			Eso no quiere decir que no influyeran las deplorables condiciones de insalubridad de las viviendas, los desajustes en los precios de los productos de primera necesidad y el elevado paro obrero que sufría la región en otros sectores productivos, consecuencia de los procesos de desindustrialización. Todo ello también suponía un excelente caldo de cultivo para la revolución social.[50] 

			Con tales premisas, el sector minero convirtió Asturias, por la fuerza de sus pretensiones, y por el apoyo recibido desde el Partido Socialista, en la región más influyente en el área reivindicativa del periodo republicano hasta esos momentos. A los factores analizados se unen la perseverancia en una política de lucha tradicional contra el patrono, así como la radicalización política llevada a cabo por las fuerzas anarcosindicalistas y de la UGT. El comunismo todavía no poseía en Asturias la representatividad que posteriormente obtendrá en el mundo obrero, pero ya buscaba su lugar entre las clases mineras. Durante la primavera de 1934, la UGT, la Federación Socialista Asturiana (FSA) y la CNT establecieron contactos para crear el embrión de las alianzas obreras en el principado y en las cuencas mineras de León y Palencia, con el compromiso inicial de no dar entrada a los comunistas, quienes se negaban abiertamente, quizá siguiendo instrucciones superiores, a colaborar con ningún partido «burgués». A su pesar, con el temor a perder cierto protagonismo en la anunciada revolución, los comunistas se sumaron a la alianza a finales de septiembre, cuando ya estaba culminado el proceso de organización de la revolución. Pese a ello, el elevado sentido de la disciplina de los comunistas se dejaría sentir precisamente con mayor virulencia en las tierras asturianas, pues se mostraron dispuestos a continuar la lucha hasta el final de la revolución.

			Las cifras de la sublevación suelen ajustarse a prejuicios e intereses particulares, por lo que resulta complejo buscar datos adecuados y veraces sobre la cantidad total de revolucionarios implicados. A estos efectos, las únicas fuentes fiables que se pueden analizar son las que figuraban en el censo de mineros, unos 26.000, a los que pueden agregarse el resto de obreros de la siderurgia y del sector servicios, con la certeza de que no todos ellos se sumaron a la aventura insurreccional, ni todos ellos combatieron de forma simultánea. Además, y como aspecto más concluyente de las estimaciones, resulta evidente que no había armas para todos, por lo que en los dos frentes más significativos, Oviedo y Campomanes, los rebeldes no alcanzarían, en ningún caso, más allá de los seis u ocho mil hombres. La organización respondía a los criterios impuestos por los comités revolucionarios. En la base, pequeñas células de cinco revolucionarios, compuestas por tres fusileros y dos artilleros (dinamiteros), encuadrados en otras unidades de diez a quince hombres, incluidas en otras de mayor entidad que rondaban los cuarenta militantes. Era una estructura militar similar a la de las escuadras, pelotones y secciones. No obstante, esta estructura no fue observada en la mayor parte de las ocasiones, pues los obreros preferían combatir mostrando su pertenencia a una determinada sección por afinidad personal, junto a familiares o paisanos, antes que por la imposición del comité. Su armamento estaba compuesto por fusiles, escopetas, pistolas e incluso piezas de artillería tras la toma de las fábricas de armas. La fusilería se había adquirido con la compra de reducidas partidas o incluso por la llegada de parte del alijo del Turquesa. El factor más determinante fue la dinamita sustraída en las canteras, que en manos de los experimentados mineros resultó un arma intimidadora. Tampoco puede obviarse el estado anímico de los revolucionarios, porque desde los primeros instantes mostraron una voluntad férrea de lograr la victoria a toda costa, sin cuestionarse la vida de los potenciales rehenes o enemigos. Una muestra de tal determinación aparecía recogida en las consignas lanzadas por los cabecillas: «Tras nosotros el enemigo solo encontrará un montón de ruinas. Por cada uno de nosotros que caiga por la metralla de los aviones, haremos un escarmiento con los centenares de rehenes que tenemos prisioneros…».[51] 

			En cuanto al liderazgo de la revolución el principal impulsor y dirigente fue el diputado socialista y secretario general del sindicato Ramón González Peña, quien se hizo llamar «Generalísimo» de la revolución. Considerado como afín a Prieto, modificará ulteriormente su posición para radicalizar su postura junto a Largo Caballero. Otro de los principales líderes revolucionarios asturianos fue Belarmino Tomás, procedente de la cuenca de Langreo, donde era teniente de alcalde, y que tristemente asumirá el papel de líder único que capitaneará la revolución hasta el final. 

			A grandes trazos, el plan de acción comenzaba con la toma de los cuarteles de la Guardia Civil, como el último obstáculo para controlar las poblaciones. Luego partirían a ocupar la capital del principado. Tras cumplir con este objetivo, se organizarían columnas para extender la revolución al resto del territorio nacional. El plan para tomar Oviedo resultaba bastante simple: un ataque sincronizado mediante cuatro columnas distribuidas entre todas las fuerzas disponibles, sin reserva alguna, contando con el apoyo interno de los obreros ovetenses. La primera de las columnas por el sur, liderada por Graciano Antuña, presidente de la Federación Socialista Asturiana del PSOE y secretario general del Sindicato de Obreros Mineros de Asturias (SOMA-UGT), partiría desde Mieres, para entrar en la ciudad por San Esteban de las Cruces. La columna procedente del este, bajo el mando de Pedro Vicente, llegaría a Oviedo desde Langreo, con el objetivo de tomar la fábrica de armas de la Vega. Por el norte, otra columna intentaría afianzar su posición en la estación, siguiendo las órdenes de Dutor, uno de los estrategas de la revolución. Finalmente, la columna del oeste-noroeste, al mando del propio González Peña, recogería el principal volumen de armas procedentes del alijo del Turquesa, e intentaría apoyar a la columna del norte, para avanzar sobre el centro de la población. 

			Por parte de la Benemérita, en la provincia asturiana se hallaba desplegado el 10.º Tercio, bajo el mando del coronel Díaz Carmena, que integraba, además de las fuerzas del principado, a las comandancias de Lugo y Santander. Mandaba la Comandancia de Asturias el teniente coronel Juan Moreno Molina, y esa unidad se estructuraba en cinco compañías, cuyas sedes se ubicaban en Gijón, Luarca, Llanes, Sama y Oviedo, en las que se desplegaban los 640 hombres de su plantilla. Con previsión, ante la perspectiva de la insurrección, la comandancia solicitó de la Inspección General el auxilio de refuerzos de las provincias limítrofes, y en respuesta a esta solicitud se incorporaron 102 hombres procedentes de Lugo, Zamora, Valladolid y León. De hecho, en septiembre el coronel había enviado un detallado y contrastado informe sobre la situación asturiana en el que avisaba que tenía constancia de que algo grave estaba sucediendo en la cuenca minera. A pesar de estas sospechas, los puestos diseminados por los intrincados e inaccesibles valles no fueron dotados de armamento para responder con ciertas garantías a una posible insurrección, por lo que en su mayoría fueron asaltados y aniquilados nada más producirse los ataques por toda la cuenca, muy coordinados. Los guardias se quedaron sin munición o sin granadas con las que contrarrestar a los experimentados mineros, armados con la dinamita proporcionada por los comités revolucionarios. 

			El otro cuerpo policial, la Guardia de Asalto, sufrió sensibles bajas por el ataque revolucionario. Se hallaba bajo el mando del comandante Silva. Se desplegaba por la provincia asturiana en dos compañías: la primera de ellas, ubicada en Gijón, estaba al mando del capitán Díaz de Lastra y la 19, con sede en Oviedo, al mando del capitán Argot. En total, sumadas las plantillas con los desplazados de otras unidades, como el caso de la Guardia Civil, llegados desde Madrid, La Coruña, Salamanca y Valladolid, quedaban alrededor de trescientos hombres para enfrentarse a los miles de mineros organizados para la revolución. Y como los beneméritos, los de asalto también se diseminaban por la provincia, aunque en unidades tipo sección, una de ellas en Sama y la otra en Mieres. En este recuento de fuerzas de seguridad a favor de la República, no puede faltar el Instituto de Carabineros, con su jefe al frente, el teniente coronel Luengo, pues tuvieron un papel fundamental en la defensa del puerto del Musel con una importante repercusión, al detener el impulso revolucionario el tiempo necesario hasta la llegada de los refuerzos. En varios de los puestos de la costa, como le había ocurrido a la Benemérita, su suerte fue dispar.

			Tampoco puede obviarse la presencia de las fuerzas del Ejército, responsables finalmente de los duros enfrentamientos bélicos con los mineros, cuyo núcleo central lo constituía el Regimiento de Infantería N.º 3, establecido en el Cuartel de Pelayo, en el extrarradio de Oviedo. Su plantilla se acercaba a los 900 hombres, aunque era evidente que no estaba completa, y además casi en su totalidad pertenecía a un reemplazo que se licenciaba en noviembre, lo que fomentaba el deseo de retirarse a casa más que enfrentarse al enemigo. Además, muchos eran paisanos de la zona. Dos fábricas de armas también estaban enclavadas en la demarcación de la provincia asturiana. En Trubia estaba la de armas de fuego, incluidas baterías y morteros, bajo las órdenes del coronel Félix García Pérez; y en la Vega, una fábrica de fusiles, mandada por el coronel Jiménez de Beraza. Los dos centros fabriles serían posteriormente tomados por los revolucionarios, con cierta facilidad por los apoyos internos que encontraron y porque las previsiones adoptadas para impedir que el armamento cayera en manos de los rebeldes fueron ciertamente nulas. El Batallón de Zapadores N.º 8 estaba ubicado en Gijón, donde actuó con extremada eficacia, por lo que dos de sus compañías, una vez sofocada la revuelta en la localidad, fueron trasladadas a Oviedo para apoyar a la guarnición de la capital de la provincia. También tuvieron un acertado protagonismo el Centro de Movilización y Reserva N.º 16, al mando del coronel Quintas, y la Caja de Reclutas N.º 54, bajo las órdenes del teniente coronel Arias De la Torre y de su segundo jefe, el comandante Camilo Alonso Vega. Ambas unidades ubicadas en el Convento de Santa Clara. Su resistencia a ultranza se saldó con un rotundo éxito, de tal forma que fue capaz posteriormente de trasladar su defensa más allá del sector asignado. 

			La ofensiva revolucionaria comenzó en la madrugada del 5 de octubre, con menor incidencia en la capital que en la cuenca minera, donde obtuvo un éxito casi absoluto. A los planes de ocupar la capital se sumaron los de tomar las otras ciudades importantes de la provincia: Gijón y las cabeceras de comarca de la cuenca minera, Sama de Langreo y Mieres. Esta última localidad, cercana a los cuarenta mil habitantes, era el centro de una zona industrial con localidades como Turón, Ujo, Santa Cruz, etc., con un contingente de unos 7.000 hombres que trabajaban en las minas de las localidades citadas. En la zona de Mieres, el primer ataque fue dirigido contra el cuartel de la compañía de guardias de asalto del Palacio de la Villa, y contra los tres pequeños puestos de la Guardia Civil ubicados en los pueblos de Rebolleda, la Peña y Murias. Los de asalto intentaron repeler la agresión y buscaron el lugar de los enfrentamientos subidos en un camión que resultaría intensamente tiroteado desde las alturas y desde las esquinas, en las que se habían parapetado los insurrectos. No tuvieron otra opción que desistir y refugiarse entre las paredes del ayuntamiento, negándose abiertamente a capitular ante las propuestas de rendición de los revolucionarios. La resistencia se transformó en una defensa heroica del edificio, en el que cayeron heridos o muertos varios de los defensores y, por tanto, la capacidad de respuesta se redujo considerablemente. El asalto final hizo que los defensores sucumbieran en su totalidad. Ninguno pudo salvar la vida. Para la Guardia Civil de la comarca de Mieres la suerte no fue muy distinta, pues los tres puestos cayeron bajo los impactos de los cartuchos de dinamita. 

			En Bárzana, la defensa del edificio se prolongó dos días, hasta que la amenaza de incendiar el cuartel y los edificios anexos obligó a pactar una rendición por parte del cabo Francisco Peña Martínez, a la que se veía forzado de todas maneras por las escasas municiones que le quedaban en la unidad. 

			Las calles de Figaredo se poblaron de revolucionarios bajo las órdenes del mayor de los hijos de Manuel Llaneza. Siguiendo el esquema de organización de la revolución, por cada grupo de nueve hombres se designaba a un responsable, obligado a obedecer las disposiciones dictadas por el comité revolucionario. Estos grupos disponían de cierta capacidad de maniobra para adoptar decisiones y uno de ellos decidió marchar para tomar el cuartel de Ujo,[52] que estaba bajo las órdenes del teniente Gabriel Torrens Llompart. Además de este oficial se encontraban los guardias José Herránz Pérez, Secundino Bretón, Francisco Vera, Prudencio Sedán y Florencio Morán, quienes se habían parapetado tras la otra margen del río, desde la que podían disparar sobre los atacantes. La presión ejercida sobre los guardias les obligó a retroceder hasta el cuartel. Los experimentados mineros intentaban derribar la defensa ofrecida mediante el lanzamiento de cartuchos de dinamita, pero para ello debían aproximarse para lanzarla y pronto comprendieron el peligro de ponerse en el punto de mira de los veteranos guardias. No obstante, la superioridad del número de revolucionarios se impuso sobre los defensores, y finalmente el jefe de la defensa, Torrens, desobedeciendo las órdenes para el caso de caer derrotados, no intentó esconder los cerrojos de los fusiles o desarbolar las granadas de mano, y en la capitulación entregó un material que posteriormente sería empleado en la toma de otros cuarteles. A partir de estos instantes, el oficial se ofreció para interceder como interlocutor válido en las negociaciones para la rendición de los puestos de la cuenca minera. 

			Una de las parejas del Instituto, compuesta por el cabo Antonio López Camello y el guardia Antonio Molano García, en su retorno al puesto de Lugones, comprobó que ya había sido tomado por los rebeldes y que habían muerto sus defensores. Apesadumbrados, lograron llegar hasta Grado, dando cuenta al jefe de línea de lo sucedido. En ese pueblo, hasta ese momento, no había ocurrido nada, aunque se observaba que ningún vehículo transitaba, lo que indicaba que en algún lugar se estaba interrumpiendo el tráfico. Los rebeldes de la localidad habían comenzado a organizarse a media mañana, y pronto llegaron noticias a los guardias de que iban a atacar por la noche. En esos instantes, el cuartel estaba ocupado por el teniente Juan Domínguez Jandos, el cabo Antonio López Camello; el guardia primero Antonio Molano García y los guardias segundos Aurelio Fraile García, Modesto García Álvarez, Saturnino Campero León, Pedro González Sarabia, Agustín Pardo Arenales, este último recién llegado de forma accidental, así como el guardia Severiano Muñoz, destinado en el puesto de Navergas, que viajaba para Oviedo y que a causa de la detención de los ferrocarriles había tenido que pernoctar en Grado.

			Tras elaborar un plan de resistencia, el teniente Jandos adjudicó a cada uno de los guardias un lugar para la defensa, ya que la casa cuartel se ubicaba en un edificio con dos pisos y una planta baja. Sobre las nueve de la noche se recibió la esperada llamada de los revolucionarios invitando a los guardias a la rendición. El teniente, con la aquiescencia de sus hombres, a la vista de lo ocurrido en otros lugares, se negó con rotundidad a rendir su puesto, pese a la amenaza de volarlos con la dinamita si en diez minutos no acataban la orden de rendición. El edificio no tardó en ser sitiado por los rebeldes. Los primeros cartuchos provocaron ciertos destrozos en el tejado, mientras comenzaba una descarga de fusilería contra las paredes. Ocho guardias civiles se debatían frente a centenares de hombres que los rodeaban. La noche pareció eternizarse, hasta que por la mañana se recibieron noticias de que avanzaba una columna del Ejército y los rebeldes optaron por abandonar el sitio. Los defensores tuvieron la suerte de su lado, pues solo uno de los guardias, Campera León, resultó herido de gravedad, con un disparo que le atravesó las piernas. 

			Ante el cariz de los acontecimientos, las noticias volaban por los pueblos. Los puestos recibieron órdenes inmediatas de concentrarse en unidades más operativas. En la parte alta del río Aller, el sargento Domingo Marino comenzaba su itinerario hasta Caborana, que se hallaba al mando del teniente Valeriano Crespo junto a siete de sus hombres. El suboficial había llegado procedente de Zamora para reforzar el puesto de Cabañaquinta y junto con sus guardias y sus familias procedieron a cumplir la orden recibida. A unos siete kilómetros de Moreda fue atacado por un grupo de revolucionarios y decidió refugiarse en el economato de minas de esa población, en el que encontraron al cabo y los guardias de Moreda, que también intentaban llegar a la cabecera de la línea de Caborana. Los guardias, en el intento de abrirse paso por el monte fueron divididos en dos grupos por el intenso tiroteo al que eran sometidos. Marino y seis de sus guardias alcanzaron refugio en una casa, a pesar de que él y tres de los guardias ya estaban heridos. Allí continuaron defendiéndose por espacio de unas seis horas, hasta que un guardia que había sido hecho prisionero tras la rendición del teniente Crespo les indujo a su vez a declinar la resistencia. El grupo de prisioneros fue trasladado a Mieres, donde el comité local revolucionario pudo impedir que fuesen linchados por la masa. 

			Cerca de allí, en Santullano, los seis guardias civiles de la plantilla también fueron derrotados por la fuerza de la dinamita, quedando herido grave su comandante de puesto, mientras uno de los guardias fallecía a consecuencia de un disparo. Tan solo uno de ellos pudo escapar de aquel lugar. En Ciaño, los componentes del puesto, bajo las órdenes del cabo Dionisio López, como en otros lugares, se negaron a rendirse y a consecuencia del tiroteo todos ellos cayeron. La mujer del cabo, hermana de uno de los dirigentes sindicales mineros, acompañó a su marido hasta el final. El hijo del matrimonio, que no quiso abandonar a sus padres, también falleció en el ataque de los rebeldes. Solo se salvó uno de los guardias, que logró escabullirse saltando por una de las ventanas traseras del edificio. Boo fue otra de las localidades que ofreció una tenaz resistencia a las acometidas revolucionarias, y que se doblegó, como en otros cuarteles, gracias a la experta utilización de la dinamita. Solo eran cuatro hombres: el cabo Darío González Rodríguez y los guardias José García Álvarez, Inocencio García y Pablo Romero, pero consiguieron alargar la defensa por varias horas, a pesar de las explosiones y de los intensos tiroteos que sufrieron, hasta que, agotadas las municiones, no les quedó otra opción que entregarse para ser hechos prisioneros. En otros lugares, como Carbayín, cayeron muertos dos guardias civiles en su defensa o al trasladarse a las cabeceras de compañía, como en el caso del puesto de Villa, cuando los beneméritos se dirigían a Oviedo, fueron interceptados y fallecieron un cabo y dos guardias en los combates. Los familiares tuvieron que ser ocultados en las casas particulares de la localidad. Como puede apreciarse, a pesar de la sorpresa inicial y los organizados ataques simultáneos a los cuarteles, la defensa numantina llevada a cabo mostró a los obreros asturianos la tenaz resistencia que era capaz de ofrecer la Guardia Civil para entregar sus armas o a dejarse matar por los revolucionarios. No obstante, en esa desigual lucha, veintitrés cuarteles de la Benemérita cayeron en cuestión de horas.

			Otra muestra de esta agónica resistencia por parte de los beneméritos, a veces inútil, la ofreció la localidad de Llanera, ubicada junto a la capital asturiana. El éxito de la defensa ejercida por los guardias de Posada de Llanera fue una consecuencia de la acertada decisión tomada por su comandante de puesto, el sargento Gaspar Sánchez Herrero, que adoptó una defensa de parapetos retirados de las paredes de la casa cuartel. El hecho de haber salido a combatir en posiciones alejadas del edificio fue decisivo para que este no cayera en manos de los revolucionarios, a quienes les fallaron los cálculos preconcebidos sobre la facilidad en derrotar a tan exiguas fuerzas. Esa madrugada del día 5, alrededor de las tres de la mañana, se oyó una detonación producida por una descarga de fusilería realizada al paso de un camión por el mercado. Estos disparos alertaron a los guardias civiles. El sargento, con cuidada previsión, dejó solamente en el acuartelamiento a los guardias Fidel Moreno y Antonio Santiago, pese al temor de que la maniobra fuera una distracción para hacer salir a todos los componentes. Junto a la carretera de Lugones, el suboficial, acompañado por los guardias Rafael Zamorano García y Emiliano Díez García, procedió a dar el alto a uno de los grupos rebeldes, que respondió con una cerrada descarga sobre los guardias, que a pesar de su reducido número lograron que no avanzasen, con el precio de la muerte de uno de los beneméritos y una gravísima herida en otro. El sargento logró, no obstante, llegar hasta un edificio desde el que pudo realizar una llamada telefónica a Oviedo solicitando el auxilio necesario. Sánchez Herrero, y junto a él, gravemente herido, el guardia Zamorano, continuaron batiéndose desde el edificio con un grupo que los superaban ampliamente en número y en armas. Tras una hora y media de intenso tiroteo, se incorporaron a la contienda nuevas fuerzas procedentes de Oviedo, que de inmediato fueron ametralladas desde las mejores posiciones adoptadas por los rebeldes. Entre los recién llegados hubo un muerto y varios heridos, incluido el oficial al mando, teniente Esteve González. La llegada de más fuerzas procedentes de Luanco y Vista Alegre consolidaba la posición de los miembros de la Guardia Civil, logrando recoger a los rebeldes en su huida veinticinco fusiles, unos cuatro mil cartuchos y treinta y un cartuchos de dinamita, con los que pensaban volar el ayuntamiento y la casa cuartel. 

			Unos días después, el 9, otro grupo intentaba tomar la localidad de Posada de Llanera. La suerte, en esta ocasión, sonrió a los beneméritos al ser capturado uno de los espías de los revolucionarios, que venía en bicicleta a informarse de la situación en la que se hallaban los defensores, y confesó los planes de ocupación. Los guardias civiles, ahora reforzados con otros miembros de la Institución, junto a guardias de asalto, se parapetaron en posiciones fuertes y lograron finalmente hacer desistir a los rebeldes, que en su huida abandonaron la ametralladora blindada de la que disponían. En la posterior revisión por parte del sargento de la fábrica de explosivos, para la recogida de las armas y municiones, se encontraron los cuerpos de los asesinados Miguel Durán y su hijo, director e ingeniero de la fábrica, respectivamente. 

			No podía quedar al margen de la revolución la cuenca de Langreo, cabecera del río Nalón. Dos localidades separadas por un puente, Sama y la Felguera, unían a obreros de carácter político e ideológico diferente, los mineros y los obreros siderúrgicos. En la Felguera todo giraba alrededor de la fábrica Duro-Felguera, y la militancia sindical de los obreros respondía a inquietudes anarquistas, mientras en Sama se decantaban por la alineación socialista. La Guardia Civil de la cuenca minera, por su parte, siguiendo las instrucciones de su mando directo, el capitán José Alonso Nart, comenzó su particular éxodo hacia Sama, para concentrarse en la cabecera de la 4.ª Compañía. Esta se articulaba en tres líneas: la primera con sede en La Felguera, la segunda en Ujo y la tercera en Caborana. Además de la plantilla habitual, habían llegado más guardias procedentes de Zamora y Valladolid, en una cifra estimada de cincuenta, o lo que es lo mismo, casi la mitad de los refuerzos llegados a Asturias. Resulta comprensible que este medio centenar de guardias no resultara suficiente para presentar una defensa adecuada, en igualdad de condiciones, frente a las fuerzas revolucionarias, compuestas por un número aproximado a casi 2.000 mineros, que se concentraron en la cabecera de la cuenca.

			 Durante la tarde del día 4, en un paraje cercano a la localidad de El Entrego,[53] a unos 10 kilómetros de Sama, comenzaron los ataques de un pequeño grupo de mineros contra unos guardas de un coto minero, con el objetivo de requisarles las armas. Los guardias civiles del puesto, que de esta forma fueron los primeros en enfrentarse a los rebeldes en la cuenca de Langreo, intentaron evitar el ataque, pero dominados por el número de los enemigos, se refugiaron en su cuartel. Hasta allí llegó para auxiliarles un teniente de la Guardia de Asalto junto a una docena de hombres, que obligaron a los rebeldes a levantar el sitio del cuartel. Allí dejó junto a los beneméritos a siete hombres, mientras él partía para Sama con el resto. Para su desgracia, al pasar por Ciaño los insurrectos lograron interceptarlos, obligando a que se refugiaran entre las paredes de la casa de socorro, edificio sin posibilidades de defensa que fue asaltado. Pronto acabó la resistencia de las fuerzas de asalto, combinadas con seis guardias civiles de El Entrego. Tras ser detenidos fueron conducidos a las paredes del cementerio y allí cayeron fusilados. Tan solo escapó un guardia de asalto, al que los atacantes consideraron muerto. Los siete hombres que se habían quedado en la defensa del cuartel, agotadas las municiones y acosados por los múltiples disparos y los cartuchos de dinamita, lograron mediante un boquete abierto en la pared pasar a una casa vecina, desde la que continuaron resistiendo hasta que todos cayeron abatidos, excepto uno de los guardias civiles.

			En otro lugar de la cuenca, tras un intenso ataque al cuartel de La Felguera, y el derrumbe de sus paredes, los componentes de la plantilla del puesto se dispersaron para buscar un lugar en el que ocultarse o, en caso contrario, volver a ofrecer resistencia a los ataques. El sargento y dos cabos se incorporaron a la resistencia de Sama, mientras cinco de los guardias lograron ocultarse en el domicilio de un vecino, Celestino Riego, que los ocultaría durante dos semanas, hasta que fue liberada la población. Otro de los guardias logró llegar hasta el barrio del Lugarín, en el que se ocultó; otro de ellos no tuvo tanta suerte y, descubierto en la huida, fue interceptado y fusilado en la carretera de Oviedo.

			Mientras tanto, en el cuartel de Sama, Alonso Nart recorría el edificio de la compañía impartiendo órdenes a los defensores para intentar ofrecer una defensa adecuada ante el previsible ataque revolucionario. El teniente Juan Llobera, que se había incorporado con algunas fuerzas de Valladolid, procedentes de Pola de Siero, recibió la orden de intentar ocupar posiciones en el exterior del cuartel para extender la defensa a lugares avanzados. En tal intento resultaron heridos cinco de sus guardias, lo que le obligó a replegarse a la desesperada al edificio. Estaban rodeados por todos los lugares. 

			Tras los correspondientes intercambios de disparos, en la mañana del día 5 hubo otro ataque, casi suicida, del subteniente Benjamín Suarez, con el objetivo de tomar un edificio cercano, para abrir brecha y permitir una salida a la desesperada del resto de la fuerza. Con tal ataque se buscaba neutralizar a los revolucionarios ubicados en un taller desde el que estaban hostigando duramente el cuartel. Lo lograría por espacio de un tiempo bastante corto, teniendo que abandonarlo a las pocas horas, lo que al suboficial le costó la vida. Sobre las cuatro de la tarde de ese mismo día, Belarmino se puso en contacto por teléfono con el capitán para amenazar con que si no abandonaban la resistencia, procedería a volar el cuartel. Daba facilidades, por el contrario, para que salieran las mujeres y niños de aquella ratonera. Alonso Nart se negaba rotundamente a entregar su compañía, pero permitió la salida de las familias de los guardias a través de un boquete abierto en una de las paredes. A las cinco se reanudaba el fuego de fusiles, acompañado del lanzamiento de dinamita. Los avezados mineros utilizaban edificios cercanos para hacer zapas e intentar volar el cuartel. Las dos ametralladoras que se habían incorporado a la defensa por el teniente Ramos y el teniente Martínez, ambos de la Guardia de Asalto, que también se habían refugiado entre las paredes de la casa cuartel, permitieron dilatar la defensa frente a los centenares de fusiles.

			Apenas había anochecido cuando se activaron los explosivos que paulatinamente destrozaron las paredes y techos del edificio. Los guardias alargaron la agonía de la resistencia hasta el amanecer, cuando ya la situación se hizo insostenible. El capitán comprendió que tenía que abandonar esas paredes, pues supuso, con cordura, que los refuerzos no iban a llegar. Lo único que les quedaba era buscar una salida a la desesperada, con la intención de lograr cruzar el puente sobre el Nalón e internarse en el monte. Todos los que quedaban con fuerzas para empuñar un fusil, salieron del edificio disparando sus armas hacia los revolucionarios, a los que cogieron por sorpresa a esas horas de la alborada. Nart lanzó una granada hacia un grupo cercano a la puerta de entrada del edificio y provocó varias bajas, lo que permitió la salida de algunos de sus hombres. A pesar de la sorpresa inicial, los revolucionarios se repusieron rápidamente y les cortaron el paso al puente. Los guardias se vieron obligados a dividirse en dos grupos; el más mermado optó por rendirse ante los atacantes. Pero uno de los guardias del otro lanzó una granada hacia un local, el bar Miramar, matando con la explosión a cuatro de los mineros y a unos guardias de asalto que habían sido hechos prisioneros. A continuación los guardias civiles que intentaban ganar el monte fueron ejecutados. No se hacían prisioneros. El capitán, herido en una pierna, logró llegar hasta un caserío pegado a la falda del monte, pero fue localizado en un corralón y allí cayó asesinado. Su ordenanza, el guardia Serafín Fernández, fue herido y lo ejecutaron cuando estaba en el suelo. Los tres tenientes, el de la Guardia Civil y los dos de asalto, fueron ajusticiados junto a una escombrera. El recuento final de las víctimas de los que cayeron de uno y otro bando tras el ataque a la Compañía de Sama de Langreo resultó devastador. Por la Guardia Civil el balance fue descorazonador, pues en combate o ejecutados tras el mismo, fallecieron dos oficiales, dos suboficiales, un cabo y treinta y cuatro guardias. Solo lograron sobrevivir un par de guardias de los que habían resultado heridos de gravedad. Veinte guardias civiles que habían resultado ilesos fueron hechos prisioneros, y alguno de ellos, como el guardia Ernesto Martínez, descubierto oculto en una casa cercana a la villa de Sama, fue ejecutado por uno de los asaltantes, con dos disparos a quemarropa, cuando era trasladado para presentarlo ante el comité revolucionario de la localidad. Los pocos que habían logrado ganar el monte fueron descubiertos en el pueblo de Bobias y trasladados a la Casa del Pueblo. También fueron ejecutados. A todos ellos tenemos que sumar los oficiales y números de la Guardia de Asalto que resultaron muertos o heridos. Por parte de los revolucionarios el número de bajas también fue estremecedor. Alrededor de cuarenta revolucionarios habían muerto, y casi un centenar quedaron heridos de diversa consideración, en el intento de tomar el cuartel de Sama de Langreo. Al capitán se le concedió la Medalla Laureada de San Fernando a título póstumo.[54]

			Turón, ubicada en la cuenca minera monopolizada por la Sociedad Hullera, se unió a la revuelta en la madrugada del día 5. Los revolucionarios atacaron el cuartel de la Guardia Civil, habitado y defendido por un sargento y siete guardias, de los que murieron cuatro en los enfrentamientos. En el relato de la revolución, Turón tendrá un triste protagonismo por ser el lugar de ejecución de civiles y religiosos, por el «delito» de pertenecer a las clases que la revolución socialista se planteó como prescindibles en su planteamiento de sociedad. Tras haber superado el escollo de la Benemérita, comenzaron las detenciones de los considerados como enemigos del pueblo. Los ingenieros de las minas Brena, Bertier, Santamaría y Durán fueron detenidos junto a Rafael del Riego, otro ingeniero que se había destacado por la defensa de la situación social de los mineros y de sus familias. Con idéntica acusación, la de enemigos de la revolución, fueron detenidos ocho hermanos de la Doctrina Cristiana; un padre pasionista y varios sacerdotes que ejercían su labor pastoral por la cuenca minera, aunque sus parroquias estaban ubicadas en Turón; Cesar Gómez, presidente de Acción Popular en el pueblo, junto a sus tres hijos; tres guardias civiles; el teniente coronel Luengo y el comandante Muñoz, de Carabineros, estos últimos trasladados a la localidad desde Oviedo. Juzgados por un tribunal popular, algunos de ellos fueron sentenciados a muerte. Los hermanos de la Doctrina Cristiana, el padre pasionista y los jefes carabineros fueron fusilados en las tapias del cementerio en la noche del día 9.

			Lo ocurrido en Nava no se apartó del guion del resto de la provincia. El teniente José Domínguez Hernández ordenó que los puestos de Infiesto y Campo de Caso se concentrasen en la línea para favorecer la defensa. Sobre las siete de la tarde del 6 de octubre, cientos de revolucionarios lograron rodear el edificio y comenzaron el ataque a la casa cuartel. El tiroteo fue muy intenso y sobre las tres de la madrugada, agotados los guardias y casi sin municiones, el teniente, amparado por la oscuridad que le ofreció la noche, ordenó la huida de sus hombres, mientras él, junto a otro guardia, les protegía y cubría la retirada. Finalmente, el oficial y el guardia también lograron ponerse a salvo.

			La situación en Laviana no fue muy diferente de lo ocurrido en otros lugares de la cuenca minera. Los rebeldes se prepararon para atacar el cuartel con dinamita y fusiles, mientras el sargento Bedoya, jefe del puesto, ordenaba a los suyos que se desplegaran para la desigual lucha. Dio instrucciones a un grupo de cuatro guardias de que se colocasen en una pequeña estribación cercana, que dominaba al cuartel, para impedir el posicionamiento preferente de los revolucionarios. El enfrentamiento no se hizo esperar y tras un intenso tiroteo, incluido el lanzamiento de granadas, cayeron heridos dos guardias que fueron evacuados y reemplazados por otros dos compañeros. Mientras tanto, el guardia segundo Antonio Díaz Campos[55] no cesaba en la defensa, herido y solo, pues su nuevo compañero de avanzada, Eugenio Pérez de Pablo, había fallecido en su posición. A los pocos instantes de incorporarse a la avanzada, resultaron muertos otros dos guardias, Francisco Yebra Domínguez y Antonio Mantecón Fernández. De nuevo Díaz Campos se había quedado solo frente a los revolucionarios, sosteniendo el combate por espacio de más de una hora. Los rebeldes, asombrados por la resistencia ofrecida, le instaban a la rendición con frases como «ríndete temerario». Exhausto, un sexto disparo le alcanzó en el omóplato izquierdo, lo que le dejaba completamente imposibilitado para usar el fusil, y aun así recogió como pudo las armas de los muertos, abandonó la posición y descendió hasta el cuartel, a pesar de los disparos que querían hacer blanco sobre su cuerpo. De nada le sirvió su sacrificio. Sin el apoyo de la posición, los rebeldes continuaron con el lanzamiento de cartuchos de dinamita y a los defensores no les quedó otro remedio que declinar en la defensa y rendirse ante los centenares de mineros que habían invadido el puesto.

			Al cuartel de Campomanes llegaban puntuales las noticias de los hechos revolucionarios en toda la provincia. Tenían la certeza de que numerosos grupos de mineros de los valles de Turón y Pola de Lena se dirigían hacia allí, después de haber volado con dinamita los puestos enclavados en el valle de Aller: Rabaldana, Ujo y Pola de Lena. En la primera de las localidades, moriría el sargento comandante del puesto junto a dos de sus guardias; los otros tres fueron detenidos. Con tal información, al sargento Tomás Escribano Ponce[56] no le quedaba otra opción que acometer la defensa de su acuartelamiento junto a los guardias Juan Muñoz Salido, Antonio Liste Rodríguez, Benjamín Rodríguez Álvarez y Francisco Amigo Cotino. El planteamiento de los revolucionarios era tomar el cuartel para facilitar el control del paso desde Castilla a Asturias por el Puerto de Pajares. Escribano no podía dudar. Inmediatamente salió con las reducidas fuerzas al encuentro de los revolucionarios. Fue una enorme sorpresa ver el elevado número de atacantes y lo bien pertrechados que iban de armamento. Decidió, por tanto, ofrecer una resistencia a distancia, para poder ganar tiempo y evitar, o al menos retrasar, la toma del objetivo planteado. Tras unos primeros escarceos comenzó a replegarse hacia el acuartelamiento, comisionando a uno de los guardias para que se desplazase a la central de teléfonos del pueblo y avisase a la comandancia. Pero los rebeldes ya se habían adelantado y cortado las comunicaciones. Al no poder llamar a Oviedo, dio cuenta de su situación a León, que recibió la llamada de auxilio. Los guardias se disponían a morir, si era necesario, con la premisa de que los revolucionarios no tomasen el puesto, conscientes de la posibilidad de que fueran ajusticiados tras la derrota. El sargento fue herido gravemente en la cabeza y, a pesar de ello, continuó dando órdenes e instrucciones a sus compañeros. Al final no pudo evitar la toma del edificio y los guardias fueron hechos prisioneros. El sargento falleció a las pocas horas, pero su esfuerzo no había sido baldío. Había retardado lo suficiente la toma del puerto y las fuerzas militares y de la Guardia Civil ya se habían lanzado al auxilio de Asturias. 

			Desde León, ante la desesperada llamada de auxilio hecha por los guardias de Campomanes, partió el teniente Fernando Halcón Lucas con dieciocho hombres, tres conductores, un autocar y un vehículo ligero. En su acelerada marcha hacia Asturias se iban sumando hombres de los puestos de la comandancia, e incluso incorporó a la heterogénea columna a unos guardias de asalto que viajaban en un ferrocarril que había sido detenido por los revolucionarios. El número de sus fuerzas se elevaba a treinta y cinco hombres al unirse algunos guardias de Pajares. Antes de llegar a la localidad, el teniente Halcón dividió a sus hombres en dos columnas que ocuparon cada uno de los laterales de la carretera para evitar sorpresas, pero los revolucionarios ya los estaban esperando. Los hombres del grupo del oficial se refugiaron en una fábrica de pasta para sopa, mientras el otro, al mando del sargento primero de Pola de Gordón, Melchor Mansilla, tomaba posiciones, bien parapetado, en el margen contrario de la carretera. Los revolucionarios llevaban al frente, como prisionero, a uno de los guardias del puesto de Campomanes, Benjamín Rodríguez, lo que impidió que sus compañeros disparasen abiertamente sobre los rebeldes. Ante la negativa de rendición, los revolucionarios decidieron acabar con el guardia Rodríguez, a quien hicieron avanzar unos diez pasos por delante de ellos, pero al apuntar sobre su espalda, el cabo José Moreira Rodríguez, haciendo gala de una maravillosa y certera puntería, acabó primero con uno de los miembros del inusitado pelotón de ejecución, lo que hizo huir a ocultarse al resto. Así, el guardia Rodríguez pudo correr y unirse a sus compañeros en el interior de la fábrica.

			Allí, en la instalación fabril, sumada al fuego de los fusiles procedentes de la incorporación al sitio de centenares de revolucionarios que venían de Pola de Lena, la dinamita hacía la defensa insostenible. Los primeros en caer habían sido el cabo del puesto de Pajares, un conductor del autocar, uno de los guardias de asalto que se había unido a la columna y otro guardia civil. El teniente buscaba calmar a sus hombres, mientras intentaba recuperar municiones que habían quedado en el autocar. Imposible la defensa, el oficial requirió a algún voluntario para que intentase pedir auxilio, y a ello se ofreció el cabo Moreira, junto a los guardias Remigio García y Benjamín Rodríguez. Tras eludir el lanzamiento de una granada, lograron finalmente alcanzar Puente de los Fierros, al que llegaron descalzos, obligados por la inflamación de los pies, y pudieron poner un telegrama de auxilio a León en nombre del teniente Halcón. 

			Ante la posibilidad de que hubiesen cortado los cables de los telégrafos, advertida por el propio operador, optaron por continuar hasta el alto del puerto de Pajares, al que llegaron tras veinte kilómetros de marcha en las citadas penosas condiciones. También allí les advirtieron que los medios de comunicación con Oviedo y con León habían sido cortados por los revolucionarios. Ante ello, optaron por proseguir hacia Villamaría. Ocultaron sus armas, solicitaron ropas de paisano y dejaron los uniformes para introducirse en un terreno potencialmente hostil. Fueron otros once kilómetros que no detuvieron a los tres beneméritos, pero al llegar al lugar vieron que también habían cortado las comunicaciones. En la farmacia de la localidad se curaron las heridas de los pies y así pudieron continuar hasta la carretera que llevaba hacia Campomanes, para unirse a la primera columna de guardias civiles que partiera para liberarla. Al no pasar ninguna, tomaron la decisión de trasladarse a ayudar a sus compañeros y por el monte, nuevamente, fueron hacia el puerto de Pajares. Desde su posición vieron que los rebeldes estaban sembrando el suelo de tachuelas para impedir el avance de las columnas motorizadas, hasta que por fin avistaron a una columna del Ejército que se trasladaba en esa dirección, a la que se unieron, no sin antes tener que identificarse ante los mandos de la columna, porque iban con vestimenta de paisano. 

			En la fábrica, al llegar la noche eran pocos los guardias útiles para presentar batalla. En esas circunstancias críticas, el teniente falleció por las heridas recibidas.[57] Algunos guardias lograron salir y huir, amparados en la oscuridad de la noche, y al mando del sargento Mansilla se internaron en el monte junto con los hombres del otro grupo. Cuando los insurrectos penetraron en la fábrica solo quedaba con vida un guardia herido, que no había podido marcharse. Entre los cascotes encontraron el cadáver del teniente Halcón, al que hicieron casi desaparecer con la explosión de un cartucho de dinamita. Como resultado de lo ocurrido en Campomanes, diez guardias civiles habían muerto y diez habían resultado heridos.[58] El resto, tras una odisea por el monte, lograba contactar con miembros del Ejército que avanzaban por el puerto de Pajares y se incorporaron a la columna del Primer Batallón del Regimiento de Infantería N.º 36, con sede en León. Cuando los guardias entraron en la fábrica, acompañados por el capitán de Infantería, tan solo hallaron cadáveres. El del teniente, especialmente destrozado. Sin piernas por la explosión, se le apreciaba un tiro en la frente y tenía vacías las cuencas de los ojos. Tan solo les quedó a sus compañeros cubrir dignamente sus restos, pues no tendrían tiempo para dar digna sepultura a los caídos, hasta que, transcurridos unos días y pacificada la cuenca minera, pudiesen enterrarlos en el lugar donde encontraron la muerte: Campomanes.

			En Avilés la Guardia Civil tenía una cabecera de línea, perteneciente a la Compañía de Gijón, al mando del alférez Cabrero, con una plantilla de nueve guardias. A estos pocos hombres les acompañaba para ejercer la defensa otra reducida unidad de Carabineros, con unos quince miembros. Por la mañana del día 5 comenzaron los incidentes, con el cierre de comercios y el levantamiento de barricadas, que obligó al alcalde a refugiarse en el ayuntamiento, junto a unos guardias y numerosos paisanos dispuestos a presentar batalla a los revolucionarios. La decidida salida del alférez Cabrero, junto a unos guardias y unos municipales, logró ahuyentarlos hacia otro lugar de la ciudad. Los rebeldes hundieron un vapor a la entrada del puerto e hicieron estallar los puentes férreos, incrementando la sensación de fortaleza cuando comenzaron a llegar a la ciudad centenares de mineros tras la toma de las poblaciones de las cuencas. Se produjeron algunos incendios de significados edificios, que se detuvieron cuando por la tarde del lunes 8 se avistaron las tropas de López Ochoa. Tal circunstancia motivaría que los revolucionarios levantaran el sitio del ayuntamiento, mientras se hacían fuertes en uno de los barrios de la localidad, que no abandonarán hasta el final de la revuelta. 

			La revolución se empeñó en tomar la capital tras el éxito en la cuenca minera. En Oviedo ya se habían preparado para alzarse los obreros industriales unificados bajo la voz de la UGT. Solo quedaba la espoleta necesaria, que fue la victoria de los mineros. El gobernador civil, al que le estaban llegando puntuales noticias de lo que ocurría en la provincia, comprendió de inmediato que no se trataba de otra huelga general como las anteriores. Por eso llamó a su presencia al coronel Navarro, gobernador militar, y depositó en él los poderes, que este asumió tras la declaración del estado de guerra. Navarro disponía para la defensa de la capital de más de mil hombres: seiscientos del regimiento; unos trescientos guardias de asalto; setenta guardias civiles y una veintena de carabineros, pero no actuó con la diligencia debida y solo desplegó a un reducido número de fuerzas por la ciudad, en la creencia de que bastaría para controlar los excesos revolucionarios. Planteó una defensa distribuida en tres sectores: Naranco, donde la base de operaciones quedaba bajo el mando del coronel Quintas, del Centro de Movilización; zona centro, a las órdenes del propio coronel Navarro, que englobaba especialmente los principales edificios de la capital, y la zona de Pelayo, y el este de la ciudad, en el que se incluía la fábrica de fusiles de la Vega, siendo su jefe el responsable del sector, el cuartel de la Guardia Civil y la cárcel.

			Este despliegue de fuerzas respondía a una valoración poco ajustada a la realidad de la situación, pues determinó una reserva muy elevada, que no fue movilizada con la urgencia necesaria hacia los puntos que, uno tras otro, iban entregándose ante el empuje de los revolucionarios. La distribución se planificó con una sección apostada en las alturas de la calle Uría, reforzada con guardias civiles, distribuidos a su vez en dos grupos de diez hombres. Otra sección fue desplegada para defender la estación, mientras una tercera se ocupaba de la zona noroeste de la ciudad, en apoyo de la anterior. En las alturas del Naranco se colocó un pelotón de ametralladoras, para controlar el acceso a la ciudad. A la protección del ayuntamiento destinó Navarro una sola sección, a pesar de que era un claro objetivo revolucionario, y estableció puestos en los edificios potencialmente más representativos como el Casino, la Audiencia, Monte de Piedad, Banco de España y Diputación. Quizás fue muy reducido el despliegue de protección, apenas unos pelotones, del Banco de Asturias, Telégrafos y Teléfonos. El empuje de los revolucionarios fue de tal entidad que los sectores de defensa se fueron reduciendo de forma progresiva y alarmante, quedando en simples islotes dirigidos por mandos subalternos, entre los que tuvo una especial importancia el liderazgo de Alonso Vega en el Cuartel de Santa Clara, y del subayudante de la Guardia Civil Villahoz, al mando de los diez guardias apostados en el café Niza del sector del Naranco. También destacaron en sus sectores el comandante Caballero, en el Gobierno Civil, y el teniente Marina en el sector de Pelayo, concretamente en la defensa de la cárcel. 

			Los revolucionarios, por su parte, modificaron el plan inicial de intentarlo por los cuatro sectores, reduciendo los grupos de ataque para integrarlos en tres columnas. La primera de ellas bordearía Oviedo para llegar a la fábrica de armas; la segunda se introduciría en la capital por la zona del cementerio y, la tercera, la más poderosa, intentaría penetrar en la ciudad para llegar a tomar el Ayuntamiento. El grupo del cementerio logró de forma sorpresiva tomar el edificio de Correos y rauda, eliminando toda defensa, avanzó hasta las cercanías del Ayuntamiento. La columna más numerosa lograba también avanzar hacia el centro sin apenas resistencia, si obviamos la que pudo ofrecer la Comandancia de Carabineros, que se negó rotundamente a rendirse bajo las órdenes de su teniente coronel Luengo Varela. Los revolucionarios rodearon el edificio y con el resto de las fuerzas se dispusieron para lanzarse a tomar el consistorio.

			En la tarde 6 de octubre los revolucionarios, apenas en dos días, lograban colgar su bandera en las astas del Ayuntamiento de Oviedo. Con tal triunfo avanzaron para tomar la Torre de la Universidad, punto estratégico de control de la ciudad, completamente desguarnecida, hasta que finalmente fueron detenidos frente a las puertas del edificio de la Diputación. Otra de las columnas se dirigió a tomar el Gobierno Civil y la Catedral, donde fueron detenidos en su avance por la recia defensa ofrecida. En el convento de Santo Domingo, sus moradores huyeron ante el temor de lo que podía acontecerles, que se justificaría posteriormente porque parte de los padres y seminaristas huidos fueron interceptados y fusilados. Graciano Muñoz, párroco de San Esteban, fue apresado y trasladado a Mieres, donde fue fusilado. Al día siguiente caerían el cuartel de Carabineros y la estación ferroviaria. La fábrica de pólvora de Manjoya, a la que se había asignado una sección al completo para su defensa, fue tomada sin lucha porque el teniente jefe se rindió ante la perspectiva de una victoria segura de los asaltantes. Cientos de toneladas de explosivos cayeron en las manos de los expertos dinamiteros revolucionarios. El administrador de la fábrica, ingeniero Olavide, fue condenado por un tribunal popular y ejecutado en el centro fabril. 

			Todos los esfuerzos se dirigieron entonces a la toma de la fábrica de armas de Trubia. Gracias a la intervención de los obreros de la fábrica, que se amotinaron frente a los militares que intentaban defenderse de los ataques rebeldes, fue tomada en poco tiempo. La captura del material allí depositado posibilitaría la continuidad de la lucha y daría esperanzas de victoria a la revolución; pero un problema inesperado se les presentó cuando se comprobó que varios proyectiles no disponían de espoletas, lo que impedía su explosión, y además los mineros, a pesar del control sobre la dinamita, no fueron capaces de aprovechar la potencia de los cañones por su inexperiencia y la negativa de los artilleros a dispararlos. 

			Al día siguiente, en la madrugada del 6 al 7, fueron trasladados cuatro cañones del 105, que pudieron poner en funcionamiento para intentar derrotar definitivamente a las fuerzas gubernamentales. Comenzaba el ataque, con esa artillería, a la zona de la estación y la del depósito de máquinas, que a pesar de la defensa numantina cayó en manos de los revolucionarios. El esfuerzo titánico de la sección del capitán Guillén, apostada en posiciones elevadas y apoyada por certeros tiradores de la Guardia Civil en la calle Uría, pudo detener la marea revolucionaria. Esta calle quedaría como línea de frente entre las dos fuerzas contendientes. Otro de los grupos revolucionarios avanzaba para hostigar a la sección consagrada a la protección de la cárcel y del cuartel de la Guardia Civil, pero al no disponer de artillería, todo quedaría en un intercambio alternativo de disparos. Por la tarde del día 7, la defensa de la zona norte cayó. En la zona sur, tan solo quedaba el islote que suponía la Comandancia de Carabineros, en la que apenas podía presentarse defensa por haber agotado las escasas municiones de dotación. Algunos de los carabineros intentaron escapar del edificio mientras otros optaron por rendirse y entregarse. De los primeros, apresados en su huida, no se salvaría ninguno, pues fueron fusilados en la misma calle, al ser interceptados. El teniente coronel Luengo Varela y el comandante Muñoz fueron arrestados, tal como anticipábamos en anteriores párrafos, y conducidos por los insurrectos a la cárcel del pueblo establecida en Turón, donde finalmente serían ejecutados tras el correspondiente juicio revolucionario. Incentivados por el rápido y contundente éxito, los revolucionarios se lanzaron a tomar el edificio de Gobernación, siendo detenidos por una ametralladora que impedía el avance de un vehículo semiblindado. También durante la mañana del día 7, una sección al mando del teniente Plaza, de la Guardia de Asalto, tomaba posiciones en la Catedral, que hasta esos momentos, a pesar de las alturas dominantes, había permanecido desocupada. Un sargento del Ejército, Senra, se ocuparía de colocar un par de ametralladoras en la torre, arma que produjo una verdadera masacre entre los revolucionarios. La única solución, a pesar de las reticencias de González Peña, fue bombardearla, lo que provocaría cuantiosos e irreparables daños en su formidable tesoro de obras de arte y de reliquias. Ya por la tarde, tras tomar la estación, le tocaba el turno al cuartel de la Guardia Civil[59] y a la cárcel. 

			En la comandancia se hallaban cobijados medio centenar de guardias junto a sus familias. Los revolucionarios, por otro lado, no dudaron, para doblegar su resistencia, en emplear la artillería contra sus paredes, pero el grosor de los muros de la cárcel y la ausencia de edificios dominantes en sus alrededores favorecieron la defensa que ejercía la sección al mando del teniente Marina, hasta que llegaron las fuerzas del general López Ochoa para romper el cerco al que estaban siendo sometidos los defensores.

			Durante la jornada del 8, los revolucionarios optaron por asaltar los lugares que habían quedado sitiados, pero que todavía no habían podido tomar. La calle Uría supuso la cesura entre los frentes, en la que luchaba denodadamente un grupo de diez guardias civiles al mando del subayudante Villahoz Prieto, agazapados en las paredes del café Pasaje, justo a la espalda del Cuartel de Santa Clara. Lograron resistir las violentas acometidas hasta su liberación. Ahora le tocaba el turno a los compañeros de la Comandancia, que en la tarde de ese domingo día 8 llegaría a recibir más de treinta impactos de artillería, por suerte con proyectiles sin espoleta, que provocaron varios heridos entre los sitiados, pero ninguna víctima mortal. El coronel Díaz Carmena decidió en la mañana del 9 evacuar a las familias de los guardias hasta el Cuartel de Pelayo. Debía hacerlo posible el teniente Esteve, que a pesar de estar herido había regresado nuevamente a la Comandancia tras su intervención en la cuenca minera. Los revolucionarios, por su parte, no dispararon mientras se desplazaban las familias. Pero al final, ante la debilidad de su posición, el coronel y el teniente coronel Moreno decidieron que todos se trasladasen a Pelayo. En esta ocasión la evacuación sí que resultó sangrienta. Murieron el comandante Gonzalo Bueno Rodríguez y dos sargentos, Ballesteros y Calzadilla, resultando estériles los esfuerzos del capitán Toledo para retirar los cadáveres de sus compañeros de la calle. A media noche la Comandancia quedaba en las manos de los revolucionarios

			La toma de la fábrica de armas de la Vega supuso para la revolución una de las hazañas más significativas. Situada a unos trescientos metros del Cuartel de Pelayo, sus obreros, casi en su mayoría, estaban afiliados a la UGT, lo que implicaba la posibilidad de una quinta columna en su interior, que debilitaba las probabilidades de defensa estable, a pesar del centenar de militares allí destinados, apoyados por una compañía de fusileros a las órdenes del capitán Hernández Segura. El jefe de la fábrica, coronel Jiménez de Beraza, procedió a abandonar, de forma ciertamente increíble, el edificio para evacuar a los defensores hacia Pelayo, sin disparar un solo fusil. Aunque se marcharon con una cantidad considerable de cartuchos, abandonaron más de dos decenas de miles de armas ligeras en las manos de los revolucionarios. El mencionado oficial, según consta en el sumario instruido contra él por su actuación en la defensa de la fábrica, había desobedecido continuadamente las instrucciones sobre la seguridad en la custodia de las armas, que a lo largo de ese año había recibido a instancias del ministro de la Guerra y del gobernador civil, en las que se le recordaba la obligación de inutilizar el armamento en el caso de que se produjera algún estallido de corte revolucionario. A esta negligencia había que unir los hurtos y robos de armas no denunciados, que fueron continuos, para la preparación de la revuelta.

			Con la ayuda de las armas incautadas en la fábrica, la caída del Banco de España y de la Diputación no se hizo esperar. A esas alturas, en el centro, calle Uría, tan solo resistía la compañía del capitán Guillén y los guardias civiles parapetados en el café Pasaje y en el café Niza. Los defensores del teatro Campoamor, a las órdenes de Alonso Vega, ante la imposibilidad de sostenerse, no dudaron en incendiarlo para evitar que desde su posición pudieran atacar el Cuartel de Santa Clara. Las fuerzas gubernamentales comenzaban a estar desesperadas ante su patética situación. Era cuestión de horas que cayeran ante el avance revolucionario, pero a las puertas de la capital ya se acercaban las fuerzas de salvación a las órdenes de López Ochoa. Otra de las columnas gubernamentales, dirigida por el general Bosch, era detenida en los pasos de acceso a la costa, por lo que sus fuerzas fueron obligadas a replegarse en la aldea de Vega del Rey, continuamente hostigadas por los enfervorecidos mineros asturianos. Quedaron inmovilizados sobre el terreno por espacio de unos cinco días, justamente hasta el 10 de octubre.

			El punto culminante del ataque revolucionario se produjo el día 9, cuando una de sus columnas logró apoderarse de la fábrica de armas de Trubia,[60] a unos 20 kilómetros de Oviedo. Esta conquista significaba la obtención de una elevada cantidad de material militar, armas, municiones y, sobre todo, cañones, para poder alargar la lucha contra las fuerzas del Ejército. De la supuesta desidia o ambigüedad en la defensa de la misma da fe la sentencia posterior recaída sobre el militar responsable de la fábrica, el coronel Jiménez, quien fue condenado a cadena perpetua por posibilitar la continuidad de la revuelta y por la consiguiente responsabilidad sobre los muertos y heridos que se produjeron en los enfrentamientos con los mineros. Tras el retraso de las fuerzas de Bosch, a Oviedo le quedaban pocas esperanzas de no caer en manos de los revolucionarios. Y en esta demente apuesta se produjeron los actos vandálicos contra los edificios eclesiásticos, en los que numerosos conventos o iglesias cayeron destruidos por el acoso de las llamas. Ocurrió con el convento de Santo Domingo, o el Palacio Episcopal, cuyos moradores fueron atacados mientras huían del infierno en el que se había convertido el edificio. Ante el acoso incansable al que estaban siendo sometidos, a las fuerzas del gobierno no les quedaba otra opción que atrincherarse en los cuarteles de Pelayo y Santa Clara, lo que supuso, ciertamente, el momento de inflexión para la ofensiva revolucionaria. 

			Mientras avanzaba López Ochoa, para introducirse en los terrenos del principado, a la costa llegaban las fuerzas coloniales dirigidas por Yagüe. Al frente del despliegue, como director de orquesta, fue nombrado el general Franco, asesor directo del ministro de la Guerra en Madrid. El primero de los generales, para evitar la trampa mortal de los pasos por los desfiladeros, optó por dirigirse directamente hacia Avilés, una ciudad que ya se hallaba tomada por los mineros. Este camino implicaba el paso por Ribadeo y Luarca, donde se le presentó el capitán de la Guardia Civil Pablo González-Anguiano García, que había logrado evitar el desastre mediante la concentración de los puestos de su compañía, y con el personal disponible había impuesto el control sobre la comarca. El avance hasta llegar a Avilés se vio detenido momentáneamente por la posibilidad de enfrentamiento con una columna cercana al millar de mineros, procedentes de la provincia leonesa, apostados en el puerto de Leiteragos con la intención de tomar Cangas de Narcea. La resolutiva iniciativa del teniente de la Guardia Civil Eugenio García Gumilla, jefe de línea de Tineo, que atacó y dispersó a la columna minera en el lugar denominado como «La Farruquita», facilitó completamente el progreso de López Ochoa.

			El siguiente paso, en el desesperado avance para lograr derribar a los rebeldes ovetenses, fue afirmarse en la localidad de Grado, que había sido tomada por los revolucionarios, a pesar de la defensa que el teniente Domínguez Jandos presentó para evitar la toma de la factoría de cañones. Al percibir la llegada de la columna gubernamental, el comité revolucionario abandonó la localidad, que fue tomada sin un solo disparo. El intento de avanzar hacia Trubia a través del desfiladero de Peñaflor fue cortado de raíz por numerosos mineros emboscados en sus laderas, que impidieron el paso sin tomar previamente las consabidas precauciones. López Ochoa planteó la posibilidad de confundir a las columnas rebeldes, aposentadas en el desfiladero, mientras él con el grueso de la columna se dirigía hacia Avilés. La idea de tomar esta pudo suponer, de alguna manera, un retraso en la llegada a la capital asturiana, pero la ciudad fue capturada en menos tiempo del previsto, a pesar de las dificultades que ofrecieron los revolucionarios. El 9 de octubre Avilés cayó en manos del Gobierno de la República.

			Con el avance de la columna gubernamental, comenzaron a surgir las dudas entre los miembros de los comités revolucionarios. La aviación quebrantó con su actuación la, hasta entonces, poderosa moral de los mineros. Numerosos focos de la revuelta fueron bombardeados de manera inmisericorde. No se cuestionaba la posibilidad de la muerte de inocentes civiles. Los anarquistas y los comunistas comenzaron a declinar en su colaboración y se negaban a obedecer las órdenes de los socialistas. Y, para colmo de desdichas de los mineros, superados los primeros momentos de euforia, en la mañana del día 10 llegaban al puerto de Gijón las tropas coloniales de la Legión española, embarcadas en el crucero Cervantes. Les había precedido un batallón de soldados en el crucero Libertad, en la tarde del día 7. Reducidas las defensas ofrecidas en el puerto gijonés, Yagüe encabezó la columna que marchó decididamente para acabar con las fuerzas revolucionarias de Oviedo. 

			López Ochoa, por su parte, decidió dar un golpe de efecto con una reducida columna, tras asegurar la ciudad de Avilés, y por ello se dispuso para avanzar a marchas forzadas y romper el cerco de la capital ovetense. En la vanguardia iban colocados unos mineros capturados, como verdaderos escudos humanos. Esta dudosa y vergonzosa estrategia militar también fue utilizada por los hombres del sargento Vázquez, quienes se hicieron acompañar en vanguardia por dos guardias civiles prisioneros, que resultaron muertos en un enfrentamiento con las fuerzas gubernamentales. También recurrió a una campaña propagandística mediante la utilización de pasquines lanzados desde aviones sobre la cuenca minera para doblegar la resistencia e informar de la situación tan desesperada en la que se encontraban, pues se habían quedado solos en la apuesta revolucionaria en toda la nación. Durante la jornada del día 11 las fuerzas de Bosch, en Vega del Rey, fueron liberadas de la inmovilización por el auxilio de Campomanes. Y López Ochoa, finalmente, logró penetrar en el interior del cerco de Oviedo, hasta las inmediaciones del Cuartel de Pelayo, en donde se habían refugiado las tropas que desde el inicio de la revolución habían plantado cara a los revolucionarios.

			En una serena decisión, el general decidió actuar con la necesaria contundencia para doblegar la resistencia que aún se ofrecía en algunos barrios de la capital. Ordenó que las compañías del Regimiento N.º 3, con sede en la ciudad ovetense, se ubicasen en las manzanas inmediatas al Cuartel de Pelayo, con la premisa ineludible de tomarlo en el inaplazable plazo de un cuarto de hora.[61] Sobre las ocho de la mañana cayeron sobre Oviedo, utilizando la misma táctica que en la cuenca minera, miles de octavillas en las que se podían leer frases que provocaban el desaliento en los ya desmoralizados defensores: «España entera con todas sus fuerzas va contra vosotros». «Si antes de ponerse el sol no habéis depuesto la rebelión y entregado las armas (…) Después iremos contra vosotros hasta destruiros sin tregua ni perdón».[62] 

			Durante la mañana del 12, las tropas de López Ochoa liberaban a los asediados, y allí mismo, sobre el terreno, ejerció la terrible e implacable justicia militar. Aquellos mineros que fueron capturados con las ánimas de sus fusiles incandescentes por los disparos efectuados, fueron inmediatamente ajusticiados frente a un pelotón, en un número indeterminado de víctimas, pues las diversas fuentes, en clara dependencia de su alineación ideológica, no se ponen de acuerdo, y se postulan por reducir o incrementar los fallecidos en aras a la interesada propaganda ideológica. Esa misma mañana las tropas africanas de Yagüe avistaban la ciudad. Por los altos del otero donde se hallaba el manicomio aparecieron las vanguardias de los regulares. López Ochoa ordenó inteligentemente que no marcharan directos sobre el cuartel, sino que envolvieran la ciudad por el suroeste y que se dirigieran a la fábrica de armas. Contaba con cerca de tres mil hombres, muy experimentados en la lucha, que fueron lanzados sobre la zona occidental de la fábrica en tres columnas que lograron, apenas sin resistencia, la rendición de los rebeldes parapetados entre sus muros.

			Desde los comités liderados por los socialistas, ante la situación desesperada, surgieron propuestas de rendición. Los esfuerzos realizados por el comunismo y por los jóvenes afectos a la Juventud Socialista para continuar la lucha fueron baldíos. En la mayor parte de los lugares ocupados por los revolucionarios se optó por la capitulación, salvo en la misma capital, donde ante la deserción de los dirigentes del comité revolucionario se instauró una asamblea, con asombrosa celeridad, para elegir un nuevo comité compuesto principalmente por jóvenes socialistas y comunistas, que se inclinaron por la continuidad en la lucha revolucionaria. Sin el carisma de los anteriores líderes, la disciplina decayó inmediatamente, y consecuencia directa de la entrada de las tropas gubernamentales en Oviedo fue el recrudecimiento de las deserciones y de los saqueos. 

			A pesar de la toma de la fábrica de armas por las tropas de Yagüe y de los actos de violencia represiva organizada por los legionarios que desarbolaron a los rebeldes, continuó la lucha en la ciudad ovetense. La difusión de manifiestos incitando a prolongar los combates por parte de los comunistas no tuvo la aceptación deseada entre los agotados defensores, a quienes falazmente se les hacía saber que las noticias que lanzaba en octavillas la aviación gubernamental sobre la caída de Madrid, Vizcaya o Cataluña eran falsas y derrotistas.

			Tras numerosos conatos de choque con los que aún mantenían la inútil lucha, y con la caída de Trubia, se planteó el ataque definitivo para el 19 de octubre, con el objetivo de acabar con la posibilidad de un reabastecimiento de municiones. A los revolucionarios también les llegaron noticias de la aparición de una nueva columna del Ejército republicano al mando del coronel Solchaga, que se incorporaba al despliegue sobre el principado, una vez liberada la provincia vizcaína, sin el temor de dejar un enemigo en retaguardia. Los pasos de los desfiladeros fueron reforzados con escuadras de ametralladoras para contener en la zona a los revolucionarios. Antes de la llegada de la columna de Solchaga a Llanes, el teniente de la Guardia Civil Martínez García lograba tender una celada a un contingente de rebeldes en la zona oriental de Infiesto, con tal éxito que pudo conseguir la rendición de la ciudad incluso antes de que llegasen los soldados del coronel Martínez García logrando recuperar la localidad de Nava y todos los puestos de su línea.

			La única salida aconsejable que ya les quedaba era someterse a la rendición incondicional y la aceptación de las responsabilidades penales a las que se habían hecho acreedores por la desequilibrada apuesta revolucionaria. La desbandada generalizada fue la respuesta ante la previsible represión de las fuerzas del Ejército. Desesperados, los revolucionarios que todavía no se habían marchado intentaron organizar un tercer comité obrero, con residencia en la última ciudad importante que mantenían ocupada, Sama de Langreo. Este comité estaría presidido por Belarmino Tomás para gestionar la rendición. Primero, Belarmino se puso en contacto con López Ochoa a través del interlocutor que había traicionado a sus compañeros, el teniente de la Guardia Civil Torrens, como portavoz para establecer los parámetros de rendición, con la amenaza latente de prolongar el conflicto con la dinamita que aún quedaba en manos de los mineros. Ante tal condición expuso el general la suya, que no era otra que el depósito de las armas y los explosivos y de la rendición y entrega de la cuarta parte de los miembros del comité revolucionario, quedando redactadas las condiciones de la capitulación en estos términos:[63]

			1. La sumisión de los grupos armados, deponiendo y depositando sus armas.

			2. La liberación de todos los prisioneros en su poder, devolviéndoles sus armamentos.

			3. La entrega como rehenes de la cuarta parte de la junta o comité regional. 

			En una segunda entrevista, esta vez del propio Belarmino con el general, se pactó la entrega de las armas, pero no la de los miembros del comité, bajo la promesa del militar de que los regulares y legionarios no irían en la vanguardia de las tropas que tomasen la cuenca minera. Ante la disyuntiva de obtener la paz o de continuar la lucha con la dinamita que aún conservaban los insurrectos, el general aceptó la renuncia a los rehenes detenidos, miembros de los comités, con la promesa del fin definitivo de la revolución asturiana. Concertada la rendición, el líder socialista publicó una proclama solicitando el retorno de los obreros a los puestos de trabajo. Los disparos cesaron en todo el frente. Ante la posibilidad de una concertación interesada por parte de los líderes socialistas para salvaguardar su situación personal, el pueblo respondió con escepticismo, no sin un profundo miedo por la situación en la que se había quedado, a merced de la más que probable depuración de responsabilidades y por el incierto futuro que les esperaba a los implicados y a sus familias, y, cómo no, sintiéndose profundamente engañados y estafados moralmente por los líderes políticos y sindicales que los habían arrastrado a la lucha.

			El convenio de capitulación se cumplió por ambas partes y en la madrugada del día 19 tuvo lugar la postrera reunión del comité de Mieres, último bastión organizado de resistencia. Tan solo quedaba proceder a la ocupación militar de la cuenca para eliminar cualquier atisbo de rebeldía. Aranda, por su parte, avanzó hasta Grado, dónde enlazó con la columna de Manso, procedente de San Esteban de Pravia. Se ordenaba al Batallón Ciclista que descendiera para ocupar el valle del Aller, hasta la cuenca del Turón. Trubia y Pola de Siena fueron tomadas casi sin lucha. Las diversas columnas iban confluyendo sobre sus objetivos sin ninguna dificultad, para finalizar en Sama de Langreo, a donde se trasladó finalmente el general López Ochoa, dando por finalizadas las operaciones militares para derrotar a la revolución asturiana. 

			No puede aseverarse que todo acabara aquí. A raíz de los acontecimientos que aún continuaron produciéndose puede argumentarse que la revolución había fenecido, pero no la lucha. Grupos de huidos continuaron cometiendo actos de sabotaje y atentados contra las fuerzas militares. El día 20, al paso de un camión repleto de soldados, hicieron estallar un explosivo, atentado en el que falleció un sargento y que provocó veinticuatro heridos entre los soldados. A López Ochoa no le quedaba otra opción que dictar un severo bando de guerra para facilitar la recogida de las armas que aún continuaban en manos de los mineros insurrectos. Desde el día 22 las operaciones de búsqueda de los responsables e intervención de las armas quedaron en manos de la Guardia Civil y de la Guardia de Asalto, con la cooperación de algunas unidades del Ejército. El 23 de octubre se presentaba ante el general López Ochoa el comandante de la Guardia Civil Lisardo Doval Bravo, con plenos poderes concedidos por el gobierno para mandar sobre las fuerzas encargadas de la investigación de la insurrección revolucionaria.

			Resulta casi imposible ofrecer un balance fiable de los caídos en la revolución asturiana, porque los intereses de clase o ideológicos de los miembros uno y otro lado incrementaron el número de las víctimas propias, así como de las causadas al contrario. Para la Guardia Civil, el recuento de las bajas no puede resultar más desalentador. Las cifras que se consideraron finalmente como oficiales para la Benemérita fueron: 

			Balance de los sucesos de octubre. Muertos: Jefes 4; oficiales 4; Suboficiales 9; Tropa, 77; total 94. Heridos: oficiales 2; suboficiales 4; tropa, 75; total, 81. Cifra que se aumenta en las semanas próximas con el fallecimiento de los heridos, elevándose a 111 muertos, incluyéndose los caídos en otros lugares del territorio nacional[64].

			
Cataluña

			Tan pronto se tuvo conocimiento de que se había designado al nuevo gobierno de la República, en el que habían tenido entrada tres ministros de la CEDA, se advirtieron en Barcelona síntomas del escenario que se avecinaba. A las protestas en la capital se sumaba un buen número de pueblos y ciudades que se mostraban partidarios del desarrollo del órdago revolucionario e independentista. Al caer la media tarde, una manifestación tomaba la plaza de Cataluña, liderada por una pancarta en la que se podía leer: «Exigimos la independencia catalana».[65]

			El presidente de la Generalitat, Companys, perteneciente a Esquerra Republicana, decidió dar un tiro de gracia a la joven República española. Su declaración del «Estado Catalán» era una clara apuesta por la desaparición de la nación española, aunque en una clara apuesta auspiciada por un partido presumiblemente de carácter nacional como era el PSOE. Una circunstancia que fue contemplada por diarios como La Vanguardia, que advirtió: «Esto es una declaración de guerra (…). La Generalidad fuerza a la violencia al gobierno de Madrid…».[66] Con estas premisas, Companys se dispuso a hacer efectivo el envite lanzado a la República, convencido de tener amplios apoyos en la milicia acuartelada en Cataluña y de que disponía a su favor de las fuerzas de seguridad, por el traspaso de sus servicios a la Generalidad. También contaba con la potencial fuerza de los escamots de Dencàs, una milicia política que se convertiría, presumiblemente, en la fuerza militar del recién «autoproclamado» estado catalán. 

			También contaba Companys con el auxilio y la colaboración, en concepto de «técnicos», del comandante Arturo Menéndez; el teniente coronel Ricart, jefe de los guardias de asalto; el jefe de los mossos de escuadra, comandante Pérez Farrás, y Miguel Badía, que no era militar pero que parecía el más impaciente por comenzar la lucha. No obstante, pronto advirtió que su precipitada propuesta iba a fracasar irremisiblemente. El principal problema que tuvo que abordar fue la rotunda falta de seguimiento por parte de los guardias civiles y de los guardias de asalto, a pesar de que estos últimos se hallaban al mando del mencionado colaborador teniente coronel Ricart. De nada serviría la dependencia orgánica y funcional de la Generalidad, como en el analizado caso de la Guardia Civil, por el traspaso de competencias, consecuencia de la aplicación del Estatuto de Autonomía, pues estas dos fuerzas continuaron fieles a las directrices emanadas del Ministerio de la Gobernación. También erró en la apreciación del seguimiento de la revolución por parte de las fuerzas acantonadas en la capital barcelonesa, que obedecieron y acataron, casi de forma unánime, las decisiones de su general, Batet, que se mantuvo fiel al gobierno republicano.

			Contaban los revolucionarios con las armas requisadas a los somatenes, a las que debían sumarse unas 2.000 bombas de mano, 800 ampollas de líquidos inflamables, una idéntica cantidad de gases lacrimógenos, un camión blindado y unos 300 kilos de dinamita. Una parte sustanciosa de las fuerzas rebeldes se atrincheraron en el Palacio de la Generalidad; otros, liderados por Dencàs, Arturo Menéndez y Pérez Farrás se alojaron en el edificio de Gobernación, con el convencimiento de que las fuerzas militares no se atreverían a internarse en la trampa que suponía el entramado callejero anexo al mencionado edificio, además de sortear el paso de las Ramblas donde habían instalado unas ametralladoras controladas por fuerzas de asalto, acompañadas por los escamots. Dencàs vacilaba, y no sin razón, sobre la participación de la Guardia Civil al servicio de la Generalidad en la intentona golpista. Y aunque suponía un verdadero obstáculo tener a la Benemérita como enemigo, se sentía respaldado por unas fuerzas, alrededor de 7.000 hombres, distribuidas por toda la ciudad. 

			El general Batet, por su parte, no dudaba de la posición que había de adoptar y se mantuvo firme en su lealtad al gobierno. Con el respaldo de los poderes otorgados por la autoridad militar, ordenó que se diera lectura al bando por el que declaraba el estado de guerra en la ciudad. Y con la comprensión de que la adhesión de las fuerzas del orden resultaba crucial para lograr el éxito en la represión de la revolución, envió un comunicado a la Guardia Civil y a la Guardia de Asalto en el que les liberaba de la dependencia de la Generalidad, por la aplicación del citado estado de guerra.

			Apenas apareció en las Ramblas la vanguardia de las tropas militares, cayó sobre aquellos hombres una cerrada descarga de disparos, desde las terrazas y desde el Centro Autonomista de Dependientes de Comercio y de la Industria, con fusiles y ametralladoras. Unos metros más allá, se produjo un enfrentamiento más violento, junto a la Plaza del Teatro. Las fuerzas de Batet continuaron con su avance, a pesar de la descarga, parapetados en los laterales de los edificios, hasta que fueron reforzados desde el Cuartel de Atarazanas con una sección de fusiles, auxiliados por dos piezas de artillería, que acabaron con la defensa de la Delegación de Orden Público, logrando la rendición de las fuerzas de asalto y policías de la Generalidad allí acantonadas.

			Sobre las 11 de la noche del día 6, una batería de artillería se posicionaba frente al edificio de la Generalidad, en el que se parapetaba el gobierno autónomo, sin que los mossos de escuadra pudieran impedirlo. El objetivo principal pasaba por intentar ocupar el Ayuntamiento, en el que se habían refugiado buena parte de las fuerzas rebeldes. La unidad citada de Artillería, compuesta por unos cincuenta soldados y dos piezas de montaña, bajo el mando del comandante José Fernández Unzúe, fue trasladada con la orden de no utilizar estas últimas, salvo en el caso de que se vieran violentamente hostigados. La llegada de una compañía de fusileros y, principalmente, el avance de una compañía completa de la Guardia Civil por la plaza de San Jaime aconsejó a los hombres de Pérez Farrás que desistieran en su empeño de evitar la colocación de la pieza artillera.

			A Companys, completamente cercado, no le cupo otro recurso que la utilización de la radio, ya un perfecto medio de propaganda política, para solicitar el auxilio de la población catalana. Desde Gobernación, por su parte, se insistía en la toma militar del edificio de la Generalidad, pero Batet decidió aguardar y agotar a los cercados. La espera del asalto final se hizo insostenible, porque desde las terrazas y desde las ventanas y terrazas de los edificios públicos las fuerzas del Ejército eran continuamente hostigadas por los fusiles rebeldes. Sobre las once y media de la noche Unzúe recibió la orden de realizar los primeros disparos de cañón, justo cuando se incorporaban al cerco de la Generalidad los soldados de una compañía de Infantería que tristemente había dejado en el camino para llegar hasta el lugar seis bajas, entre ellas el capitán de Estado Mayor Suárez Navarro, muerto a consecuencia de los impactos recibidos por los «pacos» de las azoteas. 

			El silencio de la noche quedaba roto por los disparos aislados e intermitentes que los dos bandos realizaban. El tiroteo se recrudeció sobre las cuatro de la mañana, cuando uno de los cañones de Unzúe dirigió su trayectoria contra el edificio del Ayuntamiento, donde se hallaban encerrados el alcalde y los concejales, y empezó a disparar una serie continuada de tres proyectiles que impactaron en la claraboya del edificio, despacho de la Alcaldía y la Secretaría del Ayuntamiento, respectivamente. De inmediato se enarbolaba una bandera blanca desde el interior, en señal de completa rendición. Dencàs iba comprobando cómo su pretendida revolución se desmoronaba momento a momento. A las cinco, llamaba al cuartel de la Guardia Civil para sondear la posición de la Benemérita, recibiendo por respuesta que desde las ocho de la noche solo obedecían las órdenes del general Batet. A todo ello se unían las continuas deserciones de los hombres de asalto, convencidos del error de permanecer a las órdenes de Pérez Farrás. En una irreflexiva intentona, se planeaba el secuestro del general Batet, para forzar al gobierno a una negociación, por un comando dirigido por el capitán de guardias de asalto Viardou; pero la firme respuesta de los guardias civiles de servicio en la entrada de capitanía impidió que se consumase el asalto y el comando fue interceptado y detenidos sus componentes.

			Alrededor de las seis de la mañana, Dencàs comunicaba a Companys la decisión de capitular. Ante esta posición, las huestes nacionalistas no ofrecieron resistencia significativa, pues, a las primeras andanadas de proyectiles y de disparos de fusil, levantaron los brazos en señal inequívoca de rendición. Apenas iniciada la mañana del día 7 de octubre se dio por finalizada la irracional locura planteada por los nacionalistas catalanes de la Esquerra Republicana de Cataluña, a los que fallaron en sus previsiones incluso los miles de rabassaires que habían apoyado las embestidas separatistas de los seguidores de Companys. A lo largo del día, los tiroteos esporádicos, cada vez más excepcionales, fueron los únicos hechos destacables de la ya fenecida revolución catalana. Además, a las once desembarcaban en el puerto de Barcelona una bandera de la Legión y un batallón de Cazadores de África, que aseguraban, sin duda, el estricto cumplimiento de las condiciones estipuladas en la declaración del estado de guerra. Como balance final de los enfrentamientos quedaron las cifras que nos indican veintitrés bajas, entre muertos y heridos, en las filas gubernamentales y cuarenta y seis muertos y ciento diecisiete heridos en las fuerzas insurrectas. A la vista del balance de víctimas, puede afirmarse con claridad que no se trató de una insurrección romántica e incruenta. Batet mediante un telegrama, comunicaba la rendición de las autoridades autónomas: 

			General cuarta División a ministro Guerra.- En este momento, seis y treinta, ex-presidente Generalidad, solicita cese hostilidades, entregándose incondicionalmente a mi autoridad. Yo me complazco en comunicárselo a V. E., conocimiento y satisfacción haciendo presente brillante comportamiento todas fuerzas mis órdenes, si bien a costa sensibles bajas que comunicaré oportunamente.- Batet.[67]

			Una vez llegado el momento de la rendición incondicional y absoluta, los colaboradores del político separatista, Menéndez, Pérez Salas, Guarner y Dencàs, en quien había depositado la más absoluta confianza y huyó por el alcantarillado, abandonaron a su líder a la suerte que le deparara la justicia militar, aplicable al ser declarado en todo el territorio nacional el estado de guerra. Tras una extraordinaria odisea, alguno de estos huidos logró alcanzar la frontera del vecino país para escabullirse de las responsabilidades penales en las que habían incurrido con la descabellada idea de la revolución y separación de la región catalana de la República española.

			Sobre las siete de la mañana, el ministro de la Gobernación remitía el siguiente telegrama a los gobiernos civiles del país: 

			Ministro Gobernación a Gobernador Civil, a las 6.55 horas del día 7 de octubre de 1934. Circular número 130.- El Presidente de la Generalitat ha comunicado al General Jefe del Ejército de Cataluña que agotadas todas las medidas de resistencia y para evitar mayores males, capitula y se entrega al general y al Gobierno de la República. De este telegrama debe hacer V. E. una tirada extraordinaria, fijándolo profusamente por la ciudad y comunicándolo a las poblaciones importantes de la provincia. Salúdole.[68]

			Con el objetivo de evitar focos de resistencia en otros lugares de la región, una vez recuperada la tranquilidad en la capital condal, con las competencias que le asignaba la declaración del estado de guerra, el general se puso en contacto con la población a través de la radio. La intención era aclarar la situación y que no se contaminase con mentiras u otras noticias falseadas y con ello evitar un indeseado derramamiento de sangre: 

			Catalanes y españoles, breve ha sido la jornada de esta noche. Esta misma Radio Barcelona, que durante toda la noche ha estado dando noticias falsas, os dice ahora, por mi boca la verdad. Después de mucho rato de tiroteo entre las fuerzas de la República y los elementos adictos a la Generalidad, que pudo emplear otros procedimientos de defensa de ideales que no deben apoyarse en la fuerza, el Gobierno de la Generalidad telefoneó al Estado Mayor de la División, diciendo que comprendía era inútil continuar la resistencia y ofreciendo rendirse. Como los rebeldes me habían aislado se empleó algún tiempo en dar a la fuerza de mi mando las órdenes oportunas, y por eso la lucha ha continuado más tiempo del necesario. Es lastimoso lo ocurrido. Yo lo siento como catalán, primero, y como español, después. En un régimen de democracia, que tiene abiertos todos los caminos para todas las aspiraciones que se encuadran en el derecho, ¿qué necesidad tenían de acudir a la violencia, de traer graves trastornos a la región que ellos dicen amar, y que yo amo más que ellos? Mis labios que no se han machado con la mentira, os dirán ahora la verdad. Nosotros somos dueños absolutos de la situación. Claro es que, como ocurre después de las guerras civiles, quedan partidas sueltas por los campos, andaban por las azoteas los que pudiéramos llamar «pacos» que disparan para sembrar la alarma, quizá más que por herir. Pero esos «pacos» vivirán lo que vosotros queráis que vivan, pues en cuanto se señale por esta Comandancia la presencia de ellos en una casa, acudirá la fuerza pública para someterlos.[69]

			Lo ocurrido en tierras catalanas tuvo una sensible repercusión en la prensa internacional, especialmente la labor desarrollada por la Guardia Civil, que fue valorada como un «cuerpo certero y efectivo», y lo que puede resultar paradójico para quienes le negaban la lealtad al régimen, completamente fiel a la legalidad republicana: 

			Tres mil guardias de Asalto. 500 mozos de escuadra y más de 50.000 jóvenes organizados en milicias, solamente tuvieron enfrente a 1.500 guardias civiles y algo más de cinco mil soldados. Pero los guardias civiles de bicornio acharolado constituyen hoy la mejor tropa de policía del mundo por su entrenamiento, su tradición de lealtad, su experiencia en el combate, su espíritu de sacrificio y su desprecio de la vida.[70]

			
Las postrimerías de la revolución

			Como consecuencia de la rebelión socialista, hubo una profunda modificación de la estructura y composición del gobierno, afectado por las terribles circunstancias revolucionarias. Uno de los primeros líderes del socialismo nacional en caer detenido, Largo Caballero, quedaría acreditado como el principal instigador de la revuelta nacional. Desde su domicilio fue trasladado a las dependencias de la policía, donde fue interrogado en relación a su participación y su implicación en el desarrollo de las jornadas revolucionarias. A todo respondió, cínicamente, con una determinante negativa en cuanto a su relación personal con la gestación de la revolución, no asumiendo la ineludible responsabilidad a la que se vio abocado como líder del Partido Socialista, pero no dejó de advertir que todo había sido consecuencia de una respuesta por parte del pueblo frente a la llegada al gobierno de los partidos cercanos a la extrema derecha, y por lo tanto rotundos enemigos de la República. No puede obviarse, como muestra de la responsabilidad del PSOE, el primer balance de la represión entre los líderes socialistas involucrados en la rebelión. Además de la de Largo se produjo la detención de los siguientes diputados: Teodomiro Menéndez, Hernández Zancajo, Ruiz Lecina y Aguillaume, lo que muestra con claridad sobre quién recaía la culpabilidad en la organización y desarrollo del proceso revolucionario llevado a cabo en octubre, a pesar de que todos negaran con rotundidad su participación en el mismo. 

			Otro de los líderes revolucionarios detenido en esos primeros momentos fue el concejal socialista de Barruelo de Santillán Antonio Fernández Gutiérrez, quien había dirigido la revolución en la cuenca minera palentina. Al ser detenido por la Guardia Civil intentó suicidarse mediante un corte de las venas de su brazo izquierdo, por lo que tuvo que ser trasladado de forma inmediata a un centro hospitalario para que se recuperara, quedando en estado grave por la pérdida de sangre sufrida.[71]

			El Gobierno de la República no dudó en decretar el correspondiente estado de guerra en todo el territorio nacional, según lo estipulaba la ley de los estados de excepción. En consecuencia, con esa norma legal, se autorizaba a los generales jefes de las divisiones orgánicas, comandantes militares y al jefe superior de las fuerzas militares de Marruecos, a que dictasen los correspondientes bandos de guerra para salvaguardar el orden público, conforme se establecía por la propia Ley de Orden Público aprobada en el anterior bienio reformista. Para desarrollar el estado de excepción señalado, se prescribía que si en la localidad existía un general, jefe u oficial del Ejército debería este tomar el mando inmediatamente, pero si no se localizaba a ninguno de estos mandos militares, el encargado de ejecutar tal cometido sería el oficial más caracterizado de los que ejercieran mando en los institutos de la Guardia Civil o de Carabineros. En el probable caso de que no se hallara presente un oficial, se haría cargo el suboficial más caracterizado de los anteriores, siempre que la autoridad gubernativa lo considerara con la competencia suficiente para tomar tal mando, y en caso contrario se cedería la capacidad de dictar y hacer cumplir los dictados del bando de guerra al alcalde de la localidad. 

			Así, en cumplimiento de las directrices gubernamentales, obligado por las circunstancias y los últimos rescoldos del estallido rebelde, el día 20 de octubre López Ochoa dictaba un bando de contenido especialmente amenazador para aquellos que intentaran reavivar la llama revolucionaria:

			BANDO: DON EDUARDO LÓPEZ DE OCHOA PORTUONDO, General de División de los Ejércitos Nacionales, Inspector general del Ejército y General en Jefe del Cuerpo del Ejército de operaciones en estas provincias.

			ORDENO Y MANDO

			Artículo 1.º. Depuesta la actitud de los rebeldes de la cuenca minera y hecho entrega de las armas gran número de ellos, quedan, sin embargo, sin entregar considerable número de armas, municiones y explosivos en cantidad de los que empleaban contra el Ejército.

			Conmino por el presente a los que los conserven en su poder u ocultos, a que sigan el ejemplo de sus correligionarios sometidos, en la inteligencia de que, a partir de las veinticuatro horas de haber sido publicado y fijado el presente Bando, todo aquel a quien se le encuentre sobre sí, u oculto en su domicilio, armas o explosivos será sometido a juicio sumarísimo y comprobado el hecho pasado por las armas.

			Las personas que los auxiliaren o encubrieren a los delincuentes, serán igualmente juzgadas, incurriendo en la responsabilidad con arreglo al Código de Justicia Militar, que corresponde como cómplices o encubridores.

			Artículo 2.º Las personas que teniendo noticias de algún depósito de armas, municiones o explosivos no lo participaren en el más breve plazo posible, incurrirán igualmente en la responsabilidad que les corresponde.

			Espero de la comprensión de los habitantes de estas provincias, y en especial de las cuencas mineras, que no den lugar a que me vea obligado a derramar sangre fuera de combate, lo que es contrario a mis sentimientos de amor al pueblo y a la humanidad en general, pero estoy firmemente resuelto a ejecutar lo que anuncio porque la salud de la Patria así lo exige.

			Oviedo, 20 de octubre de 1934

			El GENERAL EN JEFE Eduardo López de Ochoa.[72]

			
La depuración de las responsabilidades

			Hay que comprender y empatizar con la mentalidad institucional a la hora de dar respuesta a la depuración de responsabilidades en los implicados en la revolución, siempre a la vista de lo ocurrido en las tierras asturianas y catalanas. Las carencias de personal, la deficiencia de unas instalaciones adecuadas, la falta de material, la diseminación de sus individuos, sin posibilidad de una comunicación rápida, vía radiotelefónica, fueron expuestas por voces críticas en la Benemérita. Los sacrificios en vidas humanas en la sinrazón de la revolución cayeron como enormes losas sobre la conciencia de los guardias civiles. La Institución no olvidaría lo sucedido con sus guardias y sus familias en la cuenca minera, y así respondería gravemente, excediéndose en su labor en algunos casos, muy puntuales al parecer, por otro lado. El Cuerpo se reafirmó en su actuación, desde su accidental republicanismo. Con la conciencia de que su tenaz defensa había posibilitado la continuidad de la legalidad del nuevo régimen, a costa de las vidas de sus hombres, sintió que de alguna forma el gobierno respaldaba la realización de tales actos.[73] 

			El equipo gubernamental, a las órdenes de Lerroux, respaldó la actuación de los militares encargados de sofocar la revuelta, con la aprobación de una norma legal en la que se recogía la aplicación de duras penas, incluso sumarísimas, para aquellos que cometieron atentados contra personas, ferrocarriles, etc., con la intención de perturbar el orden público. Una menor condena para los que colaboraron con sus actos para la comisión de los anteriores hechos delictivos, o de los que indujeron a otros para la realización de tales, llegándose a castigar, incluso, hasta la apología de los mismos. La jurisdicción competente, salvo durante la vigencia del estado de guerra, sería la ordinaria.[74] 

			Pero a la hora de dilucidar las responsabilidades contraídas, la verdad se difuminó para ocupar su lugar una serie de crónicas reinventadas y dominadas por el sentido propagandístico, con el objetivo de acosar y derribar al contrario político, más que de impartir justicia. Comenzaba a recorrer el país un estremecedor relato interesado, un verdadero bulo, sobre las acciones cometidas por los mineros, como las «violaciones de monjas», o la de la «carne de cura vendida al peso», que por desgracia se instaló en la conciencia colectiva de una numerosa parte de la población española, que a raíz de tales historias comenzó a considerar a las radicales fuerzas obreras como unos seres sanguinarios. Del otro lado, los fúnebres relatos sobre fusilamientos en masa, torturas eternas cometidas por los guardias civiles, en las que se retiraba la carne a latigazos o de desuñaba a los detenidos, y otras proezas de similar crueldad que fueron contadas y afirmadas por una propaganda socialista interesada en diluir, hasta la desaparición, su profunda responsabilidad en el desastre al que habían llevado a los obreros por todo el país, provocaron un efecto similar en las filas del otro bloque, creyendo contemplar el fantasma del fascismo tras cada una de las manifestaciones de la derecha española.

			Desde un principio, cuando comenzó a desarrollarse la labor de represión gubernamental, los partidos obreros optaron por depositar la culpabilidad de los hechos deplorables, que sin duda se produjeron, en los exaltados o en elementos indeseables y ajenos al proyecto revolucionario. Ciertamente, algunas actuaciones se alejaron de las directrices marcadas por algunos comités, pero la percepción de la justicia «del pueblo» no fue ajena para las masas obreras. La detención de personas, por el solo hecho de pertenecer a una determinada clase social, estuvo respaldada por la política revolucionaria, lo que se tradujo en fusilamientos por parte de la pretendida justicia del tribunal popular, como se ha tenido ocasión de comprobar en Turón, cuando tras dictar sentencia de muerte fueron fusilados el teniente coronel Luengo Varela, y el comandante Muñoz, pertenecientes ambos a Carabineros; nueve religiosos, ocho pasionistas y un hermano de la doctrina cristiana, y el ingeniero Rafael Del Riego. También se cometieron numerosos actos de este tipo a lo largo de la cuenca minera o en las calles de Oviedo, en las que fueron fusilados tres religiosos en las paredes del mercado de ganado. Igualmente fue asesinado el párroco de Olloniego. Siete seminaristas y el padre Esteban, que huyeron el incendio del seminario, también fueron ejecutados tras ser hallados escondidos en un sótano. 

			 La protección de los prisioneros pertenecientes a las fuerzas del orden, para que no fueran linchados por la enfebrecida masa, dependió en gran parte de la personalidad del líder del comité local respectivo. Algo así ocurrió en Mieres, donde los dirigentes sindicales protegieron a los guardias civiles capturados y trasladados a esa localidad, entre los que se hallaba el sargento Marino. Pero no siempre fue así. En Ciaño, el grupo del teniente César fue fusilado en su totalidad; también fueron asesinados algunos de los guardias civiles integrantes de la Compañía de Sama de Langreo, cuando pretendían huir monte a través, o cuando intentaban ocultarse en domicilios particulares; hubo fusilamientos de carabineros en las calles de Oviedo… Algunos civiles fueron ejecutados sin juicio alguno, de forma indiscriminada, como las ocho personas que huían de un incendio en Oviedo, disparados por el grupo del «Pichilatu». Entre los insurrectos que alcanzarían la fama por su violento extremismo se encuentran el «Gobernador», también en Oviedo, y el «Portugués» en Langreo.

			En primer lugar, habría que delimitar claramente los espacios a los que iba a afectar la supuesta o refrendada represión. Resulta comprensible que los dos lugares más aquejados por la revolución resultaran incluidos en los procesos llevados a cabo. Habría, igualmente que delimitar los aspectos militares de los judiciales o políticos; pero dentro de lo que afecta al impacto revolucionario en la Guardia Civil, resulta necesario ofrecer un intenso análisis de los casos de denuncias hechas contra agentes por su implicación en la represión. En respuesta a la disyuntiva planteada se debería ofrecer un recorrido por la actuación de las fuerzas gubernamentales en los dos primeros meses siguientes a los actos revolucionarios, con la intención de intentar aclarar la veracidad de las acusaciones formuladas desde la izquierda.

			De la pretensión de continuar la lucha que tenían los integrantes de la Alianza Obrera, a pesar de las detenciones realizadas y de la intensa búsqueda de armas, no puede dudarse. La certifican hallazgos de material bélico por toda la comarca, tales como los catorce sacos de pólvora, con un peso aproximado de unos 15 kilos, ocultos en el panteón de la familia Menéndez, en Gijón, que fueron hallados casualmente cuando el sepulturero se disponía a realizar los trabajos de limpieza con ocasión de la festividad de Todos los Santos.

			Tras las detenciones llevadas a cabo, uno de los problemas más acuciantes a los que se enfrentaba el gobierno era la búsqueda de un alojamiento para los prisioneros y detenidos que esperaban la llegada del juicio hacinados en una disparidad de locales. El día 31 de octubre, en Gijón, se trasladó a los detenidos enfermos desde el edificio de la iglesia del Sagrado Corazón al Hospital de la Caridad, por orden del juzgado militar. Este traslado puede respaldar la idea de que las autoridades militares tenían preocupación por la suerte que pudieran sufrir las personas que se encontraban bajo su custodia. El problema de hacinamiento creado en la ciudad gijonesa pudo ser solucionado con la habilitación del patio del Instituto Jovellanos como lugar de prisión, trasladando a ese lugar a los recluidos en las iglesias de los jesuitas. 

			No obstante, a pesar de estos detalles, hay que confirmar que la represión existió y fue muy cruel en algunos casos. Las dudas sobre la legalidad de la actuación de las fuerzas gubernamentales en la depuración de responsabilidades por la implicación en los sucesos revolucionarios afloraron casi desde los primeros instantes. La muerte en Oviedo del periodista Luis Sirval hizo que se requiriera del Parlamento la creación de una comisión de investigación para averiguar las circunstancias en que se produjo. El desarrollo de las operaciones militares frente a los mineros, con muertos y heridos en las filas gubernamentales, unido al conocimiento de las matanzas realizadas para tomar los cuarteles de la Guardia Civil o de la Guardia de Asalto, junto a los asesinatos de sacerdotes, de empresarios mineros y de aquellos a quienes los rebeldes consideraron como enemigos de la revolución, constituyeron un peligroso caldo de cultivo para justificar una respuesta muy dura, extralimitada, en la búsqueda de los culpables. Acorde con lo expuesto, el proceso represivo en el caso asturiano tuvo una mayor incidencia en el campo, en el pueblo, allí donde se produjeron los encuentros entre los rebeldes y las fuerzas gubernamentales. 

			Los consejos de guerra se sucedieron, uno tras otro, para desentrañar las responsabilidades contraídas durante la revolución asturiana. En el desarrollado el 20 de noviembre fue condenado a muerte el teniente de la Guardia Civil Gabriel Torrens Llompart, aunque posteriormente se conmutó la pena capital por la de prisión. Ese mismo día fue aprobado por las Cortes el suplicatorio para el procesamiento del diputado socialista Teodomiro Menéndez, por su implicación en la rebelión militar. En la madrugada del 3 de diciembre fue detenido en Ablaña Ramón González Peña, «generalísimo» de la revolución, por las pesquisas llevadas a cabo por el capitán de la Guardia Civil Reparaz.[75] Las condenas a muerte fueron conmutadas por el gobierno de Lerroux. De todos los que habían sido sentenciados con la pena máxima, tan solo se ejecutó a cuatro activistas de bajo relieve, que aunque asesinos, no lo eran más que los juzgados en otros casos, y en última instancia no tenían ninguna responsabilidad por la conspiración revolucionaria, por lo que la figura de mártires se alejaba de la mentalidad colectiva. En tal sentido, se mantuvieron las penas de muerte para el sargento Vázquez, Luis Argüelles «Pichilatu», José Naredo y José Guerra Pardo. Este último había cometido un atentado con explosivos contra una camioneta de Asalto en el que perecieron algunos miembros de los dos Cuerpos. Naredo fue juzgado como un delincuente habitual que había aprovechado el desorden revolucionario para cometer varios crímenes. Otros procesados vieron retardada su sentencia hasta el año siguiente, o encontraron la comprensión del gobierno frentepopulista en 1936.

			Un intento de aproximación a los números de la represión asturiana significa navegar entre los datos propuestos por los extremos políticos, lo que ofrece una deriva interesada y partidista. La cita ponderada, tras incluir las de unos y otros, de detenidos tuvo que oscilar entre las diez y las quince mil personas, lo que sin duda supuso una cifra desproporcionada con los que se habían visto realmente implicados en la revolución. No extraña que fuera un verdadero germen donde arraigaran historias de torturas y de asesinatos por parte de las fuerzas de seguridad, en ocasiones completamente reales, mientras esperaban exasperados la llamada al consejo de guerra.

			Entre las averiguaciones llevadas a cabo para dilucidar la veracidad de las afirmaciones vertidas sobre las atrocidades cometidas durante el desarrollo de la revolución asturiana, o de las tropelías llevadas a cabo por los soldados o guardias civiles una vez acabada la lucha, merece la pena reseñar los testimonios de los diputados Marco Miranda y Gordón Ordás. El primero, elegido diputado a Cortes por Valencia, denunciaba que el día 12 de octubre, en el asalto de las tropas africanas al barrio de la Tenderina Baja, cayeron tres ciudadanos civiles sin implicación en la revolución. En el mismo informe, según su denuncia, delataba el asesinato de veintiuna personas, detenidas por la Guardia Civil, en la localidad de Villafría (Carbayín) y de otras nueve el día 14, en San Esteban de las Cruces. Todas las víctimas fueron ajusticiadas fuera de los cauces procesales, lo que sin duda resultó vesania por parte de quienes estaban obligados a proteger las vidas de los detenidos, con independencia de la implicación o no en la revolución asturiana.[76]

			Lo ocurrido en Carbayín fue un verdadero atentado a cualquier sentido de la justicia. Tras la entrada de la columna de López Ochoa en Sama, comenzaron las detenciones de los presuntos implicados en la revolución. La cifra pronto alcanzó el medio centenar de hombres, que fueron ubicados en un convento de monjas de la localidad. La mayor parte de ellos no llegó a declarar ante el juez, ya que un elevado número de los detenidos en sus domicilios durante los días 19 al 21 de octubre fueron internados sin ningún tipo de protección de sus derechos procesales. Los presumiblemente justiciables habían sido seleccionados arbitrariamente por el cabo Recio, del Entrego, quien había logrado salvar su vida durante los ataques revolucionarios en los que habían perecido el sargento Juan Ballesteros y el guardia Ramiro Sánchez. Gordón también denunciaría a la Guardia Civil de Pola de Gordón por haber asesinado a Eusebio Fernández y Juan Suárez, unos vecinos de La Vid, implicados en los sucesos revolucionarios. El Cuerpo cerró filas en esos momentos sobre sus hombres, sin condenar tan execrable crimen, que había significado un acto de completa venganza sin autorización judicial alguna.

			Durante la madrugada del 25 de octubre, una veintena de estos detenidos fue transportada en una camioneta, identificada con la matrícula O-8999, presuntamente con destino a la capital, pero el vehículo regreso vacío, casi de inmediato, lo que descartaba que hubiese completado el trayecto hasta Oviedo. Los familiares comenzaron a preguntarse por el destino final de sus allegados y los rumores no hacían sino confirmar la tragedia que se adivinaba tras ese «traslado». Cerca de una zona denominada Rosellón, los habitantes de las vecinas aldeas afirmaron haber oído gritos y tiros durante esa madrugada. Algunos relacionaron lo que ocurrió con haber visto a algunos guardias civiles que durante la tarde del 24 habían realizado unas excavaciones, con el pretexto de la búsqueda de armas en una escombrera cercana. Algunos de los familiares y vecinos, casi con la seguridad de que allí podían hallarse sus allegados, se acercaron a la escombrera, y tras excavar apenas entre la carbonilla recién removida encontraron a varios de ellos. Con el horror de tal hallazgo, se trasladaron a la población para comunicarlo a los vecinos, pero al retornar a la escombrera, allí ya estaba posicionada la Guardia Civil, que, conocedora de lo ocurrido, tenía limitados los accesos al lugar. Finalmente, algunos de ellos, con el permiso de los guardias, accedieron al lugar, confirmando el asesinato de varios de los detenidos en el convento de Sama.

			Otro de los sucesos que fue puesto en conocimiento de las Cortes, por parte de Gordón Ordás, fue el fusilamiento de varios prisioneros, ejecutado por las tropas de López Ochoa tras la toma del Cuartel de Pelayo, circunstancia que quedaría confirmada por los mismos protagonistas del luctuoso suceso. Para algunos autores la represión gubernamental fue tan atroz que superó con creces los dos millares de muertos. Las cifras, para otros, no superaban el medio centenar, una trágica cantidad, pero que no alcanzaba, evidentemente, a la aireada por la propaganda antigubernamental.[77] 

			Comenzaba otro tipo de lucha, en esta ocasión, para dilucidar el impacto de la represión posterior a la revolución asturiana. En la valoración de lo ocurrido con la respuesta de la Guardia Civil, resulta imprescindible recurrir a los resultados de los juicios y sentencias pronunciadas contra los principales encausados por su participación en la represión de la revolución. Y aquí aparece la siniestra figura del comandante Lisardo Doval, comisionado por el gobierno con plenos poderes sobre las fuerzas y cuerpos de seguridad situadas en el principado, evidentemente con inclusión de los miembros de la Guardia Civil: 

			Con el fin de someter a una dirección única la consolidación del orden en la zona asturiano-leonesa, teatro del pasado movimiento subversivo así como la cooperación de la fuerza pública a la labor justiciera de los Tribunales competentes y la organización de los servicios de seguridad y vigilancia en forma que se imposibilite en el porvenir cualquier intento de repetición de lo ocurrido. Este Ministerio, previa aprobación del Consejo de Ministros ha resuelto la creación, con carácter temporal, del cargo de Delegado del Ministerio de la Guerra para el orden público, en las provincias de Asturias y León; y designar para ocuparlo y sin perjuicio de su actual destino, al comandante de la Guardia Civil D. Lisardo Doval Bravo. 

			Este Jefe, que desempeñará dicho cargo con independencia de su categoría militar, asumirá el mando de todas las fuerzas de la Guardia Civil, Seguridad y Asalto y del personal de Investigación y Vigilancia con destino en esas provincias para la persecución de los elementos responsables de los delitos perpetrados en la revuelta… No obstante su dependencia directa del ministro de la Guerra, mientras se mantenga en la primera de aquellas provincias el General Jefe del Cuerpo de Operaciones de Asturias, someterá a quien la ostente, tanto sus planes como sus iniciativas de realización inmediata, salvo razones de urgencia... El Comandante Doval, mientras desempeñe el mencionado cargo, percibirá, además del sueldo y devengos que por su destino de plantilla le correspondan, una dieta equivalente al doble de la asignada al personal de su categoría militar. Cuando se levante el Estado de Guerra, pasará a Gobernación.[78]

			Con tal poder en sus manos se hacía responsable de los individuos de las fuerzas de seguridad y Asalto y del personal de investigación y vigilancia, y todo ello gracias al apoyo que le prestó para su designación el general Franco, compañero de promoción de Doval. La relación de D. Lisardo con los mineros asturianos se trasladaba en el tiempo a la época de la revolución de 1917, justamente cuando llegaba destinado como jefe de línea en la Compañía de Gijón, hasta el año 1922. Unos años después, ocuparía el cargo de capitán de la Compañía de Sama de Langreo.

			Cuando se instauró la República, en 1931, llevaba varios años de destino, de forma esporádica, en tierras del principado, en el que no tenía precisamente fama de blando entre los obreros de la minería. El mismo Doval era consciente de la aversión que le profesaban las clases obreras, probablemente bien adquirida por sus desmedidas respuestas a las reivindicaciones sindicales. Ante la campaña que comenzó a gestarse contra su persona, Doval no dudó en escribir en la prensa unas cartas en descargo de las actuaciones realizadas, exonerándose de la culpa de los hechos que se le achacaban. Una muestra de las cartas publicadas en el El Noroeste por el dirigente de la CNT Segundo Blanco y por un abogado laboralista gijonés, Merediz, proporciona una idea de las presuntas actividades del mencionado Doval en tiempos pretéritos, que no habían sido olvidadas por los que sufrieron su «particular» y cruel método de investigación. No obstante, sin la certeza de una sentencia judicial contra el aludido comandante, resulta difícil aseverar la realidad de tales conductas, aunque ello no impide que las dudas afloren a la vista de lo relatado por aquellos que tuvieron la desgracia de caer en sus manos.[79] La declaración del dirigente cenetista podía aparecer como un interesado panfleto para solventar viejas rencillas con Doval, pero la intervención y declaración del abogado Merediz, vinculado al partido melquiadista, puede resultar lo suficientemente veraz aunque no se disponga de los instrumentos necesarios para contrastar su relato. El abogado era un acreditado republicano liberal, más bien cercano a un centro moderado, alejado en aquellas fechas de intereses partidistas con el republicanismo de izquierdas, fácilmente identificable a través de su alineación con la candidatura contrarrevolucionaria de la derecha asturiana en las elecciones de febrero de 1936.[80] 

			A la vista de la merecida fama del sujeto, no es difícil imaginar cómo los mineros y los revolucionarios quedaron aterrorizados cuando contemplaron en qué manos había dejado el gobierno la responsabilidad de la investigación. Por eso mismo, no puede comprenderse, a pesar de la escrupulosidad de la medida legal del regreso al servicio del susodicho, que se le encomendara tal misión a un individuo que se había mostrado, en el mejor de los casos, demasiado expeditivo en sus anteriores actuaciones. 

			Para pasar a analizar el expreso desarrollo de las operaciones de la depuración de responsabilidades en Asturias tras los sucesos de octubre, resulta necesario exponer la disposición de los hombres puestos a cargo de Lisardo Doval por el gobierno. El comandante organizó un dispositivo en el que participaron cinco grupos móviles, compuesto cada uno de ellos por un centenar de guardias civiles, más un grupo de veinticinco miembros de la Guardia de Asalto, apoyados por soldados de Infantería. Los grupos recorrían la cuenca minera solicitando en cada pueblo, en cada concejo, información sobre los implicados en la revolución, y no dudaban en detener por simples denuncias, a veces interesadas por las cotidianas rencillas de las aldeas. No obstante, en numerosas ocasiones la actuación de los guardias civiles no iba desencaminada, como la realizada por el capitán Toledo Martínez, quien logró un apreciable éxito en la localización del botín sustraído por González Peña en el Banco de España, junto a 230 fusiles y una ametralladora.

			Ante las fidedignas noticias que sobre la actuación del comandante inevitablemente comenzaban a llegar a oídos del gobierno en Madrid, Valdivia, el director general de Seguridad, envió a un inspector de policía, Adrover, para que comprobase sobre el terreno la veracidad de los fúnebres testimonios sobre Doval y sus técnicas. El inspector fue violentamente expulsado por el comandante, que no aceptaba lo que interpretaba como injerencias. Valdivia solicitó del ministro de la Gobernación el cese inmediato del guardia civil, que finalmente no se produjo porque el comandante continuó con su labor para lograr el 3 de diciembre la captura de Ramón González Peña, que se había ocultado en su aldea natal, cuando todo el mundo lo daba por exiliado en el extranjero.[81]

			Finalmente, Doval fue cesado, aunque todo quedase a los ojos de la opinión pública como una dimisión, para regresar a Marruecos, donde estaba destinado cuando fue comisionado para la depuración de responsabilidades en Asturias. Tras lo anterior se ocultaba, por qué no entenderlo en este sentido, la posibilidad de que el nombramiento del guardia civil no se aceptara por parte del Ministerio de la Gobernación, al depender directamente, aun siendo delegado especial de Orden Público, del ministro de la Guerra. Acorde con estas denuncias de los desmanes que se estaban produciendo en Asturias, Julio Álvarez del Vayo denunciaba por carta dirigida a Lerroux y al fiscal general de la República la situación de los reclusos de la cárcel de Oviedo. En la carta recibida se citaban las torturas realizadas en el convento de las Adoratrices de Oviedo, donde veintiséis personas habían muerto durante los interrogatorios. El gobierno se debatía entre la crisis previsible por la publicación de las torturas y que pudiesen darse por ciertas tales informaciones, y la necesidad de acabar con esas deplorables prácticas. 

			Lerroux ordenó abrir una prudente investigación, tras varias denuncias de las que se habían hecho eco las instancias internacionales. Las conclusiones a las que llegaría la comisión, en algunos casos no quedaron claramente definidas, y estaban teñidas con ciertas sospechas de si se habían supeditado al interés político del gobierno que, con tal finalidad, negó con rotundidad todo lo sucedido. La poderosa propaganda desplegada por parte de la oposición arraigó en las masas obreras que se consideraban victoriosas a pesar de que la revolución había resultado un profundo fracaso.

			En el capítulo de la implicación de los responsables de la revolución, se persiguió a los huidos y se trató de localizar los escondites de su material por las cuencas mineras o por las montañas de la Cordillera Cantábrica. La Guardia Civil había recibido la orden de perseguir en cualquier lugar de la nación a los implicados en la revuelta asturiana, y a tal finalidad se dedicó con ahínco. 

			Al capítulo de las actuaciones depurativas se le acumulaban desgraciados episodios de represión que se sucedían en otros lugares implicados en los sucesos de octubre. En el cuartel de Barruelo, en la cuenca minera palentina, los hechos dan cuenta por sí solos de la violenta actuación de los guardias civiles para localizar a los revolucionarios huidos de la justicia:

			Detenido el 15 de diciembre de 1934… empezaron a tomar declaración vio como salían los compañeros de declarar hechos guiñapos, llegó el turno al compañero García no hizo nada más que entrar y le pegaron cuatro vergajos con esta exclamación de estos hijos de p. (sic) quiero yo coger, dijo el cabo Bizarro, empezaron a preguntarle que dijera quienes eran los jefes del grupo y al contestar que él no lo sabía… le bajaron a la cuadra y así le tuvieron durante 20 minutos… dándole leña y le subieron otra vez a declarar preguntándole por cosas que ignoraba y al decir que no sabía nada le dijo el cabo Bizarro dándole dos bofetadas… es igual que digas que no que digas que sí, te ponemos lo que queramos y llevarás más vergajos que estrellas tiene el cielo… el día 17 le volvieron a subir diciendo que él sabía quién había matado a Manuel Sierra y al contestar que él no sabía nada le dieron bofetadas, puñetazos y vergajos hasta que le tiraron al suelo sin sentido echando sangre por los oídos, boca y narices, al poco volvió en sí echándole agua y le dijeron que sí le martirizaban era porque él quería, que diría la verdad y no le pegaban más y le mandaron subir a comer diciéndole que lo pensaría si no que le mataban igual que al alcalde, por la tarde le volvieron a llamar.[82] 

			Eusebio Martín Llaneza, requerido para prestar declaración en la misma tarde del día seis:

			Me salió al paso el Guardia Máximo Blanco, dándome un golpe en la cara que me hizo perder tierra, volviéndome a incorporar me invita a entrar en dicha Oficina en la cual había dos cabos y tres números, uno de los cabos de apellido Pizarro era el que interrogaba mi declaración, y como me preguntaba cosas que yo no había hecho ni había visto y le contestaba que no, los otros cuatro que estaban de pie con vergajos tres y otro con un hierro de la lumbre, empezaron a golpearme y llamándome miles de perrerías hasta que yo diría que sí, pero como hera (sic) incierto yo me mantenía en que no, entonces me amarran con las esposas y sigue dándome golpes en la cara del cabo Pizarro, y determinan bajarme a una cuadra que tiene dicho Cuartel para las caballerías... determiné firmarla, porque veía mi vida pérdida. 

			Otros infelices como Martín Llaneza recibieron un trato idéntico porque resultaba necesario hallar a los culpables de la muerte del teniente coronel y del padre de los hermanos maristas.

			Las requisitorias para la persecución de los implicados en la revuelta obrera se plasmaban en órdenes de busca y captura en los boletines oficiales de la Guardia Civil, lo que suponía inevitablemente un poderoso incentivo para su localización en cualquier rincón del país. A tal fin se elaboró un programa gubernamental que facilitaba el movimiento de los militares y de los guardias civiles por España mediante un convenio con las compañías arrendatarias de ferrocarriles, con la obligación, tan solo, de avisar de la llegada de tropas a los jefes de estación. 

			La persecución de los revolucionarios continuaba de forma implacable por todo el territorio nacional, sin dejar rendijas a la indulgencia, entre las continuas protestas de los partidos de izquierda. Por su implicación en la revolución en las tierras vascas, fue detenido por la Guardia Civil de Algorta el diputado nacionalista Aguirre, en unión de varios de sus correligionarios. En Bilbao, en los diversos registros que realizaron las fuerzas de seguridad, fueron halladas numerosas armas y municiones, lo que aventuraba el retorno a una apuesta revolucionaria que dormía a la espera de un trágico despertar. No se había dado por finiquitado el problema de la violencia política con estas detenciones, pues el 1 de noviembre fue asesinado en Galdácano Juan de la Cruz Breño, presidente de la Junta Municipal Tradicionalista local y corresponsal informativo del periódico de Bilbao El Pueblo Vasco. 

			Las investigaciones dieron su fruto en la cuenca minera con la localización de la mayor parte del armamento y material utilizado en la revolución. A fecha de 15 de enero de 1935, según datos recogidos por el Ministerio de la Gobernación, se habían recogido 3.158 mosquetones, 6.756 fusiles, 836 carabinas, 73 rifles, 1.913 escopetas, 63 ametralladoras, 811 revólveres, 593 pistolas, 5.934 armas de diversa índole, 4.056 cartuchos de dinamita, 16.561 cartuchos de fusil y 943 granadas de mano.[83] Este arsenal incautado no se hallaba entre el armamento comprometido por el comité revolucionario tras la firma de la rendición entre López Ochoa y Belarmino Tomás. Finalmente, si se analizan las cantidades de material, el armamento, los muertos, los heridos por ambos bandos, queda en evidencia si no se trataba de una guerra civil, que no lo era al menos la revolución de octubre podía significar un siniestro presagio de lo que acontecerá en fechas posteriores y no muy lejanas en el tiempo.

			
La responsabilidad separatista en Cataluña

			La presunta represión política llevada a cabo por el gobierno, en esta ocasión por la implicación de los dirigentes de la región autónoma catalana, se inició en una fecha tan cercana como el 14 de octubre, apenas unos días después del intento separatista, cuando fue destituido formalmente Luis Companys como presidente de la Generalidad de Cataluña. Para la autonomía catalana el tremendo error cometido en la implicación revolucionaria le supuso perder los privilegios adquiridos con la aprobación del Estatuto: 

			Excmo. Sr. 

			La rebeldía que perturbó el orden público en Cataluña por el movimiento subversivo de la Generalidad, atentatorio a la soberanía nacional, haciendo uso contra esta de los organismos armados que el Gobierno de la República hubo de poner a su disposición para el mantenimiento del Orden Público, imponen el deber, en interés general del Estado y seguridad del mismo, de incautarse de los expresados servicios —que fueron traspasados a la Generalidad— para el restablecimiento de la normalidad en aquella región.[84]

			Al analizar la gestión de Dencàs en el departamento de Gobernación del gobierno autónomo se comprueba que durante el tiempo que ejerció tal cargo los desfalcos y el desvío de dinero a la organización de la rebelión fueron las actuaciones cotidianas en la labor del político separatista.[85] Resulta ineludible analizar la responsabilidad que sobre los hombros de este personaje recaía, a través de la dirección de los servicios que la Guardia Civil proporcionaba en las tierras catalanas mientras duró la asignación de los servicios de seguridad y orden público a la Generalidad. El delegado general del Estado en la región, en una clara apuesta por la prevaricación, no dudó en hacer un manifiesto desvío de fondos públicos, consistente en una partida de 40.000 pesetas, a la Beneficencia de la que finalmente solo se destinaron 3.000, quedando el resto repartido y justificado en gratificaciones al secretario, comidas, limpiezas, etc. Estos hechos fueron puestos en conocimiento del general Batet, máxima autoridad tras la declaración del estado de guerra en la región, por lo que tuvo que asignar a un comandante del Ejército la misión de dilucidar el enmarañado proceso administrativo que ocultaba el desvío de los fondos públicos a favor de la intentona revolucionaria separatista. 

			Batet intentó desde la Comandancia Militar que la normalidad retornara de forma rápida a la región. El preocupante paro, en índices alarmantes, una de las justificaciones de la posición antigubernamental de los obreros catalanes, podría ser paliado si se reanudaba el proceso de construcción de obras públicas. En la búsqueda de la responsabilidad por lo sucedido en los pasados días de octubre, el general no se mostró dubitativo y actuó con mano recia para perseguir a todos los implicados en la acción separatista, especialmente a los que actuaron como líderes o jefes en alguno de los sucesos registrados en las pocas horas que duró la intentona en Barcelona. Con tal fin, las autoridades judiciales militares solicitaron dieciocho penas de muerte para los rebeldes que en la noche del día 6, montados en camiones y fuertemente armados, intentaron tomar la Aeronáutica del Prat, dirigidos por un diputado de Esquerra, que les precedía en un automóvil al que dio el alto un teniente de la sección de Aeronáutica, y al que contestaron con un intenso tiroteo, que logró hacerlos huir no sin sufrir varios heridos, algunos de ellos muy graves. 

			Al mismo tiempo, el Tribunal de Garantías Constitucionales, en respuesta a la querella interpuesta por el gobierno contra la Generalidad, comenzó a realizar las correspondientes investigaciones para dilucidar la culpabilidad de los organizadores de la revuelta. Al órgano judicial no le cupo ninguna duda de la responsabilidad contraída por el gobierno autónomo y la anuencia y complicidad de algunos políticos nacionales, entre los que podía encontrarse el propio Azaña, por lo que varios de sus miembros fueron trasladados a Madrid por instigación del Fiscal de la República. A la espera del desarrollo de la instrucción, los responsables, tras una perturbada localización, fueron encarcelados en un buque prisión frente al puerto de Barcelona. 

			A pesar de la presunta exquisitez con la que se abordó el proceso separatista en la región autónoma, si se la compara con la represión ejercida sobre el terreno en el principado de Asturias, también se dictaron en los consejos de guerra dos penas máximas sumarísimas en las personas del comandante Pérez Farrás y del capitán Federico Escofet.[86] Al teniente coronel Ricart, al comandante Salas Ginestar y al capitán López Gatel los sentenciaron a reclusión perpetua. La crisis política que siguió a la proclamación de las sentencias de muerte sería un perfecto caldo de cultivo para la extrema radicalización, más aún si cabe, de las filas de la izquierda, quienes en un ejercicio de autocomplacencia consideraron la cesión a las peticiones como miedo por parte de la derecha ante la respuesta que pudiera producirse en el frente obrero. Para Gil-Robles, a pesar de las súplicas para conmutar la pena de muerte, la responsabilidad por la revolución debería haberse saldado con una condena ejemplar, y con tal finalidad no estaba dispuesto a ceder a las peticiones de clemencia e indulto que inundaban la mesa del presidente del Gobierno, quien, a la vez, se sabía dependiente del apoyo de la CEDA.

			Ante el desaguisado catalán, la repuesta política fue reducir las competencias de la Generalidad. El Congreso aprobó la ley por la que quedaban suspendidas todas las facultades y competencias cedidas a Cataluña: 

			El presidente de la República Española, a todos los que la presente vieren y entendieren, hace saber: Que las Cortes han decretado y sancionado la siguiente Ley: 

			Artículo 1. Quedan en suspenso las facultades conferidas por el Estatuto de Cataluña al Parlamento de la Generalidad, hasta que las Cortes, a propuesta del gobierno, y después de levantada la suspensión de garantías constitucionales, acuerden el restablecimiento gradual del régimen autonómico.

			Artículo 2. En el periodo transitorio de que se habla en el artículo anterior, asumirá todas las funciones que corresponden al presidente de la Generalidad y a su Consejo Ejecutivo un gobernador general que nombrará el gobierno, con facultades de delegar, en todo, o en parte, las funciones atribuidas a dicho Consejo. Al cesar el periodo transitorio, si antes no se hubiera reformado el Estatuto, el gobierno podrá confiar su representación a un delegado para el ejercicio, total o parcial, en Cataluña, de las funciones no atribuidas a la Generalidad.

			Artículo 3. El gobierno nombrará una comisión en el plazo máximo de tres meses, que estudie los servicios traspasados y valorados y proponga los que durante este régimen provisional deban subsistir, los que deban rectificarse y los que deben revertir al Estado, señalando, en cada caso, las normas a que deberá sujetarse la ejecución de los acuerdos adoptados. En todo caso, las normas referentes a los Servicios de Orden Público, Justicia y Enseñanza, serán objeto de una ley.

			Quedaba abierto el camino para que las competencias asumidas sobre la Guardia Civil quedaran suspendidas y los hombres de la Benemérita regresaran a las órdenes directas del Ministerio de la Gobernación. Había perecido el periodo de la «Guardia Civil catalana».

			Para las fuerzas de seguridad, en definitiva, la revolución de octubre supuso un fuerte impacto emocional, al comprobar que su integridad o la propia vida dependían, en suma, de los alineamientos políticos que en la España de 1934 se estaban definiendo, por desgracia, en la dirección de un conflicto bélico. Las cifras de víctimas de todo signo, alejadas de la realidad, se convertían en un instrumento de propaganda y resulta muy complejo ofrecer unos datos fiables del trágico evento revolucionario y la posterior represión del Gobierno de la República. Pero, a pesar de este interés por decantar los datos de un lado u otro, el número de bajas por parte de las fuerzas gubernamentales, al igual que el resumen ofrecido de las armas y municiones requisadas, fue más difícil de manipular y quedó fijado, entre muertos, heridos y desaparecidos, en una cifra que superaba ampliamente el millar.[87]
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			La España republicana no había sido ajena a la gravedad de lo acontecido. En todos los sectores sociales se adquirió, con honda preocupación, la consciencia de que el problema de Asturias había sido solventado de forma momentánea, pero las circunstancias que lo habían posibilitado continuaban latentes. El gobierno, tras suprimir el cargo de delegado del ministro de la Guerra en las provincias de Asturias y León, [88] con el reintegro a su destino de plantilla del comandante Doval, tomó la decisión de que las fuerzas del Ejército que hasta esos momentos formaban parte de la Comandancia Militar Exenta de Asturias se integraran en un núcleo de seguridad, con ubicación permanente en el principado, al que se le asignaba la expresa misión de cooperar al mantenimiento y a la consolidación del recobrado orden público. En tal misión, estaba obligado a colaborar estrechamente con las fuerzas de seguridad que dependían directamente del gobernador civil. Presionado el equipo gubernamental por las circunstancias y la desconfianza causadas por la controvertida y a la vez tristemente eficaz gestión de la depuración de responsabilidades llevada a cabo por Doval, destinó al jefe bajo las órdenes del alto comisario de España en Marruecos, con la misión de formar parte de la ponencia encargada del estudio y redacción del futuro Reglamento de las Mehaznías Armadas y demás fuerzas del protectorado. [89] 

			Finalmente, el gobierno levantó la declaración del estado de guerra para todo el país, con la excepción de Asturias, Cataluña y Aragón, y las provincias de Madrid, Navarra, Vizcaya, Guipúzcoa, Palencia, Santander y León así como en las plazas de soberanía en Marruecos, Ceuta y Melilla.[90] Algo más suave, por las medidas a aplicar, continuaba la declaración del estado de alarma en el resto del territorio nacional. Las causas penales sustanciadas y tramitadas hasta esos momentos por la jurisdicción castrense pasaban a la ordinaria, salvo que por su propia naturaleza procesal debieran continuar en la situación anterior.[91] 

			
La transición hacia la tragedia

			La situación de extrema tensión abonaba la continuación de los estados de excepción. En Masamagrell (Valencia), el día 2 de enero de 1935 se ejecutaba un atentado contra los guardias del puesto Pascual Tomás Blanco y Juan Pérez Soloca, mientras atendían a un hombre que simulaba ser un mendigo. Les dispararon por la espalda, muriendo el primero y quedando gravemente herido el segundo. El supuesto mendigo estaba en connivencia con los asesinos para atraer la atención de los dos guardias y favorecer el atraco en una entidad bancaria en el otro lado del pueblo.[92] 

			Si no era suficiente con la radicalización política, cuando parecía que la figura del bandolero había desaparecido de la geografía española, la Guardia Civil de nuevo tuvo que volver a enfrentarse con uno de estos personajes en las sierras andaluzas. En esta ocasión, el intento de la detención de Fernández Pozo, conocido como «Almirez», natural y vecino de Mollina, reclamado por agresión y atraco a mano armada, provocaría la muerte del guardia José Pendón. El 19 de enero se elaboró un dispositivo para encontrar y capturar al bandolero, que se ocultaba en la sierra de la Camorra, en un lugar conocido como El Acebuche. Uno de los grupos formados por los guardias Antonio Heredia, Diego García y José Pendón se separó de sus compañeros para rodear la sima donde se pensaba que se ocultaba el criminal perseguido. El último de los citados, tras asomarse en el lugar donde creía haber visto el movimiento de una persona, y sin esperar refuerzos, decidió bajar a comprobarlo. Nada más iniciar el peligroso descenso unos disparos acabaron con su vida. El resto de los guardias, al oír las detonaciones, bajo las órdenes del teniente Luis Muñoz, acudió al borde de la sima, sin atreverse a descender, tras comprobar que su compañero se hallaba sin vida en el fondo. La llegada del capitán Domingo García Poveda supuso un momento de reflexión para evitar nuevas pérdidas, al disponer que se postergara la captura hasta que fuera posible, y con ello evitar las más que probables bajas. Para eludir la huida se estableció un dispositivo alrededor del lugar y comenzaron las intimaciones para que depusiera su actitud, que fueron respondidas con disparos y negativas de entregarse. Para obligar a que saliese de allí le lanzaron plantas combustibles con intención de que el humo forzase a la rendición. También arrojaron de bombas de mano, que tampoco redujeron la resistencia del Almirez. Varios guardias se presentaron voluntarios para bajar a la sima, pero el teniente coronel, que había llegado al lugar, lo impidió. Se recurrió entonces a la intervención de algún conocido del asesino, y a ello se prestó el médico de Mollina, que conocía al individuo. Con esta intermediación, se logró que se entregase el criminal, y así se pudo recuperar el cadáver del guardia Pendón. Herido y desesperado, tras su rendición el delincuente fue procesado por un consejo de guerra.[93]

			Los conflictos entre guardias civiles y militantes de los partidos y sindicatos obreros no finalizaron con la revuelta revolucionaria. El 2 de junio, mientras se hallaban prestando servicio un cabo y una pareja del puesto de Malón, con motivo de un acto político organizado por Renovación Española en el pueblo de Novallas (Zaragoza), al que asistía el líder de ese partido, Goicoechea, varios grupos comenzaron a rodear a los asistentes al evento. Los oradores lograron salir de la población sin que hubiese ocurrido ningún altercado, gracias a la protección prestada por el reducido grupo de guardias civiles presente. Pero al retornar estos hombres a la población fueron apedreados y obligados a ocultarse en un cercano domicilio. Desde uno de los balcones de un local ocupado como central de la UGT comenzaron a disparar sobre el lugar donde se hallaban los beneméritos. Cayó herido en la rodilla, por un disparo de arma corta, el guardia Jesús Vila Aguarán, quien además recibió una puñalada por la espalda cuando se hallaba inmovilizado. Los guardias, ayudando a su compañero herido, lograron replegarse, soportando una lluvia de piedras y «paqueos» esporádicos, hasta una casa donde pudo ser asistido de sus heridas a la espera de ser trasladado. El cabo y el otro guardia se colocaron para defenderse en el umbral de la puerta de esa casa. En las calles de la localidad quedaría muerto un paisano del pueblo, militante de Acción Popular, tras recibir el impacto de una bala explosiva dirigida contra los guardias. También resultaron heridos gravemente siete de los agresores, por la defensa emprendida por los guardias. A la vista del potencial peligro, se incorporaron al pueblo nuevas fuerzas de la Guardia Civil de la Compañía de Tarazona, con su capitán al frente, que provocaron la huida de los agresores al monte. Se recogieron varias armas y se lograría detener a dieciocho obreros implicados en el enfrentamiento con los guardias civiles.[94] 

			Tras estas refriegas, diseminadas por el territorio nacional, al equipo gubernamental no le quedaba más remedio que continuar con las prórrogas del estado de alarma y del estado de prevención, declarados con anterioridad, una vez superado el periodo del estado de guerra. El crecimiento de los desórdenes públicos, apenas iniciado el año de 1936, obligaría a las fuerzas de seguridad, y especialmente a la Guardia Civil, a desplegar toda su operatividad para intentar combatir a los dos bloques que progresiva y rápidamente avanzaban hacia un abismo suicida. A mediados de enero, el día 17, un guardia civil destinado en Jerez de la Frontera, Juan García Vera, recibió una descarga con una pistola ametralladora cuando realizaba unas indagaciones por delito junto a miembros de la Policía Municipal, cuyo jefe también resultó herido, y muerto un obrero que transitaba en esos momentos junto a los guardias y policías. Los agresores huyeron entre la multitud. El alférez José Díaz Pérez, con el guardia primero Antonio Campanario Sánchez y el guardia segundo Modesto Moreno Medina, ante la sospecha de que fueran militantes anarquistas de la cercana localidad gaditana de Arcos, se desplazó hasta allí, donde localizó a los sospechosos en una taberna que tenía la triste fama de acoger a los elementos revolucionarios del pueblo. Al proceder a cachear a los presuntos agresores el oficial recibió varios disparos, que le provocaron la muerte de forma inmediata. Sus compañeros lograron empuñar las armas y dispararon sobre los asesinos, matando a dos de estos e hiriendo a un tercero, que tras restablecerse de las heridas, confesó haber sido el autor material, junto a los dos muertos, del ataque al guardia civil y al jefe de la Policía Municipal, en el que resultó muerto, si bien colateralmente, el inocente obrero. El gobierno reconoció aquellos atentados como un hecho de guerra, lo que favorecía en términos económicos las pensiones que se adjudicaban para las familias de los heridos y muertos: 

			Habida cuenta de que este doble atentado ha sido cometido por elementos rebeldes al Régimen, contra el personal de la Guardia Civil, Institución armada al servicio de la República, de acuerdo con el Consejo de Ministros y a propuesta del de la Gobernación, vengo a disponer que los hechos ocurridos en Jerez de la Frontera y Arcos, ambos de la provincia de Cádiz, en los días 17 y 18 de Enero de 1936, respectivamente, sean declarados como de guerra a todos los efectos que esta declaración pueda producir.[95]

			En la provincia de Albacete, en el Bonete, durante la mañana del 25 de enero tuvo lugar otro trágico acontecimiento desarrollado en el tenso clima de la campaña electoral previa a las elecciones generales.[96] Tras una violenta intrusión de obreros locales en el ayuntamiento, consecuencia de una protesta por la escasez de leña en la localidad y el duro invierno que se estaba sufriendo, fue requerida la presencia de una pareja del puesto, compuesta por el cabo Joaquín Alcázar y el guardia de segunda Tamarit. Con cierta confianza, el cabo penetró en el salón de sesiones mientras el guardia quedaba a la espera, en la puerta del ayuntamiento. Tras ingresar en la sala, los amotinados se negaron a obedecer las instrucciones del cabo, al que empujaron y desarmaron. Este huyó apresuradamente de la sala capitular y fue alcanzado al llegar a la calle y asesinado con su propio fusil. El guardia, por su parte, ante tales circunstancias logró avisar a los compañeros que llegaban para poder detener a los responsables: Pedro Delegido Jarque y José Delegido Romero. Sobre el asesinato, el teniente coronel primer jefe de la Comandancia remitió a la Inspección General las novedades de lo ocurrido:

			Como ampliación a mi telegrama que cursé desde Bonete por estación férrea Almansa, y a mi regreso a esta, veinte horas hoy, particípole haber sido detenidos principales autores asesinato cabo comandante dicho Puesto, entre ellos presidente y secretario de la Casa Pueblo y varios concejales socialistas reconocidos por el guardia que acompañaba a dicha clase momento agresión. Fusil y carabina de la pareja han sido recuperados completamente destrozados, con sangre en culata; pistolas reglamentarias no han sido halladas hasta ese momento. Cabo asesinado, que se encontraba con toda fuerza Puesto concentrado en Almansa, recibió orden su capitán para salir con cuatro guardias en las primeras horas día hoy finca San Fernando demarcación Bonete, al objeto de impedir la devastación de dicha finca, y al llegar a dicha localidad tuvo noticia de que grupos numerosos, en actitud levantisca, rodeaban el ayuntamiento, y llevado de un elevado espíritu militar del que siempre dio pruebas, se dirigió con el juez municipal y acompañado de un guardia al citado ayuntamiento y los otros tres guardias a la finca devastada. Al tratar de entrevistarse con el alcalde y resto de la corporación, que se hallaba reunida, se llenó de obreros en forma violenta. El presidente de la Casa del Pueblo, que iba en cabeza, le obligó a que firmara un escrito diciendo que era un bandido. Debió comprender el cabo Alcázar su difícil situación, pues trató de disuadirlos haciéndoles presente lo benévolos que eran siempre con el elemento obrero, en cuyo momento se abalanzaron sobre el cabo y guardia desarmándoles, y sacando al guardia arrastrado la calle, le hicieron se alejara, lo que aprovechó para coger un coche marchar a Almansa y ponerlo en conocimiento de su capitán. El cabo recibió tal cantidad de golpes, disparos en la cabeza y partes del cuerpo que le quedó aquella destrozada, sacándole después arrastrado a la calle alejándole unos cien metros del lugar donde se cometió el asesinato, dejándole abandonado. Acuerdo Gobernador Civil, entierro se verificará esta capital a las dieciséis horas mañana.[97]

			Por tierras jienenses la propaganda anarquista avanzaba entre las filas de los obreros, en detrimento de los ugetistas. Los componentes del puesto de Jabalquinto, cabo Bernardo Contreras y guardias Juan Huertas, Dámaso Gómez, Antonio Vivanco y Cipriano del Amo, tras una breve escaramuza, lograron detener a tres miembros de la FAI a los que les ocuparon numerosa documentación para organizar una revuelta y cuatro armas de fuego cargadas, preparadas para atentar contra miembros del Partido Agrario de la capital.[98]

			Solo quedaba esperar al desarrollo de las elecciones generales que, indudablemente, se mostraba incierto en cuanto a los potenciales resultados. Las dos poderosas coaliciones políticas, distanciadas por la radicalización de sus extremos, se enfrentaban con denodado esfuerzo, sin eludir la posibilidad del recurso último de la violencia, por el poder republicano. En el Cuerpo, como en el resto del país, la incertidumbre inundaba los cuarteles. Probablemente le iba la vida en ello.
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			3. EL FRENTE POPULAR

			El periodo de la desesperanza

			La victoria del Frente Popular en las elecciones de febrero de 1936 supuso para la Institución un nuevo periodo de inseguridad. Apenas iniciada la legislatura, el nombramiento como Director General de Seguridad de José Alonso Mallol, de acreditada militancia en el socialismo radical, creó un profundo desconcierto al ordenar la reintegración a las filas beneméritas de aquellos guardias civiles que se habían involucrado activamente en la aventura revolucionaria. Habían sido acusados, y condenados por los tribunales en la mayor parte de las ocasiones, por el delito de rebelión armada. Entre ellos destacaban hombres como Fernando Condés, quien había intentado sublevar a la guarnición de Madrid con la treta de disfrazar a militantes socialistas como guardias civiles y tomar el Ministerio de la Gobernación. 

			En la misma línea de desconcierto, la Institución contempló atónita y con amargura cómo eran puestos en libertad los revolucionarios implicados en la toma de cuarteles en la cuenca minera asturiana y en el desafío separatista de la autonomía catalana. Companys, a tenor de los indultos decretados por el Frente Popular, regresaba a Cataluña el 2 de marzo, para ser recibido como un héroe patriótico. Un día después, el 3 de marzo, el Tribunal de Garantías Constitucionales se posicionaba a favor de la inconstitucionalidad de la ley de 2 de enero de 1935, que había anulado la autonomía catalana, y en una controvertida sentencia afirmaba que deberían revertir nuevamente los servicios de orden público a la Generalidad de Cataluña. Todo apuntaba al probable retorno de la «Guardia Civil catalana». Desde este particular punto de vista, el intento separatista de las autoridades catalanas estaba justificado, incluso con la vulneración de la legalidad vigente en la Constitución, por lo que en consecuencia la actuación de las fuerzas de seguridad para impedirlo era valorada como una inhumana represión ejercida sobre los partidarios de la libertad.

			Después de todo, quizás el acontecimiento más determinante para fracturar la posibilidad de una sociedad presidida por el consenso fue la publicación de un decreto gubernativo que obligaba y exigía a empresarios y patronal que retornasen a sus puestos de trabajo los obreros que hubiesen sido desplazados o expulsados por motivos políticos desde comienzos de 1934. Idéntica obligación se señalaba en la norma para que se les abonasen los sueldos no percibidos durante el periodo que hubiese durado el despido, y siempre con una cuantía no inferior a treinta y nueve días y no superior a los seis meses de salario. El decreto, por el contrario, no recogía en su articulado la posibilidad de que la expulsión se hubiese producido por acciones violentas contra la propia empresa. Las asociaciones empresariales intentaron, sin éxito, impedir la aplicación de tal medida con la justificación, por otro lado completamente cierta, de que se habían aplicado las leyes vigentes. Para la conservadora Benemérita, estas normas supusieron un duro golpe a la credibilidad del régimen, ante la perspectiva de ver a los obreros radicales involucrados en las trágicas jornadas de octubre de 1934 puestos en libertad, a pesar de ser responsables en numerosos casos de la muerte o las heridas de paisanos, guardias civiles, de asalto o de miembros del Ejército. 

			Por lo que afectó directamente a la Guardia Civil, el decreto-ley de la puesta en libertad de los implicados establecía que los beneficios otorgados se aplicarían de oficio en la jurisdicción militar por los auditores de guerra de las divisiones orgánicas; comandancias militares de Baleares y Canarias y Fuerzas Militares de Marruecos, con la competencia necesaria para conocer de los procedimientos, siempre con la prescriptiva anuencia del Ministerio Fiscal. Ahora bien, si las causas hubieran sido sustanciadas por el Tribunal Supremo, en parte o en su totalidad, sería este el encargado de aplicar de oficio tales beneficios. Se obligaba a los auditores y a los jueces del Supremo a aplicar con urgencia la amnistía decretada, y a que se pusiera inmediatamente en libertad a aquellos sujetos a los que les alcanzara las mercedes otorgadas por tan temprana decisión gubernamental.[1] Sin duda aquella norma constituía, a los ojos de la Institución castrense, un grave atentado a la disciplina. El retorno al servicio de aquellos que confraternizaron y colaboraron con los enemigos del Instituto impactó dolorosamente entre sus hombres. Por ejemplo, tendrían que ver vistiendo de nuevo el uniforme de la Guardia Civil a Fernando Condés. 

			En esta misma línea, observaban con estupor, y con cierta desesperación, cómo los principales dirigentes de la revolución, véase el caso del propio González Peña, recorrían las calles españolas con total impunidad, tras ser liberados a los pocos días de la victoria del Frente Popular. En numerosos pueblos, los líderes socialistas fueron recibidos en loor de multitudes. Los que provocaron el colapso republicano eran recibidos como héroes;[2] los que habían defendido la legalidad, como villanos. A los ojos de la Guardia Civil, la provocación era constante. Como tal se consideró el anuncio de que el XIV Congreso del PSOE se celebraría en Sama de Langreo, localidad en la que perdieron la vida numerosos guardias civiles y de asalto, con ocasión de la revolución de 1934. Ahora eran los revolucionarios los que gobernaban y estaban dispuestos a llevar a las prisiones a todo aquel que se hubiese visto relacionado con la presunta represión, como fue el caso del general López Ochoa, que junto al capitán de la Guardia Civil Nilo Tella, ingresó en la prisión militar de Guadalajara. Nilo Tella había estado al frente de las fuerzas de la cárcel de Oviedo, en las fechas en las que se denunciaba su actuación como represor de detenidos y presos. El general, por su parte, fue encerrado porque había sido denunciado como responsable de los fusilamientos llevados a cabo en el Cuartel de Pelayo, entre los días 11 y 14 de octubre de 1934, ejecuciones realizadas de forma sumaria, sin causa alguna. En el mismo auto de procesamiento aparecía Doval Bravo, quien había abandonado el país unos meses antes de la victoria del Frente Popular y que fue procesado en rebeldía.

			En relación con los problemas de orden público en el nuevo periodo, hay que destacar lo ocurrido durante la tarde del domingo 1 de marzo en el Coronil, Sevilla, donde un grupo de mozos portaba un ataúd con la inscripción «R.I.P. Gil-Robles», aprovechando el entierro de la sardina y entonando cánticos a favor de la muerte del jefe de la CEDA. Ante la intimación por parte de una pareja del Cuerpo para que abandonaran esta actitud, uno de los manifestantes lanzó una piedra sobre uno de los guardias, que reaccionó de forma desproporcionada y disparó sobre el agresor, que resultó muerto en el acto. En la cercana Tocina, un pequeño mozalbete que se ofreció para ayudar con el equipaje a un guardia civil que llegaba al puesto, y que se había bajado del tren en el pueblo, recibió una paliza por echar una mano al agente, aunque fuera por unas monedas, e incluso le dispararon con una escopeta, hiriéndole en las piernas. Se salvó gracias a los guardias del puesto, que intervinieron al oír las detonaciones. Varios de los agresores fueron detenidos y al joven lo trasladaron al hospital de Lora.[3]

			En Suances, Cantabria, el 3 de marzo tuvo lugar un grave enfrentamiento entre miembros del Frente Popular, que salían de una celebración, y un grupo de fascistas que los esperaban, suscitándose un intenso tiroteo entre ambos grupos. La Guardia Civil del puesto intervino y detuvo a los instigadores de filiación falangista. Desde la capital llegaron fuerzas de Asalto para trasladar a detenidos y a los testigos del Frente Popular a presencia del juez, que finalmente ordenaría el ingreso de todos los implicados, falangistas y frentepopulistas, en la prisión provincial.[4] 

			También se vieron obligados a intervenir los componentes del puesto del pequeño pueblo de Peguerinos, Ávila, en la jornada del 4 de marzo, cuando se produjeron graves enfrentamientos por la decisión de instalar un nuevo cuartel de la Guardia Civil.[5] Los agitadores se apoderaron del ayuntamiento y del juzgado, destituyendo a sus titulares, con la intención de implantar el comunismo en el pueblo. Fue necesario recurrir a la incorporación de un nutrido contingente de guardias procedentes de la comandancia para recuperar la normalidad y reponer en sus puestos a las autoridades locales. 

			Jimena de Libar (Málaga), fue una dolorida protagonista de las ancestrales inquinas existentes en los pueblos. Dos vecinos, Roque Rubio Sánchez y Francisco Pedroso Rodríguez, se enfrentaron entre sí con armas blancas, resultando muerto Rubio por una cuchillada en el corazón asestada por el segundo. Hasta aquí todo pudo quedar en una reyerta con resultado de muerte, pero lo importante de este caso, y por ello su inclusión en este retrato de la época, fue el intento de linchamiento por parte de una amplia mayoría de la población, plantando cara y enfrentándose a los guardias civiles que trataban de protegerlo. Desde la capital tuvieron que enviar refuerzos para poder trasladar al homicida ante el juez de instrucción. Otro caso que muestra la grave situación de inseguridad y falta de consideración hacia las autoridades tuvo lugar en Zaragoza, en la mañana del 5 de marzo, cuando en las oficinas del juzgado de la capital maña el magistrado José de Juana fue agredido y amenazado de muerte por Celestino González, quien había sido amnistiado tras la celebración de las elecciones de febrero. El magistrado había presidido el Tribunal que lo condenó a 14 años de prisión por el homicidio de la madre del párroco de Lagasta.

			A medida que avanzaba el periodo del Frente Popular, los choques violentos por razones políticas se multiplicaban por todos los rincones del país. En su línea de asumir y controlar, legal o ilegalmente, las instituciones republicanas los miembros del Frente Popular comenzaron a ocupar los ayuntamientos a través de comisiones gestoras, para enseguida despedir a funcionarios poco adictos, que habían obtenido con legitimidad sus puestos de trabajo. Sin controlar el gravísimo problema de la seguridad pública, la coalición gobernante, en un nuevo ejercicio de prepotencia, provocó un nuevo conflicto desautorizando el resultado de las elecciones en la provincia de Granada. El recuento mostraba una aplastante victoria de la derecha, con el 60 por ciento de los votos emitidos, frente al 40 de las izquierda.[6] A pesar de ello, el 9 de marzo se movilizaron las fuerzas de Frente Popular para solicitar la anulación de las elecciones, con el pretexto de que se había vulnerado la libertad de voto mediante la violencia y la coacción por parte de los radicales conservadores. Se buscaba la intervención de las actas de la derecha para que favorecieran a la coalición frentepopulista. A uno de estos mítines, celebrado en la plaza de toros de la capital granadina y en el que participaron destacadas celebridades socialistas y comunistas, seguirían unos graves disturbios, el 10 de diciembre, por toda la ciudad. Los extremistas recorrieron las calles e incendiaron el Teatro de Isabel la Católica; destruyeron la maquinaria del diario El Ideal, de corte conservador, así como los locales de Acción Popular. También, fueron atacadas las iglesias del Salvador, de San Juan de los Reyes y de Santa Inés. Se produjo el incendio del café Royal, donde mantuvieron un intenso tiroteo con fuerzas de la Guardia Civil, que se trasladaron hasta la Puerta Real y el Albaicín y acabaron deteniendo a cerca de 200 radicales. Por la decidida actuación de las fuerzas del Instituto, ordenada por el coronel del Tercio y secundada por el teniente coronel jefe de la Comandancia, estos dos mandos acabaron perdiendo su destino a los pocos días de lo ocurrido.[7]

			 Las acusaciones de fraude en la victoria de la coalición derechista fueron aceptadas, así, sin contemplaciones, por los compromisarios de la Cámara vinculados a las izquierdas. La amplia mayoría que controlaba la sede parlamentaria dio por buena la acusación esgrimida por la izquierda de que muchos habían sido obligados a votar en los pueblos por la coalición conservadora. La repercusión que tuvo en las clases conservadoras tal intento de revocación de las actas granadinas la subrayó Gil-Robles con la siguiente aseveración: «Si a pesar de todo, se persistiese en dicha anulación, las derechas tomarán actitudes de gran transcendencia política». 

			En el sector de la derecha, la impugnación de las actas conservadoras llevó a la dimisión de destacados políticos proclives al consenso. La declaración de Giménez Fernández tras el abandono de la comisión parlamentaria muestra con claridad los temores de los conservadores y su posición ante la injusticia que a su juicio se cometía: 

			Libre tenéis el camino. Constituid el Parlamento como os plazca. No ya con nuestros discursos o con nuestros votos, pero ni siquiera con nuestra presencia, seremos un obstáculo a la libertad y a la rapidez de vuestras deliberaciones. De lo que hagáis dependerá que el Parlamento sea el conjunto armónico de posiciones contrapuestas, pero encaminadas el bien de la Nación y de la República; un juego normal de honesta convivencia, o el imperio de una voluntad mayoritaria nutrida de esencias dictatoriales. Al retirarnos en esta solemne ocasión, en espera de vuestros actos, dejamos en vuestras manos, señores de la mayoría, la suerte del sistema parlamentario. No tengo más que decir.[8]

			Sin pudor, los grupos izquierdistas ofrecieron como respuesta los gritos de «¡Asturias, Asturias!» e hicieron flamear pañuelos rojos. Los insultos entre unos y otros atronaron la Cámara. Tomó la palabra Fernando de los Ríos, para justificar lo que los conservadores consideraban injustificable, y para alegar que la anulación de las actas de Granada se había producido por la violencia desplegada. Incluso criticó a la Guardia Civil de Padul, porque no apoyó a los apoderados socialistas, despidiéndolos del pueblo: «Como eran forasteros, que se marcharan». Prieto apoyaba tal aseveración con esta cita: «No me explico, después de estas cosas, cómo un hombre de significación conservadora como el señor Rubio Chavarri, puede defender aquí que los notarios sean encarcelados y que la Guardia Civil capitaneando bandas de forajidos impida la entrada en los pueblos a los representantes del fuero social». 

			No fue la única provincia con altercados. En Alcaudete, Jaén, durante la jornada del 17 de marzo el nuevo consistorio municipal tomó la decisión de detener a varios sacerdotes y propietarios del pueblo e ingresarlos en la cárcel. Cuando se hallaban en ella los detenidos, algunos exaltados incendiaron el edificio. La intervención de los miembros del puesto, junto a un rápido traslado de fuerzas desde la capital, a los que acompañaron dos camionetas de guardias de asalto, logró sacar a los detenidos de la cárcel municipal, siendo puestos en libertad al no entenderse que hubiesen cometido delito alguno. A pesar de ello, el gobernador civil dictó contra ellos una prohibición preventiva de retornar al pueblo para evitar alteraciones. En Baena (Córdoba), en la misma jornada, Francisco del Prado murió por dos disparos realizados por la espalda. Se trataba de un empresario sin especial vinculación política, por lo que todo apuntaba a un homicidio de clase. La actuación de los guardias del puesto, que lograron detener al asesino, Rafael Arenas, despejó la incógnita, descubriendo el motivo del delito: una deuda contraída entre los dos y no saldada.

			No todos los gobernadores civiles se dejaron arrastrar por la marea frentepopulista. En numerosas ocasiones, por ejemplo en Sevilla, sus esfuerzos se centraron en controlar los excesos de los alcaldes. Estos recibieron una misiva de la autoridad provincial para que impidieran a sus conciudadanos la invasión no autorizada de fincas. La Guardia Civil, por su parte, recibió órdenes de actuar con contundencia. Tras una reunión de varios de los regentes municipales, los alcaldes frentepopulistas hicieron llegar al dirigente provincial su respuesta: 

			Promulgación de una Ley de rescate de bienes comunales y propios.- Que se faculte a los alcaldes para alojamiento y reparto de los obreros.- Restablecimiento de la Ley de Términos Municipales.- Que se faculte a los alcaldes para solucionar las reclamaciones sin recurrir a los Jurados mixtos.- Promulgación de una Ley que permita, sin expediente, suspender a todos los funcionarios de Ayuntamientos y Diputaciones que son enemigos del régimen.- Ejecución de obras públicas sin pasar los trámites burocráticos.- Concesión a los alcaldes de la máxima autoridad para el mantenimiento del orden público, sin intervención de otros elementos ni institutos.- Obligatoriedad de los patronos de admitir a los obreros que se le repartan.- Que no se le den órdenes a la Guardia Civil sin conocimiento de los alcaldes.- Desarme de los elementos fascistas y de Acción Popular, y traslado de todos los Comandantes de Puesto y de los guardias de la Guardia Civil.[9]

			La idea de asumir todos esos poderes por parte de los alcaldes no fue más que otro síntoma de la prepotencia y la mentalidad de superioridad y deseo de control de la oposición, a la que se negaba cualquier hueco en el espacio político. Azaña, consciente de la deriva radical de la República, comenzaba a expresar su profunda preocupación: 

			Han cometido la ligereza de decir que eso lo hace para dominar la República, desde los Ayuntamientos y proclamar la dictadura y el soviet (…). El hombre neutro está asustadísimo. El pánico de un movimiento comunista es equivalente al pánico de un golpe militar.[10]

			En esta línea, otros lugares no tuvieron tanta suerte en la libertad para ejercer la política democrática, que se suponía inherente al régimen republicano. Fue el caso de El Arahal, en la provincia de Sevilla. Allí, los guardias civiles intervinieron con contundencia para restablecer el orden, que se había disipado tras la celebración de una manifestación convocada por los partidos del Frente Popular. Encendidos por las proclamas llamando a la revolución, un grupo de descerebrados incendió el Centro de Acción Popular y el casino de la localidad, sin que hubiera que lamentarse por ninguna desgracia personal. 

			A primeros de abril se produjo la ocupación de una finca en Corcoya, Sevilla, que tuvo como consecuencia la trágica muerte de dos obreros por los disparos de los guardias civiles que trataban de impedirlo. De mayor trascendencia y más trágico fue el saldo de lo ocurrido en Carcallar, pedanía sevillana, pues en esta ocasión fueron cuatro las víctimas mortales por el enfrentamiento con la Guardia Civil. Mancera de Abajo, en Salamanca, sufrió en sus calles unos acontecimientos de extraordinaria violencia, con el resultado de tres muertes. No se tiene constancia de las razones para el desencadenamiento de tal virulencia, aunque parece que obedeció a la formación de una nueva gestora municipal. Una manifestación autorizada para elementos del Frente Popular fue atacada por unos derechistas armados que no dudaron en disparar sobre la masa que marchaba pacíficamente. Un obrero comunista, Filiberto Durán, murió por un impacto de bala. Uno de los manifestantes apuñaló y mató a Eleuteria Martínez Méndez, conocida conservadora local.

			La cercanía de la Semana Santa provocó numerosos altercados por todo el territorio nacional. La provincia de Jaén se transformó en un hervidero por la decisión del Gobierno Civil de impedir que las cofradías salieran en procesión por las calles. Estas hermandades, tenían la posibilidad de realizar sus cultos en el interior de los templos. La negativa a cumplir con tal imposición gubernativa en algunos pueblos jienenses, como Chiclana de Segura, se saldó con la detención del cura párroco y de los miembros de la hermandad que, desobedeciendo el dictamen, sacaron a sus titulares en procesión por las calles del pueblo. Los miembros del puesto de la Guardia Civil, cumpliendo la normativa gubernativa, fueron los encargados de ejecutar la orden de detención. 

			Pero el peso de la tradición religiosa en una ciudad como Sevilla no podía limitarse con órdenes gubernativas. La cordura se impuso y las autoridades permitieron que se celebrase la Semana Santa, como siempre se había desarrollado, no sin el temor de casi todas las hermandades a sufrir agresiones. Por ello buscaron y lograron un consenso con los representantes del Gobierno Civil para procesionar en paz, con ciertas garantías de inmunidad. No ocurrió lo mismo en el resto de la provincia. En Lebrija la Guardia Civil tuvo que intervenir para evitar que fuera a mayores el destrozo de mobiliario público, tras la celebración de un mitin comunista no autorizado por el Gobierno Civil, que pretendía impedir que tuviesen lugar las procesiones de Semana Santa. Otro lugar de enfrentamiento fue Cantillana, donde tras la decisión de la alcaldía de impedir tal celebración, unos falangistas lanzaron octavillas del «Fascio» en un centro anarquista. La respuesta en represalia fue completamente desproporcionada: asaltaron el casino, sacaron el mobiliario a la calle y le pegaron fuego. No satisfechos, asaltaron la ermita de San Bartolomé y destrozaron valiosas imágenes de San Juan y San Bartolomé. Por fin, resultó providencial la llegada de la Guardia Civil justo cuando estaban a punto de incendiar la imagen de Jesús Nazareno. Se pudo detener a catorce de los principales implicados y fueron puestos a disposición del juez. Una posterior manifestación frente al juzgado indujo al titular a poner a los detenidos en libertad.

			Al amparo de la presunta impunidad reinante en todo el país, también se produjeron graves incidentes en Oliva de la Frontera, en Córdoba,[11] cuando unos vecinos forzaron mediante la violencia la dimisión de todos los funcionarios municipales. A las ocho de la mañana comenzaron a tocar a rebato las campanas del pueblo, y aprovechando el desplazamiento de los vecinos a la plaza, un grupo numeroso penetró violentamente en el consistorio mientras otros iban casa por casa de todos los funcionarios, obligando a estos a dirigirse hasta el Ayuntamiento. Allí les coaccionaron para que dimitieran. Después los grupos se dirigieron al Sindicato Católico, que asaltaron, así como a las escuelas y varias casas particulares de conocidos conservadores, provocando destrozos en sus viviendas. A continuación, y siguiendo instrucciones para evitar lo ocurrido en anteriores ocasiones, cortaron las comunicaciones telegráficas y telefónicas, dejando el pueblo totalmente incomunicado. A los guardias civiles del puesto no les quedaba otra opción que refugiarse en la casa cuartel, que pronto fue rodeada por los revoltosos, hasta que finalmente fuerzas de la Comandancia, junto a guardias de asalto, lograron devolver el pueblo la tranquilidad previa a esta aciaga jornada. En esta ocasión, afortunadamente, no hubo que lamentar víctimas de ningún tipo. 

			Nadie parecía estar a salvo. Eduardo Ortega y Gasset fue víctima de un atentado con una bomba llevada hasta su domicilio camuflada en una cesta de huevos. Su esposa resultó gravemente herida y la vivienda sufrió grandes desperfectos. A los pocos días fueron detenidos, gracias a las pesquisas realizadas por la policía, como presuntos autores, Nicasio Ribagorda Pérez y Adolfo Burzate Iturbe. El primero de ellos era un conocido anarquista que ya había sido detenido con anterioridad en la huelga de Telefónica y condenado posteriormente a la pena de veintitrés años de prisión por un delito de tenencia de explosivos. Había salido de la cárcel por la aplicación de la ley de amnistía de febrero. Además, se les intervinieron dos pistolas con cargadores que sumaban vienticinco cartuchos.

			Al repasar el escenario político resulta imprescindible el examen de la peculiar situación de Falange, cuyo cuadro de mando había sido detenido por órdenes gubernativas, bajo una pueril acusación de incitación a la violencia y asociación ilegal. Dentro del proceso sumarial al que se sometía a los dirigentes del partido fascista, el fiscal solicitaba la pena de un año, ocho meses y veintiún días de prisión menor bajo la acusación de asociación ilegal, lo que conllevaba además la inmediata disolución del partido. Basaba sus conclusiones en el análisis de la propaganda aparecida en varias revistas de la asociación, en la que se reclamaba un nuevo orden político para el país. Circunstancia que no debía ir más allá que la mera propagación de ideas, no distantes de las que el órgano oficial del socialismo y publicaba sin que hubiera ninguna reprobación al respecto. Otra, una más, de las muestras de partidismo y alineación ideológica, ausente de justicia, de los miembros del Frente Popular, a la hora de valorar la pretendida y exigida libertad de expresión.

			Unos días después, Alcalá-Zamora era depuesto de su cargo de presidente de la República, por 238 votos contra cinco. Resulta interesante analizar los comentarios de los políticos para comprender el alcance de tal medida parlamentaria. Se ve con claridad hasta dónde era capaz de llegar la coalición, con tal de imponerse sobre la cada vez más vadeable oposición política. Juan Ventosa, opinando sobre la destitución de Alcalá-Zamora, acierta a razonar lo siguiente: 

			Lo sucedido esta tarde me parece de una trascendencia extraordinaria. Se trata de una extralimitación constitucional cometida por la mayoría de la Cámara destituyendo al Presidente de la República sin los trámites y sin las garantías del artículo 82 de la Constitución y desnaturalizando el artículo 81 sobre la base de declarar que no fue necesaria la disolución de las Cortes que reclamaron y aconsejaron los hombres y los partidos de izquierda y gracias a la cual han obtenido la mayoría de la Cámara. 

			Personas de acreditado republicanismo, o al menos con la entereza moral suficiente como para imponer un criterio moderado y democrático, como Melquíades Álvarez, se pronunciaron negativamente ante tal decisión de las Cortes: «Se trataba sencillamente de destituir al Presidente de la República a todo trance, y por eso se usó el artículo 81. Lo que ocurre es que una pugna entre dos poderes iguales, ninguno tiene superioridad, ni autoridad para resolverla». También se inclina por el carácter de desacierto y de provocación Miguel Maura: «Creo que el acuerdo tomado ayer traerá consecuencias graves, gravísimas, para el sistema parlamentario, que está agonizando, por falta de prestigio y crédito en la opinión pública».

			

	




Los sucesos de la Castellana

			A las unidades de la Guardia Civil llegó la orden de conmemoración del quinto aniversario de la República. Dentro del programa de los actos, al Cuerpo se le encomendó, como en otras ocasiones, la seguridad de la tribuna presidencial y de los líderes republicanos que iban llegando masivamente a presenciar la parada militar, el acto principal, que iba a desarrollarse en el Paseo de la Castellana de Madrid. A las 10.30 horas del día 15 las tropas comenzaron a formar en el andén este del paseo madrileño, con el siguiente orden de incorporación al desfile: primero, Agrupación de Infantería; segundo, Agrupación de Ingenieros en aviación y grupos de alumbrado; tercero, Instituto de Carabineros; cuarto, Guardia Civil de Infantería y de Caballería; quinto, Guardias de Asalto y Seguridad, y tras ellos, y siguiendo este orden, Cruz Roja, Agrupación Montada con escuadrones de Caballería, Artillería, Intendencia, Sanidad, y por último las unidades motorizadas de Ejército. El público asistente se debatía entre los vítores y los insultos a los miembros de la Benemérita. Antes de que se colocaran en sus puestos de desfile las tropas, grupos de las Juventudes Socialistas y de las Juventudes Comunistas irrumpieron en el lugar que había quedado reservado para el desfile de las banderas y estandartes, con el deseo de perturbar la organización y de constituirse en manifestación. Finalmente la actuación de la Guardia de Asalto permitió que se celebrase la parada militar. 

			Nada más iniciada la marcha de las tropas, encabezada por los ciclistas de Infantería a las órdenes del coronel Ángel Bartolomé Fernández, a los que seguían las tropas del Regimiento Wad-Ras N.º 1, se oyeron unas detonaciones tras el lugar en el que estaba el presidente provisional de la República, Martínez Barrio, y unas explosiones donde se encontraban los coches oficiales. La rápida y oportuna actuación del ministro de Estado, Augusto Barcia, quien se dio cuenta de que se trataba de un intento de perturbación del aniversario y comenzó a dar gritos de «Viva la República», secundado por el general Miaja, la situación no se descontroló. A una orden suya, el desfile, que se había detenido por la alarma provocada por las detonaciones, reanudó la marcha. El primer detenido por el intento de sabotear la celebración fue el joven falangista Isidro Ojeda, quien alegó: «He hecho esto porque yo también soy del pueblo y esta es mi voluntad».

			El desfile continuaba. Marcharon los Ingenieros; tras ellos, los Carabineros, y les siguieron cuatro compañías de Infantería de la Guardia Civil, junto a un escuadrón de Caballería, que a su paso por la plaza de Colón, frente a la presidencia del Consejo, provocaron, como al inicio, gritos de entusiasmo y de desaprobación. Se oyeron voces que gritaban «UHP», mientras se veían puños alzados. Apenas reanudado el desfile, de nuevo se escucharon disparos, que en esta ocasión provocaron varios heridos: uno de ellos, que prestaba servicio de paisano, era el alférez de la Guardia Civil Anastasio de los Reyes López, que falleció casi instantáneamente, al ingresar en el dispensario para su imposible curación, con una herida de bala en el hígado. Otro de los heridos, Antonio García García, también era un guardia civil de los que acompañaban al alférez en el servicio de protección. Antonio fue alcanzado en el pecho y en el costado. A pesar de las heridas intentó repeler la agresión desde el suelo, siendo atendido en el mismo lugar por el capitán médico de la Presidencia. Emeterio Moreno Morantes, el tercer guardia que resultaría herido en esa jornada, recibió una herida de consecuencias gravísimas por un disparo en el vientre. No fueron los únicos, también hubo víctimas civiles: Benedicto Montes Miranda, de dieciséis años, por un disparo en la espalda que le provocaría la muerte a los pocos días, y una niña, Manuela Gómez Maeso, también herida de bala en un pie. Varios de los asistentes resultaron accidentados tras la avalancha que se produjo al oírse los disparos junto a la tribuna presidencial. Finalmente, todas las unidades, tras unos instantes de confusión, continuaron su marcha y el orden del desfile militar fue restablecido. 

			Todo podía haber quedado en uno más de los lamentables acontecimientos a los que, por desgracia, se estaba acostumbrando el país. Pero lo ocurrido en la Castellana acabó teniendo notable repercusión por dos razones: en primer lugar, el Parlamento se hizo eco de lo ocurrido y la oposición conservadora aprovechó la ocasión para acusar al gobierno de incompetencia en el control de la seguridad pública; por otro, la Guardia Civil que, salvo casos aislados, se había mostrado como un cuerpo policial obediente que no mostraba públicamente sus discrepancias rompió con esa esa línea de disciplina y se negó a cumplir las órdenes gubernamentales para enterrar en silencio al fallecido alférez. El sepelio del oficial no dejó de ser una trágica y surrealista estampa de lo que ocurría en España en esa primavera de 1936. 

			Una muestra de las consecuencias del ataque a la tribuna presidencial fue el discurso de los líderes conservadores en la Cámara, que se quejaron amargamente de la peligrosa deriva a la que se dirigía el orden público. Esas intervenciones quedaron recogidas en el Diario de Sesiones del Congreso del día 15 de abril. Calvo Sotelo:

			Recientemente el señor Álvarez del Vayo en un acto celebrado en Barcelona, declaró que la quema de iglesias y conventos eran la protesta del pueblo ante la poca celeridad que el gobierno imprimía en el cumplimiento de la labor del Frente Popular. Un comunista o un sindicalista, en un mitin de Cartagena, dijo que lo menor era quemar uno o mil conventos, porque lo importante era asaltar el Banco de España (aplausos en los diputados socialistas y comunistas)…[12] 

			También se manifestó en este sentido Gil-Robles: 

			Hay una masa de españoles que no se resigna, y si no puede defenderse por un camino se defenderá por otro, y el Poder, en ese momento, tendrá el papel de triste espectador. Estas persecuciones las producen aquellos a quienes está mimando el gobierno. Su señoría (dirigido al Presidente Casares Quiroga) va a tener un triste fin: o la dictadura roja que aquellos señores propagan, o la defensa que quieren hacer los otros. No vengo a pedir nada, sino justicia. Si su señoría tiene normas de convivencia, deben cesar estos actos, no poner a un número de españoles en el trance de decir que antes que entregar el cuello, es preferible saber morir en una calle por estar desposeído de un derecho. 

			Esta última aseveración resulta fundamental para intentar comprender la delicada situación en la que se hallaba la convivencia durante esos meses teñidos, amargamente, por una inusitada violencia. El político conservador no dejaba de certificar la peligrosa alineación política en ambos extremos y la suicida radicalización de sectores, cada vez más amplios, de la sociedad española, que abocaban a la República a disiparse entre dos tipos de regímenes autoritarios. 

			Retornando a lo ocurrido en La Castellana entre las diez y las once de la mañana, el alférez fue trasladado ya cadáver al depósito judicial, donde quedó a disposición de los forenses y del juzgado de guardia. En su domicilio no tuvieron conocimiento de la noticia hasta que su hijo mayor, preocupado porque no había acudido a comer, recibió la noticia de que había fallecido y se encontraba en el depósito. Por otro lado, en su unidad, curiosamente, no se tuvieron noticias sobre la muerte del oficial hasta bien entrada la noche; quizá, porque el oficial actuaba de paisano y nadie lo identificó, o porque se estaba estudiando la forma de comunicarlo oficialmente para intentar esconder hasta el último momento el asesinato del oficial y de las graves heridas de los otros dos guardias. A la Inspección General llegaba, por fin, el parte oficial de la muerte del alférez: 

			Excmo. Sr: Sobre las 19.30 horas del día de ayer recibió un aviso telefónico el sargento de Semana en este Centro, según da cuenta el señor capitán de la Unidad de servicio en el mismo, de que el alférez de este parque D. Anastasio de los Reyes López se hallaba muerto en el depósito de cadáveres, como consecuencia de heridas recibidas durante el desfile militar verificado en la mañana del día citado, cuyo aviso le fue dado por el conductor de coches Guardia 2.º Victoriano Torres Rodríguez. 

			Viva V. E. muchos años. 

			Madrid 15 de abril de 1936. Excmo. Sr. El primer jefe. [13]

			El gobierno, quizá con el deseo de evitar una manifestación política, decidió que tras la entrega del cadáver a la familia fuese enterrado por la noche del día siguiente, sin publicidad alguna. Su hijo, David, se puso en contacto con el teniente coronel Florentino González Vallés, jefe del Parque Móvil, donde su padre estaba destinado, y le relató las intenciones del director general de Seguridad, según se lo habían manifestado en el depósito. González Vallés, completamente irritado, le aseguró que su padre no sería enterrado en silencio y oculto, sino que recibiría los honores que le correspondían por haber fallecido en acto de servicio.[14] A las pocas horas, eran más de un centenar los jefes y oficiales de la Guardia Civil y del Ejército que se agolpaban ante las puertas del depósito situado en la calle Santa Isabel. La intención del gobierno había sido revelada en las salas de banderas de las guarniciones de la capital y la noticia del «rescate» del cadáver llegó a todos los estamentos, incluidos los gubernamentales. De nada serviría la desaprobación del inspector general Pozas Perea de la actitud de sus subordinados de la Guardia Civil. La decisión ya la había adoptado el teniente coronel, al que secundaron varios de sus oficiales, justificándola por el deseo de la familia de que el finado fuese enterrado con los honores que le correspondían por haber muerto en acto de servicio. Incumpliendo las órdenes gubernamentales, retiraron el cadáver del depósito y lo portaron hasta su unidad, donde se estableció la capilla ardiente.

			Al equipo gubernamental no le quedaba otra solución, para evitar una abierta confrontación con lo que parecía ser una opinión mayoritaria en las guarniciones de la capital, que intentar ocultar, de alguna forma, la hora y el lugar del sepelio, así como la pertenencia de Anastasio a la Guardia Civil. A tal fin estableció como hora del sepelio las once del día 16, momento en que los funcionarios se hallaban en sus lugares de trabajo, lo que favorecía la ausencia de los compañeros del Cuerpo o del Ejército. Tampoco se acató tal decisión. Los compañeros decidieron que el entierro tendría lugar a las tres de la tarde y con ello podría haber una asistencia masiva a la ceremonia fúnebre. Al amparo de esta última decisión, se envió al ABC una esquela que fue luego recortada por la censura. Como quería el gobierno, no aparecía en ella su pertenencia al Cuerpo ni el empleo que ostentaba cuando falleció en acto de servicio. Pero fue publicada en el diario conservador de tal forma que se podía inferir claramente la pertenencia del difunto a un Instituto o un Cuerpo militar, Guardia civil o Carabineros, sobre todo cuando se citaba la capilla ardiente instalada en el cuartel de Bellas Artes. La acción de la censura había resultado pueril.

			La transcripción de la esquela que apareció en ABC, es la siguiente:

			D. ANASTASIO DE LOS REYES LÓPEZ

			Ha fallecido víctima de un atentado

			El Excmo. Sr. Inspector General del Instituto, los Jefes, Oficiales, Suboficiales, Clases y Guardias del Cuerpo de la Guardia Civil

			Rindan homenaje a su memoria y participar que la conducción de los restos mortales tendrá lugar hoy 16 de abril, desde la capilla ardiente, instalada en el Cuartel de la Guardia Civil de Bellas Artes (Hipódromo) hasta el cementerio del Este. [15]

			Nada impedía ya, tras los vanos intentos de impedir el sepelio del alférez, que este se transformase en un acto de reivindicación política de la oposición. No obstante, obligadas por las circunstancias, acudieron numerosas personalidades de la coalición gobernante, qué hasta última hora intentó reducir la asistencia a la ceremonia fúnebre, dando una orden de instrucción y revista en los cuarteles a la hora que finalmente se fijó para el entierro. Unos minutos antes de la colocación del féretro en la carroza mortuoria, un individuo pretendió sacar una pistola y se originó la primera revuelta, con dos paisanos y un guardia de asalto heridos. Tras este suceso, comenzó el desfile de cientos de guardias civiles y de oficiales del Ejército que acompañaban a la comitiva por la Castellana, presididos por el hijo mayor, David, y ocupando un lugar preferente junto al féretro el subsecretario del Ministerio de la Guerra, general Mena, así como el inspector general del Instituto, general Pozas Perea, el director general de Seguridad, Alonso Mallol, y el jefe superior de la Policía de Madrid. Junto a estos, encabezaban la comitiva los líderes conservadores Calvo Sotelo, Gil-Robles y Honorio Maura. Pero apenas iniciado el cortejo se oyeron unos disparos, sin que nadie supiese de qué lugar procedían. El desconcierto obligó a que unos se tirasen de bruces al suelo; otros, pistola en mano, acometieron a cualquier grupo que encontraban en su camino. Los militares, tras la reanudación de la comitiva, se desplegaron en guerrilla ocupando las aceras e identificando a aquellos ciudadanos que presenciaban el sepelio. Apenas se habían andado unos pasos, cuando desde un edificio en obras se reanudó el tiroteo. De nuevo el desconcierto obligó a que los presentes corrieran sin rumbo, se agacharan o disparasen hacia el lugar donde presuntamente se ocultaban los terroristas. Un joven de dieciocho años, participante en la comitiva, recibió una herida en el estómago y fue trasladado por los guardias civiles en un vehículo del Instituto hasta un equipo quirúrgico del barrio. Varias ambulancias de la Cruz Roja trasladaron a los demás heridos a centros de socorro de Chamberí; Buena Vista y otros lugares de la capital.

			De nuevo se reanudó la marcha y otra vez los asistentes fueron tiroteados desde las azoteas aledañas a la Castellana. La intensa búsqueda de los francotiradores se saldó con un completo fracaso; los agresores habían logrado huir en medio de la confusión. Tras la detención de la comitiva, se intentaba acabar de una vez con el sepelio y llevar a cabo el traslado del cadáver, que había quedado en el ataúd, sobre la calzada, y como en momentos anteriores, al girar en Recoletos, a la altura del número 6, los asistentes fueron tiroteados una vez más. Los guardias civiles caminaban con las pistolas en la mano, completamente enajenados por lo que estaba ocurriendo. A un pobre jardinero que no se descubrió al paso del cortejo le apuntaron para obligarle a que guardara compostura ante el cadáver de su compañero. Pozas, con acertado criterio, abogaba por modificar el itinerario, para evitar a los francotiradores apostados en los edificios, pero los oficiales que portaban el féretro se negaron a obedecer al general. Comenzaron a elevarse voces a favor de dirigirse hacia el Congreso, para exponer allí el cadáver. Alonso Mallol llamó al cuartel de Pontejos, para que movilizaran reservas de la Guardia de Asalto y reforzar el dispositivo desplegado para la protección de los diputados de las Cortes. El teniente coronel Sarabia, asesor de Azaña, llamaba la atención de varios guardias civiles que iban por la calle pistola en mano, obligando a los transeúntes a que se introdujeran en los portales al paso de la comitiva fúnebre.

			Una juiciosa voz, la de David, el hijo del finado, solicitaba con desesperación que el sepelio continuara hasta la Puerta de Alcalá para tomar el camino del cementerio y celebrar las honras fúnebres en la intimidad, con algunos compañeros cercanos al alférez junto a los familiares. Los más obstinados, que se negaban a abandonar la comitiva fueron disueltos por una violenta carga de la Guardia de Asalto en la plaza Manuel de Becerra. Al mando de estas fuerzas se hallaba el teniente Castillo, y la trágica consecuencia de la actuación fue que sobre las calles madrileñas quedaron varios muertos. Algunos heridos, a pesar del intento de traslado rápido, incluso en taxis de la zona, ingresaron ya cadáveres por la gravedad de las heridas. Uno de ellos fue Andrés Sáenz de Heredia Asteta, un primo hermano de José Antonio. Otro de los fallecidos fue Manuel Rodríguez Jiménez, destacado militante de Falange. Entre los heridos graves, Calixto Cereceda, un joven guardia civil de veinte años, que recibió un disparo en la ingle, seccionándole una arteria.[16]

			Al día siguiente del sepelio del alférez, fue cesado fulminantemente el teniente coronel González Valles, quien quedó en situación de disponible forzoso, junto a varios jefes y oficiales destinados en unidades de la capital madrileña.[17] No fue la única medida contundente del gobierno en relación a la desobediencia de los militares, muchos de los cuales estaban en situación de retiro por la ley de Azaña de 1931, ya que se habían mostrado contrarios a la República. Mediante la aprobación de un urgente proyecto de ley se suprimió el derecho a sueldo de todos los militares implicados y, en un futuro, la posibilidad de participar con carácter político en agrupaciones que se opusieran abiertamente a las directrices gubernamentales; es decir, que «pertenecieran a organizaciones o asociaciones ilegales». De mayor calado todavía era, por lo injusto de la medida, el añadido de la frase «que contribuyeran a su sostenimiento». También se les retiraría el sueldo a los que tomaran parte en actos de los que resultase una «perturbación del orden público o se dirijan a perturbarlo»; y por último, no menos polémica fue la medida de aplicarles esta norma a los que «favorecieran propagandas o manejos contrarios al régimen republicano».[18] Si alguna rendija quedaba para acercar a los militares retirados que militasen en partidos conservadores, o a sus compañeros de armas que habían formalizado su compromiso con la República ciertamente sin ninguna lealtad hacia el régimen, se acababa con esta amenaza velada sobre su hacienda.

			La CEDA se opuso con rotundidad a este proyecto de ley. Alegaba la presunta inconstitucionalidad de la norma por la vulneración del artículo 41 de la carta magna, que establecía que los funcionarios y servidores del Estado solo podrían ser separados conforme a la ley y en ningún caso se podía proceder a su persecución por sus ideas políticas. Renovación Española, por su lado, se acogió a que al menos se pudiera cambiar de fuero, pues al ser responsable de resolver los recursos el Ministerio de Gobernación, cuando los posibles encausados estaban acogidos a la jurisdicción militar eso era un completo desafuero. Además se suprimían las garantías constitucionales otorgadas puesto que solo se admitía el recurso de alzada por tres días, sin dar audiencia al interesado, sin el expediente oportuno y sin posibilidad de recurso de amparo. Evidentemente, era una anomalía administrativa que desde el punto de vista legal, en el más benigno de los casos, resultaba cuestionable.

			En el Congreso se elevaron voces discrepantes con la urgente aprobación de la ley cuyo artículo único expresaba, una vez más, el deseo de acabar con todo acto de la oposición conservadora: 

			Artículo único. Los Generales, Jefes y Oficiales del Ejército o de la Armada y sus asimilados que disfrutan de los beneficios de las Leyes de retiro extraordinario, de 16 de septiembre de 1931, del Ministerio de la Guerra, y 30 de septiembre, 14 de octubre, 26 de noviembre de 1931; 5 de agosto de 1932 y 9 de diciembre de 1935, del Ministerio de Marina, o de los concedidos por cualquier otra Ley o disposición de retiro dictada con posterioridad al vigente Estatuto de Clases Pasivas de octubre de 1926, y sin perjuicio de las responsabilidades penales en que hubiesen podido incurrir, perderán su derecho al percibo de los haberes pasivos, al uso de uniforme y a las demás ventajas que les conceden aquellas Leyes, cuando pertenezcan a Ligas, Asociaciones u organismos ilegales, o contribuyan a su sostenimiento; cuando tomen parte en actos de los que resulten perturbaciones del orden público o se dirijan a perturbarlo, o cuando favorezcan con actos personales, públicos o clandestinos, las propagandas o manejos contrarios al régimen republicano.

			Lo dispuesto en el párrafo anterior será también aplicable a las clases de tropa, sus asimilados e individuos sin asimilación del Ejército y a todas las clases subalternas de la Armada, que disfruten de los beneficios de retiro extraordinario concedidos por las Leyes y disposiciones anteriormente señaladas (…). Contra el acuerdo del ministro de la Gobernación podrán interponer los interesados dentro del tercer día una alzada ante el Consejo de Ministros, que resolverá sin ulterior recurso.[19] 

			El señor Guerra preguntaba en el hemiciclo, en un brindis al sol: 

			Si se ha decretado la disolución de unas ligas, asociaciones o milicias, ¿por qué no se disuelven todas las que hay y no solamente alguna de ellas? En esta Ley no se conceden garantías suficientes de recurso, porque es natural que el Consejo de Ministros se muestre solidario con el compañero que dictó la sanción… No se puede poner a ningún hombre en el trance de elegir entre sus ideas y su sueldo.

			La coalición frentepopulista se sentía todopoderosa y con la confianza suficiente como para no dar respuesta alguna. Los republicanos de izquierda, liderados por Azaña, tampoco hicieran nada para impedirlo, pese a tener constancia de la injusticia de la medida, toda vez que los acontecimientos ya les habían superado y se hallaban supeditados al control que sobre la coalición ejercían los partidos obreros. El señor Rosado, centrista, también se negaba a secundar la medida: 

			Esto fue un pacto entre unos militares que entonces estaban en activo y el Estado, y ahora este no puede modificarlo imponiendo nuevas condiciones. Si se quiere mantener el respeto a la Constitución, ¿por qué se trae esta ley? Si se comenten delitos, pueden ser sancionados con arreglo a las leyes vigentes, y sin necesidad de imponer otras nuevas sanciones. Yo comprendo que por un estado morboso del país, el gobierno necesite reforzar sus medios defensivos, pero en tal caso se deben hacer leyes estableciendo nuevas formas de delito, pero para aplicarlos por igual a todos los españoles. 

			Por el contrario, otras voces secundaban la bondad de la medida para preservar la viabilidad de la República. Claro ejemplo fue la defensa que hizo el militar retirado Fernández Bolaño: «la generosidad de la República no ha sido correspondida por los beneficiarios de esa ley». Rodríguez Viguri, le respondió: «Es injusta la ley, porque a un militar en activo que comete esa falta, la ley corriente le señala una pena de dos a seis meses, y en caso de reincidencia la separación del servicio, pero sin pérdida de derechos económicos. Así pues se da el caso de que se aplica una sanción mucho más grave a los militares retirados que a los que están en activo». El señor Tomás le replicaba: «Son fascistas y hay que echarlos a todos». Finalmente tras la votación, la medida resultó aprobada. A pesar de ello, tomaría la palabra Calvo Sotelo: 

			Yo quisiera preguntar qué se entiende por partidos ilegales y lo que se entiende por propaganda contra la República. Yo quisiera preguntar si es legal la propaganda del Partido Comunista, que propugna una República, pero con dictadura del proletariado, en vez de una república democrática como la actual. Yo llamo la atención de los señores de la mayoría sobre los peligros extraordinarios que encierra una ley como esa. Piensen que en esa mayoría hay sentados hombres que tienen relación directa con el Estado, lo que pudiera ocurrir si, en uno de estos vaivenes de la política española, ellos fueran minoría y les aplicara una ley igual o parecida.

			El debate parlamentario se transformó en una peligrosa trifulca entre los diputados de ambos signos políticos, de tal forma que, para desgracia del país, en la misma Cámara se dibujaba la amenaza, más que probable, de que los diputados comenzaran a caer en una escabrosa y violenta radicalización política. Algunos diarios conservadores trasladaban la opinión de que si no se acometía con rotundidad tal problema, sin importar la procedencia de los perturbadores, se avecinaba un desastre: 

			Todas las violencias son igualmente execrables 

			Volvemos a llamar la atención del gobierno sobre este problema fundamental. Para un gobierno no hay provocadores, ni provocados, no hay distinciones sutiles entre los móviles de los hechos y los tipos de violencia y del desorden. No hay más que una ley que cumplir inexorablemente contra unos y contra otros. Contra los amigos y los enemigos. Todas las violencias son igualmente execrables. Las de los llamados provocadores, porque es deber de una autoridad que las provocaciones no existan, primero, y si se producen reprimirlos con todos los recursos del poder. Las de los provocados, porque nada, ni la provocación, en un país civilizado, justifica el asesinato, el crimen y el desenfreno de las bajas pasiones y los instintos primarios. En materia de orden público, existiendo una ley, disponiendo como dispone un Estado de la gran suma de recursos de la vida contemporánea, no hay excusa posible para defenderlo.[20] 

			Una cuestión que los republicanos de izquierda no querían tocar para no importunar a sus socios en la coalición. El régimen republicano se dirigirá directamente al abismo, arrastrando en su derrota a toda la Nación. Este debate sobre la seguridad ciudadana, que estaba esperando en el atril, tras varios meses de continuas solicitudes por parte de la derecha, para que se acometieran las medidas pertinentes para impedir que en la calle continuaran atacándose los radicales de ambos extremos, resultó clarificador sobre los derroteros de la política española en la sangrienta primavera del 36. «Calvo Sotelo: Hace un elogio de la Guardia Civil. (Varios diputados le increpan violentamente pronunciando palabras que no se pueden percibir desde la tribuna de prensa). El señor Calvo Sotelo: Yo mientras tenga voz, tendré que gritar haciendo honor a mis convicciones: ¡Viva la Guardia Civil! (los diputados socialistas dirigen duros apóstrofes a Calvo Sotelo y uno de los que más se distinguen en la interrupción es don Indalecio Prieto) (Varios diputados socialistas y comunistas se dirigen a golpearle pero son detenidos por sus compañeros)».

			Sobre lo ocurrido en la Castellana y las consecuencias políticas y de orden público de los incidentes, otras voces ofrecían una perspectiva completamente diferente. Los anarquistas llegaron a declarar una huelga entre sus afiliados por los «excesos de la reacción durante el entierro». Hubo casos como el del diputado socialista Álvarez Angulo, que lanzó la hipótesis de que los atacantes pertenecían a un «determinado grupo político», y que disparaban sobre la persona de Pozas porque había impedido la colocación de una corona con sus siglas en la carroza mortuoria. Relataba, en primera persona, a los periodistas: 

			Cuando marchaba por la calle Serrano en su automóvil, cerca de ABC, vio un grupo de muchachos que corrían e inmediatamente seguir el cortejo fúnebre. Sonaron varios disparos, por lo que sacó su arma. Pero los guardias le obligaron a levantar los brazos y dejar caer el arma. La Guardia Civil le ordenó que marchase por una de las calles adyacentes, aunque no le cacheó al saber su condición de diputado. Vio que la Guardia Civil formaba cuadro alrededor de la presidencia del entierro para protegerlo. Explica que el atentado iba dirigido contra el general Pozas, que no quiso admitir en el entierro unas coronas con dedicatorias de determinada significación política. En honor a la verdad tengo que decir que la Guardia Civil se limitó a proteger a la presidencia y a defenderse pero no a agredir a nadie.

			A continuación del debate parlamentario, en la Casa del Pueblo de la capital, la misma noche del 16, en una reunión entre representantes socialistas, de la CNT y de las recién creadas Juventudes Socialistas Unificadas (JSU), se adoptaba la decisión de convocar una huelga, si el gobierno no desarmaba inmediatamente a las asociaciones fascistas, con la suspensión de los militares derechistas y la inmediata puesta en libertad de los presos obreros. Las conclusiones de tal reunión se plasmaron mediante la visita de una comisión al presidente del Gobierno, Azaña, para exponerle la amenaza de declarar una huelga general en la capital si no se adoptaban medidas contundentes contra los derechistas. La CNT, tras esta reunión, publicó el siguiente comunicado:[21] 

			Reunidas la Junta Administrativa de la Casa del Pueblo, la Agrupación Socialista Madrileña, el Partido Comunista y el comité Local de Unificación de Juventudes, después de haber visitado conjuntamente al presidente del Consejo de Ministros para expresarle la profunda indignación existente en la clase obrera madrileña por los sucesos de ayer, que consideran como un hecho más en la serie constante de provocaciones fascistas que han tenido lugar de un tiempo a esta parte, y habiendo obtenido del presidente del Consejo de Ministros, junto a la notificación de las medidas ya tomadas en la noche de hoy, la promesa solemne de una acción enérgica inmediata por parte del gobierno contra ese terror fascista desencadenado, acordaron por unanimidad permanecer en una alerta vigilante, esperando el cumplimiento de dichos ofrecimientos y reservándose por su parte la adopción de todas las medidas que las circunstancias impusieren, caso de que las provocaciones fascistas continuasen un solo día más.

			Dado el tono del comunicado, cabe pensar en la claudicación del presidente del Gobierno ante tal amenaza, pues en esta ocasión, precisamente los que quedaron sin vida en las calles madrileñas, tras la carga de la Guardia de Asalto, eran miembros de la derecha. La posterior publicación de la relación de heridos de la comitiva o de simples viandantes, no hizo sino confirmar lo ocurrido en la Castellana. Resulta algo difícil de digerir que fuesen miembros de la derecha los que dispararan sobre los militares o sobre los guardias civiles, tal y como quisieron hacer creer para derivar hacía el rival político la responsabilidad por lo ocurrido. El ministro de Gobernación, con el pretexto de una enfermedad sobrevenida, dimitió del cargo, y en su lugar fue nombrado, con nefastas consecuencias para la continuidad de la legalidad republicana, Santiago Casares Quiroga. Al ministro le acompañaría en la dimisión Alonso Mallol, así como el Jefe de las Fuerzas de Seguridad de Madrid, coronel Puigdengolas.

			A la vista de la muestra pública de indisciplina en las filas del Ejército y de la Benemérita, y con el conocimiento de que se estaba desarrollando, presuntamente en secreto, una confabulación de corte militar para acabar con el régimen del Frente Popular, el gobierno comenzó a aplicar una política de dispersión de los mandos militares que más se habían significado como contrarios a la política de izquierdas. A los pocos días se anunció la destitución de los oficiales de la Guardia Civil destinados en la capital madrileña, entre ellos los cuatro coroneles de los tercios, que habían participado en el sepelio, y que fueron enviados a otros lugares del territorio nacional, así como el destino de los oficiales que los relevaron. El amplio movimiento de jefes, quizás como respuesta a la necesidad de ofrecer a la opinión pública la contundencia requerida desde los partidos de izquierda, apareció publicado en prensa y en los diarios oficiales.

			

	




La violenta apuesta por el conflicto civil

			Apenas transcurridas unas horas de los acontecimientos en la Castellana resultaba herido por un atentado terrorista el presidente de la Audiencia Provincial de Sevilla, Eugenio Eizaguirre, junto a uno de los guardias de seguridad que le acompañaban. Los anarquistas habían puesto en el punto de mira a Eizaguirre por haber formado parte del tribunal que condenó a muerte al correligionario Jerónimo Misa. Los atacantes, Izquierdo, de veintiséis años, y Juan Permia, de dieciséis, no pudieron huir porque resultaron heridos de suma gravedad por los disparos realizados por un guardia civil de servicio en los juzgados de la capital hispalense. Al otro lado de España, en Santander, el atacado fue Libertario Leiza, perteneciente al Partido Socialista, hermano del teniente alcalde del ayuntamiento cántabro y regente de un bar de su propiedad. Un automóvil ocupado por varios falangistas se detuvo junto al local para disparar una ráfaga contra los clientes que allí se encontraban. En Grajal de Campos, León, los componentes del puesto de Sahagún, que habían sido comisionados para detener a un simpatizante de Falange, al que se acusaba de tenencia ilícita de armas, fueron atacados por varios paisanos que deseaban linchar al derechista. En la defensa del detenido los guardias civiles soportaron las pedradas que lanzó vecindario, de tal forma que uno de ellos quedó herido de cierta gravedad por una piedra que impactó contra su cabeza. Otro de los guardias, en medio de la confusión, recibió una puñalada en la espalda. 

			Las fuerzas de seguridad se multiplicaban para acudir a sofocar los conatos de insurrección que se sucedían, uno tras otro, en cualquier rincón de España. Durante la noche del 21, en Huelva, guardias civiles y de asalto trabajaron codo con codo para evitar que los violentos enfrentamientos que se estaban produciendo entre fascistas e izquierdistas se expandieran por toda la ciudad. Los heridos fueron trasladados por decenas a los hospitales, sin que se lamentara ninguna víctima mortal, y eso que los dos bandos se acometieron utilizando armas de fuego. Al gobierno, tras esta serie de sucesos, no le quedó otra opción que prorrogar el estado de alarma durante otro mes en todo el territorio nacional. Tal estado de excepción no había podido suprimirse desde su llegada al poder en febrero, una muestra palpable de la preocupante situación en la que se hallaba el orden público.

			Los atentados a la autoridad o a sus agentes se convirtieron en algo inherente al paisaje nacional republicano. En Jaén, el día 22 de abril, una pareja del puesto de La Lancha, formada por los guardias civiles José Moreno y Pedro Ponce, sorprendió a una partida de cazadores furtivos que carecían de licencia. Tras darles el oportuno alto, los cazadores respondieron con sus escopetas, lo que obligó a los beneméritos a disparar sobre sus atacantes y a consecuencia de ello murió Inocencio Clemente Muñoz, de treinta años. El otro cazador fue detenido. En otro rincón del país, durante un homenaje al sargento Vázquez en la ciudad de Orihuela, Alicante, considerado por los socialistas como héroe de la revolución, al descubrirse una placa con su nombre, apareció la siguiente inscripción: «Calle Primo de Rivera». Conocidos los autores del cambio, pertenecientes a Falange, fueron detenidos por la Guardia Civil; pero aquello no fue suficiente para los radicales. Los jóvenes socialistas buscaron por toda la ciudad a cualquier miembro de la derecha, para agredirlo en represalia por lo ocurrido. De nuevo tuvieron que intervenir los guardias civiles, porque en la reyerta que se produjo varios fueron los heridos, algunos de ellos por arma blanca.

			Las actuaciones mediatizadas por intereses políticos de algunos de los gobernadores civiles no ayudaron en nada a suavizar tan grave situación. En Elche, el propietario de la fábrica de hilados, y a la vez directivo de Acción Popular, recibió una brutal paliza por parte de un grupo de extremistas. Además, tras sufrir la agresión fue detenido por una orden directa de Gobernación y llevado a la cárcel municipal, de la que fue libertado sobre las dos de la madrugada cuando tuvo conocimiento el juez de instrucción. Otro empresario ilicitano, presidente del Partido Agrario local, recibió otra monumental paliza al salir de su domicilio, sin mediar palabra alguna, siendo atendido en la casa de socorro de gravísimas lesiones. La Guardia Civil no realizó detención alguna, a pesar de que eran conocidos los extremistas locales. Mientras tanto, en otras partes de España, los guardias recibían expresas órdenes de detener a los elementos de Falange, sin ninguna acusación o denuncia por la comisión de delitos. 

			Apenas iniciado el intenso movimiento de destinos con cualquier excusa o justificación, los cambios y ceses se multiplicaban por todo el territorio nacional. El gobierno aprovecharía la situación para colocar a mandos de su confianza en los puestos claves de las comandancias, incluso ocupando cargos de categoría superior a la de su empleo. Sin dejar transcurrir al menos unos días, en la gaceta del día 25 se publicó una nueva oleada de cambios de destinos en todos los empleos. Fueron removidos trece comandantes, cuarenta y un capitanes, treinta y ocho tenientes y treinta y siete alféreces. En sentido inverso, fueron dados de alta en el Cuerpo treinta brigadas de Infantería y cinco de Caballería, así como cincuenta y cinco sargentos de Infantería y cinco de Caballería. La afiliación de los suboficiales aseguraba, de alguna forma, cierta lealtad hacia las autoridades republicanas que facilitaban su incorporación a la Guardia Civil. 

			Otro lugar en el que se produjo un grave enfrentamiento entre obreros y patronal fue el pueblo de Lebrija, en Sevilla, por la discrepancia en el pago de unos jornales. El teniente jefe de línea, Francisco López Cepero y Ovelar, vestido de paisano, intentó apaciguar los ánimos, pero en respuesta halló la muerte, provocada por un grupo armado de palos y armas blancas. No acabaron aquí los disturbios. Los radicales, envalentonados con su hazaña, rociaron de gasolina los conventos de San Francisco y de las Monjas Concepcionistas, la parroquia de Nuestra Señora de la Oliva, la iglesia de Jesús y las ermitas de la Vera Cruz y Nuestra Señora de Belén, así como numerosas casas particulares de conocidos derechistas y patronos locales. Las llamas comenzaron a devorar los edificios, pero la oportuna intervención del resto del vecindario mediante cadenas con cubos de agua impidió un mayor desastre. La llegada de numerosas fuerzas del Cuerpo y de Asalto pudo devolver la tranquilidad a la población, no sin antes proceder a detener a dos de los asesinos del teniente y a decenas de los implicados en los incendios.

			En Requejo, Zamora, estalló una bomba de considerable potencia en la Casa del Pueblo, provocando enormes destrozos, sin desgracias personales. En señal de protesta por el atentado, los obreros de la localidad se declararon en huelga, y gracias a las pesquisas del puesto de la Guardia Civil se halló en la casa del sacerdote una bobina con varios metros de mecha y en la del exalcalde, militante conservador, dos petardos más y una botella que contenía trilita. Cerca de esta localidad zamorana, en Bárcenas del Río, León, los guardias civiles detuvieron a los jóvenes derechistas Laurentino y José Rodríguez, de quince y veintitrés años respectivamente, y horas más tarde a Ricardo Fernández y Juan Fernández Aguado, tras realizar los cuatro varios disparos sobre un grupo de jóvenes en un baile, por el hecho, tal y como declararon, de ser socialistas. Restituto Martínez, uno de los tiroteados, resultó herido de gravedad. 

			En muchas ocasiones las acometidas entre los jóvenes militantes alcanzaban altas cotas de agresividad. En Toro (Zamora), la tarde del día 25 tuvo lugar uno de estos enfrentamientos entre falangistas y comunistas, del que resultaría herido por arma blanca en un riñón un militante de Falange Española. Las detenciones que realizó la Guardia Civil fueron respondidas con la amenaza de una huelga general en la localidad si no se liberaba a los detenidos. El juez de instrucción, bajo cuya autoridad estaban los detenidos, se negó rotundamente a ponerlos en libertad, y al menos en esta ocasión los militantes comunistas se limitaron a protestar por la población, sin ningún altercado. 

			La noche de ese mismo día, tras pasar el toque de retreta en su acuartelamiento, el guardia Segundo Vela, que se marchaba a su domicilio, fue asesinado por unos desconocidos. Todo parecía indicar, por la trayectoria de los disparos sobre el cuerpo, que se habían realizado desde la cercana Casa del Pueblo de Gijón. El gobernador civil dio estrictas órdenes para que el itinerario previsto del entierro del guardia civil discurriese en el más absoluto silencio y sin demostraciones de ningún tipo. El teniente jefe de la línea, Celada, desobedeció tal instrucción, en un triste remedo de lo ocurrido días atrás en la Castellana. A la marcha del sepelio se fueron incorporando numerosas personas vinculadas a sectores conservadores de la ciudad asturiana, convirtiéndose, de nuevo, en una manifestación política. Pese a la tensión evidente, no hubo tragedias personales de ningún tipo. El teniente fue arrestado y destinado como castigo a la cercana provincia de Burgos.

			Entre los sucesos que tuvieron una mayor repercusión para la Guardia civil en este complicado mes de abril, destacó el choque con obreros en Cartaya, en la provincia de Huelva. De lo sucedido se tuvo constancia de primera mano por los comentarios del gobernador civil:

			Anoche tuve conocimiento de que en el pueblo de Cartaya se habían desarrollado sucesos desagradables, en los que habían resultado algunos hombres heridos. Inmediatamente me personé en dicho lugar, donde ya se encontraba un camión con fuerzas de la Benemérita al mando de un Comandante, que habían llegado desde Huelva, consiguiendo restablecer la calma. De las investigaciones que hice pude deducir que numerosos obreros llegaron al Ayuntamiento, ya de noche y rompieron la lista de la Bolsa de trabajo y pretendieron agredir al encargado de dicho departamento. El encargado pidió auxilio a la Guardia Civil por no encontrarse en el Ayuntamiento la guardia Municipal. Al llegar la Benemérita procedió a la detención de un individuo llamado Rafael Román, y surgieron entonces ruidosas protestas por parte de los estacionados frente al Ayuntamiento. El Comandante de Puesto acudió al cuartel para requerir más refuerzos y procedió después a la detención de dos individuos más. Creció la efervescencia contra la Guardia Civil, llegándose a escuchar voces de «vamos a por ellos» y comenzó entonces una pedrea contra los guardias, los cuales se vieron obligados a replegarse hacia la esquina, sin hacer uso de las armas. Después sonó un disparo de escopeta cuya perdigonada hirió a un individuo y produjo rozaduras a otros tres.

			La Guardia Civil de Cartaya disparó entonces sus fusiles, pero lo hizo al aire, como lo comprueban los impactos que existían en la parte de algunos edificios. Al renacer la calma pudo observarse que había algunos heridos. Parece que se trata de una equivocación, Puesto que el tiro de escopeta no iba contra la Guardia Civil, siendo los tacos de escopeta de pólvora blanca. También estuvo en Cartaya el Juez de Instrucción de Huelva y un arquitecto para levantar un plano de los sucesos. No se puede localizar de dónde partió el disparo de escopeta. En Cartaya se encuentran dos agentes de vigilancia de la plantilla de Huelva, que trabajan en el esclarecimiento de los hechos. En la plaza se encontró un revólver con una cápsula disparada.[22]

			Tal y como relató la autoridad gubernativa, los beneméritos aguantaron hasta el final para hacer uso de sus armas y ni aun así llegaron a provocar muerte alguna. Fue imposible que no resultaran heridos por arma de fuego algunos de los atacantes, pero la localización de las heridas es una clara significación de la falta de intención letal entre los guardias civiles.

			Tras estos sucesos, unos días después, ingresaba en el Hospital Militar de Carabanchel el guardia civil del 41.º Tercio Alejandro Sánchez Baquero, de veintisiete años, por un disparo de arma de fuego, recibido estando de servicio con otros compañeros en el citado barrio. Al detenerse para conversar con un sereno en la calle Manuel Lamela, sonó un disparo cuyo proyectil impactó en el joven guardia. No se pudo acreditar quién o quiénes fueron los autores de la agresión. En el pueblo de Cevico de la Torre, en la provincia de Palencia, el ataque llevado a cabo por un grupo de radicales de izquierdas contra dos jóvenes de significación fascista, a los que previamente intentaron cachear, tuvo como consecuencia el disparo del arma de fuego que llevaba uno de los falangistas sobre los asaltantes. Finalmente los dos jóvenes murieron acuchillados.

			No todos los servicios del Cuerpo se hallaban relacionados con el orden público, tal y como se ha acreditado en anteriores ocasiones. Uno de ellos, ejemplo entre otros muchos, confirma la continuidad de la trayectoria humanitaria de la Institución a pesar del difícil compromiso con hacer cumplir la Ley en aquellas tremendas circunstancias políticas. En el puesto de Borox,[23] Toledo, se tuvo conocimiento de que una de las vecinas de la localidad, María de Pablo, intentaba suicidarse. Los guardias se desplazaron hasta el lugar indicado y hallaron, efectivamente, a la citada vecina, junto a dos niños de corta edad, que se desplazaba a un risco para quitarse la vida. Estaba perturbada y consumida por la falta de alimentos. Tras convencerla de que desistiera de tal actitud, fue trasladada al cuartel. Allí el cabo Cayetano Rodríguez Caridad, junto a sus guardias, auxiliados todos por sus esposas, asistieron a María y a sus hijos, proporcionándoles alojamiento y comida. Los niños fueron reconocidos por el facultativo municipal, corriendo los gastos a cargo de los guardias, cuya economía no era precisamente muy próspera. Varios días estuvo la vecina con los beneméritos, alimentándose y cuidada, hasta que recuperada, volvió con su esposo, a quien habían podido proporcionar un nuevo trabajo en una finca de la localidad.

			De vuelta al crítico ambiente social, parecía transmitirse a la opinión pública la idea de que todo podía valer con tal de eliminar al rival político, que se había transformado en un potencial enemigo al que debía aniquilar. En las calles madrileñas comenzaron a lanzarse bulos, rumores de que los religiosos estaban entregando caramelos envenenados a los niños. La histeria colectiva se apoderó de la crédula e inculta masa, que, sin reflexionar sobre la verdad de tal aseveración, la asumió como un dogma de fe y comenzó un furibundo ataque contra los edificios conventuales y las escuelas religiosas. El debate por la repercusión de tal bulo llegó incluso al Parlamento, en el que se le reclamó su versión de lo ocurrido al ministro de la Gobernación: «Aquí tengo los partes de la Guardia Civil que me dice que por la actuación combinada de estas fuerzas con las de seguridad se ha impedido que fueran atacados otros establecimientos donde el peligro de sucesos era aún mayor que lo ocurrido».[24]

			Dando continuidad a la violencia que parecía haberse instalado, como un molesto vecino, en la sociedad española, el 8 de mayo era asesinado el capitán de Ingenieros Carlos Faraudo, quien estaba agregado a la Guardia de Asalto y era un conocido simpatizante socialista, ya que estuvo procesado por los sucesos de octubre de 1934. Al capitán le dispararon a quemarropa, cuando caminaba junto a su esposa, destrozándole el hígado con un tipo de munición prohibida por su lesividad: las balas dum-dum. Ese mismo día tuvo lugar otro sepelio de jóvenes socialistas: Bruno Ponce y Fernando Palacios, asesinados por radicales de Falange. El ataúd de Faraudo fue portado a hombros por los tenientes de la Guardia de Asalto, Moreno y Castillo. El cortejo fúnebre de los tres socialistas fue vitoreado con continuos gritos de «libertad» y a favor del marxismo. Finalmente se cantó La Internacional. Unos días después eran detenidos los presuntos asesinos del capitán, lo que implicaba que en este caso, precisamente, no se escatimaron esfuerzos para localizar cuanto antes a los agresores. Por desgracia el celo profesional de las fuerzas policiales se decantaba por intereses políticos y no por la necesidad de la aplicación de la justicia. 

			En otro rincón del territorio nacional, los componentes del puesto de Mota del Cuervo, en Cuenca, recibieron la orden directa de la alcaldía de impedir las presuntas alteraciones del orden público que, presumiblemente, podrían producirse por la llegada de unos jóvenes desconocidos a los que se creía pertenecientes a Falange. Tras la identificación, y el posterior cacheo, se detuvo a Andrés Perea Altares y a Pedro Contreras Jiménez; al primero le ocuparon una pistola de dos cañones, y al segundo un revólver. Los dos detenidos pasaron a disposición judicial, con la sorpresa de que a la hora de ser entregados resultaron ser militantes de Izquierda Republicana y que portaban las armas sin guía y sin licencia para auxiliar a la autoridad. Los dos detenidos fueron imputados por tenencia ilícita de armas. 

			La situación política, complicada por el desorden público, parecía insostenible si el gobierno no emprendía una política contundente para evitar actuaciones sectarias desde las instituciones. En esta línea se pronunciaba el sector conservador, que exigía el fin de las decisiones injustas claramente tomadas para acabar con toda clase de oposición, a la vista de lo que sucedía en los ayuntamientos, donde la gestoras no elegidas y sí autonombradas tras la victoria electoral de febrero, estaban aplicando medidas completamente ilegales, en relación con la alineación política de los ciudadanos. Algunos diarios recogían estas inquietudes: 

			Protesta del nuevo problema social que plantean los obreros marxistas al impedir que en los lugares de trabajo donde ellos prestan sus servicios puedan hacerlo otros individuos que no pertenecen a las sindicales marxistas. Señala que ello está en contradicción con todos los postulados del texto constitucional de la República, y que están consumando el atropello de condenar al hambre a todos los hombres que no estén incluidos en los censos de la Casa del Pueblo. Dice que son unos tiranos y no podrán quejarse el día de mañana, si a ellos les atropellaran, pues están tocando los límites de la iniquidad. Han anulado el derecho a vivir, aunque parezca mentira a quiénes no cotizan a la Casa del Pueblo, ni pertenezcan a la CNT, ni están afiliados al Partido Comunista.[25] 

			Según el Diario de Sesiones del 19 de mayo, Calvo Sotelo intervino para denunciar los atropellos que llevaban a cabo algunos presidentes de gestoras, citando el explícito caso de un pueblo de Sevilla, donde se habían expropiado unas tres mil cabezas de ganado a sus legítimos propietarios, en aras del bien del pueblo. De inmediato fue respondido por un diputado de izquierdas: «Expropia a los ladrones», levantando grandes protestas en el hemiciclo. Calvo Sotelo continuó con su relato de actuaciones sectarias: 

			El alcalde de Malagón ordenó recoger las armas que poseyeran todos los vecinos, excepto los que pertenecieran al Frente Popular. Otro alcalde cortó los hilos telefónicos que iban al cuartel de la Guardia Civil, a fin de que estos no pudieran intervenir para cortar los atropellos. Otro propició la invasión de las fincas de una dama cubana. Otro capitaneó las turbas que incendiaron una iglesia (…). Se ha dado el caso de que en Pinos Puente (Granada) las turbas trataron de impedir que se diera sepultura al cadáver de un guardia civil que había muerto de muerte natural. Desde el 16 de febrero han sido incendiadas en España cerca de trescientas iglesias (protestas de los marxistas) (…). Es necesario imponer el principio de autoridad. Si el gobierno cree necesario comenzar por las instituciones armadas bien está. Pero que se haga lo mismo con las masas indisciplinadas que están anunciando la revolución… Este gobierno no se hace respetar. Ahí está el caso del delegado gubernativo de Turón. Es uno de los que estuvieron condenados a muerte por su actuación durante los sucesos de octubre de aquel pueblo. Ese delegado gubernativo ha detenido al hijo mayor del empleado de Hulleras de Turón, señor Gómez, que fue precisamente asesinado aquellos días (grandes protestas).[26]

			Unos días después, el 22 de mayo, en la Comisión de Justicia del Congreso, el conde de Valdellano explicaba que en la provincia de Palencia, donde habían vencido las derechas en las elecciones a compromisarios, se habían hecho cargo del gobierno de los municipios las gestoras, vulnerando en los concejos, continuamente, la legalidad democrática: «Pero ni aun así se quiere aprovechar la lección y se pretende como en otras tantas provincias españolas, cambiar e imponer ideologías por los más desenfrenados procedimientos constitutivos de una verdadera orgia de violencias; multas arbitrarias e ilegales, coacciones, amenazas, registros domiciliarios, detenciones, prisiones…».

			Aunque se han abordado los servicios más destacados y los sucesos de orden público en los que se vio involucrado el Cuerpo, no por ello debe pensarse que abandonó su principal misión de salvaguardar la propiedad y la seguridad de los españoles. Sería interminable el relato minucioso de cada uno de los hechos en los que siguió esa línea. Pero merece la pena mencionar alguno que tuvo la repercusión suficiente como para ser valorado y considerado a nivel nacional. Por ejemplo, la detención de José Fernández Gabeiro por los componentes del puesto de Porriño (Pontevedera). El tal Gabeiro había sido el autor de varios hechos delictivos y estaba reclamado por los Juzgados de Noya y Vigo, además de haberse fugado de las cárceles de Noya y Ríos. El peligroso personaje, militante en organizaciones radicales la izquierda, se había granjeado una temible fama entre los aldeanos y las fuerzas de seguridad por su extrema peligrosidad y violencia. El delincuente fue capturado en un tranvía de Vigo, cuando portaba 125 metros de mecha y unos 2.000 pistones destinados a la fabricación de explosivos. Incluso esposado intentaría huir lanzándose a un río. Uno de los dos guardias que le conducían le disparó, hiriéndole en una pierna, lo que facilitó su posterior entrega, tras una cura en el hospital, al juzgado de instrucción.

			El declive de la convivencia parecía encontrar su punto álgido a finales del mes de mayo, con el recrudecimiento de los conflictos y los ataques indiscriminados en cualquier rincón del territorio nacional entre los dos contendientes en liza: socialistas y fascistas. A ello había que sumar la oleada de huelgas, de cualquier tipo y actividad, en la mayor parte de las ocasiones fundadas en motivos políticos y no en reivindicaciones laborales. Dentro de este proceso de acentuación de los conflictos sociales, en Bailén, Jaén, en la mañana del 26 de mayo, durante una manifestación obrera, resultaba herido en una algarada el teniente del Instituto Enrique Marra. Sus compañeros lograron detener a los agresores y el juzgado de instrucción se inhibió ante la jurisdicción castrense, que para evitar nuevos incidentes trasladó a catorce de los extremistas a la cercana ciudad de Úbeda. La detención de sus paisanos provocó en esa localidad la declaración de huelga general, y la prohibición del toque de campanas y que los curas salieran de las parroquias para impartir los sacramentos religiosos. En Hinojosa del Duque, Córdoba, varios jóvenes radicales de la JSU intentaron cachear a un presunto fascista, al que persiguieron por sus calles, hasta que se refugió en el casino de la localidad, lugar que quedó destrozado tras el ataque en busca del joven falangista. Tras esta hazaña, envalentonados, los asaltantes se encaminaron al Centro de Izquierda Republicana, aunque con menos ensañamiento quizá, pero al que también causaron graves deterioros. La llegada de varias parejas de la Benemérita para impedir la comisión de más destrozos fue recibida con gritos de ataque hacia el cuartel, mientras les lanzaban una andanada de piedras que dejó varios guardias heridos, uno de ellos de gravedad. Los beneméritos se defendieron disparando al aire, para intimidar a los revoltosos; pero como no remitían los ataques y continuaban con gritos de «¡a por ellos que tiran al aire!», la Guardia Civil volvió a disparar, y esta vez sobre la masa, hiriendo de gravedad a uno de los jóvenes y dejando a otros con heridas de diversa consideración. La plaza quedó despejada y se realizaron varias detenciones, entre ellas las de dos tenientes de alcalde pertenecientes al Partido Socialista que azuzaban a los jóvenes, y un guardia municipal, nombrado por la nueva gestora, expulsado previamente de la Guardia Civil, y conocido por su participación en la comisión de reiterados delitos, entre ellos la quema de iglesias en la capital cordobesa. 

			En todos los lugares, la Guardia Civil intentaba multiplicarse para cumplir con un cometido imposible: salvaguardar el orden público. Ante la huelga de panaderos en Antequera, Málaga, los guardias se transformaron en protectores de tahonas, para impedir que se incendiaran las empresas panaderas. En Villanueva del Río y Minas, Guadalcanal y Tocina, en la provincia de Sevilla, los guardias tuvieron que dedicarse a recoger el ganado para estabularlo, porque los animales habían sido abandonados en el campo por la huelga general campesina y la presión correspondiente de los piquetes, que impedía que nadie pastoreara a los rebaños. 

			Si todo lo contemplado hasta estos momentos era de una extrema gravedad, nada superó a lo ocurrido en una pequeña localidad albaceteña, Yeste,[27] cuando un enfrentamiento entre guardias civiles y paisanos tuvo el trágico saldo de dieciocho muertos, uno de ellos un benemérito, y más de cuarenta heridos de diversa consideración, incluidos ocho o nueve guardias civiles. Todo sucedió tras la conducción de seis detenidos, por un destacamento de varios guardias y un cabo. Esta detención se había producido tras un enfrentamiento con unos guardias destacados a la pedanía de la Graya en la noche del 28 de mayo. Hasta entonces, allí la Guardia Civil no había tenido ningún roce con los trabajadores; al contrario, el sargento se dispuso a apoyar la intervención autorizada en uno de los montes de la localidad. El revuelo previo que había provocado la llegada de estos guardias civiles se produjo porque se habían cortado pinos sin autorización en algunos montes de propiedad estatal y particular, uno de ellos de Antonio Alfaro, hermano del exdiputado radical Edmundo Alfaro, al que habían talado unos miles de pinos maderables. 

			La conducción de detenidos, iniciada a las ocho de la mañana del 29 de mayo, tenía como destino final la cárcel del partido municipal de Yeste. Pero durante el traslado le salió al paso una multitud de vecinos que exigía la inmediata puesta en libertad de los paisanos. Ante la actitud agresiva de la masa y la manifiesta inferioridad frente a las casi mil personas que habían comenzado a rodearlos, a los guardias no les quedaba otra opción que solicitar de inmediato refuerzos. Autorizados por su oficial, al que se había presentado el alcalde Germán Álvarez para que interviniese y liberare a los detenidos, los guardias, para no provocar una masacre, en ese primer momento acataron la orden de ponerlos en libertad, toda vez que eran conocidos de todos ellos y podrían detenerlos en otra ocasión más oportuna. Para ello, el teniente dio instrucciones al brigada Félix Velando, acompañado de tres guardias, para que auxiliase al destacamento de traslado que estaba compuesto por cinco guardias y un cabo. Junto a ellos se trasladaron los gestores del ayuntamiento para intentar que se calmasen los nervios.

			A pesar del esfuerzo del alcalde, de los gestores y del oficial, los ánimos no se calmaron. Un grupo de los más exaltados acometió a los guardias con todo tipo de armas: hachas, hoces, guadañas, palos, desarmando a ocho de ellos, a los que retiraron sus fusiles y pistolas. Uno de los guardias, Requena, que había sido desarmado, fue asesinado por Miguel Tauste, quien le asestó un golpe con una pica en el cuello, y posteriormente un disparo sobre el pecho. Los compañeros del agredido, ante lo sucedido, no dudaron un instante en disparar sobre la masa, provocando la funesta cifra de muertos y heridos mencionada con anterioridad. La lucha había durado desde las diez y media de la mañana hasta cerca de las doce. Cuando llegaron los compañeros de los guardias desde Yeste, al escuchar los disparos se incorporaron al lugar de enfrentamiento y los vecinos se ocultaron en las viviendas o huyeron a los montes cercanos. Esa misma noche llegaban desde la capital el jefe accidental de la Comandancia, Ángel Molina, y el capitán Joaquín Sirena, con otros cuarenta guardias para evitar que estallara un conflicto de mayores dimensiones. Se sabía que pronto llegarían anarquistas de otras localidades para protestar por lo ocurrido en Yeste.

			En esos primeros momentos, la tensión obligó a que los ciudadanos se ocultasen en sus viviendas, completamente aterrorizados por lo ocurrido en esa mañana y durante la tarde. Los cadáveres de los campesinos, que tenían que haber sido analizados por el forense, Juan de Dios Llopis, fueron enterrados conjuntamente, sin ataúdes, en una fosa común. Solo se consignó en los partes de defunción respectivos que habían fallecido como consecuencia de heridas de bala. Ya está. Sin más anotaciones. No quedaba claro el lugar de los impactos ni la trayectoria de los proyectiles lo que deja abierta la posibilidad de que hubiera disparos por la espalda, como aseguraron varios líderes de los partidos de extrema izquierda. ¿Pudo ocurrir? A día de hoy lo único reseñable a estos efectos son las confesiones posteriores que confirmaban la hipótesis de la extralimitación violenta de muchos de estos guardias, que dispararon sin clemencia sobre alguno de los vecinos en Yeste.

			Resulta imprescindible destacar la posición que adoptó el gobierno por lo sucedido en Yeste:

			Se han producido en un pueblo español sucesos sangrientos, que las autoridades no han podido evitar por la forma inesperada en que han tenido desarrollo. Tan pronto como el gobierno los ha conocido, he dispuesto el nombramiento y salida para dicho lugar de un juez especial, que ha de hacer las oportunas instrucciones. El gobierno ofrece a la Cámara los datos y las referencias oficiales que obran en su poder acerca del origen de los sucesos y de la forma en que tuvieron lugar. Y por otra parte, cuando la investigación judicial esté terminada, si ha habido en las fuerzas que actuaron extralimitación o delito, se impondrán las debidas sanciones. Si no ha habido tal extralimitación, el gobierno no puede hacer otra cosa que lamentar el carácter dramático de los sucesos. Esta es su actitud y como cree que no puede ser otra, así lo brinda el conocimiento y aprobación de las Cortes que en definitiva decidirán.

			La primera decisión gubernamental para depurar responsabilidades fue la de nombrar a un juez especial, Rodríguez Solano, con encargo de investigar lo ocurrido en la pedanía. El gobierno deseaba encarecidamente que Yeste no se transformase en un nuevo episodio como Casas Viejas, por lo que optó desde el primer momento, por realizar un escrupuloso proceso depurativo, iniciado con el desarrollo de una inspección ocular en el lugar de los hechos. Le acompañaba en la instrucción el fiscal Gómez Navena. Y entre las primeras decisiones, vistas las irregularidades en la actuación del forense, se ordenó desenterrar los cadáveres el 12 de junio, para que se les realizara la autopsia y quedasen claros el motivo y las circunstancias de las muertes de los campesinos. No se reflejó nada diferente de lo ya sabido en el expediente, confirmándose la muerte por impacto de bala.

			Desde Gobernación, a la vista de la tensión palpable en la pedanía, se intentaba que se apaciguasen los ánimos y no se produjera un nuevo enfrentamiento, que con toda certeza rozaría de nuevo la tragedia. Mediante una intervención en radio, el gobernador civil llamó a la cordura. El suceso, sin dilación, pasó a las Cortes, en las que se inició un debate tan encendido como todo lo que ocurría en el país en esos instantes, a favor y en contra de las instituciones republicanas. Y todo ello a pesar de que el gobierno en esta ocasión había actuado con la cautela y experiencia acumulada por acontecimientos como los de Casas Viejas. No podía decantarse por ninguna posición sin tener noticias fidedignas y ajustadas a la realidad, y hasta por eso fue criticado por la oposición. La Cámara asumió el debate sobre Yeste en la sesión del día 5 de junio. El gobierno recibió apoyos por su escrupulosa gestión, como el del señor Prat, quien descargaba la culpa de la represión ejercida en el lugar por los guardias civiles, a los que acusaba de disparar sobre personas desarmadas y heridos escondidos en una alcantarilla. Este relato no es coincidente con el que hicieron los redactores de La Vanguardia, desplazados al lugar de los hechos y que apareció publicado casi de inmediatamente después de que se produjeran. 

			Nadie puede negar la evidencia de la tragedia; pero resulta difícil creer en los relatos de los diputados del Frente Popular, ya sea Prat o Mitje, cuando narraban unos hechos que, de ser ciertos, había que condenar a severísimas penas de prisión desde el primero, o sea el teniente, por su permisividad, o el propio teniente coronel que se hizo cargo del mando a primeras horas de la noche, al último de los guardias. Sobre todo, porque ante la ausencia de un procedimiento judicial para condenar a los ejecutores de tales asesinatos, solo quedaba el relato de los que lo sufrieron, de los que se hicieron portavoces los miembros de los partidos de izquierda, y con ello entró en liza cierto interés propagandístico. Mitje, el diputado comunista, en su turno de palabra hizo un relato repleto de presuntos asesinatos, pues no podrían tener otro nombre los homicidios con alevosía cometidos, según él, por los guardias civiles. Por ejemplo, el de Andrés Martínez, un gestor de la corporación, a quien, y siempre en la versión del diputado, dispararon cuando tenía los brazos en alto y suplicaba por su vida porque tenía nueve hijos. El guardia que le disparó habría respondido: «De este no os ocupéis, que no sana». 

			Lo único cierto y contrastable fue que sobre las calles de Yeste o, mejor dicho, junto al recodo del camino de acceso desde la Graya a la ciudad, quedaron dieciocho personas muertas, víctimas de la insensatez y de la enajenación. En este proceso hay que encuadrar la respuesta tan severa y desproporcionada por parte de los guardias civiles, quienes, al parecer, a la vista de lo ocurrido en otros lugares, no lejanos en el tiempo y en el espacio, se sintieron amenazados por un grave peligro para sus vidas. 

			En sentido contrario, es decir, sin calificaciones negativas sobre la actuación de los guardias civiles, se expresaba el diputado Guerra del Río, aunque igualmente solicitaba que se realizare una estricta investigación para averiguar si había existido algún tipo de represalia o de exceso en la utilización de las armas. El turno de réplica fue asumido por el ministro de la Gobernación, señor Molés, y aunque agradeció el tono inicial de Prat, le contradijo en algunas de sus referencias, sobre todo a las actuaciones de la Guardia Civil, sin descartar la posibilidad de que hubiese algún hecho de represalia cometido en el fragor de la intervención: 

			Las fuerzas concentradas en la Graya no fueron a requerimiento de ningún particular, sino por iniciativa del gobernador civil, que tenía noticias de los daños que se causaban en los montes y que incluso perjudicaban a la eficacia del pantano de la Fuensanta. Yo tenía en mi poder una carta del propio alcalde de Yeste, que he enviado al Juzgado especial, en la cual este agradece la colaboración de la fuerza pública en los días 16, 17 y 18 de mayo. Los guardias concentrados eran 25, pero no todas las fuerzas se destacaron al pueblo de la Graya: Las fuerzas tuvieron un muerto y 14 heridos, de ellos tres o cuatro graves, por arma blanca, uno de un hachazo y otro de una puñalada. Si efectivamente después de la lucha y el motín ha habido actos individuales realizados, no tenga ninguna duda de que se exigirá responsabilidad, porque he tenido la satisfacción de que no más lejos de esta mañana me hayan visitado personalidades relevantes del Instituto de la Guardia Civil para decirme que por interés del propio Cuerpo, deseaban que cuanto antes y de la norma más escrupulosa se exigieran responsabilidades si ha habido excesos, porque el Cuerpo de la Guardia Civil era el primer interesado en amputar lo que hubiera enfermo. Tened, pues, la seguridad de que el gobierno procurará que se averigüe todo lo ocurrido, y que para ello cuenta con la misma colaboración del Cuerpo de la Guardia Civil.[28] 

			Ante el ministro llegaban autoridades de la Guardia Civil solicitándole que fuera estricto y minucioso en la investigación para depurar responsabilidades entre los guardias actuantes, si es que se había dado tal caso, para eliminar cualquier sombra de sospecha sobre la generalidad de la Institución. El gobierno había aprendido de los errores cometidos en Casas Viejas y no estaba dispuesto a repetirlos en las declaraciones parlamentarias. Se apoyaba al gobierno republicano, desde la izquierda obrera, pero se solicitaba la disolución inmediata de la Guardia Civil. Cualquier ocasión era una justificación para que los partidos obreros reclamaran la desaparición de la Benemérita. Lo ocurrido en Yeste, por el trágico del número de víctimas, parecía dar la razón a quienes lo exigían. De nuevo, la actuación de unos guardias repercutía directamente sobre el resto de la Institución.

			Por su parte, los conservadores, que no renunciaban a que se produjera una crisis de gobierno, mediante sus órganos de prensa también dejaban clara su posición en relación al Instituto:

			Cuando un país tiene la suerte de España de tener un Cuerpo con la tradición de la Guardia Civil, que traspasó las fronteras con su prestigio y bien lo demostró Alemania tratando de que garantizase el orden como fuerza internacional en el plebiscito del Sarre y no pocos países americanos copiando de la Institución, no se puede incurrir en el error de generalizar las culpas, si las hubiere, de cualquier individualidad y sombrear el descrédito lo que cuenta con el crédito ajeno.[29]

			El debate por lo sucedido en Yeste se paró en seco por la sorpresa política tan mayúscula que supuso el atentado contra Indalecio Prieto, con ocasión de un mitin político en la localidad sevillana de Écija, cometido por correligionarios políticos socialistas. El hecho impactó sobre las corrientes moderadas del partido y las minorías de la oposición. Los guardias civiles del puesto ecijano intentaron proteger a algunas de las autoridades, como el diputado Salazar, al que trasladaron escoltándolo hasta el ayuntamiento de la localidad. Desde la capital, ante el requerimiento del consistorio ecijano, llegaron numerosas camionetas de la Guardia de Asalto, junto a guardias civiles de la comandancia. Largo Caballero, en declaraciones posteriores, no contemporizaría precisamente con los asaltantes, aunque redujo la tensión existente entre las masas obreras dirigiéndolas hacia el enemigo común, los fascistas y los capitalistas. No fue un caso aislado lo ocurrido en Écija. La provincia sevillana era un verdadero polvorín, a punto de estallar en cualquier instante, con serias discrepancias entre los partidos obreros. A primeros de junio, en la carretera de acceso a Sanlúcar la Mayor, un grupo de comunistas, con uniforme del partido, comenzaron a detener los vehículos que circulaban en dirección a Huelva, buscando a posibles fascistas. Unos kilómetros antes, en Castilleja de la Cuesta, eran los fascistas los que agredían a unos jóvenes comunistas procedentes de la cercana Huelva, apedreando los vehículos en los que se desplazaban. En esta ocasión la Guardia Civil pudo detener a los ultraderechistas. De igual manera actuaba la Benemérita en Brenes, aunque los detenidos esta vez fueron ocho comunistas asaltantes e incendiarios de la iglesia parroquial, a la que pegaron fuego el 2 de mayo. En Herrera, el delegado gubernativo ordenó a los guardias civiles del puesto que detuviesen a treinta y cuatro patronos por negarse a abonar unos jornales a unos ocupadores de sus propias fincas.

			De nuevo se estaban produciendo movimientos clandestinos de armas para los radicales. La Guardia Civil intervino en San Martín de Valdeiglesias una camioneta procedente de Madrid que portaba 40 rifles, 30 máuseres y un buen número de pistolas y municiones para todas estas armas. A pesar de su volumen, el hallazgo fue consecuencia de la denuncia que formuló el chófer, quien creía que portaba licores. Se ignoraba a quién iban destinadas esas armas, aunque todo apuntaba a armar a milicias de derechas. La policía, por su parte, halló un depósito clandestino de uniformes de la Guardia Civil, en un número cercano a los cien, así como un depósito de armas de unos 70 rifles y 150 pistolas. La investigación condujo a la detención de varias personas, entre ellas varios militares retirados y jóvenes de acreditada significación derechista. La uniformidad de la Benemérita procedía de una fábrica de Zaragoza, sin que se hubiesen solicitado por el conducto de contratación del Instituto, lo que llevó a un seguimiento del envío, que tuvo como consecuencia las detenciones referidas anteriormente. En la calle de Tudescos 9, sede de una agencia de transportes, se encontraron los fardos y cajones que contenían el centenar de uniformes, correajes y tricornios.

			De nuevo se recurría a la suplantación de los guardias civiles para dar inicio a un proyecto de levantamiento militar, como ocurrió en el intento de revolución llevado a cabo en Madrid, donde un teniente de la Guardia Civil se planteó vestir a las milicias socialistas con los uniformes del Cuerpo para tomar el Ministerio de la Gobernación y los edificios estratégicos de la capital. Este pensamiento no era gratuito, sino coherente con la trayectoria consolidada de severidad y eficacia de los guardias civiles, que para todos era una garantía en cualquier intento de abordar o asaltar un edificio público. La Guardia Civil inspiraba respeto y temor, y era garantía de seriedad. 

			La situación era tan compleja que los guardias civiles debían multiplicarse para poder acudir a los incidentes que desgraciadamente se repetían por todo el territorio español. En Pola de Siero, Asturias, en la tarde del 10 chocaron violentamente jóvenes de ideología opuesta. Los guardias civiles que intentaban devolver la tranquilidad a la población fueron atacados, incluso con disparos desde las filas fascistas. Finalmente hubo varias detenciones de militantes falangistas. Los diarios derechistas La Región y La Tarde sufrieron atentados con bombas, quedando completamente destruido el segundo por la virulencia y la capacidad del artefacto colocado en él. Al pueblo de Madrigal, Ávila, que se había declarado en huelga general, se trasladaron numerosas fuerzas del Cuerpo al mando del jefe de la comandancia, para evitar que se incendiaran el ayuntamiento, la iglesia, el juzgado y un convento, edificios todos ellos amenazados por los huelguistas. El gobernador civil, que presenció personalmente el despliegue de las fuerzas, siguió con desesperación la deriva a la que se dirigía la convivencia en los pueblos de su provincia, pues ya había visto casos similares en otras localidades.

			En otras ocasiones, la violencia estallaba entre militantes obreros de diferente afiliación sindical. En esta línea hay que enmarcar lo ocurrido en Málaga a consecuencia de un grave enfrentamiento entre comunistas y cenetistas. La causa fue la muerte de un militante comunista que ocupaba una concejalía, Andrés Rodríguez, quien al salir de su domicilio a primeras horas de la mañana fue abordado por varios individuos que le dispararon por la espalda. Uno de los proyectiles le penetró por la nuca y salió por la cara. Ante este ataque, la UGT dictó de inmediato la huelga general y las calles malagueñas se llenaron de jóvenes de la JSU convocando al paro. Poco después, en la calle de Balmes, otro grupo rival se acercó a la casa de Miguel Ortiz Acevedo, dirigente de la CNT. Tenía a su hija en brazos y se la quitaron para dispararle a bocajarro. Quedó muy grave por los balazos recibidos en el vientre.

			El enfrentamiento entre los dos grupos, comunistas y anarquistas se veía venir. Era cuestión del tiempo que tardaran en encontrarse. Finalmente el escenario fue la calle del Carmen, donde los disparos arreciaron en todas las direcciones. La intervención conjunta de los guardias civiles y los de asalto pudo impedir una nueva tragedia, al dispersar a ambos grupos de agresores. En la calle Torrijos un grupo compuesto por cinco individuos atacó a uno de los guardias civiles, quitándole el arma y el sable. Milagrosamente, no dispararon sobre él. A medianoche, Frías, un capitán del Ejército retirado, militante comunista, junto a Campos, un concejal de idéntica filiación, y un par de guardias municipales intentaron tomar el ayuntamiento. Otros grupos de socialistas y comunistas asaltaron el centro de la CNT, causando enormes destrozos. Lanzaron posteriormente botellas inflamables que desataron un incendio de cierta importancia. La llegada de los bomberos fue obstaculizada por los agresores, lo que de nuevo provocó la intervención de la Guardia Civil para permitir que se apagase el fuego. También se ocupó el Centro Racionalista, perteneciente a la CNT, ubicado en otro lugar de la ciudad, que fue destrozado por completo. Por su parte, grupos libertarios intentaron asaltar la Casa del Pueblo, lo que fue evitado por el retén de la Benemérita que vigilaba escrupulosamente los aledaños del local, a sabiendas de la posibilidad de una intentona de estas características.

			No acabaría aquí la sinrazón en Málaga. Esa misma mañana se producía el asesinato del presidente de la Diputación Provincial, Antonio Román Reina, del Partido Socialista, quien fue tiroteado por la espalda por unos anarquistas. Uno de ellos distrajo al cabo de Infantería que ejercía de escolta del dirigente para que los demás pudiesen disparar sobre el político malagueño. Esa tarde, en otro tiroteo entre idénticos contendientes, una niña de once años, Francisca Manzanares Cruz, falleció por el impacto de una bala perdida. Ante la virulencia de tales acontecimientos el ministro de la Gobernación dictó el desarme general de toda la población, labor que fue encomendada a la Guardia Civil. Con tal fin procedió a la clausura de algunos de los locales de reunión de los extremistas, entre ellos el centro sindicalista de la calle Don Cristián. También serían clausurados el resto de los centros de la CNT, lo que provocó airadas protestas en la central sindical, pues no ocurrió lo mismo con la Casa del Pueblo ni con los centros de los comunistas, de lo que se infiere que toda la responsabilidad recayó en los cenetistas.

			Al día siguiente, durante la madrugada del 12, guardias civiles y de asalto realizaron numerosas detenciones y registros. A primeras horas de la mañana, cuando iban a reanudarse los trabajos en el puerto, hubo un nuevo enfrentamiento entre marxistas y sindicalistas de la CNT, con el resultado de un muerto, perteneciente a esta última central sindical, a quien se le halló oculta entre las ropas una pistola de los carabineros, con el número rallado. Los guardias civiles lograron detener a uno de los agresores, al que se le ocupó un revólver recién disparado, para el que tenía licencia de uso de armas. Unas horas después tuvo lugar, en un clima de alta tensión, el entierro del presidente de la Diputación.

			Para la Guardia Civil, lo ocurrido en Yeste, unido a las noticias que llegaban al gobierno de una posible sublevación militar, supuso nuevos movimientos en los destinos, que dejaban muy clara la intención de colocar a los hombres de acreditada trayectoria republicana en las cabeceras de comandancia y de tercio, allí donde se sospechaba que se estaba gestando con mayor seguimiento el probable pronunciamiento militar. Algunos de los removidos en esa ocasión, como el comandante Medel, al que destinaron para mandar la Comandancia de Navarra, aun siendo esta para rango de teniente coronel, encontrarían la muerte por no sumarse al alzamiento del mes de julio de 1936. 

			Para el gobierno, con directa incidencia sobre el Instituto, tras los graves sucesos que se estaban produciendo por todo el territorio nacional, era prioritario aprobar el restablecimiento de las disposiciones referentes a la política de seguridad en Cataluña, si bien había un periodo transitorio de dos meses para ello. El ministro de la Gobernación demostró su plena confianza en alguno de los guardias civiles, como el general Aranguren, a quien nombró representante del Gobierno de la República en el Comité Permanente de la Junta de Seguridad de la Generalidad. Llegado el momento el general Aranguren no defraudó esa confianza, pues mantuvo su promesa de fidelidad a la República haciendo gala de su compromiso moral y personal. El benemérito acompañó a José María España y Sirat, nombrado Consejero de Gobernación de la Generalidad de Cataluña, en la dirección de los servicios acordados en el Estatuto de Autonomía suspendidos a raíz de la intentona separatista de octubre de 1934.

			El mes de junio avanzaba entre el aumento de atentados y conflictos de todo tipo, con graves consecuencias para la convivencia. Un nuevo acceso anticlerical brotó en las calles de Ceuta cuando varios grupos organizados que partían de una manifestación de izquierdas se dispusieron a incendiar el colegio de los Agustinos, el convento de las Madres Concepcionistas, y la iglesia de Nuestra Señora de África.[30] A pesar de la inicial oposición del Gobernador Civil a que interviniera la Benemérita, el capitán José Arjona y Manso logró vencer las reticencias del político y consiguió que se pudieran patrullar las calles para impedir lo que pretendían los incendiarios. Uno de estos grupos se encontró con una pareja de la Benemérita que protegía la iglesia de los Remedios y comenzó un tiroteo que tuvo como consecuencia la muerte del guardia Fausto Caroso Jiménez y las heridas de su compañero, que salvó la vida porque los proyectiles, de forma milagrosa, impactaron sobre su propia pistola y sobre las cartucheras de los cargadores del mosquetón. Durante la jornada del 13 de junio, frente a la catedral de Cádiz, una niña de cuatro años moría por una bala perdida que impactaba en su cabeza. Ningún grupo quiso asumir la responsabilidad.

			El pueblo de Nájera, en La Rioja, sufrió la virulencia del ataque de un numeroso grupo de cenetistas contra tres o cuatro conocidos fascistas de la localidad. Los primeros invadieron un bar, en el que sabían que estaban los segundos, a los que provocaron con gritos de «¡abajo el Fascio!» y «¡abajo la Guardia Civil!». Desde fuera, el resto del grupo lanzaba piedras contra el local. Los fascistas salieron por la puerta trasera, donde los esperaban unos individuos que dispararon sobre ellos. Uno murió en el acto y los otros dos quedaron gravemente heridos. De igual signo político fueron los agredidos en Uncastillo tras la celebración de un mitin comunista. Quedó muerto Jesús Moreno, y herido grave José Frago Pueyo. Ambos militaban en Acción Popular. La Guardia Civil intervino en la persecución y sostuvo un tiroteo con los marxistas. Uno de estos resultaría herido y se facilitó la detención de varios de los agresores. 

			Por parte de los líderes políticos responsables de estos grupos radicalizados, entre los que se hallaba un amplio sector del Partido Socialista, no se realizaba precisamente una política de apaciguamiento para salvaguardar el orden público, la coexistencia pacífica y con ello la consolidación de la democracia republicana. En esta línea, por desgracia, sobresalió con sus declaraciones Largo Caballero, quien no dudaba en afirmar durante un mitin celebrado en Oviedo: 

			El movimiento de octubre tenía un programa: el del Partido Socialista, que es la socialización de todos los medios de producción y de cambio. Esa ideología es la que presidía el movimiento de octubre (…). Iba dirigida a hacer una revolución social en España; pero había que tomar medidas inmediatas para que el triunfo después del acto revolucionario se consolidase y se pudiera hacer la revolución, pues para establecer el socialismo en España hay que triunfar sobre la clase capitalista y asentar nuestro Poder para desde él realizar toda la obra (…). Habéis leído en la prensa que se habla de la conveniencia de constituir gobiernos de colaboración socialista y hasta de plenos poderes. Plenos poderes significa que haya un gobierno que puede actuar con libertad en beneficio, a su juicio, de esa libertad o de la República. Y con eso lo que ha venido a confirmarse es que teníamos nosotros razón cuando hablábamos de que el programa del Frente Popular no era suficiente para resolver los problemas de España y que era preciso que la clase trabajadora tuviera el poder en sus manos para implantar lo que llamamos la dictadura.[31]

			En medio de esta radicalización política, en la Cámara, allí donde deberían apaciguarse los ánimos, recomendarse sosiego y proponerse consenso para la sociedad española, los diputados se enzarzaron en trifulcas barriobajeras llenas de amenazas, que antecederían a lo que desgraciadamente se iba a hacer realidad unos días después. Gil-Robles, durante la discusión sobre el grave problema que suponía el orden público, hizo una muy contestada relación de los acontecimientos luctuosos para la seguridad pública ocurridos desde la llegada del Frente Popular al poder republicano:[32] 

			Recojo al azar unos cuantos acaecidos, bochornosos, que ponen de manifiesto el descontento en que actualmente vive nuestro país. 

			Un día se trata del caso de unos ingenieros, varios de ellos extranjeros, que los obreros tienen secuestrados en una mina durante diecinueve días, sin que el gobierno tenga fuerzas para liberarlos. Otro día, o mejor dicho todos los días, son las detenciones, los asaltos de los coches en las carreteras y unos individuos con brazaletes rojos exigen a los dueños de los vehículos un tributo, para el Socorro Rojo Internacional.

			¡Y no hay fuerza coercitiva, ni coactiva que impida estos bochornosos atentados a la integridad moral de nuestro pueblo!

			Hay casos que hacen sublevar los espíritus mejor templados y oprimen el ánimo. Así el caso ocurrido en el Puerto de la Luz, en las Islas Canarias, donde la Escuadra española no puede aprovisionarse. Si lo logra la Escuadra inglesa es, sin duda, por la fuerza de sus patrullas. Otro día es el caso sangriento que se ha dado en Córdoba, donde elementos societarios, con el alcalde a la cabeza…

			El señor Jaén: Miente S. S.

			Los diputados de derechas contestan al señor Jaén con energía y este, Puesto en pie, sigue gritando estentóreamente: ¡Mentira, mentira!

			El señor Gil-Robles: Otro día es, decía antes, un caso producido en la provincia de Córdoba, en que unos elementos, turbas, con el alcalde a la cabeza, hacen entrar a un guardia civil en la Casa del Pueblo y con una navaja barbera… (surgen más protestas de algunos diputados de la mayoría que impiden oír el final del párrafo)…

			El señor Calvo Sotelo: Es lícito atacar a la Guardia Civil, y sin embargo no se puede publicar que un guardia civil ha sido decapitado después de secuestrado en una Casa del Pueblo (estas palabras producen la indignación de los grupos de la mayoría de la Cámara que increpan al señor Calvo Sotelo).

			El señor Calvo Sotelo (a grandes voces): Quien niegue eso es un insensato miserable.

			El presidente de la Cámara apenas podía controlar a ninguno de los grupos, cuando algunos de los diputados de la minoría comunista abandonaron sus escaños para lanzarse sobre los diputados de las minorías conservadoras, que también se levantaron para enfrentarse a los primeros. Los más moderados lograron contener a los exaltados y finalmente Calvo Sotelo intentó explicar el caso del guardia degollado, provocando nuevamente otro escándalo en el hemiciclo. Finalmente tomaba la palabra la diputada por el Partido Comunista, Ibarruri:

			Me va a permitir el señor Gil-Robles que ponga al descubierto las maniobras de la derecha que a la vez que se dedican por ahí a hacer provocaciones envían aquí unos hombres con casos de niños que vienen a preguntar cómo pueden pasar esas cosas. El señor Calvo Sotelo podría explicar por qué esos señores, a quienes seguramente conoce, se dedican a traer uniformes de guardias civiles a Madrid y por qué entran por la frontera de Navarra municiones con menos ruido del que hizo aquella provocación de Vera de Bidasoa preparada por el asesino de Martínez Anido del que S. S. era colaborador… Lo que ahora veis son tempestades pero antes sembrasteis los vientos. Primero se cometieron los asesinatos de Juanita Rico, Delgado y de otros muchos que realizaban señoritos cretinos a las órdenes de otra señorita cuyo apellido hace temblar de odio a las clases proletarias españolas.

			La revolución de octubre fue la defensa del pueblo contra el fascismo. De ese pueblo que aprecia más la dignidad que la vida. En la represión de ese movimiento llegasteis a extremos incalificables, a martirios extraordinarios y se registraron los hechos de la Tendilla, San Pedro de los Arcos, San Lázaro, Fuenfría, el asesinato de Luis Sirval (grandes aplausos de los diputados de la mayoría). Y todo ello lo hicisteis añadiendo la infamia a la mentira, cultivasteis la mentira de las jóvenes violadas, los niños hijos de los guardias con los ojos saltados, y por último la mentira de los guardias de asalto quemados vivos, porque deseabais que las fuerzas de represión llevaran dentro el odio para que esta fuera más una obra de venganza que una lucha de hombres.

			Ante tal justificación de la violencia como respuesta, en vez de condenarla para evitar el enfrentamiento, se oyeron numerosos vítores y aplausos de sus correligionarios. La respuesta más coherente y sensata la proporcionó el diputado Ventosa:

			Yo no quiero saber lo que ocurrió antes. Pero sí quiero admitir que realmente los que ocuparon el Poder en el bienio pasado hayan cometido excesos o injusticias, ¿pero es que estos excesos o injusticias de los otros pueden justificar los atropellos, violencias e injusticias de los demás? ¿Es qué estamos condenados a vivir en España perpetuamente en un régimen de conflictos sucesivos, en que el apoderamiento del Poder por una clase signifique y represente el exterminio de la contraria? Si esto fuese así, había que pensar en si sería preciso renunciar a ser español… Y si su señoría desde el banco azul, (en referencia a Casares Quiroga) ha aparecido hoy una vez más como un beligerante ante los conflictos que se producen en España, y su señoría ha tenido palabras que no pueden conducir a otro resultado sino a enconar las violencias y las luchas entre unas clases y otras, y entre unos pueblos y otros.

			En vista de que el Congreso no era capaz de ofrecer un discurso apaciguador, sino al contrario, pues rezumaba violencia, es fácil comprender que los conflictos políticos y sociales estallaran en cualquier lugar del país. No daban abasto los guardias civiles ante los continuos enfrentamientos, de cualquier signo. Hubo otro tiroteo con resultado de muerte en Orihuela, en la tarde del día 22 de junio, entre falangistas y socialistas, cuando estos estaban celebrando una fiesta en un descampado. El muerto en esta ocasión fue un joven falangista llamado José Gómez Hernández. La actuación de la Benemérita resultó decisiva para impedir que se acometieran por las calles, y finalmente lograron detener a dos de los afiliados a Falange. En Huelva, en La Palma del Condado, los obreros en huelga asaltaron varias casas. Los guardias civiles fueron comisionados desde la capital para recorrer sus calles e impedir tales ataques. Durante los incidentes producidos en Palma del Río, Córdoba, en la noche del 4 de julio, la Guardia Civil cargó en un par de ocasiones contra un grupo de fascistas que había tomado las calles, amenazando a los socialistas, que se vieron obligados a refugiarse en la Casa del Pueblo. También intervino la Benemérita en la investigación del atentado frustrado contra el gobernador civil de Badajoz, al que acompañaban el capitán de la Guardia de Asalto Manzano y el miembro de Izquierda Republicana Armengol Sampere. Un grupo apostado en un recodo del camino disparó sobre el vehículo cuando se desplazaba por la carretera de Talavera la Real. Los impactos eran de fusil y de pistola, y en las pesquisas se averiguó que se trataba de un ataque de fascistas toledanos, aunque no se pudo identificar a ninguno de ellos.

			El incremento de la violencia en estos primeros días de julio se percibió con especial incidencia en las calles de los pueblos madrileños y de la capital. Un joven falangista, José Sánchez Gallego, de apenas dieciocho años, fue hallado muerto en el pueblo de Pozuelo, tras ser secuestrado. En el cuerpo se percibieron claras muestras de violencia, entre ellas las marcas de haber estado atado mientras era torturado. Fue ejecutado con un disparo a quemarropa. También, atado a un árbol y cosido a puñaladas, se hallaría en Carabanchel el cuerpo de Justo Lorena, de treinta años, capitán de Infantería retirado al amparo de la ley de Azaña, militante de Falange. Al otro extremo, cayó asesinado Benito Serrano, electricista afiliado a la CNT, ejecutado por militantes sindicalistas al negarse a secundar la huelga de la construcción declarada desde tiempo atrás en la capital madrileña. Nadie podía sentirse seguro en ningún lugar. Los ataques personalizados se transmutaron en indiscriminados, y las víctimas colaterales se multiplicaron. El 2 de julio, en un bar de la calle Torrijos de Madrid, conocido porque grupos de falangistas se solían reunir allí, desde un automóvil se disparaba una ráfaga de disparos con una pistola ametralladora que dejaba sobre la terraza, muy concurrida en esos momentos, dos muertos y tres heridos muy graves. Los fallecidos fueron Aquilino Fuster Iglesias, de veintiocho años y de profesión electricista; Miguel Arriola, de diecinueve años, estudiante y, en este caso, afiliado a Falange. Posteriormente otro de ellos, Jacobo Galán, falangista como el anterior, moriría por la gravedad de sus heridas. 

			Unas horas después, en represalia por este acto, desde otro automóvil se disparó contra un grupo de obreros afiliados al ramo de vaquerías y lecherías, que salían de una Casa del Pueblo. Uno de los obreros, Antonio Trigueros, murió por un disparo en la cara; otro, Luis Fernández, de un disparo en la nuca, lo que indica la cercanía y la sangre fría con la que actuaron los asesinos falangistas. 

			Dada la gravedad de lo que estaba sucediendo, los guardias civiles no podían obviar la complicadísima situación por la que estaba pasando la República, puesta contra las cuerdas por la violencia desplegada en sus calles por grupos que se acometían con el deseo de aniquilar a sus rivales políticos. Los alcaldes que querían que se respetasen las normas y el cumplimento de la ley recurrían al auxilio e intervención de la Guardia Civil, que en numerosas ocasiones se mostraba impotente para reducir a los radicales. El 7 de julio, en Manzanares, Ciudad Real, cumpliendo las consignas recibidas desde Gobernación, la Guardia Civil detuvo a varios jóvenes por el «grave delito» de dar vivas al «Fascio». El mismo día, en Miguelturra, era enterrado el obrero socialista Antonio Estrada, asesinado por el falangista Francisco León, cuya detención fue realizada por los guardias civiles de la localidad, no sin antes tener que disolver a un grupo que instigaba contra los beneméritos.

			Andújar, en la mañana del 9 de julio, se transformaba en escenario de un nuevo episodio del enfrentamiento entre obreros y guardias civiles. Tras una manifestación, un cruce de insultos y presunta agresión entre guardias y manifestantes, hubo un tiroteo en el que resultó herido uno de los miembros de la Benemérita. Posteriormente se llevaría a cabo, con los ánimos más apaciguados, la detención de los principales implicados en la acometida, lo que precipitó la declaración de huelga general en la población hasta que se liberase a los detenidos. El gobernador civil intervino y por instigación suya se puso en libertad a los presos. Las autoridades políticas imponían sus criterios sobre las judiciales, y las fuerzas de seguridad se hallaban entre dos fuegos, desanimadas al ver a los agresores salir indemnes mientras sus compañeros caían heridos por la violencia con la que actuaban los radicales.

			El 10 de julio los componentes del puesto de Montalvo, Cuenca, recibieron la orden de perseguir a un grupo de socialistas que habían disparado sobre una familia de campesinos. El hecho no era un enfrentamiento más entre pistoleros de ambos signos, pues aquí se disparaba contra unos obreros que no quisieron gritar «viva el comunismo». Su delito, a los ojos de los radicales, por el contrario, fue la osadía de proferir «viva el Fascio». Sin contemplaciones, a la madre le dispararon dos veces y uno de los proyectiles le alcanzó en la cabeza. A pesar de los esfuerzos de la compañía de la Benemérita para perseguirlos, los agresores huyeron y no pudieron ser detenidos. Cerca de allí, en Villaescusa de Haro, cientos de hombres dirigidos por la gestora socialista se declararon en huelga, mientras coaccionaban a los obreros que querían trabajar en las tierras. En esta ocasión la intervención de la Guardia Civil, que tuvo que realizar varias cargas para disolver a los revoltosos, permitió que se laborara en el campo, no sin antes detener a los principales dirigentes socialistas de la localidad. 

			A mitad de mes, la escalada de la violencia iba a precipitar el indeseable desenlace de los acontecimientos que llevaría al país a la guerra civil. En la noche del 12 de julio, cuando salía de su domicilio, fue asesinado el teniente de Asalto José del Castillo, a quien ya hemos encontrado relacionado con la instrucción de milicias socialistas y como jefe del grupo que disolvió a los falangistas con ocasión del entierro del alférez de los Reyes, en el que tres de ellos encontraron la muerte. Un grupo de unos cuatro o cinco individuos le esperaron en la calle Augusto Figueroa de la capital y le dispararon varios proyectiles, impactando sobre su cuerpo cuatro o cinco balas que le provocaron heridas de tal gravedad, que al ingresar en la casa de socorro lo hizo ya cadáver. A su entierro asistieron compañeros, numerosas personalidades y varias secciones de las milicias socialistas y comunistas, perfectamente uniformadas, portando banderas marxistas y de la Unión Soviética. En el momento de su entierro tomó la palabra el teniente coronel Mangada, que ensalzó la figura del finado, así como la necesidad de defender la República, se refirió a su «sentido socializante y proletario» y finalizó solicitando venganza para la víctima. 

			En las Cortes, la avalancha dialéctica y normativa de las minorías integrantes del Frente Popular continuaba imparable, con el propósito de anular cualquier capacidad de reacción o de asociación de las clases conservadoras. Los asesinatos de destacados miembros de la izquierda fueron aprovechados para lanzar nuevas diatribas contra la derecha, con razón o sin ella, pues creían entender que había llegado el momento de dirigir la República hacia un régimen marxista. Entre los diputados más combativos puede citarse a Ibarruri, quien de nuevo expuso un programa de desarticulación del conservadurismo, con la confiscación de periódicos y diarios, que de llevarse a cabo suponía directamente la eliminación física y política de la oposición. Además, se abogaba por la confiscación de sus bienes muebles e inmuebles, lo que daba sentido a la dirección de nacionalización de los medios de propiedad privada que la minoría comunista no dudaba en airear públicamente.

			El terrorífico golpe que devolvieron los extremistas de la izquierda fue el que sobrepasó cualquier límite aceptable, aun con la comprensión de que todas las vidas poseen idéntica consideración, pues su venganza apuntó a ejecutar a los líderes de la oposición. Gil-Robles pudo escapar por no hallarse en su domicilio, pero Calvo Sotelo fue asesinado por un escuadrón compuesto por militantes socialistas, guardias de asalto y el capitán de la Guardia Civil Fernando Condés Romero, quien ya había sido expulsado del Instituto por su implicación en la revolución de octubre. El heterogéneo grupo se desplazó la noche del sepelio de Castillo al domicilio del político gallego, y bajo el pretexto de conducirlo a la Dirección General de Seguridad, le hicieron abandonar su casa. Sin esperar instrucciones de ningún tipo, pues ya se había decidido la acción a cometer, lo ejecutaron en la misma camioneta, la N.º 17 de la Guardia de Asalto con sede en Pontejos, utilizada para el desplazamiento. Tras el asesinato, abandonaron el cadáver en el camposanto de la Almudena, alrededor de las cuatro de la mañana. Avisado el juez de instrucción, y personado en el mencionado cementerio, tomó rápidas decisiones, como fueron la detención de los compañeros del fenecido Castillo, entre ellos su principal amigo y colega, el teniente Moreno. Posteriormente, de la autopsia realizada se extrajo la conclusión de que las heridas fueron hechas a muy corta distancia, con un impacto letal en la cabeza, con orificio de entrada en el occipital y trayectoria hasta la órbita del ojo derecho. También recibió otro impacto en el pecho. 

			Consciente de la gravedad del asesinato de Calvo Sotelo, el gobierno no cesó en la investigación de lo ocurrido. Consecuencia de ello fue la detención de Andrés Pérez Molero, Antonio Añate Escribano y Mayo Cambronero, que eran los tres guardias de asalto asignados a la famosa camioneta N.º 17. Su conductor, Florencio Mayo Cambronero, que había sido incomunicado desde el conocimiento del atentado por la implicación de la camioneta en el transporte de los asesinos y del asesinado, fue reconocido como el que conducía el vehículo al llegar al domicilio del finado. La importancia y la repercusión de este hecho no podía sorprender a nadie. Había asesinado al jefe de la oposición un grupo de presuntos funcionarios policiales, liderados por un capitán de la Guardia Civil. El ejecutor del disparo, presuntamente Cuenca, era un socialista vinculado personalmente a la esfera de Prieto, pues le había prestado servicios como escolta, a pesar de su acreditada tendencia violenta. Nunca se pudo demostrar que existiera relación entre el ejecutor y el líder socialista, en la consciencia que don Indalecio jamás se hubiese prestado a tal felonía.

			No puede depositarse en el gobierno del Frente Popular la responsabilidad del asesinato, pues fue llevado a cabo por miembros de fuerzas policiales, ciertamente, y en la investigación no hay nada que pueda rebatir que se realizó a título personal, como una venganza por la muerte de su compañero Castillo. Todo parecía augurar entonces una respuesta contundente por parte de la extrema derecha. La Guardia Civil, y con ella el resto de los cuerpos y fuerzas de seguridad, se mostraba impotente para responder ante tantos atentados y ataques. Resultaba imposible. Por su fama de fieles cumplidores del deber, precisamente fueron los guardias civiles, una sección al mando de un capitán, los que recibieron la misión de custodiar los alrededores de la capilla ardiente y evitar los previsibles desórdenes o ataques a los numerosos líderes políticos que acudieron en masa a despedir al líder derechista. Se había transformado en un mártir y los amigos y correligionarios también tomaron la decisión de vengar su muerte, de forma contundente. Así se expresó Goicoechea ante el féretro de Calvo Sotelo en el cementerio, apelando a una actuación inmediata:

			Hijos de España: en este momento en que venís a rendir el último tributo al glorioso mártir, en nombre de la familia y en nombre de España, gracias, desde lo más hondo gracias. Te prometemos que rogaremos por ti a Dios, y te pedimos que tú ruegues a Él por nosotros. Ahora, ante esta tumba recién abierta, juro a Dios que emplearé todas mis fuerzas en seguir tu ejemplo, y en vengar tu muerte.[33]

			Tras estas palabras enalteciendo la venganza, comenzaron a darse voces de «¡arriba España!» y «¡viva España!», y la multitud que esperaba ante el cementerio secundó tales gritos. La Guardia Civil, que estaba dispuesta ante el camposanto para evitar desórdenes, se vio obligada a emplearse en varias cargas para disolver la muchedumbre de la que partían voces discrepantes contra el Cuerpo y el régimen republicano. Los más exaltados continuaron profiriendo airadas protestas, especialmente los vinculados a Falange y a Renovación Española, a pesar de las cargas policiales, y prosiguieron su marcha de nuevo hacia Madrid. El multitudinario grupo fue detenido a la altura del Puente de Ventas por una sección de guardias de asalto, desplegada en ese punto de la ciudad, y aunque la masa pareció disolverse, sus componentes reaparecieron de nuevo por la calle de Alcalá, a la altura del cine Pardiñas, lugar donde estaba estacionada una camioneta de asalto. En esos instantes hubo un disparo, sin que se supiera de dónde partió, que de inmediato fue repelido por los agentes de seguridad, que se posicionaron rodilla en tierra para disparar sobre la masa, desde la que suponían que les habían disparado. Varios heridos quedaron en el suelo, muchos de ellos gravísimos; uno, José María Iturralde, de diecinueve años, falleció antes de llegar a la casa de socorro; otro, José Palma, de dieciocho años, también murió a consecuencia de los disparos a los pocos minutos. Emilio Castro Moya, ingresó casi cadáver en el centro de asistencia. No quedó aquí la tragedia. A la altura de la calle de la Montera, cuando otro de los grupos de derechistas que se habían formado y que retornaban del entierro cruzaba la vía, desde un automóvil estacionado se les disparó con una pistola ametralladora provocando varios heridos gravísimos. Uno de ellos, José Valencia, de veinte años, fallecía esa misma noche. Sin ninguna condena por parte del equipo gubernamental, un día después, el conde de Valdellano anunciaba en las Cortes que las minorías de Renovación Española y del tradicionalismo se retiraban de la Cámara.

			De la progresiva preparación de un conflicto civil por parte de los dos extremos era testigo impasible el Instituto. En Toreno de San Gil, León, los guardias civiles del puesto sorprendieron a una partida de unos treinta militantes socialistas realizando instrucción militar, con varias pistolas cargadas y prestas para ser usadas. Ante los guardias alegaron tener, y así era, autorización del alcalde para tal «reunión». En Sigüenza, Guadalajara, los guardias que actuaron para efectuar la detención de un grupo de fascistas que habían asesinado al socialista Francisco González, descubrieron que se había producido un robo en un polvorín de explosivos, del que desaparecieron casi 100 kilos de pólvora y 25 de dinamita.

			Todos, unos y otros, eran plenamente conscientes de la gravedad de la situación y de los movimientos que estaban realizando militares desafectos a la República para provocar un alzamiento. Por parte de la Dirección General de Seguridad, ante tal posibilidad, se comenzaron a dar las pertinentes instrucciones. Se dispuso que se suspendiesen todos los permisos del personal de vigilancia, seguridad y asalto, y que los que estuviesen alejados de sus destinos se reintegrasen a sus puestos de trabajo de forma inmediata. El propio movimiento obrero se desangraba en algunos lugares, internamente, en luchas fratricidas por conseguir la hegemonía sindical, como ocurrió con la huelga de la construcción en la capital madrileña.

			Desde las opciones más proclives al consenso se contemplaba con cierta desesperación que la deriva gubernamental no hacía sino dar argumentos contundentes a los conspiradores. Desde el inicio del mes de marzo las reuniones para organizar la rebelión proliferaban entre los radicalizados opositores al régimen republicano. Aunque se había iniciado la investigación de la responsabilidad por la muerte de Calvo Sotelo, todo cambió cuando aparecieron implicados personajes afines al Partido Socialista. La identidad de los asesinos, reconocidos por la propia mujer del asesinado, que identificó a Condés, fue ocultada por personas cercanas al partido, y el único que realizaba un serio esfuerzo por intentar clarificar todo lo ocurrido era el juez de instrucción Ursiano Gómez Carbajo, quien se había hecho cargo del caso con la profesionalidad inherente a su cargo. Al día siguiente de comenzar los interrogatorios, vulnerando la independencia judicial, fue apartado del caso.

			Tras meses de sangriento enfrentamiento, finalizada la primavera de 1936 el balance de víctimas mortales durante el periodo del Frente Popular presentaba un triste y claro equilibrio en los caídos de uno y otro bando, además de las bajas colaterales alejadas de cualquier posicionamiento político. Cabe preguntarse si la violencia desplegada respondía a odios locales o personales más que a proyectos generalizados para la implantación de un explícito régimen autoritario. Pero aunque eso fuera cierto en parte, puede certificarse una dirección planificada para implantar finalmente un determinado régimen político, a la vista de la definición posterior de la estrategia política, que diseñaron en estos aciagos meses unos dirigentes interesados en plantear la vida política en términos de conflicto civil. La táctica gubernamental, desacertada, como pudo corroborarse en periodos posteriores, para contrarrestar el presunto y más que probable golpe de Estado urdido por una fracción del Ejército, pasaba por obtener una victoria mediante el licenciamiento de las tropas de las unidades rebeldes, liberándolas del compromiso de obediencia y disciplina a sus oficiales, para posteriormente proceder a la entrega masiva de armas «al pueblo». Con tales mimbres, y con una coordinada combinación de la milicia revolucionaria resultante y de aquellos sectores del Ejército que se hubiesen mantenido fieles al gobierno republicano, se podría reprimir a lo que quedase de los rebeldes. 

			Para desgracia de la sociedad republicana, la conspiración militar se hizo realidad, a la vista de la atónita población española, a cualquier precio y sin valorar las trágicas consecuencias de lo que suponía un alzamiento militar, que sin duda podía desembocar en una guerra civil. Durante la tarde del viernes 17 de julio, sobre las 17.00 horas, parte de las fuerzas del Ejército en Marruecos tomaron sus armas contra el gobierno legítimamente establecido, alzamiento al que se sumarían, con desigual éxito, grupos organizados de rebeldes en el resto de las cabeceras de las regiones divisionarias orgánicas. La Guardia Civil, como el resto de la nación, se dividió entre la fidelidad al régimen republicano y la lealtad a su ideología política de tinte conservador. Algunos de sus miembros, componentes de los pequeños puestos, se decantaron por una u otra posición, inducidos por las afinidades ideológicas de sus jefes naturales en las demarcaciones de las líneas o de las compañías, o por defenderse de los ataques de los sectores radicalizados de izquierdas en su población. La actuación de los guardias civiles resultaría concluyente y decisiva para que fracasara el alzamiento en las principales ciudades españolas como Barcelona, Madrid y Valencia. Desde el Ministerio de Gobernación, a las siete y veinte de la tarde del día 18, cuando se confirmó la revuelta del Ejército de Marruecos y de algunas de las unidades en la península, se lanzó un comunicado por radio que decía lo siguiente:

			Continúan todas las provincias españolas en absoluta obediencia al Gobierno de la República. Algunos núcleos donde se iniciaba cierta inquietud han reaccionado rápidamente y se ponen decididamente al lado del gobierno, que confía en que la subversión quede reducida a sus pequeños focos actuales.

			En Sevilla se declaró de manera facciosa el estado de guerra por el general Queipo de Llano. Se produjeron actos de rebeldía por parte de elementos militares que fueron repelidos por las fuerzas del gobierno. En estos momentos ha entrado en la capital, como refuerzo, un regimiento de Caballería al grito de: «Viva la República».

			El resto de España continúa fiel al gobierno, que domina en absoluto la situación.

			Con la declaración de guerra por parte de este sector rebelde del Ejército, la Guardia Civil finalizaba su periplo republicano, iniciado con cierta esperanza de regeneración y transformado por las circunstancias en una época de incertidumbre y desconcierto. Una parte sustancial de la Institución también se había unido a los rebeldes en el levantamiento contra el gobierno del Frente Popular. Un mes después, en la zona gubernamental, la Benemérita desapareció para integrarse en la Guardia Nacional Republicana, por lo que perdió su naturaleza militar e independiente, así como su denominación, anexa a la Institución desde su fundación en 1844. Para desgracia de todos los españoles, de cualquier signo e ideología, había comenzado la Guerra Civil.

			
				
					[1] BOGC, 25 de febrero de 1936 (correspondiente al día 20), p. 197. Orden Circular, reguladora de la aplicación en la Jurisdicción Militar del Decreto-Ley de Amnistía, de 21 de febrero de 1936, publicado en la Gaceta n.º 53.

				

				
					[2]La Vanguardia, 7 de marzo de 1936. El diario se hace eco, en un extenso artículo, del recorrido de Ramón González Peña por la provincia de Huelva, incluida su capital, en la que es recibido con todos los honores por los alcaldes, siendo en ocasiones nombrado «ciudadano de honor».

				

				
					[3] «Memorias de las Comandancias. Sevilla», SEHGC, armario 8. 1936.

				

				
					[4] «Memorias de las Comandancias. Santander», SEHGC, armario 8. Puesto de Suances. También en: El Noroeste, 4 de marzo de 1936.

				

				
					[5]Ibid. Ávila. armario 7. 1936. La Vanguardia, 4 de marzo de 1936.

				

				
					[6] Ian Gibson, La represión nacionalista de Granada en 1936 y la muerte de Federico García Lorca, Ruedo Ibérico, París, 1971, p. 14. El autor expone los datos de los votos obtenidos por ambas coaliciones.

				

				
					[7] «Memorias de las Comandancias. Granada» SEHGC, armario 7. Sucesos de marzo de 1936.

				

				
					[8] Diario de Sesiones del Congreso, 31 de marzo de 1936.

				

				
					[9]La Vanguardia, 27 de marzo de 1936.

				

				
					[10] C. Rivas Cheriff, Retrato de un desconocido. Vida de Manuel Azaña, Plaza & Janés, Barcelona, 1980, p. 672. 

				

				
					[11] «Memorias de las Comandancias. Córdoba», SEHGC, armario 7. 1936.

				

				
					[12] Julio Álvarez del Vayo, diputado socialista, muy cercano a la doctrina impuesta en el partido por Largo Caballero.

				

				
					[13] SEHGC. Expediente personal de Anastasio de los Reyes. Parte oficial de la muerte del alférez.

				

				
					[14] Un extenso análisis de lo ocurrido en el sepelio, y sus consecuencias directas, aparece en el trabajo: Rivas, F. «El entierro del alférez de los Reyes y su trascendencia histórica», Revista de Estudios históricos de la Guardia Civil, n.º 37. Año XX. Madrid. 1987.

				

				
					[15]ABC, 16 de abril de 1936, p. 57.

				

				
					[16]La Vanguardia, 15 al 17 abril de 1936; ABC, 15, al 17 abril de 1936; El Sol, 15 y 16 abril de 1936.

				

				
					[17]Gaceta de Madrid, n.º 109, 17 de abril de 1936. Orden del Ministerio de la Gobernación.

				

				
					[18] El proyecto de ley fue aprobado por el Consejo de Ministros y trasladado por vía urgente a la Cámara, que lo aprobó en apenas tres días. 

				

				
					[19] Diario de sesiones del Congreso. 18 de abril de 1936.

				

				
					[20]El Debate, 18 de abril de 1936.

				

				
					[21] F. Rivas (1987), op. cit., p. 174.

				

				
					[22]La Vanguardia, 26 de abril de 1936

				

				
					[23] Secretaría de la Inspección. Negociado Segundo. BOGC, 25 de abril de 1936, p. 415

				

				
					[24]El Sol, 7 de mayo de 1936.

				

				
					[25]El Debate, 19 de mayo de 1936. La Vanguardia, 20 de mayo de 1936.

				

				
					[26]La Vanguardia, 20 de mayo de 1936. 

				

				
					[27] Un interesante estudio monográfico sobre lo acontecido en Yeste es el realizado por Manuel Requena Gallego, denominado Los sucesos de Yeste (mayo 1936), publicado por el Instituto de Estudios Albacetenses, CSIG, Confederación Española de Centros de Estudios locales, Albacete, 1983. Seguimiento documental en AHN. MG. CS. 16. A. exp.18.

				

				
					[28] Diario de Sesiones del Congreso. 5 de junio de 1936.

				

				
					[29] Jesús Núñez Calvo, «La participación de la Guardia Civil en operaciones internacionales», Revista Casa Cuartel, enero-febrero de 2002, Editorial Actualidad Militar, S.L.

				

				
					[30] «Memorias de las Comandancias. Ceuta», SEHGC, armario 7. Muerte del Guardia Fausto Caroso Jiménez.

				

				
					[31] Declaraciones de Largo Caballero en Oviedo, 14 de junio de 1936. La Vanguardia, 16 de junio de 1936.

				

				
					[32] Diario de Sesiones, 16 de junio de 1936.

				

				
					[33]La Vanguardia, 15 de julio de 1936.

				

			

		

	


	
		
			EPÍLOGO

			El levantamiento de una parte del Ejército comenzó un día antes de lo previsto, el 17 de julio de 1936. Un día después, en cada guarnición, en cada regimiento, en las comandancias de la Guardia Civil, comenzaron a hacerse realidad los más funestos presagios. Parte de sus hombres, o unidades al completo, liderados sobre todo por jóvenes oficiales, frente a jefes y generales indecisos, comenzaron a desplegar a sus fuerzas por pueblos y ciudades. A pesar de ello, el sector mayoritario del Ejército de Tierra, la Marina y el Ejército del Aire se negó a unirse al levantamiento. De todos los generales de la Benemérita, solo uno de ellos se sumó al alzamiento militar. En muchas zonas, ciudades y pueblos serían la Guardia Civil y la Guardia de Asalto quienes luchasen contra las unidades sublevadas.

			Sorprendido por la velocidad con la que se transmitían las órdenes de sublevación en las guarniciones, y desconcertado por la virulencia con la que se mostraban los alzados, el presidente del Gobierno dimitió para dejar los poderes en manos del más moderado Martínez Barrio, quien asumió el tardío, pero no imposible, encargo de intentar convencer a los insurrectos para que cesaran en su apuesta y atraer a la oposición conservadora para impedir el golpe de Estado. Fracasó, pues todos, unos y otros, consideraron que no había marcha atrás. El nombramiento de José Giral para presidir un nuevo gobierno, apoyado por socialistas, comunistas y anarquistas, decantó a algunos jefes militares, que decidieron sumarse a la rebelión. El gobierno tomó una de las decisiones más conflictivas al armar a las milicias populares para oponerse a un Ejército que disponía de las tropas mejor preparadas: regulares; legionarios y mercenarios marroquíes, fogueados en años de lucha en las arenas del Rif.

			Apenas transcurridos un par de días, el 20 de julio, España se hallaba dividida, más o menos, en dos zonas bien delimitadas. Las fuerzas gubernamentales controlaban aproximadamente dos tercios del país, con las principales capitales y enclaves industriales. Los sublevados, o nacionales, como comenzaron a denominarse, habían ocupado casi en su totalidad el sector occidental de la nación: Galicia, Castilla y León, Huelva, Cádiz, Sevilla, y pronto avanzarían por el corredor extremeño para unir ambas zonas. Este desigual reparto presagiaba el fracaso de la sublevación.

			Tras la llamada a las armas por parte de un sector del Ejército, la incertidumbre inundó los cuarteles de la Guardia Civil. En la mayor parte de las ciudades los enfrentamientos comenzaron en torno a las guarniciones militares, con la llegada de las milicias obreras que querían impedir el alzamiento, e incluso hubo lucha en el interior de sus instalaciones entre compañeros que se querían sublevar y los que deseaban mantenerse fieles al juramento empeñado con la República. Las milicias solicitaban en los puestos la entrega de las armas requisadas en anteriores revueltas. Los guardias civiles, inicialmente, se negaban a entregarlas, a la espera de instrucciones, con el convencimiento de que llegado el momento serian usadas contra ellos a la menor ocasión que se les presentara. Para desesperación de los guardias civiles, que aún intentaban en aquellos primeros días dominar los excesos de los milicianos, el gobierno legalmente constituido fue incapaz de afrontar igual tarea. Los guardias vieron, impotentes, cómo se procedía a la ejecución de las personas vinculadas de alguna forma a los considerados como potenciales enemigos, inclusive los propios guardias. En el bando nacional, tampoco pudieron impedir la represión ejercida por las milicias falangistas contra los ciudadanos afines al sentir de la Republica.

			Ambos bandos, alzados y gubernamentales, eran conscientes de la fuerza que representaba la Benemérita. En ese mes de julio de 1936, sus 32.477 hombres se repartían en 24 tercios y 59 comandancias, en un despliegue por todo el territorio nacional. Se trataba de una fuerza de un valor formidable, por la veteranía de sus hombres, curtida en las guerras de África o en las diferentes revueltas en el periodo republicano, frente a la bisoñez de los soldados de recluta o las inexpertas milicias recién incorporadas a la lucha. 

			Consciente de la necesidad de contar con su participación, el general Franco, en una alocución por radio el 22 de julio, intentó atraer a los guardias civiles al bando sublevado: 

			Quiero dedicar unas palabras a la Guardia Civil… empiezo por deciros que habéis quedado para el último lugar en mi alocución porque sois precisamente los más preciados en el corazón de los españoles y merecéis ser el broche que cierre mis palabras con España.

			¡Abnegada Guardia Civil! ¡Veteranos soldados que voluntariamente abrazasteis las enseñanzas del duque de Ahumada! ¡Cuánto habéis debido sufrir al ver cómo se mancillaba la justicia, cómo imperaba el desorden y la violencia en el Cuerpo y en las villas, manchadas por los delincuentes que ayer habíais detenido!

			Por su parte, el inspector general Pozas dictaba una orden a todas las comandancias para que se mantuvieran fieles al gobierno legítimamente establecido. Era consciente de que la única forma de mantener a la Institución del lado gubernamental era apelar a la férrea disciplina adosada al ser de la Benemérita. Pero en esta ocasión las diferencias resultaron insalvables y muchos de los jefes y oficiales se negaron a obedecer y se alzaron junto a sus hombres contra el Gobierno de la República.

			De su alineación con la sublevación o el acatamiento de las directrices emanadas de la Inspección General, se derivó el éxito o el fracaso de los rebeldes. Así ocurrió en Madrid, donde la lealtad hacia el gobierno por parte de los guardias civiles abortó el levantamiento de las guarniciones acantonadas en los cuarteles, tal y como ocurrió en el de la Montaña. Un comandante del Instituto, Bretaño, lideraría las fuerzas que lo rodearon e intimaron a la rendición, si bien no pudo impedir el asalto de los milicianos y el asesinato de la mayor parte de los sublevados. Algo similar pasó en Barcelona, donde los guardias civiles a las órdenes del general Aranguren y el jefe del tercio, coronel Escobar, sofocaron la revuelta y aplacaron la rebelión. En otros lugares, por el contrario, la participación y el protagonismo de los guardias civiles decantó el éxito en la sublevación. 

			En aquellos primeros días, como el resto de la nación, los beneméritos se vieron obligados a luchar en un bando o en otro. En definitiva, en la mayor parte de las ocasiones todo dependía del territorio donde habían quedado enclavadas sus unidades, con independencia, a veces, de la afinidad ideológica de sus mandos. Como muestra, el comandante Medel, jefe de comandancia de Navarra, fue asesinado por sus hombres al no sumarse a la sublevación en el territorio controlado por Mola. Algo similar les ocurrió a centenares de guardias dispersos por Andalucía o Extremadura, que se negaron a secundar a los alzados. Del otro lado, varias decenas de guardias civiles que se sublevaron en Albacete y fracasaron fueron ejecutados y lanzados al mar frente a la ciudad de Cartagena. Igual suerte sufrirían en Madrid o Barcelona los guardias que por su ideología se unieron a los alzados y pagaron con su vida el fracaso en la rebelión, o simplemente por inquinas internas y denuncias realizadas por guardias que pasaron a integrar las repugnantes checas, como la de Bellas Artes. Uno de los guardias civiles, entre otros muchos, que pagaron tan alto precio fue precisamente el comandante Bretaño, asesinado en una de las sacas del 8 de noviembre. 

			Finalmente, la Guardia Civil solo se mantendría durante toda la guerra con su estructura y denominación oficial en la zona nacional. Las autoridades gubernamentales decidieron dar un golpe de gracia a la Institución, a pesar de los episodios de Madrid y Barcelona, por las presiones de las milicias obreras y por el pretendido aseguramiento de la fidelidad de los componentes que aún militaban en sus filas. Nacía en la zona gubernamental la Guardia Nacional Republicana, por decreto de 30 de agosto de 1936, en la que se integrarían los guardias civiles al disolverse el Instituto armado. Acababa el periplo de la Benemérita. Por delante quedaban unos años de cruento conflicto que afectaría a todos sus hombres, los de un bando y los del otro; los primeros ejercerían sobre los segundos una despiadada depuración, ejecutando a los generales, jefes y oficiales que se negaron a secundar las directrices del alzamiento. Pero esa debe ser otra historia.

		

	


	
		
			ANEXOS

			1. Copias de los telegramas emitidos en el caso de Castilblanco
(Recogidas por el autor de archivo particular)
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			2. Nombres publicados en la Revista Técnica Guardia Civil, noviembre de 1934, pp. 427 y ss.

			Muertos en holocausto de la patria durante el movimiento revolucionario de octubre de 1934

			Teniente coronel D. Ángel Saiz Ezquerra. 

			Comandante D. Gonzalo Bueno Rodrigo. Capitán D. José Alonso Nart.

			Tenientes D. José Domingo Fernández, D. Fernando Halcón Lucas y D. Juan Llovera Balaguer.

			Subteniente D. Benjamín Suarez Pando.

			Brigadas D. Gerardo Urico Rodríguez, D. Salustiano Manzanares García y D. Julián Diosdado Rodríguez.

			Sargentos primeros D. Mauro Andrés Castañeda y D. Eugenio Hernández Gómez. Sargentos D. Florentino Sanz Marín, D. Bernabé Ballesteros Torralba, D. Cruz Calzadilla Capote, D. Salvador Martín Jiménez, D. Tomás Escribano Ponce, D. Pedro Hidalgo Rodríguez y D. Pedro Martín Domingo.

			Cabos D. Vicente Revilla Rodríguez, D. Félix García Alonso, D. Ildefonso Rodríguez Prieto, D. Eladio Martín Rubio, D Dionisio López Fernández y D. Francisco García García.

			Guardias D. Salvador Novellas Ortiz, D. Francisco García Prieto, D. Celestino Morales Marco, D. Antonio Molina Martín, D. Pedro Valero Donato, D. Francisco Martínez López, D. Saturnino Yudego Sendino, D. Constantino Fernández García, D. Alejandro Lorca González, D. José Agudo López, D. Felipe Aragón Aragón, D. Jesús Benito Izquierdo, D. José López López, D. Santiago Bordón García, D. Santiago García González, D. Luis Gómez Blanco, D. Gregorio González Pastrana, D. Francisco Cancedo Luque, D. Arturo Martínez González, D. Zacarías Martínez García, D. Jaime Martínez Boho, D. Nicanor Escudero Martos, D. Justo García Gajate, D. Pelayo Sánchez Moreno, D. Valeriano López García, D. Emilio García, D. Secundino Bartolomé, D. Fermín Peláez García, D. Eustaquio Nistal Fernández, D. Carlos Pelaez, D. José López, D. Santiago García, D. Eugenio Pérez, D. Arturo Martín, D. Miguel Fernández, D. Luis García, D. Antonio Mantecón, D. Fabiano Yobra, D. Serafín Fernández, D. Juan Blanco Andrés, D. Salvador Pompas, D. Ernesto Martínez, D. Luis Álvarez, D. Abdón Noste, D. Joaquín Orive, D. Amador García, D. José Camino, D. Urbano Muñoz Díaz, D. Pablo Piqueras Biezma, D. Mario Lamela Gerena, D. Galo Álvarez Retuerto, D. Eugenio Pérez, D. Gonzalo Núñez, D. Domingo Fresnedillo, D. Baldomero López López, D. Vicente García Gómez, D. Vaquerizo García, D. Ezequiel Rodríguez Mena, D. Luis Sánchez Sánchez, D. Cayetano Gutiérrez Santamaría, D. Cándido Sánchez Martín, D. Pío Velasco González, D. Máximo Rodríguez Ortega, D. José Rodríguez Trigo, D. Francisco González López…

			(Han muerto a consecuencia de heridas recibidas, algunos más, cuyos nombres no hemos podido averiguar) (sic)

			Heridos

			Jaén

			Comandante D. Emilio López Carrillo.

			Teniente D. Adolfo Guerrero Cozar.

			Sargento Primero D. Francisco Hernández Moya.

			Sargento D. Dionisio Rojo López.

			Corneta D. Antonio Muñoz Cano.

			Zaragoza

			Capitán D. Enrique García Lasierra.

			Sargento Primero D. Victoriano Quiñones Fernández.

			Cabos D. Fernando Díaz Marín y Víctor Conejero Adrián.

			Guardias D. Félix García Andrés; D. Ramón Santamaría Hernández; Demetrio López Cortés; D. Cristóbal Moral López; D. José González Más; D. José Santiago Asensio; D. Rafael Casino Montoya.

			Oviedo

			Teniente D. Francisco Esteve González.

			Subteniente D. Calixto Pinilla López. 

			Sargento D. Ricardo Domínguez Tamales. 

			Cabo D. Juan Heredia Fernández.

			Guardias D. Antonio Eleno Luengo, D. Pedro Navarro Segura, D. Isidro Labrador García, Joaquín Rivera Sánchez, D Diego Valle Gomero, D. Santiago Campo González, D. Jesús Rodríguez Garrote, D. Aureliano Murillo González, D. Gregorio Ortega Rodríguez, D. Francisco Alonso Menéndez, D. Luis Del Amo Fernández, D. Tomás Rodríguez Garrote, D. Antonio Corredera, D. Senén Mayo, D. Rafael Zamorano, D. Luis Martín, D. Florencio Morán, D. Miguel Varón, D. Antonio Díaz, D. Alejandro Ruiz, D. Francisco Rodríguez, D. Felipe Fernández, D. Manuel Molcón González, D. Víctor González Puente, D. Remigio García, D. Hermenegildo Herrero Cuesta, D. Fernando Franco Porlant, D. Antonio Listo Rodríguez y D. Benjamín Rodríguez Álvarez.

			Málaga

			Capitán D. Guillermo Candón Calatayud. 

			Subteniente D. Juan Cantos Gutiérrez. 

			Cabo D. José González Herrera.

			Guardias D. José Mansilla Navón y D. Antonio Martín Palomo.

			Valladolid

			Teniente D. Enrique Casulla Alonso.

			Sargento D. Francisco León.

			Guardias D. Gil José Gutiérrez Niño, D. Benedicto Manjuer Santos, D. Santos García Portela y D. Camilo Cuadrado Domínguez.

			Murcia

			Teniente D. Juan Cifuentes López.

			Guardias D. Luis Prieto Fernández, D. Ginés Fernández, D. Manuel Manzano Teruel, D. Diego Leiva Cifuentes y D. Juan Gambi Belmonte.

			Lérida

			Teniente D. Manuel Ortega Ortega. 

			Guardias D. José Sastre Incógnito, D. José Ruiz Gamboa, D. José Magallón Martínez, D. Miguel Calderón Berenguer, D. Marcelino Pérez Jiménez y D. Agustín Gardiel Gustavo.

			Albacete

			Brigada D. Eloy Pastor Tortosa.

			Sargento D. Benito Cabezuelo.

			2.ª del 4.º Tercio

			Sargento primero D. José Palacios Pérez.

			Barcelona

			Sargentos primeros D. Antonio Ramos Vílchez y D. Juan Martínez Alcalá.

			Cabos D. Marcelino Pérez de Torera, D. Pedro Yet Martorell, D. Luciano Rubio Rubio y D. Víctor Martín Mora.

			Guardias D. Manuel Sánchez Bejarano, D. Francisco Avellán Asensio, D. Ángel Navarro Mest, D. Teófilo Palomino Pradales, D. Emilio Sánchez Cáceres, D. Antonio Bueso Moreno, D. Adolfo Hernández Sánchez, D. Antonio Torregrosa Rodríguez, D. Felipe Gómez Martínez, D. Enrique Costea Cebrián, D. Francisco Jándula Lara y D. Luis Amado Gallardo.

			León

			Sargento D. Pedro Hidalgo Rodríguez.

			Cabo D. Manuel Fonseca García.

			Guardias D. Santos Torán Martínez, D. Generoso Fernández, D. Basilio Riaño González, D. Antonio Félix Álvarez, D. Guzmán Álvarez, D. Juan Cambarros Quintana, D. Juan Fernández, D. Cipriano Fabra Martínez y D. Francisco Rodríguez González.

			Guipúzcoa

			Guardias D. Baldomero Delgado y D. Emilio Gutiérrez Barrio.

			Navarra

			Guardia D. Narciso Toca.

			Vizcaya

			Guardia D. Isaac Martínez López.

			Sevilla

			Guardia D. Antonio Hernández García.

			Alicante

			Guardia D. Vicente Escandell.

			Córdoba

			Guardias D. Manuel Peinado Díaz y D. Miguel Sánchez Álvarez.

			Tarragona

			Guardia D. Julián Marcos Pérez.

			Palencia

			Cabo D. Juan Martínez Serrano.

			Guardias D. Arcos Delgado, D. Anselmo Rodríguez, D. Pablo Martín, D. Santiago Sánchez Martín y D. Mariano Hernández.

			14.º Tercio

			Cabo D. Anselmo Palacios Beltrán.

			Guardia D. Maximino Alves Cid.

			Madrid

			Guardias D. Alfonso Expósito, D. Vicente Garaballó Peláez y D. Alfonso Gutiérrez.

			Ciudad Real

			Guardia D. Rufino García García.

			4.º Tercio

			Guardias D. Juan Perales Pulido, D. Eduardo Panadero García, D. Serafín Mateo Fernández y D. José Ortega Pérez.
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